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I. NOTICIAS DE INTERÉS.
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RISDICCIÓN VOLUNTARIA. Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados.

http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-76-1.PDF

- RESOLUCIÓN DE 19 DE ABRIL DE 2017, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE JUSTICIA, POR LA QUE SE PU-
BLICA ELCONVENIO DE COLABORACIÓN CON EL ILUSTRE COLEGIO DE REGISTRADORES DE LAPROPIEDAD,
MERCANTILES Y BIENES MUEBLES DE ESPAÑA, EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN REGISTRAL
POR PARTE DE LA OFICINA DE RECUPERACIÓN Y GESTIÓN DE ACTIVOS.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4655.pdf

- NEGOCIACIONES CON EL REINO UNIDO A RAÍZ DE LA NOTIFICACIÓN POR LA QUE DECLARA SU
INTENCIÓN DE RETIRARSE DE LA UNIÓN EUROPEA.

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2017-0102+0+DOC+PDF+V0//ES

- CUADRO DE SUSTITUCIONES. RESOLUCIÓN DE 6 DE ABRIL DE 2017, DE LADIRECCIÓN GENERAL
DE LOS REGISTROS Y DELNOTARIADO, POR LA QUE SE APRUEBA EL CUADRO DE SUSTITUCIONES DE LOS RE-
GISTROS DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES PARA EL DESEMPEÑO DE LAS INTERINI-
DADES POR LOS REGISTRADORES TITULARES RESPECTIVOS.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/17/pdfs/BOE-A-2017-4211.pdf

- ENCOMIENDA DE GESTIÓN AL COLEGIO DE REGISTRADORES PARA LA TRAMITACIÓN
DE EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD POR RESIDENCIA. RESOLUCIÓN DE 14 DE MARZO
DE 2017, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA
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ENCOMIENDA DE GESTIÓN ALCOLEGIO DE REGISTRADORES DE LAPROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES
MUEBLES DE ESPAÑA, PARA LA TRAMITACIÓN DE EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD POR RESIDENCIA.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/15/pdfs/BOE-A-2017-4177.pdf

- SUBASTAS JUDICIALES Y NOTARIALES. RESOLUCIÓN DE 28 DE MARZO DE 2017, CONJUNTA
DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y DE LA SECRE-
TARÍA GENERAL DEL TESORO Y POLÍTICA FINANCIERA, POR LA QUE SE MODIFICA LA DE 13 DE OCTUBRE
DE 2016, POR LA QUE SE ESTABLECEN EL PROCEDIMIENTO Y LAS CONDICIONES PARA LA PARTICIPACIÓN POR
VÍA TELEMÁTICA EN PROCEDIMIENTOS DE ENAJENACIÓN DE BIENES A TRAVÉS DEL PORTAL DE SUBASTAS DE
LAAGENCIA ESTATAL BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4259.pdf

II. ESTUDIOS Y COLABORACIONES.

- LAS COMUNICACIONES, NOTIFICACIONES Y PUBLICACIONES EN EL ÁMBITO DEL RE-
GISTRO DE LA PROPIEDAD. Por Jose María de Pablos OʼMullony, Registrador de la Propiedad.

III. CASOS PRÁCTICOS. Por Juan José Jurado Jurado, Registrador de la Propiedad.

Por el Seminario de Derecho Registral del Decanato de Madrid.

1. heRencia. inexistencia de títuLo sucesoRio: causante que faLLece en segundas nupcias de cuyo
matRimonio no dejó descendencia, y sí tRes hijos de su pRimeR matRimonio. testamento otoRgado
duRante su pRimeR matRimonio a favoR de su pRimeRa mujeR y de sus RefeRidos hijos. acueRdo en La
escRituRa de adjudicación de heRencia de que La viuda de sus segundas nupcias Reciba su Legítima
confoRme aL aRt. 834 c.c. ¿hay títuLo paRa taL adjudicación? 

2. sepaRación. divoRcio. convenio ReguLadoR en que se atRibuye eL deRecho de uso de La vivienda
famiLiaR a Los hijos menoRes y a La madRe en cuya compañía quedan ¿necesidad de fijaR pLazo?

3. concuRso de acReedoRes. entidad concuRsada que adquieRe unas fincas abonando eL pRecio me-
diante La canceLación de cieRtas obLigaciones dineRaRias que con eLLa tiene La entidad vendedoRa.
¿se pRecisa La autoRización deL juez de Lo meRcantiL?

4. concuRso de acReedoRes. deLegación de facuLtades poR eL administRadoR concuRsaL en un auxi-
LiaR deLegado, atRibuyéndoLe a este Las mismas funciones que aqueL tiene. ¿puede eL auxiLiaR de-
Legado otoRgaR podeR especiaL paRa que eL apodeRado compaRezca ante notaRio en una escRituRa
de venta de fincas de La sociedad concuRsada?

5. deRecho de tRansmisión. sustitución vuLgaR. títuLo sucesoRio: necesidad de apoRtaRLo aL entRaR
en juego eL deRecho de tRansmisión y no La sustitución vuLgaR.
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V. NORMAS. Por Juan José Jurado Jurado, Registrador Mercantil y Secretario del Boletín.

1. B.O.E.

JEFATURA DEL ESTADO:

- Ley 1/2017, de 18 de abRiL, sobRe Restitución de bienes cuLtuRaLes que hayan saLido de foRma
iLegaL deL teRRitoRio españoL o de otRo estado miembRo de La unión euRopea, poR La que se incoR-
poRa aL oRdenamiento españoL La diRectiva 2014/60/ue, deL paRLamento euRopeo y deL consejo de
15 de mayo de 2014.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4258.pdf

- ReaL decReto-Ley 7/2017, de 28 de abRiL, poR eL que se pRoRRoga y modifica eL pRogRama de
activación paRa eL empLeo.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/29/pdfs/BOE-A-2017-4678.pdf

- ReaL decReto-Ley 6/2017, de 31 de maRzo, poR eL que se apRueba La ofeRta de empLeo púbLico
en Los ámbitos de peRsonaL docente no univeRsitaRio y univeRsitaRio, fueRzas aRmadas, fueRzas y
cueRpos de seguRidad deL estado y cueRpos de poLicía dependientes de Las comunidades autóno-
mas paRa 2017.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3546.pdf

- instRumento de Ratificación deL tRatado sobRe tRasLado de peRsonas condenadas entRe
eL Reino de españa y La RepúbLica sociaLista de vietnam, hecho en madRid eL 1 de octubRe de 2014.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/03/pdfs/BOE-A-2017-3645.pdf

- instRumento de Ratificación deL tRatado de extRadición entRe eL Reino de españa y La
RepúbLica sociaLista de vietnam, hecho en madRid eL 1 de octubRe de 2014.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/03/pdfs/BOE-A-2017-3646.pdf

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA Y PARA LAS ADMINISTRACIONES TERRITORIALES:

- ReaL decReto 316/2017, de 31 de maRzo, poR eL que se apRueba eL RegLamento paRa La ejecución
de La Ley 24/2015, de 24 de juLio, de patentes.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3550.pdf

- oRden 360/2017, de 21 de abRiL, poR La que se pubLica eL acueRdo de La comisión deLegada deL
gobieRno paRa asuntos económicos de 2 de maRzo de 2017, sobRe condiciones adicionaLes a cumpLiR
poR Las comunidades autónomas adheRidas aL fondo de financiación a comunidades autónomas,
compaRtimento fondo de Liquidez autonómico 2017.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/22/pdfs/BOE-A-2017-4392.pdf

- ResoLución de 4 de abRiL de 2017, de La secRetaRía de estado paRa Las administRaciones teRRi-
toRiaLes, poR La que se pubLica eL acueRdo de La subcomisión de seguimiento noRmativo, pReven-
ción y soLución de contRoveRsias de La comisión biLateRaL de coopeRación administRación
geneRaL deL estado-comunidad autónoma de andaLucía, en ReLación con La Ley de andaLucía
3/2016, de 9 de junio, paRa La pRotección de Los deRechos de Las peRsonas consumidoRas y usuaRias
en La contRatación de pRéstamos y cRéditos hipotecaRios sobRe La vivienda.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4381.pdf

- ResoLución de 4 de abRiL de 2017, de La secRetaRía de estado paRa Las administRaciones teRRi-
toRiaLes, poR La que se pubLica eL acueRdo de La subcomisión de seguimiento noRmativo, pReven-
ción y soLución de contRoveRsias de La comisión biLateRaL de coopeRación administRación
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geneRaL deL estado-comunidad autónoma de andaLucía, en ReLación con La Ley de andaLucía
3/2016, de 9 de junio, paRa La pRotección de Los deRechos de Las peRsonas consumidoRas y usuaRias
en La contRatación de pRéstamos y cRéditos hipotecaRios sobRe La vivienda.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4381.pdf

- ResoLución de 6 de abRiL de 2017, de La secRetaRía de estado paRa Las administRaciones teRRi-
toRiaLes, poR La que se pubLica eL acueRdo de La subcomisión de seguimiento noRmativo, pReven-
ción y soLución de confLictos de La comisión biLateRaL geneRaLitat-estado en ReLación con La
Ley de cataLuña 4/2016, de 23 de diciembRe, de medidas de pRotección deL deRecho a La vivienda de
Las peRsonas en Riesgo de excLusión ResidenciaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/24/pdfs/BOE-A-2017-4481.pdf

- ResoLución de 11 de abRiL de 2017, de La secRetaRía de estado paRa Las administRaciones te-
RRitoRiaLes, poR La que se pubLica eL acueRdo de La comisión biLateRaL de coopeRación adminis-
tRación geneRaL deL estado-comunidad autónoma de La Región de muRcia en ReLación con La Ley
de La Región de muRcia 10/2016, de 7 de junio, de RefoRma de La Ley 6/2015, de 24 de maRzo, de La
vivienda de La Región de muRcia, y de La Ley 4/1996, de 14 de junio, deL estatuto de Los consumi-
doRes y usuaRios de La Región de muRcia.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4673.pdf

MINISTERIO DE JUSTICIA.

- oRden 344/2017, de 7 de abRiL, poR La que se modifica La composición deL tRibunaL caLificadoR de
La oposición LibRe paRa obteneR eL títuLo de notaRio, convocada poR oRden jus/1410/2016, de 10
de agosto.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/17/pdfs/BOE-A-2017-4203.pdf

- CUADRO DE SUSTITUCIONES. RESOLUCIÓN DE 6 DE ABRIL DE 2017, DE LADIRECCIÓN GENERAL
DE LOS REGISTROS Y DELNOTARIADO, POR LA QUE SE APRUEBA EL CUADRO DE SUSTITUCIONES DE LOS RE-
GISTROS DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES PARA EL DESEMPEÑO DE LAS INTERINI-
DADES POR LOS REGISTRADORES TITULARES RESPECTIVOS.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/17/pdfs/BOE-A-2017-4211.pdf

- ENCOMIENDA DE GESTIÓN AL COLEGIO DE REGISTRADORES PARA LA TRAMITACIÓN
DE EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD POR RESIDENCIA. RESOLUCIÓN DE 14 DE MARZO
DE 2017, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA
ENCOMIENDA DE GESTIÓN ALCOLEGIO DE REGISTRADORES DE LAPROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES
MUEBLES DE ESPAÑA, PARA LA TRAMITACIÓN DE EXPEDIENTES DE NACIONALIDAD POR RESIDENCIA.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/15/pdfs/BOE-A-2017-4177.pdf

MINISTERIO DE HACIENDA Y FUNCIÓN PÚBLICA

- ReaL decReto 362/2017, de 8 de abRiL, poR eL que se desaRRoLLa La estRuctuRa oRgánica básica
deL ministeRio de fomento, y se modifica eL ReaL decReto 424/2016, de 11 de noviembRe, poR eL que
se estabLece La estRuctuRa oRgánica básica de Los depaRtamentos ministeRiaLes.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/11/pdfs/BOE-A-2017-3948.pdf

- ReaL decReto 396/2017, de 21 de abRiL, poR eL que se modifica eL ReaL decReto 706/1997, de 16
de mayo, poR eL que se desaRRoLLa eL Régimen de contRoL inteRno ejeRcido poR La inteRvención ge-
neRaL de La seguRidad sociaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/22/pdfs/BOE-A-2017-4390.pdf
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- ResoLución de 29 de maRzo de 2017, deL depaRtamento de gestión tRibutaRia de La agencia es-
tataL de administRación tRibutaRia, poR La que se pubLica La RehabiLitación de númeRos de identi-
ficación fiscaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/05/pdfs/BOE-A-2017-3754.pdf

- SUBASTAS JUDICIALES Y NOTARIALES. RESOLUCIÓN DE 28 DE MARZO DE 2017, CONJUNTA
DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y DE LA SECRE-
TARÍA GENERAL DEL TESORO Y POLÍTICA FINANCIERA, POR LA QUE SE MODIFICA LA DE 13 DE OCTUBRE
DE 2016, POR LA QUE SE ESTABLECEN EL PROCEDIMIENTO Y LAS CONDICIONES PARA LA PARTICIPACIÓN POR
VÍA TELEMÁTICA EN PROCEDIMIENTOS DE ENAJENACIÓN DE BIENES A TRAVÉS DEL PORTAL DE SUBASTAS DE
LAAGENCIA ESTATAL BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4259.pdf

- ResoLución de 4 de abRiL de 2017, de La diRección geneRaL de La agencia estataL de adminis-
tRación tRibutaRia, sobRe asistencia a Los obLigados tRibutaRios y ciudadanos en su identificación
teLemática ante Las entidades coLaboRadoRas con ocasión deL pago teLemático de Las tasas que
constituyen RecuRsos de La administRación geneRaL deL estado y sus oRganismos púbLicos, me-
diante eL sistema de fiRma no avanzada con cLave de acceso en un RegistRo pRevio (sistema cL@ve
pin) y fiRma eLectRónica de funcionaRio o empLeado púbLico.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4295.pdf

- ResoLución de 7 de abRiL de 2017, deL depaRtamento de gestión tRibutaRia de La agencia estataL
de administRación tRibutaRia, poR La que se pubLica La RehabiLitación de númeRos de identificación
fiscaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4284.pdf

- coRRección de eRRoRes oRden 227/2017, de 13 de maRzo, poR La que se apRueba eL modeLo
202 paRa efectuaR Los pagos fRaccionados a cuenta deL impuesto sobRe sociedades y deL impuesto
sobRe La Renta de no Residentes coRRespondiente a estabLecimientos peRmanentes y entidades en
Régimen de atRibución de Rentas constituidas en eL extRanjeRo con pResencia en teRRitoRio españoL,
y eL modeLo 222 paRa efectuaR Los pagos fRaccionados a cuenta deL impuesto sobRe sociedades en
Régimen de consoLidación fiscaL y se estabLecen Las condiciones geneRaLes y eL pRocedimiento paRa
su pResentación eLectRónica.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4294.pdf

MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL:

- ResoLución de 7 de abRiL de 2017, de La secRetaRía geneRaL deL fondo de gaRantía saLaRiaL,
poR La que se apRueba eL modeLo de soLicitud de pRestaciones, estabLecidas en eL aRt. 33 deL texto
Refundido de La Ley deL estatuto de Los tRabajadoRes.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4375.pdf

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES Y DE COOPERACIÓN:

- pRotocoLo sobRe La modificación deL convenio ReLativo a La oRganización hidRogRáfica in-
teRnacionaL, hecho en mónaco eL 14 de abRiL de 2005.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/05/pdfs/BOE-A-2017-3741.pdf

MINISTERIO DE AGRICULTURA Y PESCA, ALIMENTACIÓN Y MEDIO AMBIENTE:

- ReaL decReto 363/2017, de 8 de abRiL, poR eL que se estabLece un maRco paRa La oRdenación deL
espacio maRítimo.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/11/pdfs/BOE-A-2017-3950.pdf
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BANCO DE ESPAÑA:

- ResoLución de 3 de abRiL de 2017, deL banco de españa, poR La que se pubLican Los índices y
tipos de RefeRencia apLicabLes paRa eL cáLcuLo deL vaLoR de meRcado en La compensación poR Riesgo
de tipo de inteRés de Los pRéstamos hipotecaRios, así como paRa eL cáLcuLo deL difeRenciaL a apLicaR
paRa La obtención deL vaLoR de meRcado de Los pRéstamos o cRéditos que se canceLan anticipada-
mente.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3867.pdf

- ResoLución de 19 de abRiL de 2017, deL banco de españa, poR La que se pubLican deteRminados
tipos de RefeRencia oficiaLes deL meRcado hipotecaRio.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4335.pdf

2. COMUNIDADES AUTÓNOMAS.

ANDALUCÍA:

- Ley 2/2017, de 28 de maRzo, de memoRia históRica y democRática de andaLucía.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4348.pdf

ARAGÓN:

- Ley 2/2017, de 30 de maRzo, de medidas uRgentes en mateRia tRibutaRia.
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=955074024242

- ResoLución de 27 de maRzo de 2017, deL diRectoR geneRaL de tRibutos, poR La que se apRueba
La actuaLización de Los coeficientes apLicabLes aL vaLoR catastRaL paRa estimaR eL vaLoR ReaL de
deteRminados bienes inmuebLes uRbanos ubicados en La comunidad autónoma de aRagón, a efectos
de La Liquidación de Los hechos imponibLes de Los impuestos sobRe tRansmisiones patRimoniaLes y
actos juRídicos documentados y sobRe sucesiones y donaciones devengados duRante eL ejeRcicio
2017, y se actuaLizan Los coeficientes de ajuste apLicabLes a La supeRficie, caLidad y antigüedad
de La metodoLogía de obtención de pRecios medios en eL meRcado.

http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=957366183434

PRINCIPADO DE ASTURIAS:

- Ley 2/2017, de 24 de maRzo, de segunda modificación de La Ley 3/2004, de 23 de noviembRe, de
montes y oRdenación foRestaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4349.pdf

CANTABRIA:

- coRRección de eRRoRes de La Ley 2/2017, de 24 de febReRo, de medidas fiscaLes y admi-
nistRativas.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3824.pdf

COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN:

- Ley 1/2017, de 28 de maRzo, poR La que se ampLían Los Límites deL paRque natuRaL Lago de sanabRia
y aLRededoRes (zamoRa), se modifica su denominación poR La de paRque natuRaL Lago de sanabRia
y sieRRas segundeRa y de poRto (zamoRa), y se estabLece su Régimen de pRotección, uso y gestión.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/24/pdfs/BOE-A-2017-4447.pdf
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CATALUÑA:

- RecuRso de inconstitucionaLidad núm. 1638-2017, contRa La disposición adicionaL 40,
apaRtados uno y dos, de La Ley 4/2017, de 28 de maRzo, deL paRLamento de cataLuña de pResupues-
tos de La geneRaLitat de cataLuña paRa eL ejeRcicio 2017 y diveRsas paRtidas pResupuestaRias.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=783307&type=01&language=es_ES

- RecuRso de inconstitucionaLidad núm. 3071-2013, inteRpuesto poR eL gobieRno de La ge-
neRaLitat de cataLuña Respecto de Los aRt.s 39.2 y 40 deL ReaL decReto-Ley 4/2013, de 22 de febReRo,
de medidas de apoyo aL empRendedoR y de estímuLo aL cRecimiento y de La cReación de empLeo (sen-
tencia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=783551&type=01&language=es_ES

- RecuRso de inconstitucionaLidad núm. 7067-2014, inteRpuesto poR eL pResidente deL go-
bieRno en ReLación con diveRsos pReceptos de La Ley deL paRLamento de cataLuña 3/2014, de 19 de
febReRo, de hoRaRios comeRciaLes y de medidas paRa deteRminadas actividades de pRomoción (sen-
tencia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=783452&type=01&language=es_ES

- confLicto positivo de competencia núm. 5958-2014, pLanteado poR eL gobieRno de La ge-
neRaLitat de cataLuña en ReLación con diveRsos pReceptos deL ReaL decReto 413/2014, de 6 de
junio, poR eL que se ReguLa La actividad de pRoducción de eneRgía eLéctRica a paRtiR de fuentes de
eneRgía RenovabLes, cogeneRación y Residuos (sentencia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=783498&type=01&language=es_ES

- cuestión de inconstitucionaLidad núm. 1628-2013, pLanteada poR eL juzgado de Lo sociaL
númeRo 1 de taRRagona en ReLación con diveRsos pReceptos de La Ley 10/2012, de 20 de noviembRe,
poR La que se ReguLan deteRminadas tasas en eL ámbito de La administRación de justicia y deL ins-
tituto nacionaL de toxicoLogía y ciencias foRenses (sentencia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=783469&type=01&language=es_ES

GALICIA:

- Ley 1/2017, de 8 de febReRo, de pResupuestos geneRaLes de La comunidad autónoma de gaLicia
paRa eL año 2017.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3822.pdf

- Ley 2/2017, de 8 de febReRo, de medidas fiscaLes, administRativas y de oRdenación.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3823.pdf 

LA RIOJA:

- Ley 2/2017, de 31 de maRzo, de pResupuestos geneRaLes de La comunidad autónoma de La Rioja
paRa eL año 2017.

http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=4941358-1-PDF-508292

- Ley 3/2017, de 31 de maRzo, de medidas fiscaLes y administRativas paRa eL año 2017.
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=4941359-1-PDF-508293

NAVARRA:

- Ley foRaL 1/2017, de 9 de maRzo, poR La que se deRoga La Ley foRaL 2/1997, de 27 de febReRo,
sobRe ayudas a La pRomoción de poLígonos de actividades económicas de ámbito LocaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4262.pdf
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- Ley foRaL 2/2017, de 6 de abRiL, paRa ReguLaR La pRotección de Los contRibuyentes en mateRia
de cLáusuLas sueLo.

http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/71/Anuncio-0/

- Ley foRaL 3/2017, de 6 de abRiL, poR La que se deRoga La Ley foRaL 24/2003, de 4 de abRiL, de sím-
boLos de navaRRa.

http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/71/Anuncio-1/

- oRden foRaL 39/2017, de 14 de maRzo, deL consejeRo de hacienda y poLítica financieRa poR La
que se dictan Las noRmas paRa La pResentación de Las decLaRaciones deL impuesto sobRe La Renta
de Las peRsonas físicas y deL impuesto sobRe eL patRimonio coRRespondientes aL año 2016, se apRue-
ban Los modeLos de decLaRación y se deteRminan Las condiciones y pRocedimiento paRa su pResen-
tación poR medios teLemáticos.

http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/68/Anuncio-0/

PAÍS VASCO:

- ResoLución de 5 de abRiL de 2017, de La pResidencia de Las juntas geneRaLes de gipuzkoa, poR
La que se oRdena La pubLicación deL acueRdo de convaLidación deL decReto foRaL-noRma 1/2017,
de 28 de febReRo, poR eL que se deteRmina eL tRatamiento en eL impuesto sobRe La Renta de Las peR-
sonas físicas de Las cantidades peRcibidas como consecuencia de La Restitución de Las cantidades
satisfechas en apLicación de Las cLáusuLas sueLo.

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2017/04/1702047a.shtml

VALENCIA: 

- Ley 8/2017, de 7 de abRiL, de La geneRaLitat, integRaL deL Reconocimiento deL deRecho a La iden-
tidad y a La expResión de géneRo en La comunitat vaLenciana.

http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/11/pdf/2017_3089.pdf

- Ley 9/2017, de 7 de abRiL, de La geneRaLitat, de modificación de La Ley 4/1998, deL patRimonio cuL-
tuRaL vaLenciano.

http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/11/pdf/2017_3091.pdf
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V. RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE REGISTROS Y
NOTARIADO.

1. RESOLUCIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E.

RecuRsos gubeRnativos.

1.1. RESOLUCIONES DE LA PROPIEDAD. Por Basilio Aguirre Fernández.
1.2. RESOLUCIONES DE MERCANTIL. Por Ana del Valle Hernández.
1.3. RESOLUCIONES DE LA PROPIEDAD. Por Pedro Ávila Navarro.
1.4. RESOLUCIONES DE MERCANTIL. Por Pedro Ávila Navarro.

1.1. REGISTRO DE LA PROPIEDAD. Por Basilio Aguirre Fernández, Registrador de la Propiedad.

- R. 13-3-2017.- R.p. adeje.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: TRACTO SUCESIVO. La dirección ge-
neral ha declarado reiteradamente (RR. 20-7-2012 y 27-2-2013) que aunque la argumentación en que se
fundamenta la calificación negativa haya sido expresada de modo escueto, es suficiente para la tramitación
del expediente si expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el interesado
ha podido alegar cuanto le ha convenido para su defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del
escrito de interposición del recurso.

señala el art. 592.1 de la Ley de enjuiciamiento civil, que el letrado de la administración de justicia
embargará los bienes del ejecutado. el propio tribunal constitucional tiene declarado «la actividad judicial
en la ejecución solo puede actuar válidamente sobre el patrimonio del condenado» (s. 85/1991, de 22 de
abril). esto no obstante, de los arts. 593 y 594 de la Ley de enjuiciamiento civil resulta que en determinadas
circunstancias, el embargo de bienes ajenos puede ser eficaz. dice el art. 594 de la Ley de enjuiciamiento
civil que «el embargo trabado sobre bienes que no pertenezcan al ejecutado será, no obstante, eficaz»
siempre que el verdadero titular no hiciese valer sus derechos por medio de una tercería de dominio.

en nuestro sistema registral, todo título cuyo acceso al Registro se pretenda ha de venir otorgado por el
titular registral o en procedimiento dirigido contra él (cfr. arts. 20 –especialmente el párrafo último, adi-
cionado por la L.o. 15/2003, de 25 de noviembre– y 40 de la L.h.), alternativa esta última que no es sino
desenvolvimiento del principio de salvaguardia judicial de los asientos registrales (art. 1 de la L.h.). el
último párrafo del art. 20 L.h. establece la excepción de que «en los procedimientos criminales podrá to-
marse anotación de embargo preventivo o de prohibición de disponer de los bienes, como medida cautelar,
cuando a juicio del juez o tribunal existan indicios racionales de que el verdadero titular de los mismos
es el imputado, haciéndolo constar así en el mandamiento». La posibilidad de embargar bienes de socie-
dades de capital –por tanto no solo con personalidad propia sino con limitación de responsabilidad a las
aportaciones efectuadas– por deudas de los socios que la integran, exige acudir a la doctrina del levanta-
miento del velo de la personalidad jurídica. pero esa decisión, que tiene que tomar el juez, sobre el levan-
tamiento del velo, no puede adoptarse al margen de un procedimiento civil entablado contra la propia
sociedad titular del bien (cfr. arts. 24 de la constitución española y 1, 40 y 82 de la L.h.), salvo en los su-
puestos legalmente admitidos, que como se ha visto son excepcionales y de interpretación restrictiva.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3708.pdf

- R. 15-3-2017.- R.p. madRid nº 39.- BIENES GANACIALES: PRESUNCIÓN DE GANANCIALIDAD. RÉGIMEN
ECONÓMICO MATRIMONIAL: PUNTOS DE CONEXIÓN RESPECTO DE LOS MATRIMONIOS ENTRE CÓNYUGE ES-
PAÑOL Y EXTRANJERO. La rectificación de los asientos exige, bien el consentimiento del titular registral y
de todos aquellos a los que el asiento atribuya algún derecho –lógicamente siempre que se trate de materia
no sustraída al ámbito de autonomía de la voluntad–, bien la oportuna resolución judicial recaída en juicio
declarativo entablado contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar conceda algún
derecho. La rectificación registral se practica conforme indica el art. 40 de la L.h. así ocurre en el supuesto
que da lugar a la presente en el que se pretende la rectificación del contenido del Registro sin que las per-
sonas a quienes el asiento atribuye una determinada posición jurídica (herederos del cónyuge del titular
registral sobre el bien inscrito como presuntivamente ganancial), hayan prestado el consentimiento o hayan
disfrutado en un procedimiento judicial de la posición jurídica prevista en el ordenamiento.
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es cierto que esta dirección general ha declarado en diversas ocasiones (cfr., entre otras, las RR. 5-5-
1978, 6-11-1980, 10-9-2004, 13-9-2005, 19-6-2010, 7 de marzo, 24 de junio, 23 de agosto y 15-10-2011
y 29-2-2012) que cuando la rectificación se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo ab-
soluto con documentos fehacientes y auténticos, independientes por su naturaleza de la voluntad de los in-
teresados, no es necesaria la aplicación del art. 40.d) de la L.h., pues bastará para llevar a cabo la
subsanación tabular la mera petición de la parte interesada acompañada de los documentos que aclaren y
acrediten el error padecido. en aplicación de esta doctrina este centro directivo ha aceptado la rectificación
del contenido del Registro, y del carácter ganancial del bien, cuando de la documentación aportada ha re-
sultado, indubitadamente, que el bien carecía de la cualidad publicada por el R.p. para acceder a la modi-
ficación del contenido del R.p. y del carácter de ganancial con que publica la titularidad del bien, es preciso
o bien acreditar fehacientemente los hechos de los que resultaría no aplicable el régimen de gananciales o
bien contar con el consentimiento de aquellos cuya posición jurídica sea vea afectada por el pronuncia-
miento registral o bien resolución judicial en la que estos hayan tenido la posibilidad de intervenir en la
forma prevista por el ordenamiento. 

Resultando indiscutido que el contrayente y marido de la titular, ostentaba la nacionalidad polaca en ese
momento, la aplicación de la norma de conflicto entonces vigente lleva a una conclusión bien distinta de
la pretendida, por cuanto el entonces vigente art. 1.325 del c.c. (que no fue modificado hasta la reforma
de 1981), decía así: «si el casamiento se contrajere en país extranjero entre español y extranjera o extranjero
y española, y nada declarasen o estipulasen los contratantes relativamente a sus bienes, se entenderá, cuando
sea español el cónyuge varón, que se casa bajo el régimen de la sociedad de gananciales, y, cuando fuere
española la esposa, que se casa bajo el régimen de derecho común en el país del varón; todo sin perjuicio
de lo establecido en este código respecto de los bienes inmuebles». este precepto, que participaba del ré-
gimen vigente conforme al cual la mujer casada seguía el régimen jurídico aplicable al marido, con inde-
pendencia de la valoración que hoy en día merezca, lo cierto es que establece como punto de conexión
para la determinación del régimen económico-matrimonial aplicable al matrimonio, el de la nacionalidad
del marido con independencia de cual fuere la residencia de la esposa al tiempo de contraerlo.

téngase en cuenta que de la doctrina del t.c. se deduce: a) matrimonios contraídos con anterioridad a
la entrada en vigor de la reforma del título preliminar del c.c., así como los contraídos con anterioridad
a la constitución española, a falta de nacionalidad común, se rigen por la ley nacional correspondiente al
marido al tiempo de su celebración; b) los matrimonios contraídos tras la entrada en vigor de la constitución
española hasta la entrada en vigor de la L. 15-10-1990, debe estarse a lo establecido en la s.t.c. 39/2002
de 14 de febrero, en cuanto declara inconstitucional el art. 9.2 del c.c., según redacción dada por el d.
1.836/1974, de 31 de mayo, en el inciso «por la ley nacional del marido al tiempo de la celebración», de-
biéndose recordar la doctrina mantenida por este centro directivo en R. 9-7-2014, y c) matrimonios con-
traídos después de la vigencia de la L. 15-10-1990 se les aplica la normativa contenida en el art. 9.2, si
bien teniendo en cuenta el art. 107 del c.c.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3710.pdf

- R. 16-3-2017.- R.p. toRRedembaRRa.- LEGADOS: TOMA DE POSESIÓN POR EL PRELEGATARIO EN DERECHO
CATALÁN. debe decidirse en este expediente si es o no inscribible una escritura de aceptación y adjudicación
de prelegado otorgada únicamente por la prelegataria, sin que conste la aceptación de la herencia por la
prelegataria ni por la otra heredera, y sin estar autorizada aquella para ocupar por su propia autoridad la
cosa legada.

cuando las calificaciones impugnadas o los recursos se fundamenten, de forma exclusiva, en normas de
derecho catalán o en su infracción, los Registradores deberán remitir el expediente formado a la dirección
general de derecho y entidades jurídicas de cataluña, aun cuando se hayan interpuesto ante esta d.g.R.n.
por el contrario, cuando la calificación impugnada o los recursos se fundamenten además, o exclusiva-
mente, en otras normas o en motivos ajenos al derecho catalán, como es el caso presente, el Registrador
deberá dar al recurso la tramitación prevista en la L.h. y remitir el expediente formado a esta d.g.R.n. en
cumplimiento del art. 324 de la L.h.

en cuanto a la cuestión de fondo del recurso, cabe recordar que, en el ámbito del derecho común, el art.
885 del c.c. establece que el legatario no puede ocupar por sí la cosa legada, debiendo exigir tal entrega
al albacea facultado para la misma o a los herederos. en concordancia con tales preceptos legales, el art.
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81 del R.h. dispone lo siguiente: «La inscripción a favor del legatario de inmuebles específicamente lega-
dos se practicará en virtud de (...) a) escritura de manifestación de legado otorgada por el propio legatario,
siempre que no existan legitimarios y aquel se encuentre facultado expresamente por el testador para po-
sesionarse de la cosa legada (...) c) escritura de entrega otorgada por el legatario (...) y por el heredero o
herederos». aunque según la doctrina científica y la de esta dirección general (cfr. RR. 28 de abril de
1876 y 18-7-1900) tal entrega no es necesaria en el caso de que se trate de un prelegatario, ello no ocurre
así más que cuando tal prelegatario es heredero único, pues, si existen otros herederos (cfr. R. 25-9-1987),
no puede uno solo de ellos (sin constarle la renuncia de los demás) hacer entrega del legado.

ciertamente, la aplicación del art. 81.1 del R.h. debe adaptarse al derecho catalán, pero no con el alcance
que pretende la recurrente cuando concluye que el prelegatario está facultado expresamente para tomar
posesión de la cosa legada, aunque no haya aceptado la herencia, porque –a su juicio– tal facultad deriva
«ex lege» del consentimiento del testador en la redacción del testamento. así, la exigencia de que no existan
legitimarios impuesta por el apartado a) del citado precepto reglamentario respecto de la inscripción de la
escritura de manifestación del legado no puede entenderse referida al legitimario del derecho catalán, ha-
bida cuenta de la naturaleza de la legítima, que únicamente confiere el derecho a obtener en la sucesión
del causante un valor patrimonial que este puede atribuirles por cualquier título, de suerte que el legitimario
es un simple acreedor del heredero (cfr. arts. 451.1 y 451.15 del c.c. de cataluña). por lo demás, también
debe ser adecuadamente interpretado el art. 81.1 del R.h. cuando se trata de un prelegado, como ocurre en
el presente caso, pues debe entenderse que la excepción a la regla de la necesidad de entrega de la posesión
por el heredero debe aplicarse tanto si el heredero favorecido por el legado es el heredero único como si
existen otros herederos. ahora bien, el heredero favorecido con un legado es, a la vez, sucesor a título uni-
versal y a título particular, pudiendo aceptar la herencia y repudiar el legado, así como aceptar este y re-
pudiar aquella (art. 427.16.6 del c.c. de cataluña). por ello, la excepción que el citado art. 427.22, apartado
4, establece respecto del prelegado únicamente puede ser apreciada si el favorecido por el legado acepta
previa o simultáneamente la herencia a la que ha sido llamado por el testador.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3711.pdf

- R. 17-3–2017.- R.p. aRganda deL Rey nº 2.- ANOTACIÓN DE EMBARGO SOBRE EL DERECHO HEREDITARIO:
REQUISITOS. como cuestión previa es necesario recordar que constituye reiterada doctrina de este centro
directivo que en los recursos solo cabe tener en cuenta los documentos presentados en tiempo y forma en
el Registro para su calificación.

el único problema que plantea el presente recurso es el de si, siendo las deudas propias del heredero, se
puede anotar un embargo sobre los derechos que pudieran corresponder al deudor en la herencia de sus
padres, respecto de un bien concreto inscrito a nombre de éstos, cuando no se acompaña testamento ni de-
claración de herederos de dicho titular, ni tampoco certificado de defunción ni del Registro de actos de
última voluntad (estos dos, junto con fotocopia del libro de familia se acompañan con el escrito de recurso).
tratándose de deudas propias del heredero demandado, el art. 166.1.2 del R.h. posibilita que se tome ano-
tación preventiva únicamente en la parte que corresponda el derecho hereditario del deudor, sin que esa
anotación preventiva pueda hacerse extensible al derecho hereditario que pueda corresponder a otros he-
rederos. por ello, es imprescindible conocer el derecho hereditario correspondiente al heredero deudor de-
mandado pues solo y exclusivamente ese derecho puede ser objeto de la anotación preventiva de embargo.
y, para ello, será imprescindible aportar el título sucesorio correspondiente, exigiendo el citado art. 166.1.2
que se hagan constar las circunstancias del testamento o declaración de herederos.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3713.pdf

- R. 17-3-2017.- R.p. eL vendReLL nº 1.- ADJUDICACIONES PARA PAGO DE DEUDAS: TRATAMIENTO REGIS-
TRAL. aunque la d.g.R.n. ha admitido históricamente la inscripción de una finca a nombre de un heredero
para que este procediera a elevar a público un contrato de venta suscrito por el causante a favor de un ter-
cero, la vigente legislación registral no permite, en vía de principio, una inscripción de dominio en favor
de alguien que propiamente no es titular dominical y que solo ostenta determinadas facultades de actuación.
así resulta de una adecuada interpretación del art. 20 de la L.h., toda vez que en el R.p., por razón de su
propia dinámica y a diferencia de lo que sucede en el R.m., no se inscribe la representación. no es una si-
tuación jurídica inscribible, pues los poderes, las facultades de actuación y las meras instrucciones escapan,
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en principio, a la publicidad del Registro, razón por la cual el citado precepto legal excluye la inscripción
de los cargos de representación por no suponer titularidad alguna. no son supuestos de tracto abreviado,
sino de gestión y disposición de derecho ajeno.

según la R. 8-7-2013, de la «... doctrina jurisprudencial se deduce con absoluta nitidez que en las adju-
dicaciones para pago de deudas no existe un efecto traslativo del dominio a favor del adjudicatario. de las
dos tesis doctrinales principales que se han enfrentado tradicionalmente en relación con la naturaleza y
efectos de la dación para pago, la que considera que solo transmite a los acreedores la posesión y adminis-
tración de los bienes, con el mandato de liquidarlos y cobrarse (con indisponibilidad meramente obliga-
cional por parte del deudor), y la que considera que produce una transmisión fiduciaria de los bienes cedidos
a favor de los acreedores, que los reciben con el encargo de liquidarlos y cobrar con su producto sus cré-
ditos, la jurisprudencia se ha inclinado por la primera. por ello, este centro directivo, al trasladar esta doc-
trina jurisprudencial al ámbito registral en relación con las inscripciones practicadas conforme al art. 2, nº
3, de la L.h., a favor del adjudicatario en los casos de dación para pago, ha afirmado que al interpretar el
alcance de tales inscripciones hay que tener en cuenta que la adjudicación para pago es una adjudicación
«en vacío» puramente formal, para permitir la disposición final del bien, sin que el bien entre en el patri-
monio del adjudicatario». 

si tales adjudicaciones no son más que un mandato de formalización de la venta realizada por el causante
(de modo que carece contenido económico, traslativo y jurídico real alguno) su acceso a los libros regis-
trales está vedado por el art. 20, párrafo cuarto, de la L.h. además, no resulta útil, pues si existe documento
privado de la venta realizada, escrito y firmado por el causante, no es necesaria adjudicación alguna a los
herederos toda vez que el art. 20, párrafo quinto, de la L.h. exceptúa de la necesidad de inscripción previa
a favor de aquellos los documentos que otorguen ratificando tal contrato privado realizado por el causante;
y si no existe tal documento privado suscrito y firmado por el causante, este centro directivo ha entendido
que es inscribible la escritura de formalización del contrato privado si es otorgada por todos los herederos
del vendedor (vid., por todas, las RR. 16-11-2011 y 21-11-2014).

por último, no puede sostenerse la afirmación de recurrente cuando indica que la existencia de los refe-
ridos contratos privados de compraventa deben hacerse contar en el R.p. por medio de una nota marginal.

en nuestro derecho registral rige un sistema de «numerus clausus» en relación con los asientos practi-
cables en los libros registrales. así, únicamente pueden extenderse los asientos previstos por la legislación
hipotecaria, que son los contemplados en el art. 41 del R.h. (inscripciones, anotaciones preventivas, can-
celaciones y notas marginales), y dichos asientos, a su vez, únicamente pueden extenderse en los casos
legal y reglamentariamente previstos.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3714.pdf

- R. 17-3-2017.- R.p. zaRagoza nº 14.- APROVECHAMIENTO URBANÍSTICO: TRASMISIÓN. PROHIBICIONES
DE DISPONER: ALCANCE. La previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por sí
misma, no la integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo. La patrimonialización de la edi-
ficabilidad se produce únicamente con su realización efectiva y está condicionada en todo caso al cumpli-
miento de los deberes y el levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, en los términos
dispuestos por dicha legislación, requiriendo todo acto de edificación del correspondiente acto de confor-
midad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo. Los proximidad conceptual entre los
derechos de edificación y aprovechamiento urbanístico se ha acentuado en la legislación actual, una vez
superado el citado sistema de adquisición gradual de facultades urbanísticas. sin embargo, desde el punto
de vista de la técnica urbanística pueden diferenciarse aún, los conceptos de edificabilidad, aprovecha-
miento urbanístico subjetivo o patrimonializable y de aprovechamiento real u objetivo. 

Respecto al régimen del aprovechamiento urbanístico subjetivo, de lo señalado en la sentencia de la
sala tercera del t.s. 15-12-2010, seguida por la de 22-1-2016, se concluye que la mera clasificación del
suelo no supone la automática patrimonialización de los aprovechamientos que la ordenación urbanística
añade a tal contenido. cualquiera que sea la posición que se sostenga respecto a su naturaleza, –sigue di-
ciendo la sentencia–, la determinación de esos derechos está sometida a un proceso administrativo que ha
de finalizar en la concreción de una determinada edificabilidad del suelo del que emanan esos derechos.
quiere decirse con ello que quien perfila como objeto de un contrato tales derechos, está introduciendo
importantes elementos de incertidumbre en el contrato. sería pues un contrato con un importante compo-
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nente aleatorio, con una carga de riesgo y con una notable indeterminación temporal, pues tanto la definitiva
concreción de los derechos como la definitiva materialización de los mismos está sometida, por imperativo
legal, a un control de la administración urbanística competente.

ciertamente, como ha reconocido esta dirección general –vid. RR. 14-6-2011 y 13 de abril y 22-7-
2016–, siempre que la legislación y/o el planeamiento urbanístico lo permitan, cabe la celebración de un
negocio cuyo objeto sea la transferencia de aprovechamiento entre fincas distintas, de forma que quede
disminuido el aprovechamiento urbanístico de una finca, en favor de otra, la finca de destino, que acrece
su contenido de aprovechamiento en la misma medida en que la de origen lo disminuye, de manera es-
tructuralmente parecida a lo que sucede cuando por medio de una agregación se reduce la superficie de
una finca y se aumenta la de otra. el negocio de transferencia de aprovechamiento, sujeto, en principio, al
régimen de disposición de bienes inmuebles, puede darse entre particulares o con la administración, puede
ser puramente voluntario o de carácter forzoso o, por su función, puede ser de mera adquisición patrimonial
o servir de técnica de gestión urbanística, cuando lo permita la respectiva legislación. el capítulo v del
R.d. 1.093/1997, se ocupa de la inscripción del aprovechamiento urbanístico. tanto desde el punto de
vista del principio de especialidad, como desde la perspectiva de los principios de tracto sucesivo, folio
real y coordinación de la publicidad registral con la legislación urbanística, resulta evidente que es condi-
ción necesaria para el reflejo en el R.p. de las transferencias o distribución de aprovechamiento urbanístico
entre varias fincas, ya sean del mismo titular o de titulares distintos, ya pertenezcan a un mismo Registro
o a varios, la perfecta identificación no sólo de la finca de origen, sino también de la finca o fincas de des-
tino. ahora bien, esta determinación de la finca de destino no queda sin más sometida a la voluntad del ti-
tular o de los titulares de la misma (sea o no el mismo o los mismos que los de la finca de origen), sino que
en todo caso requerirá su conformidad con la legislación y el planeamiento urbanístico. por ello, como
manifestación del principio de coordinación entre la publicidad registral y la legislación urbanística, el art.
37 del R.d. 1.093/1997, bajo el epígrafe «autorización urbanística de las transferencias de aprovechamien-
tos urbanísticos», dispone que «cuando la legislación urbanística aplicable exija la previa autorización de
las transferencias de aprovechamiento urbanístico, la concesión de licencia específica o la toma de razón
previa en Registros administrativos destinados a hacer constar su realización, la concesión o inscripción
respectiva constituirá requisito del acceso al R.p. de la transmisión o distribución». no cabe soslayar la
falta de determinación de la finca de destino a la que ha de acrecer el aprovechamiento por la vía de la
apertura voluntaria de un folio registral independiente, como finca registral especial, respecto del aprove-
chamiento objeto de transmisión, en los términos autorizados por el art. 39 del R.d. 1.093/1997.

es decir, aunque pueda admitirse la validez civil de la transmisión por el propietario de una parcela o
solar, edificado o no, de todo o parte del aprovechamiento urbanístico subjetivo que pueda materializar en
la misma, diferente aquí del concepto estricto de transferencia como técnica equidistributiva, dicha trans-
misión lo que deriva es en la formación de una especial comunidad de derechos recayentes sobre una
misma unidad perimetral de terreno delimitable por sus coordenadas de localización, cuya configuración
jurídica deberá articularse mediante el régimen de la comunidad por cuotas ideales de propiedad o la cons-
titución de derechos reales de sobreedificación o subedificación. partiendo de un concepto amplio de apro-
vechamiento urbanístico, esta dirección general ha admitido supuestos en que pueden acceder al R.p. no
sólo negocios o actos jurídicos que tengan por objeto el aprovechamiento cuando el mismo ha sido inde-
pendizado de la finca de origen mediante su inscripción en folio independiente como finca registral sepa-
rada, o ha sido transferido a otra finca distinta de la de origen, sino también cuando dicha emancipación
de la finca de origen no se ha producido, esto es, cuando el aprovechamiento todavía «forma parte del con-
tenido del dominio y por tanto está implícito en la descripción meramente perimetral de la finca registral»
(cfr. R. 30-5-2009). en tal situación se ha admitido el acceso al Registro de una opción de compra sobre
la totalidad del aprovechamiento urbanístico que corresponda a una finca aportada por el concedente de la
opción a una junta de compensación, con objeto de que dicha opción alcance, con plena eficacia de subro-
gación real, a las fincas de reemplazo en que se materialicen finalmente los derechos de aprovechamiento.

como ha quedado expuesto en las consideraciones iniciales, es requisito para permitir el acceso registral
del aprovechamiento urbanístico, en los casos en que esto sea posible, bien por inscripción o nota marginal
en el folio registral de la finca, bien mediante folio independiente, que se concrete el número de unidades
de aprovechamiento que corresponde a cada una de las fincas afectadas antes de la transmisión o distribu-
ción, especificadas en función de los parámetros sobre edificabilidad y usos que establezca la legislación

bol. colegio Registradores, núm. 40— 1187 —



urbanística aplicable, así como la cuantía del aprovechamiento transmitido o distribuido, proporción que
se le atribuya en relación al de la finca de destino y cuantía del aprovechamiento a que queda reducida la
finca de origen art. 34 del R.d. 1.093/1997, de 4 de julio. por otra parte, como ha señalado esta dirección
general es indispensable que la fijación del aprovechamiento subjetivo sea el correcto, para lo que debe
partirse del tipo fijado en el plan, y su determinación requiere intervención administrativa. el aprovecha-
miento subjetivo, en cuanto facultad que el derecho de propiedad sobre una finca determinada atribuye a
su titular, no queda sin más sometida a la voluntad del titular o de los titulares de la mismas, sino que en
todo caso requerirá su conformidad con la legislación y el planeamiento urbanístico circunstancias que
solo podrán acreditarse mediante la intervención de la administración actuante –R. 13-4-2016–.

el siguiente defecto a analizar es relativo a la posibilidad de apertura de folio independiente a un apro-
vechamiento urbanístico que ha de materializarse exclusivamente sobre la finca a la que corresponde. aun-
que pueda admitirse, también en aragón, la validez civil de la transmisión, por el propietario de una parcela
o solar, edificado o no, de todo o parte del aprovechamiento urbanístico subjetivo que pueda materializar
en la misma, diferente aquí del concepto estricto de transferencia como técnica equidistributiva, no prevista
en la regulación aragonesa, dicha transmisión lo que deriva es en la formación de una especial comunidad
de derechos recayentes sobre una misma unidad perimetral de terreno delimitable por sus coordenadas de
localización, cuya configuración jurídica deberá articularse mediante el régimen de la comunidad por
cuotas ideales de propiedad o la constitución de derechos reales de sobreedificación o subedificación, cuya
justificación causal, a efectos civiles, podrá basarse en la propia adquisición del aprovechamiento subjetivo,
y sin perjuicio de su definitiva configuración por subrogación real como fincas de atribución privativa en
forma de propiedad horizontal o complejo inmobiliario, pues sólo así se posibilita su acceso al R.p. sobre
la finca registral correspondiente a dicha unidad de suelo conforme a las exigencias del principio de de-
terminación y de folio real –arts. 9 de la L.h., 16, 51 y 54 de su Reglamento y 26 de la Ley de suelo, y
disposición adicional decimotercera de la Ley de urbanismo de aragón–.

es cierto, como afirma la Registradora, que el aprovechamiento urbanístico, aun cuando pueda ser objeto
autónomo de derechos, no queda libre del condicionamiento jurídico de la finca de la que proviene. por
ello, la inscripción separada del aprovechamiento, si es que pudiera practicarse, sólo podría hacerse arras-
trando la prohibición de enajenar y la servidumbre de luces y vistas que gravan las fincas de origen, de
forma análoga a lo que ocurre en cualquier otro supuesto de formación de nuevas fincas a partir de otra
inscrita (segregación, agrupación, división, etc...), como resulta de los arts. 33 a 35 del R.d. 1.093/1997.

como ha señalado esta dirección general –R. 25-6-2013–, la prohibición de disponer supone el reco-
nocimiento por el ordenamiento jurídico de un ámbito de poder a favor del beneficiado por ella, que, sin
embargo, no es un verdadero derecho real ni una estipulación a favor de tercero (R. 20-12-1929). no im-
piden, en principio, la realización de actos dispositivos forzosos, sino tan sólo los actos voluntarios de
transmisión «inter vivos». Las prohibiciones de disponer, además de la temporalidad o la accesoriedad,
exigen la existencia de justa causa, como así lo ha impuesto la jurisprudencia. baste como ejemplo la
s.t.s. 13-12-1991, citada por el recurrente, según la cual, además, su interpretación ha de realizarse con
criterio restrictivo y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por quien establece tal limitación, finalidad
que puede ser de carácter social, familiar, etc. tal prohibición, en el caso de este expediente, de enajenar,
no limita otras facultades embebidas en dicho derecho dominical, como es la de aprovechamiento urba-
nístico de la finca objeto de derecho, al que alude el art. 12 de la Ley de suelo estatal y 28 de la ley ara-
gonesa, ni tampoco limita la facultad de edificar en unidad apta para ello, una vez cumplidas las condiciones
impuestas por la ordenación. sí limitará, sin embargo, la transmisión puramente voluntaria del derecho de
aprovechamiento urbanístico, como facultad independiente, cierto es, pero integrante natural del contenido
del dominio sobre un mismo objeto, con independencia de la fecha de aprobación del planeamiento que lo
determine, o del cumplimiento de las condiciones que posibilitan su patrimonializacion. por lo que, tra-
tándose de una transmisión de aprovechamiento urbanístico puramente voluntaria, debe quedar afectada
por la virtualidad de la prohibición de enajenar. Las consideraciones sobre el cumplimiento del deber de
edificar en la edificabilidad y plazo determinado por el planeamiento, que es consecuencia del contendido
estatutario del derecho de propiedad de suelo delimitado por su función social –art. 31.2 de la ley arago-
nesa–, en este caso, de desarrollo urbano, así como los propios principios inspiradores de la nueva legis-
lación de suelo, en orden a la renovación y regeneración urbana –vid. preámbulo de la L. 8/2013, de 26 de
junio–, no obstan a esta conclusión sobre la virtualidad de la prohibición testamentaria en relación a la en-
ajenación del aprovechamiento materializable.
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ciertamente, si bien, dentro del concepto estricto de enajenación no se comprende el de constitución de
un derecho de opción de compra, toda vez que en este último derecho, la enajenación tiene lugar únicamente
en el caso de que la opción llegue a ejercitarse, más para que pueda resultar compatible con la prohibición,
ambas partes habrán de pactar demorar su ejercicio hasta que el dominio de la finca quede libre de la traba
impuesta por la causante, pues de otra forma se burlaría la prohibición impuesta, al no conservarse los
bienes dentro del patrimonio durante el plazo de limitación y quedaría frustrada la voluntad de la testadora,
por lo que al no cumplir el título presentado tales condiciones, debe denegarse su inscripción por vulnerar
la prohibición de disponer inscrita, constituyendo un defecto insubsanable, sin olvidar el plazo de duración
de la opción exigido en el art. 14 del R.h. para que sea inscribible en el R.p.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3715.pdf

- R. 21-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- RECURSO GUBERNATIVO: OBJETO. HIPOTECA: RESPONSABILIDAD HI-
POTECARIA POR LOS INTERESES DE DEMORA EN RELACIÓN A LO PACTADO EN EL PLANO OBLIGACIONAL. de
conformidad con los arts. 324 y 326 de la L.h. y la doctrina de este centro directivo (cfr. RR. 16-2-2005,
5, 17 y 18-3-2008, 1-8-2014 ó 25-1-2017), el objeto del expediente de recurso contra calificaciones de Re-
gistradores de la propiedad y mercantil es exclusivamente la determinación de si la calificación negativa
realizada por el Registrador titular del Registro en que debe inscribirse el negocio celebrado es o no ajustada
a derecho tanto formal como sustantivamente; no pudiendo entrar a valorar otros posibles defectos que pu-
diera contener la escritura, ni tampoco aquellos defectos puestos de manifiesto en el nota de calificación
que no hubieran sido objeto de impugnación o cuyo recurso hubiere admitido el Registrador calificante con
ocasión de la confección de su informe. del mismo modo, tampoco debe ser objeto de este recurso ni los
posibles defectos formales que hubieren podido existir en la notificación al notario autorizante de una nota
de calificación anterior a la recurrida; ni las calificaciones dispares en que hubiere incurrido la Registradora
de la propiedad en escrituras de constitución de hipoteca de contenido idéntico y coetáneas en el tiempo.

pactados los intereses remuneratorios de una obligación, la posibilidad de cobertura hipotecaria está ex-
presamente regulada en el ordenamiento jurídico (art. 12 de la L.h.) pero con la importante matización de
que la eficacia «erga omnes» derivada de la inscripción en el R.p. impone unas limitaciones que trascienden
las propias del derecho civil, de modo que los planos, civil e hipotecario, no se superponen sino que se
complementan cada uno en su respectivo ámbito de eficacia. 

por un lado y dado que el ejercicio de la acción hipotecaria «sólo podrá ejercitarse como realización de
una hipoteca inscrita, sobre la base de aquellos extremos contenidos en el título que se hayan recogido en
el asiento respectivo» (art. 130 de la L.h.), la cobertura sólo puede alcanzar a las obligaciones garantizadas
en la medida que hayan sido pactadas y con el alcance que hayan sido pactadas (salvo los supuestos en que
el nacimiento de la obligación tenga un origen legal). dicho de otro modo, la cobertura hipotecaria no puede
cubrir obligaciones no existentes (vid. R. 11-10-2004, por todas), ni puede tener por objeto una obligación
distinta a la establecida por las partes o, en su caso, por la Ley. el carácter accesorio de la hipoteca respecto
del crédito garantizado (cfr. arts. 104 de la L.h. y 1.857 del c.c.) implica la imposibilidad de discrepancia
entre los términos definitorios de la obligación asegurada y los de la extensión objetiva de la hipoteca en
cuanto al crédito.

La exigencia de determinación propia del derecho hipotecario, impone a su vez que la obligación garan-
tizada, así como los distintos elementos que conforman su exigibilidad, consten debidamente delimitados
ya sea su cuantía, devengo, vencimiento o tope cuando de intereses variables se trate (vid. art. 9 de la L.h.
y R. 23-10-1987). por otro lado, especial importancia tiene la limitación temporal de cobertura establecida
en el art. 114 de la L.h. que impone que, cualquiera que sea la duración de la obligación garantizada y de
los intereses remuneratorios pactados, la hipoteca no garantice intereses, ordinarios o moratorios, por plazo
superior a cinco años.

es doctrina reiterada de esta dirección general (vid. RR. 12-7-1996, 9-10-1997 o 3-12-1998) que «la ga-
rantía hipotecaria de los intereses remuneratorios [y lo mismo cabe decir de los moratorios] cuando son va-
riables, pertenece al grupo de la hipoteca de seguridad, lo que exige la fijación de un tipo máximo a la
cobertura hipotecaria de dicho interés, tope que, en cuanto especificación delimitadora del contenido del
derecho real, opera a todos los efectos legales, favorables o adversos, y tanto en las relaciones entre el acre-
edor hipotecario y el deudor hipotecante como en las que se producen entre aquél y el tercer poseedor, o los
titulares de derechos reales o cargas posteriores sobre la finca gravada, adquiridos a título oneroso o gratuito.
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esto no debe confundirse con los límites que por anualidades señala los dos primeros apartados del art. 114
de la L.h. sólo operan cuando exista perjuicio de terceros. Los intereses de demora, al generarse como con-
secuencia de un incumplimiento, tienen por definición carácter eventual o contingente, y como tal tienen
carácter de crédito futuro en el momento de la constitución de la hipoteca, por lo cual no sólo su cuantía
sino su misma existencia se encuentran en tal momento en una situación de indeterminación.

no debe confundirse la accesoriedad de la hipoteca respecto de la obligación u obligaciones garantizadas,
con la relación que en el plano obligacional deben guardar los distintos tipos de interés garantizados –re-
muneratorio y moratorio– en determinados supuestos, como cuando así se ha pactado o se trate de préstamos
hipotecarios a los que les sea aplicable la normativa sobre consumidores, trasladando esa relación al ámbito
del derecho real de hipoteca. pero en lo tocante a la configuración de la responsabilidad hipotecaria que ga-
rantice los intereses que se puedan devengar por uno u otro concepto y dentro de los límites legales impe-
rativos (arts. 114.2.o y.3.o de la L.h. y 220 del R.h.), opera la libertad de pacto, la cual puede ejercitarse,
bien no garantizando los intereses devengados de un tipo determinado, bien fijando una cobertura en número
de años distinta para cada tipo de interés, bien señalando un tipo máximo de cobertura superior a uno respecto
del otro, sin que tengan que guardar ninguna proporción ya que estructuralmente nada impide que la garantía
de uno u otro tipo de interés sea inferior a los efectivamente devengados, como nada impide que la garantía
hipotecaria sólo garantice parte de la obligación principal (arts. 1.255 y 1.826 del c.c.). por ello, no puede
mantenerse la calificación impugnada en cuanto parte del presupuesto de que, aun siendo los intereses va-
riables, el tipo máximo de los intereses de demora a efectos hipotecarios debe coincidir necesariamente con
el importe resultante de sumar dos puntos porcentuales al tipo máximo del 2,335% que –únicamente a
efectos hipotecarios– se ha fijado para los intereses ordinarios. por tanto, en sede de intereses variables, el
tipo máximo de los intereses moratorios a efectos hipotecarios podrá ser inferior, igual o superior en más
de dos puntos al tipo máximo de los intereses remuneratorios a efecto de cobertura hipotecaria pactado.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3805.pdf

- R. 22-3-2017.- R.p. máLaga nº 13.- CONCURSO DE ACREEDORES: INTERPRETACIÓN DEL PLAN DE LIQUI-
DACIÓN. en el presente recurso todo gira en torno a la interpretación del plan de liquidación aprobado por
el juez. La necesidad de la interpretación es consecuencia de la falta de precisión de algunas de las esti-
pulaciones o cláusulas contenidas en el plan y, en particular, de esa aparente contradicción entre la deter-
minación por la administración concursal de que un precio de 600.000 euros sería muy reducido (cláusula
décimo segunda) y la previsión de que la venta directa tendría que realizarse «al mejor precio posible
dentro de las difíciles circunstancias del mercado» (cláusula décimosexta).

como ha puesto de relieve esta dirección general en la R. 28-6-2016, en el derecho español existe una
clara opción de política legislativa dirigida a evitar que la administración concursal opere discrecionalmente
en la fase predispuesta para la conversión en dinero de los bienes y derechos que integran el patrimonio
concursal que, en cuanto patrimonio de afectación, está destinado a la satisfacción de los acreedores con-
cursales. o bien la liquidación se produce conforme al plan de liquidación aprobado por el juez o conforme
a las reglas legales supletorias. La administración concursal, dentro de las reglas legales imperativas, tiene
una amplia discrecionalidad para configurar el modo de liquidación de los bienes y derechos de la masa
activa. pero el ejercicio de esta libertad condiciona la actuación de este órgano para el futuro. aprobado el
plan por el juez del concurso, la administración concursal debe proceder a la realización de los bienes y
derechos que integran la masa activa conforme a las reglas establecidas en el plan aprobado.

al igual que sucede en materia contractual, las cláusulas de los planes de liquidación deben interpretarse
las unas por las otras, atribuyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas (art. 1.285 del
c.c.), y, si alguna cláusula admitiera distintos sentidos, debe interpretarse en el más adecuado para que
produzca efecto (art. 1.284 del c.c.). a la regla de la interpretación sistemática se añade, pues, la regla de
la conservación de las declaraciones contenidas en el plan de liquidación. 

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3806.pdf

- R. 22-3-2017.- R.p. coRia.- OBRAS NUEVAS POR ANTIGÜEDAD: CERTIFICACIÓN CATASTRAL. se debate en
el presente expediente si procede practicar la inscripción de una ampliación de una edificación declarada
por antiguëdad pretendiéndose acreditar como fecha de terminación la del año 1997 mediante certifica-
ciones catastrales de cuatro inmuebles, junto con un informe del ayuntamiento según el cual la finca re-
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gistral, con una superficie inscrita de 2.500 m2 se corresponde con esos cuatro inmuebles catastrales, que
suman una superficie de sólo 1.670 m2. se modifica además el número de demarcación, y se modifican
sus linderos, incluso introduciendo un lindero fijo, y se declara que parte de la finca no es urbana, como
consta en el Registro, sino rústica, y se modifica el nombre del paraje.

para inscribir cualquier edificación terminada, nueva o antigua, cuya declaración documental y solicitud
de inscripción se presente en el R.p. a partir del 1-11-2015, fecha de la plena entrada en vigor de la L.
13/2015, será requisito, en todo caso que la porción de suelo ocupada habrá de estar identificada mediante
sus coordenadas de referenciación geográfica. además, para que, una vez precisada la concreta ubicación
geográfica de la porción de suelo ocupada por la edificación, el Registrador pueda tener la certeza de que
esa porción de suelo se encuentra íntegramente comprendida dentro de la delimitación perimetral de la
finca sobre la que se pretende inscribir, es posible que necesite, cuando albergue duda fundada a este res-
pecto, que conste inscrita, previa o simultáneamente, y a través del procedimiento que corresponda, la de-
limitación geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique. en efecto, desde el punto de
vista técnico, la georreferenciación de la superficie ocupada por cualquier edificación, aun cuando deberá
hacerse en el mismo sistema oficial de referencia que se especifica en la Resolución conjunta de 26-10-
2015 (proyección utm, sistema etRs89 para la península o Regcan95 para canarias), no necesita, en
cambio, ser aportada necesariamente en el concreto formato gmL. por último, tratándose de una amplia-
ción de una edificación ya inscrita, como se afirmó en RR. esta dirección general de 23-5-2016 y 6-2-
2017, en tales casos cuando la superficie ocupada por la construcción ya consta en el Registro, bajo la
salvaguardia de los tribunales (art. 1, párrafo tercero, de la L.h.), y siempre que no fuera objeto de modi-
ficación o alteración en la escritura de ampliación de obra nueva por elevación de nuevas plantas -circuns-
tancia que no concurre en el presente caso, en el que sí se altera tal superficie ocupada-, el rigor de la
norma debe atenuarse.

en relación con la incorporación de la referencia catastral, y de acuerdo con lo establecido en el texto
Refundido de la Ley del catastro, habiendo quedado debidamente justificado que no sólo existen diferen-
cias de superficie superiores al 10% entre la cabida inscrita y la catastral, sino que también existen dife-
rencias en cuanto a la denominación del sitio o paraje de la finca, su naturaleza, linderos y número de
policía en la parte urbana, es por lo que debe afirmarse la improcedencia de dicha incorporación.

en definitiva, no quedando acreditada la correspondencia con la certificación catastral aportada, ésta no
es no es hábil para justificar las modificaciones descriptivas y la antiguëdad de la edificación, lo que es re-
quisito ineludible para la inscripción de la declaración de obra nueva de conformidad con el art. 28.4 del
texto refundido de la Ley de suelo. todo ello sin perjuicio de que pueda acceder la edificación al Registro
si se acredita por otros medios la antiguëdad de la misma en los términos previstos por el meritado art.
28.4 de la Ley de suelo, y siempre que resulte justificado que las coordenadas de la edificación se encuen-
tran ubicadas en la finca registral, según se ha expuesto en los anteriores fundamentos.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3807.pdf

- RR. 23-3-2017.- R.p. aLmeRía nº 3.- DOCUMENTO JUDICIAL: MANDAMIENTO EN FORMATO ELECTRÓNICO.
generado electrónicamente un mandamiento de judicial y remitido del mismo modo al procurador de la
parte actora, este procede a su traslado a soporte papel y a su presentación en el R.p. el documento pre-
sentado presenta pie en cada una de sus tres hojas del que resulta su código seguro de verificación (c.s.v.),
la advertencia de que permite la verificación de la integridad de la copia del documento electrónico en de-
terminada dirección, la afirmación de que el documento incorpora firma electrónica reconocida de con-
formidad con la L. 59/2013, de 19 de diciembre, de firma electrónica, así como la identidad del firmante,
fecha y hora. finalmente, el documento incorpora en el pie código de barras correspondiente al código se-
guro de verificación. La Registradora no expide la certificación ordenada porque, a su juicio, no resulta la
autenticidad de la copia presentada a los efectos del art. 3 de la L.h.

La cuestión planteada en este expediente resulta sustancialmente idéntica a la que dio lugar a la Resolu-
ción de este centro directivo de fecha 6-3-2012 por lo que la doctrina entonces formulada, con las debidas
adaptaciones al origen judicial del documento ahora presentado, debe ser ahora reiterada. el código gene-
rado electrónicamente permite contrastar la autenticidad del documento, de conformidad con el art. 30.5
de la L. 11/2007. de acuerdo con lo dispuesto en el art. 30.5 de la L. 11/2007, las copias realizadas en so-
porte papel de documentos públicos administrativos emitidos por medios electrónicos y firmados electró-
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nicamente tendrán la consideración de copias auténticas siempre que incluyan la impresión de un código
generado electrónicamente u otros sistemas de verificación que permitan contrastar su autenticidad me-
diante el acceso a los archivos electrónicos de la administración pública, órgano o entidad emisora». en
la actualidad dicha previsión referida a documentos administrativos se recoge en la letra c) del apartado 3
del art. 27 de la L. 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administra-
ciones públicas. en base a tales consideraciones esta dirección general consideró en la R. 1-10-2015 que
incluso los asientos del registro pueden autorizarse con firma electrónica, surtiendo esta los mismos efectos
jurídicos que la firma manuscrita y debiendo trasladarse el contenido firmado electrónicamente con el co-
rrespondiente código que permita su verificación a los libros del registro llevados en la forma dispuesta
por los arts. 238 a 240 de la L.h., sin necesidad de que tengan que firmarse los asientos adicionalmente en
forma manuscrita.

el Registrador, en el ámbito de su competencia, está obligado a llevar a cabo la verificación de la auten-
ticidad del documento presentado mediante el acceso a la sede electrónica correspondiente mediante el
código seguro de verificación incorporado al propio documento. Las consideraciones anteriores son de
plena aplicación al supuesto de los documentos judiciales generados electrónicamente y dotados de código
seguro de verificación. así resulta del art. 230 de la L.e.c. y de la L. 18/2011, de 5 de julio, reguladora del
uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la administración de justicia.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3844.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3845.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. máLaga nº 9.- ARRENDAMIENTO URBANO: INEXISTENCIA DE DERECHOS DE TANTEO Y
RETRACTO EN LA EJECUCIÓN FORZOSA CON ARRENDAMIENTO NO INSCRITO. La reforma introducida en la
Ley de arrendamientos urbanos en virtud de la L. 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y
fomento del mercado del alquiler de viviendas («boletín oficial del estado» de 5-6-2013; vigencia de 6-
6-2013), debe tenerse en cuenta para resolver la cuestión planteada en el presente recurso. establece el
art. 14.1 que «el adquirente de una finca inscrita en el R.p., arrendada como vivienda en todo o en parte,
que reúna los requisitos exigidos por el art. 34 de la L.h., solo quedará subrogado en los derechos y obli-
gaciones del arrendador si el arrendamiento se hallase inscrito, conforme a lo dispuesto por los arts. 7 y
10 de la presente ley, con anterioridad a la transmisión de la finca». el art. 7.2 establece claramente un
principio de inoponibilidad del arrendamiento no inscrito frente a tercero inscrito, cuando dispone que «en
todo caso, para que los arrendamientos concertados sobre fincas urbanas, surtan efecto frente a terceros
que hayan inscrito su derecho, dichos arrendamientos deberán inscribirse en el R.p.».

el art. 25 de la vigente Ley de arrendamientos urbanos sigue manteniendo en su apartado 5 un cierre
registral en cuanto determina que «para inscribir en el R.p. los títulos de venta de viviendas arrendadas de-
berá justificarse que han tenido lugar, en sus respectivos casos, las notificaciones prevenidas en los apar-
tados anteriores, con los requisitos en ellos exigidos. cuando la vivienda vendida no estuviese arrendada,
para que sea inscribible la adquisición, deberá el vendedor declararlo así en la escritura, bajo la pena de
falsedad en documento público». sin embargo, respecto de los contratos de arrendamiento concertados
con posterioridad a la L. 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del
alquiler de viviendas deberá tenerse en cuenta para determinar la existencia del derecho de retracto, si el
arrendamiento ha tenido acceso o no al R.p., puesto que de este extremo dependerá la continuación o no
del arrendamiento tras la adjudicación de la finca.

de una interpretación conjunta del citado art. y de lo dispuesto en el art. 7.2 antes transcrito resulta la extinción
del contrato de arrendamiento salvo que se hubiese inscrito en el R.p. con anterioridad al derecho, en este su-
puesto la hipoteca, que se ejecuta y que determina la extinción del derecho del arrendador y en consecuencia
del propio contrato de arrendamiento y con él sus derechos accesorios como el derecho de retracto. en conse-
cuencia con lo anteriormente expuesto, en el presente caso, enajenada judicialmente la finca, el derecho del
arrendador queda extinguido y con él el contrato de arrendamiento y sus accesorios como el derecho de retracto,
y deviene innecesario realizar notificación alguna expresa y especial.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3846.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. a coRuña nº 2.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: HERENCIA YACENTE. el problema
a tratar entronca con el principio de tracto sucesivo establecido en el art. 20 de la L.h., que intenta evitar
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la indefensión proscrita en el art. 24 de la constitución española. es consecuencia de lo anterior la doctrina
de este centro directivo que impone que en los casos de herencias yacentes, toda actuación que pretenda
tener reflejo registral deba articularse mediante el nombramiento de un administrador judicial, en los tér-
minos previstos en los arts. 790 y siguientes de la Ley de enjuiciamiento civil, salvo que algún interesado
en la herencia se haya personado en el procedimiento considerando el juez suficiente la legitimación pasiva
de la herencia yacente.

ahora bien en el presente caso, no cabe desconocer que el objeto de la demanda es la declaración de
que la finca es privativa de la titular registral fallecida. pero dicha privatividad además de ser solicitada
por la demandante, que reúne la condición de heredera de la titular registral y del esposo de esta, que es
su padre demandado, y por lo tanto interesada en la herencia yacente de este, ha quedado suficientemente
acreditada en el procedimiento judicial. por lo tanto, la decisión judicial viene a determinar la conclusión
de la sociedad de gananciales con anterioridad al fallecimiento de los cónyuges, de forma análoga a lo dis-
puesto en el art. 1.393.3 del c.c. en su redacción actual, y habiendo quedado probado que la finca es pri-
vativa, esta queda sustraída del patrimonio de la herencia yacente del cónyuge de la causante, no dándose
por tanto el supuesto de una posible indefensión de los interesados en la misma.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3847.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. LLiRia.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: FINCA INSCRITA DE PERSONA DISTINTA DE
AQUELLA CONTRA LAQUE SE HA DIRIGIDO EL PROCEDIMIENTO. ANOTACIÓN PREVENTIVA POR DEFECTO SUB-
SANABLE: REQUISITOS. el problema a tratar entronca con el principio de tracto sucesivo establecido en el
art. 20 de la L.h., que intenta evitar la indefensión proscrita en el art. 24 de la constitución española. este
principio, en su aplicación procesal y registral, implica que los procedimientos deben ir dirigidos contra
el titular registral o sus herederos, y que esta circunstancia debe ser tenida en cuenta por el Registrador, al
estar incluida dentro del ámbito de calificación de documentos judiciales contemplado en el art. 100 del
R.h.

es consecuencia de lo anterior la doctrina de este centro directivo procede confirmar el defecto apre-
ciado por el Registrador en su nota. no es posible acceder a la cancelación de una inscripción practicada
a favor de una persona que no ha sido parte en el procedimiento del que resulta la sentencia calificada.
con independencia al hecho de si este tercer adquirente que ha inscrito su derecho se halla o no protegido
por la fe pública registral, cuestión esta que no puede ser dilucidada en el marco del recurso gubernativo,
es evidente que los efectos de una sentencia no pueden extenderse a quienes no han sido parte en el pro-
cedimiento. no debe olvidarse que el demandante pudo haber evitado esta situación si hubiera solicitado,
y se hubiera ordenado en su momento, la anotación preventiva de la demanda.

La anotación preventiva por defecto subsanable no es procedente en un caso como el que es objeto de
este expediente, dado que el defecto que fundamenta la nota de calificación tiene un claro carácter insub-
sanable (arts. 20 de la L.h. y 105 de su Reglamento), al determinar la ineficacia registral definitiva del
título calificado.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3848.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. a coRuña nº 3.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: HERENCIA YACENTE. el problema
a tratar entronca con el principio de tracto sucesivo establecido en el art. 20 de la L.h., que intenta evitar
la indefensión proscrita en el art. 24 de la constitución española. es consecuencia de lo anterior la doctrina
de este centro directivo que impone que en los casos de herencias yacentes, toda actuación que pretenda
tener reflejo registral deba articularse mediante el nombramiento de un administrador judicial, en los tér-
minos previstos en los arts. 790 y siguientes de la Ley de enjuiciamiento civil, salvo que algún interesado
en la herencia se haya personado en el procedimiento considerando el juez suficiente la legitimación pasiva
de la herencia yacente.

ahora bien en el presente caso, no cabe desconocer que el objeto de la demanda es la declaración de
que la finca es privativa de la titular registral fallecida. pero dicha privatividad además de ser solicitada
por la demandante, que reúne la condición de heredera de la titular registral y del esposo de esta, que es
su padre demandado, y por lo tanto interesada en la herencia yacente de este, ha quedado suficientemente
acreditada en el procedimiento judicial. por lo tanto, la decisión judicial viene a determinar la conclusión
de la sociedad de gananciales con anterioridad al fallecimiento de los cónyuges, de forma análoga a lo dis-
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puesto en el art. 1.393.3 del c.c. en su redacción actual, y habiendo quedado probado que la finca es pri-
vativa, esta queda sustraída del patrimonio de la herencia yacente del cónyuge de la causante, no dándose
por tanto el supuesto de una posible indefensión de los interesados en la misma.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3850.pdf

- R. 27-3-2017.- R.p. madRid nº 23.- RESERVA VIUDAL: FACULTAD DE DESHEREDAR DEL RESERVISTA. debe
decidirse en este expediente si es o no inscribible una escritura de adjudicación de herencia en la que con-
curren las circunstancias siguientes: las fincas objeto del expediente habían sido donadas por los hijos al
viudo y estaban sujetas a reserva viudal como consecuencia de las segundas nupcias del que hoy es cau-
sante; consta la cualidad de reservables de los bienes mediante nota marginal en virtud de sentencia judicial;
del testamento del reservista resulta que deshereda a los tres hijos; la escritura está otorgada exclusivamente
por los reservatarios, sin la concurrencia de la heredera del reservista.

como ha dicho este centro directivo en la R. 19-5-2012, «respecto a cuál es la vocación o llamamiento
del reservatario, se observa que no tiene vocación derivada del primer causante, pues no lo llamó como re-
servatario ni lo pudo llamar en ese momento, dado que la reserva no solo está sujeta a la condición de la
existencia de los reservatarios en el momento de la muerte del reservista sino a un suceso totalmente inde-
terminado en el momento de la muerte del primer causante cual es las nuevas nupcias del cónyuge supérstite.
tampoco puede considerarse que el reservatario tenga vocación derivada del reservista pues este no puede
decidir libremente acerca de su llamamiento sino que tiene la obligación de respetar la reserva, ni se puede
equiparar al supuesto de legítima en que el causante tiene que atribuirla por cualquier título y el legitimario
está protegido por la preterición. (…) por todo ello hay que concluir que la vocación o llamamiento del re-
servatario es legal, pues la determina la ley (…) se trata de una vocación legal en la que la ley utiliza dos
medios de referencia para la determinación de los sucesores y de los bienes: en cuanto a la determinación
de los sucesores, los que sean hijos y descendientes del cónyuge premuerto y hayan sobrevivido al reservista
y siguiendo los llamamientos de la sucesión intestada con relación al cónyuge premuerto. el otro medio de
referencia se refiere a los bienes reservables, que son los que adquirió el reservista de su primer cónyuge o
de los parientes que el código señala y que pueden quedar determinados ya en vida del reservista a través
de la nota marginal expresiva del carácter reservable de los bienes inmuebles o, en otro caso, en el momento
de su muerte. el que el reservista tenga reconocidas algunas facultades respecto a los bienes reservables
como son la facultad de mejorar o de desheredar no significa que el reservatario derive sus derechos del
mismo, sino únicamente que la propia ley concede esas facultades a favor de los instituidos por él mismo,
que en tal caso, pueden traer causa de él a través de esas facultades sucesorias».

distinto problema de la vocación es determinar a través de qué herencia recibe los bienes el reservatario.
en este punto, y conforme a lo que señaló la citada R. 14-4-1969, y dado que los bienes han de estar in-
cluidos dentro de un patrimonio, la solución es la de considerar que los bienes los recibe el reservatario
como bienes integrados en la herencia del reservista. ahora bien, los bienes reservables forman una masa
independiente de los demás bienes de la herencia del reservista como patrimonio separado. en consecuencia
y centrados en el supuesto concreto, si se prescinde la desheredación realizada, cabe la posibilidad de que
los únicos interesados en los bienes reservables que son los únicos hijos que el reservista tuvo con el cón-
yuge premuerto, puedan otorgar la escritura de adjudicación por sí solos, en cuanto a los bienes reservables
para inscribirlos a su nombre partiendo de la nota marginal que consta en dichos bienes y de los demás
documentos presentados.

en cuanto a la circunstancia de haber sido desheredados por su padre ‒reservista‒ los tres otorgantes, el
art. 973, párrafo segundo, del c.c. establece lo siguiente: «el hijo desheredado justamente por el padre o
la madre perderá todo derecho a la reserva, pero si tuviera hijos o descendientes, se estará a lo dispuesto
en el art. 857 y en el número 2 del art. 164». sin embargo, la interpretación de este párrafo del art. 973 del
c.c. no está exenta de matices y discusiones doctrinales. La s.t.s. de 1-4-1914, en su tercer considerando
establece que la reserva «se halla enlazada a hechos inciertos, como se desprende de los arts. 972 y párrafo
segundo del 973, del código antes citado», lo que parece dar a entender que esta incertidumbre, una vez
nacida la obligación de reservar, no existiría si la cuestionada desheredación fuese la anteriormente dis-
puesta por el cónyuge ya fallecido. este centro directivo ha recogido esta sentencia y en la R. 14-4-1969
señala como facultad del reservista la de desheredar.
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pero en el supuesto concreto de este expediente, en el testamento del reservista, se desheredan a los tres
hijos y a los descendientes y se expresa como causa de desheredación la indicada en el número dos del art.
853 del c.c. en el mismo testamento solo se motiva dicha causa de desheredación en relación con los tres
hijos reservatatarios. también se hace expresa referencia a la existencia de nietos del testador, hijos de los
reservatarios desheredados, menores de edad, a quienes también se deshereda, pero sin expresar los motivos
de dicha desheredación y sin expresar la edad y, en su caso, aptitud para ser deheredados. consecuente-
mente, el recurso debe ser desestimado, por cuanto en el presente expediente la desheredación no puede
alcanzar a la totalidad de los reservatarios, habiendo nietos del reservista, hijos de los reservatarios, respecto
de quienes no se alega ningún motivo de desheredación (cfr. arts. 857 y 973.2 del c.c.), todo ello, sin per-
juicio de la declaración judicial sobre el carácter justo o injusto de la desheredación.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3851.pdf

- R. 29-3-2017.- R.p. sagunto nº 1.- PROPIEDAD HORIZONTAL: MODIFICACIÓN DEL TÍTULO CONSTITUTIVO.
como señaló este centro directivo en su R. 19-4-2007, el régimen de propiedad horizontal se caracteriza
por la existencia de un único derecho de propiedad cuyo objeto es complejo: el piso, local o departamento
privativo –es decir, un espacio suficientemente delimitado y susceptible de aprovechamiento indepen-
diente– y la participación inseparable en la titularidad de los elementos, pertenencias y servicios comunes
del edificio (cfr. arts. 3 de la Ley sobre propiedad horizontal y 396 del c.c.). consecuentemente se atribuye
a la junta de propietarios, como órgano colectivo, amplias competencias para decidir en los asuntos de in-
terés de la comunidad (cfr. arts. 14 y 17 de la Ley sobre propiedad horizontal), si bien tratándose de deter-
minados acuerdos (los que impliquen la aprobación o modificación de las reglas contenidas en el título
constitutivo de la propiedad horizontal o en los estatutos de la comunidad) solo serán válidos cuando se
adopten por los propietarios en los términos previstos en la regla 6 del art. 17 de la Ley sobre propiedad
horizontal, es decir por unanimidad.

debe distinguirse entre los acuerdos que tienen el carácter de actos colectivos (adoptados con los requi-
sitos previstos en la legislación de propiedad horizontal resultantes de la correspondiente acta –cfr. art. 19
de la Ley sobre propiedad horizontal–), que no se imputan a cada propietario singularmente sino a la junta
como órgano comunitario, y aquellos otros actos que, por afectar al contenido esencial del derecho de do-
minio, requieren el consentimiento individualizado de los propietarios correspondientes, el cual habría de
constar mediante documento público para su acceso al R.p. (mediante la adecuada interpretación de los
arts. 3, 10 y 17 de la Ley sobre propiedad horizontal; cfr., también, el último inciso del apartado 2 del art.
18, según la redacción hoy vigente).

como reiteró este centro en R. 24-4-2014, la desafectación de elementos comunes –con o sin subsi-
guiente venta de los mismos– se trata de un acto para el que se reconoce a la junta competencia como ór-
gano colectivo de la comunidad de propietarios, pudiendo fijar las cuotas de propiedad del nuevo elemento
privativo, con el consiguiente reajuste proporcional de las demás cuotas (cfr., por todas y además de las
citadas en el anterior fundamento de derecho, las Resoluciones de 5-5-1970 y 15-6-1973). y el mismo
criterio debe mantenerse respecto de la transformación de un elemento privativo en elemento común, me-
diante el correspondiente acto de afectación.

en el presente caso, en el que se pretende rectificar la inscripción y hacer constar el carácter común de la
parcela, no cabe sino rechazar tal pretensión, como ya se hiciera en la R. 13-5-2010, toda vez que para tal
rectificación se requiere el consentimiento unánime de todos los propietarios, pues se trata de modificar el tí-
tulo constitutivo de la propiedad horizontal y cambiar el carácter de la parcela objeto del recurso, para atribuirle
carácter de elemento común, lo que, aun cuando hubiere mediado acuerdo adoptado en junta de copropietarios
en la forma prevista en el mencionado art. 17 de la Ley, debe ser consentido individualmente por todos los
titulares de elementos objeto de propiedad separada que son afectados por la rectificación pretendida de modo
que traería consigo un cambio esencial en el régimen aplicable a tales elementos privativos.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3854.pdf

- R. 29-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- OBRA NUEVA: NECESIDAD DE INTERVENCIÓN DE TODOS LOS CONDUE-
ÑOS. OBRA NUEVA: DELIMITACIÓN GRÁFICA. no hay ninguna duda de que la calificación se realizó dentro
de plazo pues, como señala la Registradora en su informe, el documento fue presentado telemáticamente
en el Registro el día 7-11-2016, suspendiendo la calificación por falta de presentación del justificante del
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pago del impuesto el día 8-11-2016, y se notificó fehacientemente ese mismo día al presentante. poste-
riormente, se presenta físicamente el documento al Registro el día 14-11-2016, calificado negativamente
el día 2-12-2016, es decir, a los catorce días hábiles de haberse presentado el documento, excluyéndose
los sábados, conforme al art. 19 de la L. 14/2013. se dio por tanto cumplimiento a lo dispuesto en los arts.
18 y 19 bis de la L.h. y 109 del R.h.

el primer defecto se refiere a la falta de consentimiento de los copropietarios de la finca para declarar
una obra nueva. esta cuestión ya ha sido tratada por esta dirección general (cfr. RR. 11-12-2012 y 12-1-
2015) en el sentido de estimar necesaria la intervención de los condueños para la declaración de obra nueva
conforme a las normas que rigen la comunidad romana en nuestro c.c. se produce en estos supuestos es
el incumplimiento del art. 397 del c.c., en cuanto que dispone que «ninguno de los condueños podrá, sin
consentimiento de los demás, hacer alteraciones en la cosa común, aunque de ellas pudieran resultar ven-
tajas para todos».

para inscribir cualquier edificación terminada, nueva o antigua, cuya declaración documental y solicitud
de inscripción se presente en el R.p. a partir del 1-11-2015, fecha de la plena entrada en vigor de la L.
13/2015, será requisito, en todo caso que la porción de suelo ocupada habrá de estar identificada mediante
sus coordenadas de referenciación geográfica. además, para que, una vez precisada la concreta ubicación
geográfica de la porción de suelo ocupada por la edificación, el Registrador pueda tener la certeza de que
esa porción de suelo se encuentra íntegramente comprendida dentro de la delimitación perimetral de la
finca sobre la que se pretende inscribir, es posible que necesite, cuando albergue duda fundada a este res-
pecto, que conste inscrita, previa o simultáneamente, y a través del procedimiento que corresponda, la de-
limitación geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique. en efecto, desde el punto de
vista técnico, la georreferenciación de la superficie ocupada por cualquier edificación, aun cuando deberá
hacerse en el mismo sistema oficial de referencia que se especifica en la Resolución conjunta de 26-10-
2015 (proyección utm, sistema etRs89 para la península o Regcan95 para canarias), no necesita, en
cambio, ser aportada necesariamente en el concreto formato gmL.

como señalan las Resoluciones antes citadas (8 de febrero, 19 de abril, 9 de mayo y 5-7-2016), para que,
una vez precisada la concreta ubicación geográfica de la porción de suelo ocupada por la edificación, el Re-
gistrador pueda tenerla certeza de que esa porción de suelo se encuentra íntegramente comprendida dentro
de la delimitación perimetral de la finca sobre la que se pretende inscribir, es posible que necesite, cuando
albergue duda fundada a este respecto, que conste inscrita, previa o simultáneamente, y a través del proce-
dimiento que corresponda, la delimitación geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique,
tal y como ya contempló este centro directivo en el apartado octavo de su Resolución-circular de 3-11-
2015 sobre la interpretación y aplicación de algunos extremos regulados en la reforma de la L.h. operada
por la L. 13/2015, de 24 de junio. por tanto, con carácter general, la obligada georreferenciación de la su-
perficie ocupada por cualquier edificación, no requiere, desde el punto de vista procedimental, que se tramite
un procedimiento jurídico especial con notificación y citaciones a colindantes y posibles terceros afectados,
salvo que Registrador en su calificación sí lo estimare preciso para disipar tales dudas fundadas acerca de
que la edificación se encuentre efectivamente incluida en la finca sobre la que se declara. en consecuencia,
en el presente caso, no estando debidamente fundadas las dudas que justifiquen la necesidad de previa ge-
orreferenciación de la parcela, este defecto señalado en la nota de calificación ha de ser revocado.

como ya se ha reiterado en el fundamento anterior, las dudas de identidad (en este punto, en cuanto a
una posible invasión de dominio público) deben estar debidamente justificadas, sin que la mera circuns-
tancia de hallarse una finca colindante incursa en un procedimiento de investigación conforme a la L.
33/2003 de 3 de noviembre, determine por sí la existencia de tal duda, más aún cuando de este procedi-
miento resulta controvertida la titularidad e incluso la naturaleza pública de dicha finca investigada (cfr.
arts. 45 a 47 de la L. 33/2003, de 3 de noviembre).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3855.pdf

- R. 30-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- HIPOTECA: INTERESES DE DEMORAY EL LÍMITE PREVISTO EN ELART.
114.3 DE LA L.H. Los intereses de demora, al generarse como consecuencia de un incumplimiento, tienen
por definición carácter eventual o contingente, y como tal tienen carácter de crédito futuro en el momento
de la constitución de la hipoteca, por lo cual no sólo su cuantía sino su misma existencia se encuentran en
tal momento en una situación de indeterminación. como puso de relieve este centro directivo en la Re-
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solución de 18-11-2013 y ha reiterado desde entonces, siendo los intereses legales del dinero esencialmente
variables, al ser revisados anualmente por las respectivas leyes presupuestarias (vid. art. 1 de la L. 24/1984,
de 29 de junio, sobre modificación del tipo de interés legal del dinero), la indeterminación de la cifra ga-
rantizada en el momento inicial de la constitución de la garantía está resuelta por la técnica hipotecaria a
través de la figura de las hipotecas de seguridad en su modalidad de máximo.
   La L. 1/2013, de 14 de mayo, al añadir un nuevo párrafo al art. 114 de la L.h., viene a sumar un nuevo
límite legal a los intereses moratorios de los préstamos hipotecarios constituidos sobre la vivienda habitual
y destinados a financiar su adquisición, haya o no terceros, de forma que los intereses moratorios pactados
no podrán ser superiores a tres veces el interés legal del dinero y solo podrán devengarse sobre el principal
pendiente de pago. además, dichos intereses de demora no podrán ser capitalizados en ningún caso, salvo
en el supuesto previsto en el art. 579.2.a) de la Ley de enjuiciamiento civil. Límites que, dado su carácter
claramente imperativo, las estipulaciones contractuales de constitución de dichos préstamos hipotecarios
necesariamente deberán respetar, lo que será perfectamente posible a través de la institución de la hipoteca
de máximo. comoquiera que, cualquiera que sea el límite máximo que se pacte, por hipótesis podrá ocurrir
que en algún momento de la vigencia de la hipoteca la aplicación de la fórmula del art. 114, párrafo tercero,
de la L.h. dé como resultado una cifra inferior al máximo pactado, las fórmulas contractuales siempre po-
drán evitar cualquier tacha de ilegalidad mediante la incorporación a la estipulación correspondiente de
una reserva o salvedad de aquel límite legal.
   Los términos exactos de esa cobertura alternativa son los siguientes: «no obstante lo anterior, y para el
caso que el contrato de préstamo fuera para adquisición de vivienda habitual, el límite máximo frente a
terceros en el caso de intereses moratorios no podrá ser superior a tres veces el interés legal del dinero vi-
gente en cada momento», es decir, configura el tipo máximo de los intereses moratorios de la cobertura
hipotecaria para el supuesto a que se refiere sólo «frente a terceros», lo cual no puede ser admitido desde
el punto de vista registral, porque es doctrina reiterada de esta dirección general, como se ha expuesto
anteriormente, que el necesario tope máximo del tipo de interés a efectos hipotecarios, en cuanto delimita
el alcance del derecho real de hipoteca constituida, lo es a todos los efectos, tanto favorables como adversos,
ya en las relaciones con terceros, ya en las que se establecen entre el titular del derecho de garantía y el
dueño de la finca hipotecada que sea a la vez deudor hipotecario (RR. 16-2-1990, 20-9-1996, 24-8-1998,
8 y 9-2-2001, 31 de octubre y 18-11-2013 y 25 de abril y 29-5-2014, entre otras muchas). pero es que,
además, el límite establecido en el reiterado art. 114, párrafo tercero, de la L.h., según el cual «los intereses
de demora de préstamos o créditos para la adquisición de vivienda habitual, garantizados con hipotecas
constituidas sobre la misma vivienda, no podrán ser superiores a tres veces el interés legal del dinero y
sólo podrán devengarse sobre el principal pendiente de pago», precisamente está destinado a operar no
frente terceros, sino en las relaciones contractuales entre el acreedor hipotecario y el prestatario que tenga
la condición de consumidor.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4145.pdf

- R. 3-4-2017.- R.p. giRona nº 1.- PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA: TÍTULO INSCRIBIBLE. PRINCIPIO DE TRACTO
SUCESIVO: HERENCIAYACENTE. SENTENCIA DICTADA EN REBELDÍA DEL DEMANDADO: REQUISITOS PARA LA
INSCRIPCIÓN. TÍTULO INSCRIBIBLE: CIRCUNSTANCIAS PERSONALES. ADQUISICIÓN ORIGINARIA: CANCELA-
CIÓN DE LA INSCRIPCIÓN CONTRADICTORIA. es doctrina consolidada de esta dirección general (cfr. RR.
citadas en «vistos»),que la usucapión reconocida judicialmente a favor de los actores constituye sin duda
un título apto para la inscripción y el hecho de recaer sobre una finca inscrita en absoluto impide que, tras
la adquisición e inscripción por parte del titular registral pueda pasar a ser dueño por usucapión un tercero
mediante la posesión del inmueble en las condiciones establecidas por la ley, ya que la inscripción del de-
recho en el R.p. no dota al mismo de imprescriptibilidad (cfr. art. 36 de la L.h.). La prescripción extraor-
dinaria se consuma por el transcurso del tiempo con los requisitos legalmente establecidos, pero aun cuando
para buena parte de la doctrina opera de forma automática, no puede ser declarada por el juez de oficio
sino que necesita de un procedimiento que culmine con su declaración. 
   en el caso de la usucapión extraordinaria aun cuando no será necesaria la acreditación en el procedi-
miento de la existencia o la validez de los títulos de hipotéticos adquirentes posteriores, pues precisamente
dicha modalidad de prescripción adquisitiva no precisa ni de buena fe ni de justo título siendo únicamente
necesario acreditar la posesión en concepto de dueño, publica, pacífica y no interrumpida, puesto que la
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declaración que le ponga fin alterará el contenido de los libros del Registro deberá ser entablado, en todo
caso, contra el titular registral para evitar su indefensión. esta exigencia entronca con el principio de tracto
sucesivo establecido en el citado art. 20 de la L.h., que intenta evitar la indefensión proscrita en el art. 24
de la constitución española.
   es consecuencia de lo anterior la doctrina de este centro directivo que impone que en los casos de he-
rencias yacentes, toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba articularse mediante el nombra-
miento de un administrador judicial, en los términos previstos en los arts. 790 y siguientes de la Ley de
enjuiciamiento civil, bien mediante la intervención en el procedimiento de alguno de los interesados en
dicha herencia yacente (RR. de 27 de mayo y 12-7-2013, 8-5-2014 y 5-3-2015). no obstante la doctrina
expuesta, en el presente caso resultan una serie de particularidades que han de ser tenidas en consideración.
si, como se ha señalado antes, el nombramiento del defensor judicial no debe convertirse en una exigencia
formal excesivamente gravosa, parece adecuado analizar en cada supuesto concreto las circunstancias con-
currentes. 
   Los arts. 531.23 y 531.24 del libro quinto del c.c. de cataluña, aprobado por la L. 5/2006, de 10 de
mayo, define la usucapión como un título adquisitivo de la propiedad o de un derecho real posesorio basado
en la posesión del bien durante el tiempo fijado por las leyes, posesión que debe ser en concepto de titular
del derecho, pública, pacífica e ininterrumpida y no necesita título ni buena fe. en su tercer fundamento
de derecho se manifiesta que: «(...) es claro que se ha probado mediante actos concluyentes la posesión
del recurrente en concepto de titular de un derecho de propiedad sobre la finca objeto de la litis». a la vista
del carácter concluyente de los hechos que prueban la posesión del usucapiente, parece una exigencia ex-
cesiva exigir la designación de un administrador judicial de la herencia yacente que, en caso de comparecer
en el procedimiento, nada podría alegar frente a la rotundidad de los hechos probados. por otro lado, según
la interpretación que este centro directivo ha hecho del art. 208 de la Lh, cuando la última inscripción de
dominio o del derecho real cuyo tracto se pretenda reanudar tenga más de treinta años, la citación al titular
registral debe ser nominal, pudiendo practicarse, no obstante, por edictos, y respecto de sus herederos la
citación, que también puede ser por edictos, sólo hace falta que sea nominal, cuando conste su identidad
de la documentación aportada.
   según el art. 524 de la Ley de enjuiciamiento civil, mientras quepa la acción de rescisión, la sentencia
dictada no es inscribible sino solamente susceptible de anotación preventiva. a este respecto, el recurrente
solicita en el escrito de recurso que «en caso de que no hayan transcurrido los plazos previstos en el art.
524.4 de la Ley de enjuiciamiento civil, esta representación solicita en su caso la anotación preventiva de
la sentencia que permita la inscripción del correspondiente asiento en el R.p.». de ahí que, en contra de lo
que apunta la Registradora en su informe, sí que resulte procedente practicar, a la vista de esta solicitud,
la anotación preventiva de la sentencia en los términos señalados en dicho art. 524.4, siempre que se sub-
sanen los demás defectos que son confirmados por la presente Resolución.
   el tercero de los defectos consignados en la nota alude a la no constancia en el título de las circunstancias
personales del adquirente, ya que únicamente se hace constar su nombre y apellidos, siendo necesario ade-
más del n.i.f., la mayor o menor edad, estado civil y carácter de la adquisición y en caso de que estuviere
casado y la adquisición pudiera afectar a su régimen económico-matrimonial deberá indicarse cual sea
éste y el nombre del cónyuge, arts. 9 de la L.h. y 51 del R.h. el defecto debe ser confirmado.
   el cuarto motivo que impide la inscripción del título calificado, a juicio de la Registradora, consiste en
que no se hace constar la descripción completa de la finca, pues no basta únicamente con la indicación del
número de finca registral. el defecto, tal y como ha sido formulado en la nota de calificación, no puede
mantenerse. en el presente caso la sentencia incorpora la referencia a los datos registrales de la finca, con
alusión al número de finca registral. sin embargo, sí que se recoge en la sentencia objeto de la calificación
recurrida que existe incorporado a los autos un certificado emitido por el ayuntamiento de sant joan de
mollet del que resultan datos complementarios suficientes para la identificación.
   Las sentencias declarativas y las constitutivas no son susceptibles de ejecución procesal. así resulta con
nitidez de los dispuesto en los arts. 517.2.1.o y 521 de la Ley de enjuiciamiento civil. La prescripción se
trata de una adquisición originaria, en la medida en que no existe esa relación de causalidad entre el anterior
titular registral y el nuevo, no queda otra alternativa que cancelar la inscripción anterior, por tanto, está
plenamente justificada la exigencia que hace la Registradora en el sentido de que se ha de ordenar la can-
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celación de la inscripción contradictoria, si bien deberá ordenarse por medio del oportuno mandamiento,
como resulta del art. 521.2 de la Ley de enjuiciamiento civil.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4277.pdf

- R. 3-4-2017.- R.p. pRiego de cóRdoba.- PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA: TÍTULO INSCRIBIBLE. PRINCIPIO DE
TRACTO SUCESIVO: HERENCIA YACENTE. es doctrina consolidada de esta dirección general (cfr. RR. ci-
tadas en «vistos»), que la usucapión reconocida judicialmente a favor de los actores constituye sin duda
un título apto para la inscripción y el hecho de recaer sobre una finca inscrita en absoluto impide que, tras
la adquisición e inscripción por parte del titular registral pueda pasar a ser dueño por usucapión un tercero
mediante la posesión del inmueble en las condiciones establecidas por la ley, ya que la inscripción del de-
recho en el R.p. no dota al mismo de imprescriptibilidad (cfr. art. 36 de la L.h.). La prescripción extraor-
dinaria se consuma por el transcurso del tiempo con los requisitos legalmente establecidos, pero aun cuando
para buena parte de la doctrina opera de forma automática, no puede ser declarada por el juez de oficio
sino que necesita de un procedimiento que culmine con su declaración.
   en el caso de la usucapión extraordinaria aun cuando no será necesaria la acreditación en el procedi-
miento judicial de la existencia o la validez de los títulos de hipotéticos adquirentes posteriores, en la me-
dida en que la declaración que le ponga fin alterará el contenido de los libros del Registro, deberá ser
entablado dicho procedimiento judicial, en todo caso, contra el titular registral para evitar su indefensión.
en cuanto a la usucapión ordinaria, el efecto jurídico es idéntico que en el caso de la prescripción adqui-
sitiva extraordinaria, esto es la adquisición del dominio por el usucapiente, por lo que igualmente deberá
ser entablado el procedimiento judicial, en todo caso, contra el titular registral para evitar su indefensión.
La función de la usucapión ordinaria es precisamente subsanar la falta de titularidad del transmitente, po-
sibilitando con el transcurso del tiempo la adquisición, ya si el título además de reunir todas las anteriores
condiciones fuera perfecto nada impediría que desplegara todos sus efectos. el pleno de la sala primera
del t.s. dictó s. 21-1-2014 declara que el art. 1.949 del c.c. ha sido derogado por el art. 36, apartados i y
ii, de la L.h.
   en el presente expediente, a pesar de la existencia de títulos intermedios, los interesados fundaron la de-
manda por la que instaba la declaración de propiedad, no en la cadena o sucesión de títulos de trasmisión
de dominio con sus sucesivos modos, sino en la prescripción ordinaria del dominio a su favor. el titular
registral y sus herederos o causahabientes en tanto no inscribieron sus respectivos títulos, no son terceros,
por lo que deberán soportar la usucapión ganada. en consecuencia, al haberse consumado la usucapión
conforme a las normas del derecho civil, se produce una inexactitud entre lo publicado por el Registro y
la realidad jurídica extrarregistral que podrá remediarse mediante la inscripción de la resolución judicial
que reconozca dicha usucapión.
   La doctrina de este centro directivo impone que en los casos de herencias yacentes, toda actuación que
pretenda tener reflejo registral deba articularse mediante el nombramiento de un administrador judicial,
en los términos previstos en los arts. 790 y siguientes de la Ley de enjuiciamiento civil, bien mediante la
intervención en el procedimiento de alguno de los interesados en dicha herencia yacente (RR. de 27 de
mayo y 12-7-2013, 8-5-2014 y 5-3-2015). no obstante la doctrina expuesta, en el presente caso resultan
una serie de particularidades que han de ser tenidas en consideración. si, como se ha señalado antes, el
nombramiento del defensor judicial no debe convertirse en una exigencia formal excesivamente gravosa,
parece adecuado analizar en cada supuesto concreto las circunstancias concurrentes. a la vista del carácter
concluyente de los hechos que prueban la posesión del usucapiente, parece una exigencia excesiva exigir
la designación de un administrador judicial de la herencia yacente que, en caso de comparecer en el pro-
cedimiento, nada podría alegar frente a la rotundidad de los hechos probados. por otro lado, según la in-
terpretación que este centro directivo ha hecho del art. 208 de la L.h., cuando la última inscripción de
dominio o del derecho real cuyo tracto se pretenda reanudar tenga más de treinta años, la citación al titular
registral debe ser nominal, pudiendo practicarse, no obstante, por edictos, y respecto de sus herederos la
citación, que también puede ser por edictos, sólo hace falta que sea nominal, cuando conste su identidad
de la documentación aportada.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4278.pdf
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- R. 4-4-2017.- R.p. cangas.- HERENCIA: CONMUTACIÓN DE LA LEGÍTIMA VIDUAL. LEGADOS: CONSENTI-
MIENTO DE LOS LEGITIMARIOS PARA LA ENTREGA. como ha reiterado este centro directivo, la facultad de
interpretar el testamento para determinar cuál fue la voluntad del causante corresponde, entre otros, al al-
bacea contador-partidor designado. ahora bien, una cosa es interpretar el testamento para saber cuál fue
la voluntad del causante y otra es averiguar cuál hubiera sido su voluntad de no darse determinadas cir-
cunstancias que dieron lugar a las disposiciones hechas al tiempo del otorgamiento del testamento. el art.
675 del c.c. establece que las disposiciones testamentarias deberán entenderse en el sentido literal de sus
palabras, a no ser que aparezca claramente que fue otra la voluntad del testador. 
   el art. 834 del c.c. establece que la cuota legal usufructuaria del cónyuge viudo no separado legalmente
o de hecho cuando concurre a la herencia con hijos o descendientes, consiste en el usufructo del tercio
destinado a mejora. no obstante, el art. 839 permite la conmutación del usufructo por una renta vitalicia,
el producto de determinados bienes o un capital efectivo, «procediendo de mutuo acuerdo, y en su defecto,
por virtud de mandato judicial». La s.t.s. 4-10-2001, requiriendo la conformidad del viudo, o la aprobación
judicial subsidiaria para la elección de la modalidad de conmutación, tesis que confirma la s.t.s. 13-7-
2009. y en cuanto al contador-partidor se ha determinado por la doctrina, como regla general, que no puede
decidir por sí solo la conmutación; por excepción, lo puede hacer si el causante la impone o le faculta ex-
presamente; si lo ha hecho indicando el medio solutorio, en cuyo caso el contador deberá proceder a la
conmutación con ese medio; si se limita a autorizarla o a indicarla simplemente, sin especificar la prestación
sustitutoria, el contador deberá cumplir lo ordenado en el testamento, quedando a salvo el derecho del cón-
yuge supérstite o de los herederos para reclamar, caso de perjuicio para sus derechos legitimarios.
   Resulta que habiendo el causante ordenado el pago en metálico de la legítima del cónyuge viudo, el con-
tador-partidor lo pretende realizar en otros bienes de la herencia, con el argumento de que no existe metálico
suficiente en la misma y esta es la solución más conveniente para la partición, cuando la exigencia de que
el metálico legado en la que se ordena el pago en la legítima del viudo exista en la herencia no es evidente
y contradice lo dispuesto en el art. 886 del c.c.
   si, asumiendo que la conmutación que recoge la partición que se presenta a inscripción no es la realizada
por el testador, consideráramos que es el mismo contador-partidor el que está decidiendo la conmutación
en otros bienes distintos del dinero, debe recordarse que este centro directivo ha cuestionado que al con-
tador-partidor corresponda o quepa atribuirle esta facultad de conmutación (así, RR. de 18-12-2002 o de
29-1-2013), aparte de que esta atribución de facultad no consta en el testamento de forma expresa, y, ade-
más, el contador-partidor estaría ejerciendo esta supuesta facultad de conmutación eligiendo una alternativa
no prevista en el art. 839 del c.c. (no se conmutaría por un capital en efectivo, ni por los productos de de-
terminados bienes, ni por una renta vitalicia, sino por un lote de bienes hereditarios), y eso por sí solo exi-
giría requiriendo el consentimiento expreso del viudo, además del de los herederos. tampoco los herederos,
que han aceptado la partición del contador-partidor, podrían imponer al viudo una modalidad de conmu-
tación no prevista legalmente, si es que pueden imponerle alguna. en consecuencia, en este supuesto con-
creto, existiendo metálico en la herencia, el contador debe proceder a la adjudicación del mismo en pago
de la legítima viudal en cumplimiento de lo dispuesto por el testador en su testamento y, no siendo suficiente
el metálico inventariado, debe realizar el pago en metálico extra hereditario, o en otros bienes de la herencia
pero en este caso con el consentimiento del cónyuge, sin que resulten aplicables los arts. 841 y siguientes
del c.c., sino el art. 886.
   La entrega del legado de inmueble la realiza el contador-partidor, en la propia partición que formaliza,
y muestran su conformidad con ella tanto los herederos testamentarios como los legatarios de dicha finca,
además del otro hijo, no instituido heredero, al que le había sido reconocida la legítima en el testamento,
lo que implica que sólo faltaría el consentimiento para dicha entrega de legado de la viuda del testador, en
su condición de heredera forzosa de la herencia. asumiendo que ésta conserva dicha condición, según lo
antes razonado sobre la falta de efectos de la conmutación recogida en la escritura, ello nos remite a la
doctrina de esta dirección general sobre entrega de legados por el contador-partidor o por los herederos,
que exige, bien el consentimiento de los herederos forzosos, bien que de la partición realizada por el con-
tador-partidor resulte la no vulneración de las legítimas por los legados entregados
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- R. 4-4-2017.- R.p. Les boRges bLanques.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: NOTIFICACIÓNPOR FAX. RECITI-
FICACIÓN DE SUPERFICIE: PROCEDMIENTO. este centro directivo ha puesto de relieve que la referida dis-
posición del art. 322 de la L.h. debe ser interpretada atendiendo no sólo a sus palabras sino también a su
espíritu, al marco normativo resultante de reformas recientes y a la realidad de las comunicaciones entre
notarios y Registradores, en un ámbito en el que (ya desde lo establecido en los RR.dd. 1.558/1992, de
18 de diciembre, y 2.537/1994, de 29 de diciembre) se ha venido impulsando el empleo y aplicación de
las técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos, para el desarrollo de su actividad y el ejer-
cicio de sus competencias como funcionarios públicos (cfr. los arts. 107 y 108 de la L. 24/2001, con las
modificaciones introducidas por la L. 24/2005, de 18 de noviembre). todo ello en razón del principio de
agilización y de economía procedimental que inspira la regulación de la actuación de notarios y Registra-
dores, entre quienes existe una obligación de colaboración para la seguridad del tráfico jurídico inmobi-
liario, que comprende el deber instrumental de mantener un sistema de comunicación telemático,
incluyendo la utilización del telefax, de suerte que, en consecuencia, no podrán ignorar ni dar por no reci-
bidos los documentos que por tal vía se les remitan.
   a partir de la entrada en vigor de la reforma de la L.h. operada por la L. 13/2015, cabe enunciar los me-
dios hábiles para obtener la inscripción registral de rectificaciones descriptivas y sistematizarlos en tres
grandes grupos: – Los que sólo persiguen y sólo permiten inscribir una rectificación de la superficie con-
tenida en la descripción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca,
como ocurre con los supuestos regulados en el art. 201.3, letra a, y letra b de la L.h.; – el supuesto que
persigue y permite inscribir rectificaciones superficiales no superiores al 10% de la cabida inscrita, pero
con simultánea inscripción de la representación geográfica de la finca. este concreto supuesto está regulado,
con carácter general, en el art. 9, letra b), de la L.h., y tampoco está dotado de ninguna tramitación previa
con posible intervención de colindantes y terceros; – y, finalmente, los que persiguen y potencialmente
permiten inscribir rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza (tanto de superficie como linderos,
incluso linderos fijos), de cualquier magnitud (tanto diferencias inferiores como superiores al 10% de la
superficie previamente inscrita) y además obtener la inscripción de la representación geográfica de la finca
y la lista de coordenadas de sus vértices (así ocurre con el procedimiento regulado en el art. 199 y con el
regulado en el art. 201.1). 
   La concreta cuestión planteada en este expediente ya fue resuelta en la Resolución de 22-4-2016 (reite-
rada en las de 8 de junio y 3-10-2016) en la que se afirmó que a efectos de los procedimientos previstos
en los arts. 199 y 201.1 de la L.h., no puede rechazarse la utilización de una representación gráfica catastral
por el motivo de exceder un 10% de la cabida inscrita.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4281.pdf

- R. 5-4-2017.- R.p. Lepe.- TRANSACCIÓN JUDICIAL: TÍTULO FORMAL. como es sabido, y así ha tenido con-
sideración de pronunciarse al respecto este centro directivo, el convenio regulador como negocio jurídico
–tanto en su vertiente material como formal– propio y específico, goza de una aptitud privilegiada a los
efectos e permitir su acceso a los libros del Registro. si bien no deja de ser un acuerdo privado, la preceptiva
aprobación judicial del mismo y el reconocimiento que se le confiere en los arts. 90 y siguientes del c.c.,
establecen un marco válido para producir asientos registrales definitivos, siempre que las cláusulas del
mismo no excedan de su contenido típico y normal, como pudiera predicarse de la liquidación del régimen
económico matrimonial. en otro sentido, la mera homologación judicial de un acuerdo privado relativo a
un proceso, que iniciado por demanda, acaba en acuerdo transaccional no puede ni debe tener acceso al
Registro, tal y como ha consolidado este cetro directivo en su doctrina más reciente y reiterada, debiendo
ser objeto de elevación a escritura pública notarial si se pretende su incorporación a los libros del registro.
   tal y como se ha analizado en el primero de los fundamentos de derecho, nos encontramos –formal-
mente– ante un certificado de la letrada de la administración de justicia comprensivo de una sentencia en
la que, y transcribiendo el fallo, «estimando parcialmente la demanda (...), se aprueba el acuerdo alcanzado
por las partes el día (...) y ratificado a presencia judicial el día (...), a cuyo contenido nos remitimos dada
su extensión, y que pasa a formar parte de la presente resolución». de los antecedentes de hecho que sirven
de base a la sentencia no resulta en ningún caso la relación de este proceso con el previo de nulidad, sepa-
ración o divorcio. La evidente falta de conexión entre la acción ahora entablada que conlleva a la liquida-
ción de la sociedad conyugal con una situación de crisis matrimonial despojan a este nuevo documento de
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su excepcional habilitación para el acceso al Registro del mismo, al no poder ser considerado como parte
del convenio inicialmente propuesto pero no realizado.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4283.pdf

- R. 6-4-2017.- R.p. oviedo nº 5.- TRANSACCIÓN JUDICIAL: TÍTULO INSCRIBIBLE. se plantea nuevamente la
cuestión de si un acuerdo transaccional homologado judicialmente tiene la consideración de título inscri-
bible en el R.p. en las Resoluciones más recientes sobre la materia se ha sentado una doctrina más restric-
tiva, tendente a considerar fundamentalmente el aspecto de documento privado del acuerdo transaccional,
por más que esté homologado judicialmente. en este sentido, cabe citar la R. 9-7-2013, en cuyo fundamento
de derecho tercero se afirmó que: «La homologación judicial no altera el carácter privado del documento,
pues (...) se limita a acreditar la existencia de dicho acuerdo. Las partes no podrán en ningún caso negar,
en el plano obligacional, el pacto solutorio alcanzado y están obligados, por tanto, a darle cumplimiento.
si bien es cierto que en virtud del principio de libertad contractual es posible alcanzar dicho acuerdo tanto
dentro como fuera del procedimiento judicial ordinario en el que se reclamaba la cantidad adeudada, no lo
es menos que el mismo supone una transmisión de dominio que material y formalmente habrá de cumplir
los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico para su inscripción en el R.p.». en el caso objeto
de recurso se ha llegado a un acuerdo transaccional entre las partes de un procedimiento ordinario de di-
solución de condominio, en cuya virtud, los tres condueños demandantes se adjudican la cuarta parte in-
divisa correspondiente al condueño demandado sobre la finca 8.792. como ya se ha señalado, la transacción
homologada por el juez constituye un título que lleva aparejada la ejecución (arts. 1.816 del c.c. y 415.2
y 517.1.3.a de la Ley de enjuiciamiento civil). 

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4321.pdf

- R. 6-4-2017.- R.p. segovia nº 3.- RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE: PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ART.
201.1 L.H. BASADO EN REPRESENTACIÓN GRÁFICA ALTERNATIVA. el apartado 1 del art. 201 de la L.h., al
regular las particularidades del procedimiento de rectificación de descripción de fincas contempla especí-
ficamente el supuesto de aportación de representación gráfica alternativa, prescribiendo que en tales casos
el notario debe proceder conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra c) del apartado 2 del
art. 18 del texto refundido de la Ley del catastro inmobiliario. por tanto, como trámites del procedimiento
que debe cumplimentar el notario se encuentran la notificación a los colindantes catastrales y la comuni-
cación al catastro de la rectificación de la descripción consignada en el documento. 
   cuestión distinta es que, una vez cumplimentados debidamente por el notario los trámites reseñados en
el anterior fundamento, se proceda por el catastro a practicar las rectificaciones que correspondan en el
parcelario catastral. aunque no cabe duda que lo deseable es lograr el objetivo de la coordinación gráfica
con el catastro, de la dicción de los arts. 9, 10, 199 y 201 de la L.h. resulta claramente que puede acceder
al Registro una rectificación de descripción de la finca por cualquiera de los procedimientos regulados en
tales preceptos aun cuando no se disponga de una representación gráfica catastral. además, de la regulación
del procedimiento no resulta en ningún caso que la falta de aportación de la representación gráfica catastral
sea defecto que impida la inscripción de la rectificación de la descripción. Lo contrario supondría hacer
depender la eficacia del procedimiento tramitado ante notario de actuaciones o trámites que corresponden
a otros organismos que no intervienen directamente en dicho procedimiento.
   en definitiva, salvo los supuestos de inmatriculación de fincas, no es defecto que impida la inscripción
la aportación de una representación gráfica alternativa al contemplarse expresamente tal posibilidad en la
legislación hipotecaria según se ha expuesto en las anteriores consideraciones.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4322.pdf

- R. 6-4-2017.- R.p. medina de Ríoseco.- ANOTACIÓN DE EMBARGO SOBRE EL DERECHO HEREDITARIO: RE-
QUISITOS. el único problema que plantea el presente recurso es el de si, siendo las deudas propias del he-
redero, se puede anotar un embargo sobre los derechos que pudieran corresponder al deudor en la herencia
de su madre, respecto de un bien concreto inscrito a nombre de ésta aportando el certificado de defunción
de la titular registral y el certificado negativo del Registro general de actos de última voluntad o si deberá
aportarse el correspondiente título sucesorio que no puede ser otro que cualquiera de los que enumera el
art. 14.1.o de la L.h. tratándose de deudas propias del heredero demandado, el art. 166.1.2 del R.h. posi-
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bilita que se tome anotación preventiva únicamente en la parte que corresponda el derecho hereditario del
deudor, sin que esa anotación preventiva pueda hacerse extensible al derecho hereditario que pueda co-
rresponder a otros herederos. por ello, es imprescindible conocer el derecho hereditario correspondiente
al heredero deudor demandado pues sólo y exclusivamente ese derecho puede ser objeto de la anotación
preventiva de embargo. y, para ello, será imprescindible aportar el título sucesorio correspondiente, exi-
giendo el citado art. 166.1.2 que se hagan constar las circunstancias del testamento o declaración de here-
deros.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4323.pdf

- R. 7-4-2017.- R.p. vaLencia nº 3.- PROPIEDAD HORIZONTAL: MODIFICACIÓN. Lo relevante a los efectos
de la aplicación de un régimen de propiedad horizontal no es tal denominación sino, tal y como resulta de
los asientos registrales en el presente expediente, que de conformidad con los arts. 396 del c.c. y 2 de la
Ley sobre propiedad horizontal exista, de una parte, un derecho singular y exclusivo de propiedad sobre
espacios suficientemente delimitados y susceptibles de aprovechamiento independiente y, de otra, una co-
propiedad de los restantes elementos, pertenencias y servicios comunes, con atribución a cada elemento
de una cuota de participación con relación al total del valor del inmueble y referida a centésimas del mismo.
aunque la propia Ley utilice la expresión «pisos o locales», no hay duda que el régimen de propiedad ho-
rizontal con frecuencia se establece también entre otro tipo de edificaciones. por todo ello, constando en
el Registro esta situación, se encuentra bajo la salvaguardia de los tribunales en tanto no se declare su in-
exactitud (cfr. art. 1, párrafo tercero, de la L.h.). de este modo lo procedente es, a la vista de las alegaciones
del recurrente, aportar al Registro la documentación pública que permita practicar las rectificaciones per-
tinentes para acomodar el Registro a la realidad (cfr. art. 40 de la L.h.).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4324.pdf

- R. 7-4-2017.- R.p. sant mateu.- INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: EXIGENCIAS DE COINCIDENCIA
CON LA CERTIFICACIÓN CATASTRAL. del tenor del art. 205 de la L.h. resulta que la identidad que exige el
precepto entre el título y la certificación catastral se refiere exclusivamente a la descripción de la finca, lo
cual concuerda con la presunción del apartado 3 del art. 3 de la Ley del catastro inmobiliario que afirma
que «salvo prueba en contrario y sin perjuicio del R.p., cuyos pronunciamientos jurídicos prevalecerán,
los datos contenidos en el catastro inmobiliario se presumen ciertos». por tanto, actualmente debe enten-
derse inaplicable el art. 298 del R.h., en particular, y en lo que a este expediente se refiere, en cuanto que
dispone que el título público de adquisición incorporará o acompañará certificación catastral descriptiva
y gráfica de la que resulte además que la finca está catastrada a favor del transmitente o del adquirente.
cuestión distinta es que la circunstancia de hallarse una finca incursa en un procedimiento de investigación
conforme a la L. 33/2003 de 3 de noviembre, pudiera determinar la existencia de duda de invasión del do-
minio público. 
   en cuanto a la alegación del recurrente relativa a la posibilidad de consulta directa por el Registrador a
la sede electrónica del catastro, hay que recordar la doctrina de esta dirección general (cfr. RR. 9 de
abril y 17-7-2015 y 3-10-2016) acerca de que el Registrador puede (y debe) consultar la situación catastral
actual de la finca a efectos de conseguir la coordinación del Registro con el catastro e incluso obtener la
certificación catastral correcta. 

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/20/pdfs/BOE-A-2017-4325.pdf

- R. 10-4-2017.- R.p. aLicante nº 5.- HERENCIA: SUCESIÓN DE UN ALEMÁN TRAS LA ENTRADA EN VIGOR
DEL REGLAMENTO SUCESORIO EUROPEO. Resulta de aplicación del Reglamento (u.e.) nº 650/2012 del par-
lamento europeo y del consejo, de 4-7-2012, a las herencias causadas desde el 17-8-2015, como es la que
motiva el presente recurso. La aplicación del Reglamento impone que el notario compruebe determinados
extremos: a) en primer lugar de la propia existencia de un elemento transfronterizo; b) establecido el ele-
mento internacional y no existiendo en el Reglamento reglas de competencia para la ejecución de las su-
cesiones no contenciosas (art. 2 y considerandos 21, 22 y 29), el segundo paso es la determinación de la
ley aplicable; c) debe recordarse que la regla general del Reglamento conduce a la aplicación de la ley de
la residencia habitual, aunque el art. 21.2 determina que «si, de forma excepcional, resultase claramente
de todas las circunstancias del caso que, en el momento del fallecimiento, el causante mantenía un vínculo
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manifiestamente más estrecho con un estado distinto del estado cuya ley fuese aplicable de conformidad
con el apartado 1, la ley aplicable a la sucesión será la de ese otro estado»; d) no obstante, el art. 22
permite la elección de la ley aplicable, aunque para que exista «professio iuris», la elección de ley debe
ser expresa o resultar de los términos de la disposición «mortis causa».
   en el supuesto que motiva la presente Resolución, el testamento que sirve de base a la escritura de ad-
judicación de herencia calificada, se autorizó ante un notario español el 22-9-2014. es decir, estando en
vigor el Reglamento (art. 84), si bien aún no en aplicación (art. 82.1). en él no se hace «professio iuris»
expresa. por lo tanto, nada tiene que ver la nacionalidad del disponente en el momento del otorgamiento,
salvo a los efectos de realizar elección de ley, ni de ello cabe inferir la aplicación de la ley de la nacionalidad
como ley sucesoria.
   el testamento, por lo tanto, ha de interpretarse a la luz de la ley española, que incorpora las pautas her-
menéuticas de la norma europea. y de su literalidad y contexto resulta aplicable, nuevamente, a la sucesión,
la ley española, que es la de su residencia habitual. conforme a ésta es aplicable la normativa del derecho
común en cuanto la residencia del causante, no español, se sitúa en la comunidad valenciana. por ello, la
hija del testador resulta legitimaria con derecho a una porción de bienes de la herencia, conforme a las
reglas generales del c.c. (arts. 806 y 807 y, a contrario, 842 y 1.056.2). por lo tanto, a falta de persona de-
signada por el testador para efectuar la liquidación y partición de herencia (art. 1.057.1 del c.c.), la com-
parecencia e intervención de la hija legitimaria sería inexcusable, a fin de consentir las operaciones
particionales de las que ha de resultar el no perjuicio de su derecho de carácter forzoso.
   no siendo necesario probar derecho extranjero alguno, aún subsiste una cuestión puesta asimismo de
relieve en la nota de calificación: la ausencia de aportación de certificado del Registro de actos de última
voluntad o equivalente en el país de su nacionalidad o la justificación de su inexistencia. en este contexto,
de superación de la ley de la nacionalidad –común al derecho de la unión europea– salvo elección indu-
bitada, no resulta indispensable (vid., arts. 23, 24, 26 y 75.1) el recurso a la información del país de la na-
cionalidad, salvo que coincida con el de la residencia habitual, matización que obliga a realizar ahora la
norma. por lo tanto, en cuanto no se complete la interconexión de los Registros de disposiciones sucesorias
y de certificados sucesorios europeos de los estados miembros, medida complementaria a la aplicación
del Reglamento (u.e.) nº 650/2012, en el contexto e-justice, parece sólo oportuno mantener la exigencia
de la acreditación de la obtención de certificación diferente al de nuestro Registro general de actos de úl-
tima voluntad, que acreditare la existencia o no de disposición de última voluntad cuando de la valoración
de los elementos concurrentes en la sucesión resultare que la ley aplicable fuere distinta de la española.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/26/pdfs/BOE-A-2017-4556.pdf

- R. 10-4-2017.- R.p. úbeda nº 1.- PRINCIPIO DE LEGITIMACIÓN REGISTRAL: EFECTOS. PRINCIPIO DE PRIO-
RIDAD: CIERRE REGISTRAL. es principio básico de nuestro derecho hipotecario, íntimamente relacionado
con los de salvaguardia judicial de los asientos registrales y el de legitimación, según los arts. 1, 38, 40 y
82 de la L.h., el de tracto sucesivo, en virtud del cual, para inscribir un título en el Registro de la propiedad
se exige que esté previamente inscrito el derecho del transmitente (art. 20 de la L.h.). en consecuencia,
estando las fincas transmitidas, inscritas en el R.p. y bajo la salvaguardia de los tribunales a favor de una
persona jurídica distinta del anterior titular registral, no podrá accederse a la inscripción del ahora calificado
sin consentimiento del actual titular registral, por más que haya sido otorgado por titular anterior de quien
trae causa el actual (cfr. art. 17 de la L.h.). 
   de acuerdo con el principio de prioridad, el título que primero accede al Registro, determina, por esta
sola razón, el cierre registral respecto de cualquiera otro que, aun siendo anterior, resulte incompatible con
él. es indiferente que el título que primero accedió al Registro sea de peor condición que el incompatible,
y que, en definitiva, haya de ceder ante él, pues mientras la inscripción de aquél subsista, este otro verá
cerrado su reflejo registral y, puesto que aquella inscripción queda bajo la salvaguardia de los tribunales
(arts. 1 y 38 de la L.h.), es obvio que será al titular incompatible a quien corresponderá la carga de impugnar
judicialmente aquélla.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/26/pdfs/BOE-A-2017-4557.pdf

- R. 17-4-2017.- R.p. toRReLaguna.- DESLINDE ADMINISTRATIVO DE MONTES: PRINCIPIO DE TRACTO SU-
CESIVO. PRESENTACIÓN ELECTRÓNICA DE DOCUMENTOS: REQUISITOS. se ha de partir de que se trata de
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fincas que constan inscritas como dominio privado a favor de unos particulares, y que, sin entrar por ahora
en mayores detalles, fueron adquiridas inicialmente para el dominio público por expropiación en el año
1961 (según se alega en el título) y objeto de un posterior deslinde administrativo en el año 2009, resultado
del cual es el título que pretende inscribirse. el principio de tracto sucesivo establecido en el art. 20 de la
L.h. que, según reiteradísima doctrina de esta dirección general, es trasunto del principio constitucional
de proscripción de la indefensión, impone que el procedimiento de deslinde cuyo resultado ahora pretende
acceder al Registro se haya entendido con los que, según el Registro, constan como titulares de dominio
de la finca, que, además, lo son a todos los efectos legales de conformidad con el principio de legitimación
que consagra el art. 38 de la L.h. el mismo principio de tracto sucesivo impone la previa inscripción de
dicha adquisición, para lo que deberán aportarse los documentos públicos correspondientes.
   en cuanto al segundo defecto, relativo a la falta de coincidencia en el número de catálogo atribuido al
monte objeto de deslinde, (que es el 194 según la nota marginal extendida en el folio real de las cuatro
fincas en el año 2009 y el 146 según la orden de aprobación del expediente de deslinde), tal discrepancia,
que no consta si obedece a un error inicial, o a un cambio posterior de numeración, no afecta a la denomi-
nación del monte público ni permite poner en duda el dato de que el deslinde cuya inscripción se solicita
se refiere a esas cuatro concretas fincas, que aparecen expresamente identificadas con sus datos registrales
en la propia orden por la que se aprueba el expediente de deslinde. no obstante, deberá aclararse si el pro-
cedimiento de deslinde que pretende acceder ahora al Registro es el mismo que causó la nota marginal y
se refiere al mismo monte, pues, conforme al principio de prioridad (cfr. art. 17 de la L.h.), no puede ac-
ceder al Registro un título que podría ser incompatible con dicha nota.
   cabe plantearse si han de tenerse por presentados formalmente, y por tanto, merecer calificación formal,
aquéllos documentos, ya sean principales o complementarios, que se remitan al R.p. por correo electrónico
dirigido a la cuenta de correo que consta en el membrete de la nota de calificación. a este respecto debe
señalarse que conforme a los arts. 248 de la L.h. y 114.5 de la L. 24/2001, la presentación o remisión de
documentos por correo electrónico a la cuenta de correo del R.p. destinatario no encaja en ninguno de los
«medios de presentación» contemplados en el art. 248 de la L.h., pues aunque en sentido amplio se pueda
considerar que es una modalidad de «remisión telemática», esta concreta modalidad no es la que contempla
el número 3 de dicho art., ya que no cumple los requisitos establecidos en dicho número y en el art.
112.5.2.a de la L. 24/2001, ni respeta el principio de titulación pública (cfr. arts. 3 de la L.h. y 420 del
R.h.), por lo que no debe entenderse admisible. 
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- R. 17-4-2017.- R.p. sanLúcaR La mayoR nº 1.- ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS: ÁMBITO. DERECHO DE AD-
QUSICIÓN PREFERENTE: REQUISITOS PARA SU INSCRIPCIÓN. es difícil, ciertamente, diferenciar lo rústico
de lo urbano, cuando las leyes civiles, agrarias, fiscales y urbanísticas adoptan distintos criterios no siempre
compartidos por doctrina y jurisprudencia (cfr., en la actualidad, el art. 9.a) de la L.h.). en el caso particular
de la normativa de arrendamientos, sin embargo, existen criterios legales que permiten delimitar su propio
ámbito de aplicación objetivo. La L. 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos, en sus
arts. 1 a 5, adopta los siguientes criterios: se establece el régimen jurídico aplicable a los arrendamientos
de fincas urbanas que se destinen a vivienda o a usos distintos del de vivienda, se considera arrendamiento
de vivienda aquel arrendamiento que recae sobre una edificación habitable cuyo destino primordial sea
satisfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario. se considera arrendamiento para uso dis-
tinto del de vivienda aquel arrendamiento que, recayendo sobre una edificación, tenga como destino pri-
mordial uno distinto del anterior. quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley, entre otros, los
contratos en que, arrendándose una finca con casa-habitación, sea el aprovechamiento agrícola, pecuario
o forestal del predio la finalidad primordial del arrendamiento. en la actual L. 49/2003, de 26 de noviembre,
de arrendamientos Rústicos, el art. 1, considera arrendamientos rústicos aquellos contratos mediante los
cuales se ceden temporalmente una o varias fincas, o parte de ellas, para su aprovechamiento agrícola, ga-
nadero o forestal a cambio de un precio o renta, regulando, en el art. 6, los arrendamientos exceptuados de
esta ley. su art. 7 excluye de su aplicación: a) constituir, conforme a la legislación específica, suelo urbano
o suelo urbanizable al que se refiere el art. 27.1 de la L. 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y
valoraciones, y b) ser accesorias de edificios o de explotaciones ajenas al destino rústico, siempre que el
rendimiento distinto del rústico sea superior en más del doble a éste. 
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   en la escritura calificada se inserta informe de los servicios técnicos del ayuntamiento de aznalcázar y
certificado del secretario de dicho ayuntamiento, concluyendo que: «Las parcelas se ubican con forme al
planeamiento urbanístico vigente en suelo urbano no consolidado, en el ámbito de la unidad de ejecución
(...), tratándose de terrenos actualmente no urbanizados, pendiente de desarrollo mediante la aprobación
de un plan especial de Reforma interior, que actualmente está en tramitación, y posterior proyecto de ur-
banización y reparcelación. a efectos de la ley del suelo estatal, las parcelas están en la situación básica
de suelo rural». La determinación de si un arrendamiento es rústico o urbano no corresponde a la legislación
del suelo sino a la arrendaticia. La L. 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen de suelo y valoraciones, quedó
derogada por la letra a) de la disposición derogatoria única de la L. 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, el 1-
7-2007, y ésta a su vez por el R.d.-Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprobó el texto refun-
dido de la ley de suelo, modificada en 2013, la cual se refunde en el R.d.-Legislativo 7/2015, de 30 de
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo y Rehabilitación urbana, lo que obliga
a examinar su incidencia sobre el art. 7.1.a) de la L. 49/2003, de 26 de noviembre, de arrendamientos Rús-
ticos.
   tratándose en el presente caso de suelo situado en la comunidad de andalucía, calificado como suelo
urbano no consolidado, según la certificación administrativa aportada, emitida por órgano competente, de-
berá atenderse a la legislación específica, esto es, la L. 7/2002, de 17 de diciembre, de ordenación urba-
nística de andalucía, para determinar si se incluye en las categorías de suelo que motivan la exclusión de
la aplicación de la ley de arrendamientos rústicos, a tenor del meritado art. 7 de dicha ley, esto es, «cons-
tituir, conforme a la legislación específica, suelo urbano o suelo urbanizable al que se refiere el art. 27.1
de la L. 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones». además, la vigente Ley del suelo
estatal no va a distinguir un suelo que tenga posibilidades o expectativas de transformación urbanística de
un suelo que no las tenga, sino que va a diferenciar un suelo que haya materializado esas posibilidades o
expectativas de transformación urbanística (suelo urbanizado) del suelo que no las haya materializado,
bien porque pudiendo, no lo haya hecho (suelo rural integrado en una actuación urbanística), bien porque
carecía de expectativas de transformación urbanística (suelo rural). por ello la definición de situación
básica de suelo rural de las fincas, contenida en la certificación administrativa no afecta a la solución del
presente caso, pues, como ha quedado expuesto, lo determinante a efectos de la aplicación del art. 7 de la
Ley de arrendamientos Rústicos es que el suelo sea clasificado urbanísticamente, conforme a la legislación
autonómica, en las categorías genéricas de suelo urbano o urbanizable, lo que queda acreditado en la propia
certificación, quedando excluida, por tanto, la aplicación de la ley especial.
   por otra parte, la no sujeción a la Ley de arrendamientos urbanos y al R.d. 297/1996, de 23 de febrero,
sobre inscripción en el R.p. de los contratos de arrendamientos urbanos queda patente al exigir la primera
en su art. 1 que el destino de la finca sea el de vivienda. de acuerdo con la doctrina jurisprudencial expuesta,
el concepto de solar, en el que no ha de influir la legislación administrativa (ss.t.s. de 30-12-1954 y 16-
11-1964), ha de basarse en su concreción en las características de edificación y habitabilidad, de modo
que aun cuando la citada Ley de arrendamientos urbanos no alude a tal concepto, han de entenderse ex-
cluidos de la misma los terrenos en los que no existan construcciones, los terrenos en los que, sin existir
construcciones, se permita la construcción permanente o provisional y los que posean construcciones que
no sean como tales objeto del contrato o que no reúnan condiciones de habitabilidad. por lo que en el caso
del presente expediente, es patente, como resulta de las descripciones de las fincas, que se trata de parcelas
de terreno, que no pueden definirse como arrendamientos urbanos para usos distinto a vivienda regulados
en la L. 29/1994, de 24 de noviembre, al no recaer sobre edificaciones. de lo expuesto se deduce que el
arrendamiento concluido debe sujetarse al c.c.
   finalmente, en lo que respecta a la inscripción del derecho de adquisición preferente, como se ha dicho,
no puede ser el reconocido por la legislación especial, por no resultar aplicable al presente arrendamiento.
por lo que se plantea la cuestión de su inscripción como derechos de constitución voluntaria. en relación
con los derechos de tanteo y retracto voluntario, en tanto que derechos atípicos o innominados, su admisión
al amparo del principio de la autonomía de la voluntad en la actualidad no plantea especial dificultad. n la
R. 6-3-2001, en un supuesto en el que se solicitaba la inscripción de un título en el que se pactaba un de-
recho de adquisición preferente similar al tanteo, pero en el que no se decía que tenga carácter real, ni es
establecía que sería inscribible, ni se expresaban las consecuencias del acto para el caso de que se realice
la venta contraviniendo la notificación pactada, afirma dicha Resolución que «para que el derecho pactado
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sea inscribible es de todo punto necesario que no quepa duda sobre su carácter real. este requisito no con-
curre en el presente supuesto, pues ni se establece el carácter real del derecho, ni tal carácter real se induce
de ninguno de los pactos del contrato». 
   el poder de configuración de nuevos derechos reales de la autonomía de la voluntad para adaptar las ca-
tegorías jurídicas a las exigencias de la realidad económica y social, tiene en este sentido dos límites uno
negativo y otro positivo. en razón del primero, como señaló la citada R. 14-6-2010 recogiendo abundante
doctrina anterior, se impone como fundamental límite «el respeto a las características estructurales típicas
de tales derechos reales, cuales son, con carácter general, su inmediatividad, o posibilidad de ejercicio di-
recto sobre la cosa, y su absolutividad, que implica un deber general de abstención que posibilite dicho
ejercicio sin constreñir a un sujeto pasivo determinado». y en virtud del límite positivo, se hace «impres-
cindible la determinación del concreto contenido y extensión de las facultades que integran el derecho que
pretende su acceso al Registro», pues esta determinación, esencial para el lograr el amparo registral (cfr.
arts. 9 y 21 de la L.h. y 51 de su Reglamento) en los derechos reales atípicos, por definición, no puede in-
tegrarse por la aplicación supletoria de las previsiones legales –cfr. R. 10-4-2014–. en particular, la nece-
sidad de fijación convencional de un plazo cierto en relación con los derechos de tanteo y retracto
voluntarios (como fijados están en la ley para los retractos legales y para el retracto convencional o pacto
de retro) ha sido reiterada y unánimemente subrayado tanto por la doctrina de esta dirección general (cfr.
RR. 27-3-1947, 20-9-1966 y 19-9-1974), como por la jurisprudencia del t.s. (cfr. s. 3-4-1981 y 3-3-1995).
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- R. 17-4-2017.- R.p. mijas nº 3.- PODER OTORGADO ANTE NOTARIO EXTRANJERO: REQUISITOS PARA LA
INSCRIPCIÓN. en concreto, se refiere este expediente a un supuesto de escritura de compraventa en la que
tanto los vendedores como la compradora actúan representados en virtud de sendos títulos de representación
otorgados en inglaterra, ante notarios ingleses, y de los que la notaria española reseña, en cada caso, el
lugar de su otorgamiento, la autoridad que lo expide, el hecho de estar redactado a doble columna en len-
guas inglesa y española así como el hecho de que se encuentran dotados de apostilla, emitiendo a conti-
nuación su juicio de suficiencia para el concreto negocio que se lleva a cabo. 
   como afirmó la R. de este centro directivo de 14-9-2016, en materia de ley aplicable a la representación
no resulta de aplicación el Reglamento (c.e.) 593/2008 del parlamento europeo y del consejo, de 17 de
junio, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, en cuanto su art. 1.2.g, excluye de su ámbito
de aplicación (además de los supuestos de representación orgánica), la posibilidad para un intermediario
de obligar frente a terceros a la persona por cuya cuenta pretende actuar, por lo que estará asimismo excluida
su representación documental. conforme al art. 10.11 del c.c. español «(...) a la representación voluntaria,
de no mediar sometimiento expreso, (se aplicará) la ley del país en donde se ejerciten las facultades con-
feridas». La preeminencia del derecho español en esta materia es indudable, en la medida que corresponde
al legislador nacional fijar las condiciones del propio sistema de seguridad jurídica preventiva, tal y como
ha reconocido recientemente el tribunal de justicia de la unión europea, en s. 9-3-2017 (asunto c-342/15)
al afirmar que el hecho de reservar las actividades relacionadas con la autenticación de documentos rela-
tivos a la creación o la transferencia de derechos reales inmobiliarios a una categoría específica de profe-
sionales, depositarios de la fe pública y sobre los que el estado miembro de que se trate ejerce un control
especial, constituye una medida adecuada para alcanzar los objetivos de buen funcionamiento del sistema
del R.p. y de legalidad y seguridad jurídica de los actos celebrados entre particulares. esta dirección ge-
neral ha recordado desde antiguo, y lo reitera en las consideraciones ya expuestas, que el título represen-
tativo en virtud del que se comparece ante el notario español ha de ser equivalente al documento público
español como requisito exigido por nuestro ordenamiento y que dicha circunstancia debe ser acreditada
de conformidad con las exigencias de nuestro ordenamiento. 
   con el alcance expuesto, la regla de la equivalencia de funciones excluye los documentos generados en
aquellos sistemas en los cuales la intervención de los mismos, aún cualificada, corre a cargo de quienes
que no tienen encomendada la función fedataria. en cambio, la misma regla abre el paso a aquellos docu-
mentos en los que haya intervenido el titular de una función pública, nombrado por el estado para conferir
autenticidad a los actos y negocios jurídicos en ellos contenidos, a la que esencialmente responden a aque-
llos documentos formalizados de acuerdo con los principios del notariado de tipo latino-germánico. La
presentación al notario de un poder otorgado fuera de españa exige, al igual que ocurre con poderes otor-
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gados en españa, un análisis jurídico que conllevará, conforme a los arts. 10.11 y 11 del c.c., de una parte,
la remisión respecto de la suficiencia del poder a la ley española, a la que se somete el ejercicio de las fa-
cultades otorgadas por el representado, de no mediar sometimiento expreso, y de otra, al análisis de la
equivalencia de la forma en españa. ello implica que, analizado el valor del documento en el país de
origen, tanto desde la perspectiva material como formal, pueda concluirse su equivalencia o aproximación
sustancial de efectos, en relación con un apoderamiento para el mismo acto otorgado en españa. 
   como ha reiterado este centro directivo, el documento extranjero sólo es equivalente al documento es-
pañol si concurren en su otorgamiento aquellos elementos estructurales que dan fuerza al documento pú-
blico español: que sea autorizado por quien tenga atribuida en su país la competencia de otorgar fe pública
y que el autorizante de fe, garantice, la identificación del otorgante así como su capacidad para el acto o
negocio que contenga. desde la perspectiva formal, la legalización, la apostilla en su caso, o la excepción
de ambos, constituyen un requisito para que el documento autorizado ante funcionario extranjero pueda
ser reconocido como auténtico en el ámbito nacional. sin embargo, ello no obsta para que la actuación de
la autoridad apostillada deba ser valorada de acuerdo con el principio de equivalencia de funciones que
informa el ordenamiento español en esta materia. el registrador calificará en estos casos de poderes ex-
tranjeros, la eficacia formal del poder (legalización, apostilla y traducción, en su caso) y, además, que ex-
prese el cumplimiento de los requisitos de equivalencia del poder otorgado en el extranjero (cfr. disposición
adicional tercera de la L. 15/2015, de 2 de julio, de la jurisdicción voluntaria, y el art. 60 de la L. 29/2015,
de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil), es decir, que la autoridad extranjera
haya intervenido en la confección del documento desarrollando funciones equivalentes a las que desem-
peñan las autoridades españolas en la materia de que se trate y surta los mismos o más próximos efectos
en el país de origen, que implica juicio de identidad y de capacidad de los otorgantes y que resulta sustancial
y formalmente válido conforme a la ley aplicable (arts. 10.11 y 11 del c.c.), si bien el registrador, bajo su
responsabilidad, puede apreciar esa equivalencia (cfr. art. 36 del R.h.). en definitiva la declaración de
equivalencia sobre el documento extrajudicial de apoderamiento hecha por notario español será suficiente
para la inscripción en el R.p. del acto dispositivo efectuado en base al mismo. en el supuesto de que el re-
gistrador disintiera de la equivalencia declarada por el notario deberá motivarlo expresa y adecuadamente,
y sin que ello signifique que el registrador pueda solicitar que se le transcriba o acompañe el documento
del que nace la representación. este requisito de la equivalencia resulta también de lo establecido en el art.
60 de la Ley de cooperación jurídica internacional y de la d.a. 3.ª de la Ley de jurisdicción voluntaria. 
   es cierto, como afirma la recurrente, que el juicio de suficiencia en caso de actuación representativa
constituye una obligación del notario cuya competencia exclusiva al respecto ha sido reiteradamente re-
conocida. por el contrario, la declaración de que la autoridad extranjera actúa en términos equivalente al
notario español puede ser llevada a cabo en el mismo instrumento público o mediante la aportación de do-
cumentación complementaria ya sea expedida por notario español o extranjero ya por otro funcionario con
competencia al respecto o incluso por la aportación de otros medios de prueba. Lo que ocurre es que siendo
juicios distintos, el de suficiencia y el de equivalencia, aquél cuando se produce de forma expresa necesa-
riamente ha de implicar el de que el poder es equivalente. el juicio de equivalencia notarial no tiene porqué
ajustarse a fórmulas sacramentales, ni tiene que necesariamente adoptar la forma de informe separado,
sino que basta la reseña del documento extranjero, el nombre y residencia del notario autorizante, la ley
extranjera conforme a la cual se ha autorizado y la existencia de la apostilla o legalización, y que el notario
en base a las circunstancias del caso y a su conocimiento de la ley extranjera hiciera constar bajo su res-
ponsabilidad «que el poder reseñado es suficiente para el otorgamiento de esta escritura de (...), entendiendo
que el mismo es funcionalmente equivalente a los efectos de acreditar la representación en el tráfico jurídico
internacional» o fórmulas similares. en el supuesto de hecho que da lugar a la presente, la escritura pública
presentada a inscripción reseña el conjunto de aspectos del documento extranjero que son precisos para
calificar su eficacia formal pues resultan no sólo los datos de identificación del documento sino también
el hecho de que se encuentran redactados en doble columna en idioma inglés y español, así como que re-
sultan apostillados. y expresamente contiene un juicio de suficiencia por lo que debe considerarse bajo
responsabilidad del notario, que éste lo ha juzgado equivalente.
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- R. 18-4-2017.- R.p. ibiza nº 2.- PROPIEDAD HORIZONTAL: CAMBIO DE USO DE LOS ELEMENTOS PRIVATIVOS.
como ha reconocido este centro directivo, no hay obstáculo para que los estatutos del régimen de pro-
piedad horizontal, en cuanto conformadores del régimen jurídico por aplicar tanto a los elementos comunes
como a los privativos que componen su objeto, delimiten el contenido de estos últimos estableciendo res-
tricciones a sus posibles usos (arts. 5 y 7 de la Ley sobre propiedad horizontal). para que dichas limitaciones
tengan alcance real y excluyente de otros usos posibles es preciso por un lado que estén debidamente re-
cogidas en los estatutos (vid. RR. 12-12-1986 y 23-3-1998) y por otro que lo sean con la debida claridad
y precisión (R. 20-2-1989).
   por su parte, la sala de lo civil del t.s. (vid. sentencias citadas en los «vistos»), tras declarar que el de-
recho a la propiedad privada es un derecho reconocido por el art. 33 de la constitución y que está concebido
ampliamente en nuestro ordenamiento, sin más limitaciones que las establecidas legal o convencionalmente
(limitaciones que, en todo caso, deben ser interpretadas restrictivamente), ha entendido reiteradamente que
la mera descripción del inmueble no supone una limitación del uso o de las facultades dominicales, sino
que la eficacia de una prohibición de esta naturaleza exige de una estipulación clara y precisa que la esta-
blezca. y, por ello, admite plenamente el derecho del propietario al cambio de destino de su piso (de co-
mercial a residencial en este caso), siempre y cuando dicho cambio no aparezca expresamente limitado o
prohibido por el régimen de propiedad horizontal, su título constitutivo o su regulación estatutaria.
   en el caso del presente recurso no concurre ninguna de las circunstancias que hacen necesaria la auto-
rización unánime de la comunidad de propietarios. en primer lugar, no consta que la transformación rea-
lizada por los interesados cambiando el destino de sus locales comerciales a vivienda afecte a elementos
comunes del inmueble, modifique las cuotas de participación, menoscabe o altere la seguridad del edificio,
su estructura general, su configuración o estado exteriores (cfr. arts. 5, 7 y 17 de la Ley sobre propiedad
horizontal). en segundo lugar, no hay infracción de los estatutos. finalmente, tampoco puede servir de
fundamento para rechazar la inscripción el hecho de que, como consecuencia del cambio de uso de local
a vivienda se produjera un eventual perjuicio a los demás propietarios por aumentar el número de vecinos
con derecho a utilizar los elementos comunes señalados. tal circunstancia es completamente ajena al
ámbito estrictamente jurídico-registral, sin que competa al registrador hacer juicios o valoraciones de ca-
rácter puramente subjetivo que exceden de las previsiones del art. 18 de la L.h., toda vez que no contraviene
ninguno de los límites fijados jurisprudencialmente y por este centro directivo para admitir el cambio de
uso según lo expuesto.
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- R. 18-4-2017.- R.p. ayamonte.- DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO TERRESTRE: CONTROL REGISTRAL EN LAS
TRANSMISIONES DE FINCAS. el art. 36 del R.d. 876/2014, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Regla-
mento general de costas, cuya regla segunda dispone el modo de proceder del registrador: «si la finca in-
tersecta o colinda con una zona de dominio público marítimo-terrestre conforme a la representación gráfica
suministrada por la dirección general de sostenibilidad de la costa y del mar, el registrador suspenderá
la inscripción solicitada y tomará anotación preventiva por noventa días, notificando tal circunstancia al
servicio periférico de costas para que, en el plazo de un mes desde la recepción de la petición, certifique
si la finca invade el dominio público marítimo-terrestre y su situación en relación con las servidumbres de
protección y tránsito. transcurrido dicho plazo sin recibir la referida certificación, el registrador convertirá
la anotación de suspensión en inscripción de dominio, lo que notificará al servicio periférico de costas,
dejando constancia en el folio de la finca». 
   el eje fundamental sobre el que gira la tutela del dominio público marítimo-terrestre en esta regulación
es la incorporación al sistema informático Registral de la representación gráfica georreferenciada en la
cartografía catastral, tanto de la línea de dominio público marítimo-terrestre, como de las servidumbres de
tránsito y protección, que ha de trasladar en soporte electrónico la dirección general de sostenibilidad de
la costa y del mar a la d.g.R.n. (apartado 2 del art. 33). de todas estas normas resulta que con la nueva
regulación se pretende que el registrador pueda comprobar directamente, a la vista de las representaciones
gráficas, la situación de las fincas en relación al dominio público y las servidumbres legales. sólo en el
caso en el que de tal comprobación resulte invasión o intersección, procedería la solicitud por el registrador
de un pronunciamiento al respecto al servicio periférico de costas. para complementar la interpretación
de estos preceptos, las Resoluciones de este centro directivo de 23 de agosto y 14-9-2016 consideraron
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que, en los casos en los que las aplicaciones informáticas para el tratamiento de bases gráficas no dispongan
de la información correspondiente a la representación gráfica georreferenciada de la línea de dominio pú-
blico marítimo-terrestre y de las servidumbres de tránsito y protección, podría determinarse la colindancia
o intersección así como si la finca invade o no el dominio público marítimo-terrestre y su situación en re-
lación con dichas servidumbres, mediante la previa aportación de certificación del servicio periférico de
costas comprensiva de tales extremos y referida a la representación gráfica que obre en tal administra-
ción.
   toda vez que obra en la documentación presentada certificación del servicio de costas de la que resulta
la delimitación georreferenciada de la línea del dominio público marítimo-terrestre, el defecto será fácil-
mente subsanable aportando la correspondiente representación gráfica georreferenciada de la finca de la
que resulte que la misma, con la descripción que pretende acceder al Registro, no invade dicho dominio
público, sin perjuicio, de que pueda lograrse, como medio alternativo, con carácter previo, la inscripción
registral del propio deslinde.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4661.pdf

1.2. RegistRo meRcantiL. Por Ana del Valle Hernández, Registradora Mercantil.

- R. 16-3-2017.- R.m. madRid nº xii.- PODER. CONFERIDO A UN CARGO. La Resolución reseña doctrina
anterior en esta materia según la cual se infringe el art 1280.5 del c.c. cuando la individualización del
apoderado se verifica por medio de un mero documento privado como es la certificación de la entidad po-
derdante aun cuando las firmas estén legitimadas por notario. tampoco se admite un apoderamiento en
favor de las personas que en el momento del otorgamiento o en el futuro ejercieran los cargos de director,
subdirector, apoderado y directores generales de las sucursales de determinada entidad de crédito, com-
pletando el apoderamiento mediante certificación expedida por dicha entidad respecto del nombramiento
para dichos cargos. ni un apoderamiento conferido al cargo, sin designación nominal del apoderado, in-
dividualizado para ese acto concreto mediante la certificación del acuerdo adoptado por la comisión eje-
cutiva que le faculta para ello.
   por el contrario, no existe inconveniente en que el apoderamiento pueda estar comprendido en dos o
más escrituras públicas, una de ellas con designación genérica y la otra con individualización personal del
apoderado, ya que en este caso aparecen cumplidas las exigencias de los arts. 1.219 del c.c. y 164 y 165
del Reglamento notarial, en cuanto que la segunda o ulteriores escrituras desarrollan o complementan la
primera o anterior.
   en al caso ahora contemplado, para que el poder otorgado en favor de quien ostente el cargo de presidente
del consejo de administración pueda acceder al Registro es necesario que en el mismo poder ya se especi-
fique que deberá acreditarse el nombramiento para dicho cargo mediante la inscripción en el Registro mer-
cantil o mediante escritura pública, al objeto de colmar las exigencias del art. 1.280.5 del c.c.. de forma
análoga a lo que sucede con la actuación de administradores sociales designados pero con cargo aún no
inscrito, cuando se ponga en ejecución el apoderamiento conferido se deberá completar la reseña identifi-
cativa del documento del apoderado: bien por referencia a la inscripción vigente de su cargo de presidente
del consejo en el Registro mercantil o, en caso de no mediar tal inscripción, con la reseña identificativa
del documento o documentos fehacientes de los que resulte la representación acreditada al notario auto-
rizante de la escritura que debe contener todas las circunstancias que legalmente sean procedentes para
entender válidamente hecho el nombramiento de administrador por constar el acuerdo válido del órgano
social competente para su nombramiento debidamente convocado y la aceptación de su nombramiento.
en caso de renuncia al cargo de presidente, no tiene lugar la revocación del poder, sino que se mantiene
en vigor en en la persona que sustituya a la anterior y cuya identificación habrá de completarse en la forma
que anteriormente se ha indicado.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3712.pdf

- R. 21-3-2017.- R.m. baRceLona nº xvii.- PODER. SUSTITUCIÓN. en el ámbito mercantil, en materia de
apoderamientos debe estarse a las reglas que para la comisión mercantil se contienen en el código de co-
mercio, entre las cuales que se incluye la prohibición contenida en el art. 261 de delegar sin previo con-
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sentimiento del comitente los encargos recibidos. en el caso analizado, se considera que el apoderado que
ahora confiere poder a un tercero no estaba autorizado para sustituir determinadas facultades de las con-
feridas.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3804.pdf

- R. 22-3-2017.- R.m. madRid nº ii.- ANOTACIÓN DE DEMANDA. no puede practicarse anotación preventiva
de demanda de disolución y liquidación de una sociedad de nacionalidad venezolana en el folio abierto a
una sucursal en españa, en base a una solicitud privada dirigida al Registro mercantil acompañada de
copia de la demanda presentada en el extranjero. para obtener esa anotación es preciso que el órgano ju-
dicial competente acuerde esa medida cautelar y que se presente el oportuno mandamiento (arts. 155 y
241 RRm). así resulta del art. 58 de la L. 29/2015, de 30 julio, de cooperación jurídica internacional en
materia civil, sin perjuicio de las especiales obligaciones que para el Registrador puedan derivar, en su
caso, de la aplicación de los arts. 59 y 61 de la misma Ley.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3808.pdf

- R. 23-3-2017.- R.m. madRid xii.- PODER. INTERPRETACIÓN. se trata de una escritura de fecha 25-10-
2016, por la que se confiere un poder «por plazo de dos años a contar desde el día de hoy, es decir hasta el
26-10-2018». según interpretación del t.s. del art 5.1 del c.c., la expresión «de fecha a fecha» no puede
tener otro significado que el de entender que el plazo vence el día cuyo ordinal coincida con el que sirvió
de punto de partida. por ello, la fecha de vencimiento («dies ad quem») ha de ser la del día correlativo
mensual al de la fecha inicial («dies a quo»), en este caso, el 25-10-2018. pero el poder debe interpretarse
atendiendo no solo al sentido literal de las expresiones, sino también a la necesidad de entenderse en el
sentido mas adecuado para que produzca efecto (arts. 1.281 y 1.284 c.c.). y es evidente la intención del
poderdante al fijar el día exacto de vencimiento del plazo, sin que ello suponga  una contradicción patente
e insalvable con el hecho de que se exprese que el plazo es de dos años.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3843.pdf

- R. 24-3-2017.- R.m. navaRRa.- JUNTA. CONVOCATORIA. DERECHO DE INFORMACIÓN. el derecho de in-
formación ha sido configurado por la jurisprudencia como un derecho esencial, imperativo e irrenunciable,
instrumental respecto del derecho de voto, pero autónomo por cuanto corresponde al socio incluso si no
tiene intención de acudir a la junta y votar. de ahí la necesidad de extremar el rigor en su defensa, hasta el
punto de que se ha afirmado reiteradamente que, en caso de duda, procede actuar en su salvaguarda recha-
zando la inscripción. pero esta rigurosa doctrina ha sido mitigada en ocasiones al afirmarse que, debido a
los efectos devastadores de la nulidad, los defectos meramente formales pueden salvarse siempre que, por
su escasa relevancia, no comprometan los derechos individuales del socio. La resolución hace referencia
a otras en las que así se entendió. esta doctrina ha recibido el respaldo legal en la L. 31/2014, de 3 de di-
ciembre, modificadora de la L.s.c. al establecer (art. 204.3) que no procede la impugnación de acuerdos
sociales por «la infracción de requisitos meramente procedimentales establecidos por la Ley, los estatutos
o los reglamentos de la junta y del consejo, para la convocatoria...» salvo que se refieran a la «forma y
plazo».

hay que analizar las circunstancias de cada caso. pero en el supuesto ahora contemplado, la ausencia
total y absoluta de la puesta a disposición de los socios del informe del auditor nombrado a solicitud de la
minoría, aunque sea por no estar aún elaborado en el momento de celebración de la junta implica una con-
travención frontal del art. 272 de la L.s.c. no es admisible el argumento del alto porcentaje de presencia
y votación en la junta, pues eso llevaría a la conclusión de que, en sociedades con mayorías cualificadas
estables, los requisitos de protección de las minorías podrían ser sistemáticamente soslayados.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3849.pdf

- R. 27-3-2017.- R.m. astuRias i.- CIERRE REGISTRAL. BAJA EN EL INDICE DE ENTIDADES DE HACIENDA.
La regulación actual se contiene en el art. 119.2 de la L. 27/2014, de 27 de noviembre, del impuesto de
sociedades con un contenido idéntico al de su precedente y se completa con el art. 96 R.R.m. vigente la
nota marginal de cierre por baja provisional en el indice de entidades, no se puede practicar ningún asiento
en la hoja abierta a la sociedad afectada, salvo los asientos ordenados por la autoridad judicial y la certifi-
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cación de alta en dicho indice. por tanto, este cierre impide la inscripción de la disolución y la liquidación.
Las consecuencias de este cierre difieren de las que se producen en el caso de cierre por falta de depósito
de cuentas (arts. 282 L.s.c. y 378 R.R.m.) en el que se admite como excepción también la inscripción de
la disolución y el nombramiento de liquidadores.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3852.pdf

- R. 28-3-2017.- R.m. vizcaya ii.- PRENDA. LICENCIA DE FARMACIA. La reforma de la L.h. mobiliaria y
prenda sin desplazamiento efectuada por L. 41/2007, de 7 de noviembre permite la pignoración de dere-
chos que corresponden a los titulares de licencias, contratos, autorizaciones o subvenciones, que nacen de
una relación jurídica de derecho público, en la medida en que sean enajenables. cabe, por tanto, la pig-
noración de una licencia de farmacia (en rigor de los derechos de explotación derivados de la licencia)
siempre que se acredite su titularidad y sea transmisible, así como su inscripción en el R.b.m. pues, ante
la falta de ostentación de la posesión por el titular, la publicidad de la prenda es no sólo posible, sino con-
veniente y podría decirse que cuasi constitutiva.

La ley estatal 16/1997, de 25 de abril, de Regulación de servicios de las oficinas de farmacia atribuye
a las comunidades autónomas, la regulación de las autorizaciones de apertura y de transmisión de oficina
de farmacia. (arts. 3 y 4.2).

en el supuesto analizado, se trata de determinar si la autorización de funcionamiento de oficina de far-
macia concedida en el ámbito de la comunidad autónoma del país vasco puede constituir el objeto de
una prenda sin desplazamiento posesorio o si, por el contrario, por carecer de autonomía jurídica sólo
puede ser objeto, como extensión del derecho, de hipoteca sobre establecimiento mercantil de oficina de
farmacia.

el régimen jurídico del país vasco no confunde la titularidad de la oficina de farmacia con la del local
en el que se desarrolla. distingue una autorización provisional de transmisión y una autorización de fun-
cionamiento, que es la que habilita para la explotación de la oficina de farmacia. esta última no se concede
si quien ostenta autorización para ser transmisario no llega a alcanzar la propiedad de la oficina de farmacia.
de ello no cabe deducir que la licencia de explotación de farmacia no pueda ser objeto de tráfico jurídico
autónomo sin perjuicio, en su caso, de las peculiaridades que, para la selección del transmisario en caso
de transmisión a título oneroso, se derivan de la regulación o de las consecuencias que puedan producirse
si, al tiempo de la transmisión de la autorización no se es titular de una oficina de farmacia.

siendo un principio general de nuestro ordenamiento el de la libre transmisibilidad de los derechos (art.
1.112 c.c.), sólo cuando de la regulación sectorial resulte con absoluta claridad su intransmisibilidad podrá
considerarse excepcionado.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3853.pdf

- R. 29-3-2017.- R.m. máLaga.- ACUERDOS SOCIALES. MAYORÍAS. no cabe depositar las cuentas anuales
de una sociedad limitada, aprobadas por unanimidad en junta general, en la cual se hallaba presente úni-
camente un socio titular del 10% de su capital social, habiendo sido debidamente convocado el otro socio
titular del 90% restante sin que compareciera. (art. 198 L.s.c.). esta conclusión no se ve afectada por la
situación fáctica en que pueda encontrarse la sociedad por el juego de las mayorías según los socios que
en cada momento sean titulares del capital social, y que pueda conducir a la imposibilidad de adoptar
acuerdos. sin perjuicio de que dicha situación de bloqueo esté configurada legislativamente como causa
de disolución (art. 363 L.s.c.).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3856.pdf

- R. 30-3-2017.- R.m. cantabRia.- AUDITORES. INFORME. OPINIÓN DENEGADA. es competencia del Regis-
trador mercantil determinar el valor del informe del auditor a los efectos de practicar operaciones en el
R.m., analizando si con el mismo se cumple o no con la finalidad prevista por la legislación de sociedades
y se respetan debidamente los derechos del socio cuando se ha instado su realización. se pueden expresar
cuatro tipos de opiniones técnicas: favorable, con salvedades, desfavorable y denegada.
   no hay cuestión cuando el informe contiene una opinión favorable o favorable con salvedades, pues
ambos supuestos implican la afirmación del auditor de que el informe que suscribe conlleva que las cuentas
analizadas expresan la imagen fiel del patrimonio social, de su situación financiera y, en su caso, del re-
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sultado de las operaciones y de los flujos de efectivo (arts. 3.1.c la Ley de auditoría y 6.1 de su Regla-
mento). tampoco es problemática la evaluación del supuesto de informe con opinión desfavorable, pues
conlleva la afirmación de que las cuentas no expresan la imagen fiel del patrimonio social.
   en el informe con reservas de las que resulte una opinión denegada, supuesto al que se asimila  aquel en
que el auditor se abstiene de emitir opinión, no puede equipararse la opinión denegada a la desfavorable.
   el informe del auditor es una opinión cualificada sobre el grado de fiabilidad de los documentos auditados
y puede servir a los socios para la adopción del acuerdo relativo a las cuentas o su impugnación y a los tri-
bunales para resolver sobre la misma, pero no tiene el valor de una resolución judicial firme e inapelable
siendo perfectamente posible que otro auditor tenga una opinión técnica distinta.
   esta resolución hace referencia a otras anteriores que han tratado del tema, de todas las cuales se deriva
que el Registrador debe analizar el informe del auditor y especialmente las reservas formuladas, por si de
las mismas se deriva que pueda quedar frustrado el interés de los socios o de terceros. en el caso contem-
plado (no haber podido asistir al recuento de existencias; el concurso de otra sociedad con ala que la au-
ditada mantiene importantes relaciones; valoración de créditos debidamente asegurados; valoración de la
participación que la sociedad tiene en otra empresa) se concluye que procede el depósito, pues las limita-
ciones señaladas se refieren a cuestiones ajenas al comportamiento de la sociedad y no implican que la so-
ciedad haya incumplido su deber de colaborar con el auditor.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4146.pdf

- R. 31-3-2017.- R.m. seviLLa.- RECURSO. OBJETO. no cabe instar recurso frente a la calificación positiva
del Registrador por la que se extiende el correspondiente asiento. el recurso contra la calificación registral
es el cauce legalmente arbitrado para impugnar la negativa de los Registradores a practicar, en todo o parte,
el asiento y tiene por objeto, exclusivamente, determinar si la calificación negativa es o no ajustada a de-
recho. no puede tener por objeto la determinación de la validez o nulidad del título ya inscrito, ni de la
procedencia o improcedencia de la práctica, ya efectuada, de los asientos registrales, cualquiera que sea la
clase de éste; ni siquiera cuando lo que se ha practicado es una cancelación; cuestiones todas ellas reser-
vadas al conocimiento de los tribunales.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4147.pdf

- R- 3-4-2017.- R.m. vaLencia.- ACUERDOS SOCIALES. CONTRADICCIÓN. DECLARACIONES DEL PRESIDENTE
DE LA JUNTA. aunque el presidente es quien debe declarar válidamente constituida la misma, determinando
qué socios asisten presentes o representados y cuál es su participación en el capital social, así como pro-
clamar el resultado de las votaciones de forma que las manifestaciones u observaciones de los asistentes
recogidas en la propia acta no pueden tener a efectos registrales el mismo valor que aquéllas, el Registrador
no queda vinculado por la actuación del presidente cuando la declaración de éste resulta contradicha por
la documentación aportada y los asientos del R.m. pero la mera oposición de un socio a las declaraciones
que lleva a cabo la mesa sobre la constitución del capital social no constituye causa suficiente para denegar
la inscripción, sin perjuicio de las acciones que le correspondan en defensa de su posición jurídica mediante
la correspondiente acción de impugnación de los acuerdos por defecto de de constitución de la junta.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4279.pdf

- R. 5-4-2017.- R.m. buRgos.- DISOLUCIÓN. DE PLENO DERECHO. REACTIVACIÓN. se presenta escritura de
cese y nombramiento de administradores en relación a una sociedad en cuyo objeto social se contienen
actividades que, a juicio del Registrador, deben entenderse incluidos en la esfera de la ley de sociedades
profesionales. al haber transcurrido el plazo legal para su adaptación a dicha ley, hace constar en la hoja
social su disolución y deniega la inscripción del apoderamiento.
   La dirección general ya ha dictado resoluciones en supuestos similares. 
   La solicitud del recurrente de que se revoque la decisión del Registrador haciendo constar la disolución
de pleno derecho, señala que no cabe en vía de recurso decidir sobre el asiento de cancelación ya realizado
que está bajo la salvaguarda de los tribunales. el interesado puede acudir a los procedimientos de rectifi-
cación y, en su caso al juicio ordinario correspondiente.
   disuelta de pleno derecho la sociedad y cerrada su hoja como consecuencia de la aplicación directa de
la previsión legal de la L. 2/2007, de 15 de marzo, no procede la inscripción  pretendida prescindiendo de
dicha situación. 
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   cuando la sociedad está disuelta ipso iure por causa legal o por haber llegado el término fijado en los
estatutos ya no cabe un acuerdo social sino que lo procedente, si se desea continuar con la empresa, es la
prestación de un nuevo consentimiento contractual por los socios que entonces ostenten dicha condición. 
   el art. 370 de la Ley de sociedades de capital lejos de imponer una liquidación forzosa contra la voluntad
de los socios, se limita a delimitar el supuesto de reactivación ordinaria, al que basta un acuerdo social, de
este otro que exige un consentimiento contractual.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4282.pdf

- R. 17-4-2107.- R.m. zamoRa.- CUENTAS ANUALES. CIERRE. RECTIFICACIÓN DE ACUERDO DE APROBACIÓN.
se trata de un supuesto en que las cuentas correspondientes a un ejercicio  fueron calificadas negativamente,
calificación que fue confirmada por R.d.g. ahora se solicita la reapertura del folio registral en base al art.
378.5 del R.R.m. certificando el administrador que el acuerdo inicial de aprobación de las cuentas anuales
ha sido dejado sin efecto por otro posterior. La única forma de conseguir la reapertura es conforme a lo re-
gulado por el art. 378.7 R.R.m., que señala que el cierre del Registro persistirá hasta que se practique el
depósito de las cuentas pendientes o se acredite, en cualquier momento, la falta de aprobación de éstas en
la forma prevista en el apartado 5. no estamos ante el supuesto de sociedad cuyas cuentas anuales no han
sido aprobadas.
   es indudable que la sociedad puede rectificar, desistir, arrepentirse o renunciar un acuerdo que previa-
mente haya adoptado, pero siempre con pleno respeto a las normas del ordenamiento jurídico y con efectos
ex nunc, pues no puede pretenderse dejar sin efecto aquellos ya producidos. el acuerdo revocatorio de otro
anterior no puede perjudicar ni alterar situaciones jurídicas con proyección sobre intereses de terceros. La
situación de cierre provocada por la falta de depósito de las cuentas aprobadas no puede alterarse por la
mera revocación del acuerdo anterior, puesto que en tal caso la persistencia de la sanción impuesta a la so-
ciedad incumplidora dependería de su exclusiva voluntad y no del cumplimiento de la previsión que para
su levantamiento establece el ordenamiento jurídico y que no es otra que el correspondiente depósito de
las cuentas del ejercicio cuya ausencia provocó el cierre.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4659.pdf

- R. 18-4-2017.- R.m. La coRuña.- CONSTITUCION. RECTIFICACIÓN. inscrita la sociedad con una determi-
nada cifra de capital, las alteraciones, al alza o a la baja, cualquiera que sea la causa, sólo pueden hacerse
valer frente a terceros cuando exista el correspondiente acuerdo social adoptado con los requisitos previstos
en la Ley para el aumento o reducción de capital social, según el caso. 
   La legislación vigente no contempla la rectificación de la cifra de capital social fijada en los estatutos
inscritos por causa de la revisión de las valoraciones efectuadas de las aportaciones no dinerarias. 
   desde el punto de vista contable, si como consecuencia de una revisión posterior el valor razonable de
las aportaciones resulta inferior al que se estableció, el saldo de la rectificación en la valoración será im-
putado al neto, mediante el apunte compensatorio en una cuenta de reservas que se carga o abona según
proceda y de acuerdo con el sentido de la revisión al alza o a la baja de los valores.
   desde una perspectiva societaria, existe una situación irregular en que el capital social no está totalmente
desembolsado. sin perjuicio de la posibilidad de realizar nuevas aportaciones dinerarias o no dinerarias
para cubrir el déficit y sin perjuicio, también y en todo caso, de la aplicación del régimen de responsabilidad
solidaria por la realidad de las aportaciones ex art. 77 de la Ley de sociedades de capital; la sociedad no
puede rebajar la cifra de capital social inscrito en perjuicio de terceros sin respetar requisitos previstos en
la Ley para la reducción del capital: ya sea una reducción por pérdidas ex arts. 320 y siguientes de la Ley
de sociedades de capital (entre ellas, las que se afloran en esa «reserva negativa» derivada de la subsana-
ción de errores; el auditor verifica el balance que sirve de base a la reducción ex art. 323 de la Ley de so-
ciedades de capital); ya sea una reducción por restitución de aportaciones ex arts. 329 a 331 de la Ley de
sociedades de capital (el socio aportante responde de la diferencia como si se tratara de una devolución)
o por amortización acordada de las consiguientes participaciones y con dotación de la reserva de capital
amortizado ex arts. 140.1.b y 141.1 de la Ley de sociedades de capital.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4662.pdf
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1.3. REGISTRO DE LA PROPIEDAD. Por Pedro Ávila Navarro, Registrador de la Propiedad.

- R. 13-3-2017.- R.p. adeje.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: DEBE DENEGARSE SI LA FINCA ESTÁ
INSCRITA A NOMBRE DE PERSONA DISTINTA DEL DEMANDADO. Reitera en el sentido indicado la doctrina de
la R. 18-11-2014 y otras muchas (ver arts. 20 L.h. y 140.1 R.h.). en este caso se debatía «la posibilidad
de anotar un embargo sobre varias fincas inscritas a nombre de sociedades mercantiles cuando el procedi-
miento de ejecución se ha dirigido contra el socio único y administrador de las mismas». explica la direc-
ción que «si [la sociedad] debiera responder en todo caso de las deudas personales de los socios, podría
suponer un fraude a los derechos de los acreedores de la sociedad»; y, si bien el art. 20 L.h. permite el em-
bargo sobre bienes inscritos a nombre de persona distinta cuando existan indicios racionales de que el ver-
dadero titular de los mismos es el imputado, eso es solo para procesos penales; y, en cuanto a la doctrina
del levantamiento del velo de la personalidad jurídica, por la que, como dijo la s. 18-2-2016, «se trata de
evitar que el abuso de la personalidad jurídica pueda perjudicar el legítimo pago de la deuda existente», la
decisión debe tomarla el juez, pero «no puede adoptarse al margen de un procedimiento civil entablado
contra la propia sociedad titular del bien (cfr. arts. 24 c.e. y 1, 40 y 82 L.h.), salvo en los supuestos legal-
mente admitidos, que como se ha visto son excepcionales y de interpretación restrictiva».

R. 13-3-2017 (diseños armeñime, s.L., contra Registro de la propiedad de adeje) (b.o.e. 4-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3708.pdf

- R. 15-3-2017.- R.p. madRid nº 39.- BIENES GANANCIALES: LA RECTIFICACIÓN A PRIVATIVOS REQUIERE
PRUEBA DOCUMENTAL PÚBLICA.- RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL: LEGISLACIÓN APLICABLE A MA-
TRIMONIOS MIXTOS SEGÚN SU FECHA. inscrita una finca con carácter presuntivamente ganancial, vendedor
y compradora comparecen en una escritura de rectificación y solicitan que «la finca se inscriba como pri-
vativa de la adquirente por haber estado sujeto su matrimonio al régimen propio del derecho inglés». La
dirección confirma la denegación de esa rectificación del Registro, toda vez que, según el art. 40 L.h., se
requiere consentimiento del titular o, en su defecto, resolución judicial, y en este supuesto «se pretende la
rectificación del contenido del Registro sin que las personas a quienes el asiento atribuye una determinada
posición jurídica (herederos del cónyuge del titular registral sobre el bien inscrito como presuntivamente
ganancial) hayan prestado el consentimiento o hayan disfrutado en un procedimiento judicial de la posición
jurídica prevista en el ordenamiento»; y, si bien la dirección ha aceptado la rectificación sin ese requisito
cuando «se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo absoluto con documentos fehacientes
y auténticos, independientes por su naturaleza de la voluntad de los interesados», en este caso no se acre-
ditan fehacientemente los hechos de los que resultaría no aplicable el régimen de gananciales.

R. 15-3-2017.- Registro de la propiedad de madrid-39) (b.o.e. 4-4-2017).
La dirección hace un resumen de doctrina sobre la rectificación del Registro por prueba de los hechos

de modo absoluto y por documentos fehacientes y auténticos: «este centro directivo ha aceptado la rec-
tificación del contenido del Registro, y del carácter ganancial del bien, cuando de la documentación apor-
tada ha resultado, indubitadamente, que el bien carecía de la cualidad publicada por el R.p.; así, en el
supuesto de bienes inscritos a nombre de ambos cónyuges con carácter ganancial conforme a la legislación
anterior a la reforma de 1981 (R. 7-4-1978), o conforme a la legislación vigente en la actualidad (R. 14-5-
2013 y R. 7-7-2015, aunque en ambas no fue suficiente dicha acreditación para la rectificación del Regis-
tro), de bienes inscritos a nombre de un solo cónyuge con carácter ganancial (R. 6-11-1980), e incluso de
bienes inscritos como gananciales a nombre del marido y de una esposa distinta a la que resulta del con-
tenido del Registro civil (R. 5-5-1978). por el contrario, este centro directivo ha desestimado la rectifi-
cación del contenido del Registro y del carácter ganancial del bien inscrito cuando de la documentación
aportada no ha resultado de forma auténtica e indubitada que el bien inscrito carecía de aquella cualidad
(R. 8-5-1980 –bien inscrito como presuntivamente ganancial–, R. 4-2-1999, R. 13-9-2005 y R. 4-4-2006
–bien inscrito como ganancial de los dos cónyuges– y R. 6-6-2001 y R. 15-12-2006 –bien inscrito como
ganancial de uno de los cónyuges–)».

también hace un esquema del régimen aplicable a matrimonios de nacionalidad mixta según su fecha:
«a) los matrimonios contraídos con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma del título preliminar
del c.c., así como los contraídos con anterioridad a la constitución española, a falta de nacionalidad
común, se rigen por la ley nacional correspondiente al marido al tiempo de su celebración; b) en los ma-
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trimonios contraídos tras la entrada en vigor de la constitución española hasta la entrada en vigor de la L.
15-10-1990, debe estarse a lo establecido en la s.t.c. 39/14-2-2002, en cuanto declara inconstitucional el
art. 9.2 c.c., según redacción dada por el d. 1.836/31-5-1974, en el inciso «por la ley nacional del marido
al tiempo de la celebración», debiéndose recordar la doctrina mantenida por este centro directivo en R.
9-7-2014; c) a los matrimonios contraídos después de la vigencia de la L. 15-10-1990 se les aplica la nor-
mativa contenida en el art. 9.2 c.c., si bien teniendo en cuenta el art. 107 c.c.». ver resolución citada y
su comentario.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3710.pdf

- R. 16-3-2017.- R.p. toRRedembaRRa.- HERENCIA: LEGADOS: LAADJUDICACIÓN DEL LEGADO POR EL PRE-
LEGATARIO REQUIERE ACEPTACIÓN DE LA HERENCIA. RECURSO GUBERNATIVO: COMPETENCIA DE LA DI-
RECCIÓN GENERAL EN «RECURSOS MIXTOS» DE DERECHO COMÚN Y CATALÁN.

1. Legado. se trata de «una escritura de aceptación y adjudicación de prelegado otorgada únicamente
por la prelegataria, sin que conste la aceptación de la herencia por la prelegataria ni por la otra heredera,
y sin estar autorizada aquella para ocupar por su propia autoridad la cosa legada». La dirección confirma
que el art. 81 R.h. admite como posible título la escritura de manifestación de legado otorgada por el
propio legatario, siempre que no existan legitimarios y aquel se encuentre facultado expresamente por el
testador para posesionarse de la cosa legada; o, en su defecto, la escritura de entrega otorgada por el lega-
tario (…) y por el heredero o herederos; la exigencia de que no existan legitimarios no puede entenderse
referida al legitimario del derecho catalán, que es un simple acreedor del heredero (arts. 451.1 y 451.15
c.c.cat.); pero sí es necesario que el legatario esté facultado por el testador para tomar posesión (según
el mismo art. 81 R.h. y también el art. art. 427.22.3 c.c.cat.); en otro caso, debe pedir la entrega al here-
dero; ciertamente, no será necesaria esa entrega cuando el legatario es también heredero, y eso «debe apli-
carse tanto si el heredero favorecido por el legado es el heredero único como si existen otros herederos,
pues ya es propietario del bien legado (vid., respecto de la partición por el causante, arts. 464.4 y 464.10
c.c.cat.)».; pero para eso es preciso que el legatario-heredero acepte previa o simultáneamente la herencia,
pues, «de no aceptar la herencia, sería un legatario ordinario».

2. Recurso gubernativo. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 13-9-2014.
R. 16-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de torredembarra) (b.o.e. 4-4-2017).
ver también R. 9-3-2017 y su comentario.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3711.pdf

- R. 17-3-2017.- R.p. aRganda deL Rey nº 2.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: EN PROCEDIMIENTO
CONTRA HEREDEROS DEL TITULAR HA DE ACREDITARSE LA SUCESIÓN.- HERENCIA: LAANOTACIÓN PREVEN-
TIVA DE DERECHO HEREDITARIO REQUIERE JUSTIFICACIÓN DE LA CUALIDAD DE HEREDERO. se pretende la
anotación de un embargo sobre los derechos que pudieran corresponder al ejecutado en la herencia de sus
padres, que son los titulares registrales. La dirección confirma que «si bien es posible anotar por deudas
del heredero bienes inscritos a favor del causante, en cuanto a los derechos que puedan corresponder al
heredero sobre la total masa hereditaria de la que forma parte tal bien, es para ello imprescindible la acre-
ditación de tal cualidad de heredero, la cual no está plenamente justificada por el solo hecho de ser el eje-
cutado hijo del titular registral y aunque se presente certificación negativa del Registro de actos de última
voluntad, ya que la relativa eficacia de tal certificación (cfr. art. 78 R.h.), y la posibilidad de causas que
impidan o hagan ineficaz el hipotético llamamiento de un hijo, hacen que sea imprescindible la presentación
del título sucesorio que no puede ser otro que cualesquiera de los que enumera el art. 14 L.h.»; y, puesto
que la anotación únicamente procede «en la parte que corresponda el derecho hereditario del deudor, [...]
será imprescindible aportar el título sucesorio correspondiente, exigiendo el art. 166.1.2 R.h. que se hagan
constar las circunstancias del testamento o declaración de herederos».

R. 17-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de arganda del Rey-2) (b.o.e. 4-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3713.pdf

- R. 17-3-2017.- R.p. eL vendReLL nº 1.- ACTOS INSCRIBIBLES: TRANSMISIÓN DE LA TITULARIDAD REAL Y
DE LA TITULARIDAD FORMAL INSCRITA. La heredera del titular registral se adjudica «una serie de fincas
vendidas en contratos privados de hace muchos años, que solo se inventarían para dar cumplimiento a las
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trasmisiones efectuadas en vida del causante». La Registradora entiende que «lo procedente es la elevación
a público de los contratos privados de compraventa, pudiendo acceder al R.p. por la vía del art. 20.5.1
L.h.». La dirección reitera la doctrina de la R. 12-3-2014, en el sentido de que «el principio de tracto su-
cesivo no es meramente formal y que no cabe transmisión de una mera ‘titularidad registral’; [...] en este
caso, de la misma escritura de partición de herencia resulta que los bienes ya no eran propiedad del cau-
sante»; y añade que, «aunque tales ventas no se hubieran formalizado en escritura pública –por lo que no
pudo realizarse la «traditio» instrumental (ex art. 1.462.2 c.c.) –, las fincas vendidas habían sido ya trans-
mitidas en vida del causante; por ello, si el vendedor causante carecía de poder de disposición sobre las
fincas vendidas (cfr. arts. 1.258, 1.445, 1.450 y 1.461 y ss. c.c.) es evidente que carecen del mismo sus
herederos; no cabe apreciar contenido traslativo ni económico alguno en la adjudicación calificada».

R. 17-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de el vendrell-1) (b.o.e. 4-4-2017).
sobre estas «adjudicaciones en vacío» la dirección, además de la resolución vista, cita las R. 9-2-1921,

R. 4-2-1944 y R. 12-2-1958.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3714.pdf

- R. 17-3-2017.- R.p. zaRagoza nº 14.- URBANISMO: NO PUEDE INSCRIBIRSE SEPARADAMENTE EL APROVE-
CHAMIENTO DESTINADO A LA MISMA FINCA.- URBANISMO: LA INSCRIPCIÓN DEL APROVECHAMIENTO DEBE
CONCRETAR LAS UNIDADES DE CADA FINCA AFECTADA.- URBANISMO: LA INSCRIPCIÓN DEL APROVECHA-
MIENTO DEBE ARRASTRAR LAS CARGAS DE LA FINCA.- URBANISMO: LA TRANSMISIÓN DEL APROVECHA-
MIENTO NECESITA AUTORIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN.- OPCIÓN DE COMPRA: LA CONSTITUCIÓN
CUANDO HAY PROHIBICIÓN DE DISPONER EXIGE APLAZAMIENTO HASTA QUE VENZA. se concede un derecho
de opción de compra sobre una parte del que el concedente considera aprovechamiento urbanístico no ma-
terializado de dos fincas de su propiedad, gravadas con una prohibición de enajenar hasta que no transcurran
cincuenta años desde el fallecimiento de la causante y con una servidumbre de luces y vistas, y con una li-
cencia para la construcción de un edificio, sujeta a la previa regularización registral de la agrupación de
las dos fincas; se solicita la segregación del aprovechamiento urbanístico y su inscripción separada en folio
independiente, libre de limitaciones. La dirección, tras un profundo estudio del derecho de aprovecha-
miento urbanístico como objeto de derecho y de su inscripción, analiza los defectos señalados en la nota
de la Registradora:

– «falta de concreción del aprovechamiento urbanístico correspondiente a cada una de las fincas regis-
trales afectadas, y su acreditación por certificación administrativa». es necesario «que se concrete el nú-
mero de unidades de aprovechamiento que corresponde a cada una de las fincas afectadas antes de la
transmisión o distribución, especificadas en función de los parámetros sobre edificabilidad y usos que es-
tablezca la legislación urbanística aplicable, así como la cuantía del aprovechamiento transmitido o distri-
buido, proporción que se le atribuya en relación al de la finca de destino y cuantía del aprovechamiento a
que queda reducida la finca de origen (art. 34 R.d. 1.093/1997)», pues si bien se acredita una licencia de
edificación con concreta edificabilidad, está condicionada a la regularización registral de la agrupación de
las dos fincas; además, es indispensable que la fijación del aprovechamiento subjetivo sea el correcto, para
lo que debe partirse del tipo fijado en el plan, y su determinación requiere intervención administrativa.

– en cuanto a la apertura de folio independiente a un aprovechamiento urbanístico, fuera de los supuestos
tasados en que el art. 39 R.d. 1.093/1997 admite la apertura de folio independiente [solicitud de la admi-
nistración para el aprovechamiento que le corresponda, casos de ocupación directa, expropiación forzosa
con adjudicación de fincas futuras, adjudicación a empresas urbanizadoras en sistemas de gestión privada],
donde el aprovechamiento reconocido e inscrito se encuentra llamado a materializarse, salvo casos de com-
pensación económica, en finca de futura determinación, no puede admitirse el tratamiento como finca re-
gistral independiente del aprovechamiento urbanístico subjetivo transmitido por el propietario, si está
llamado a materializarse en la misma unidad de suelo o edificación; [...] dicha transmisión lo que deriva
es en la formación de una especial comunidad de derechos recayentes sobre una misma unidad perimetral
de terreno delimitable por sus coordenadas de localización, cuya configuración jurídica deberá articularse
mediante el régimen de la comunidad por cuotas ideales de propiedad o la constitución de derechos reales
de sobreedificación o subedificación».

– por lo que respecta a la prohibición de disponer y a la servidumbre, «el aprovechamiento urbanístico,
aun cuando pueda ser objeto autónomo de derechos, no queda libre del condicionamiento jurídico de la
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finca de la que proviene» (ver arts. 33 a 35 R.d. 1.093/1997); por lo que deberán arrastrarse las cargas; en
cuanto a la prohibición de disponer, actuará siempre que se trate de transmisiones voluntarias, pero «la
prohibición no impedirá, según la doctrina de este centro directivo, las transmisiones de aprovechamiento
subjetivo de carácter forzoso, coactivas o incluso inducidas, cuando, aprobadas por la administración com-
petente, sirvan para hacer efectiva la equidistribución de beneficios y cargas derivadas de la ordenación»;
y todo esto afecta al derecho de opción de compra: ciertamente, «dentro del concepto estricto de enajena-
ción no se comprende el de constitución de un derecho de opción de compra, toda vez que en este último
derecho la enajenación tiene lugar únicamente en el caso de que la opción llegue a ejercitarse, mas para
que pueda resultar compatible con la prohibición ambas partes habrán de pactar la demora de su ejercicio
hasta que el dominio de la finca quede libre de la traba impuesta por la causante».

R. 17-3-2017 (grupo s.m. cinco, s.a., contra Registro de la propiedad de zaragoza-14) (b.o.e. 4-4-
2017).

sobre tratamiento registral del aprovechamiento urbanístico pueden verse también las R. 23-10-2001,
R. 14-2-2003, R. 26-6-2006, R. 30-5-2009 y R. 13-4-2016.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3715.pdf

- R. 21-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- HIPOTECA: INTERÉS ORDINARIO: PUEDE GARANTIZARSE POR IMPORTE
INFERIOR AL PACTADO A EFECTOS OBLIGACIONALES.- HIPOTECA: INTERÉS DE DEMORA: EL LÍMITE DEL 2%
SOBRE EL ORDINARIO SOLO ES A EFECTOS OBLIGACIONALES. se trata de una escritura de modificación de
hipoteca en la que se garantiza un año de intereses moratorios al 9% anual, se adaptan los intereses mora-
torios a la s. 3-6-2016 pactando que serán el resultado de adicionar dos puntos porcentuales al tipo de in-
terés remuneratorio aplicable en el momento del impago, y se establece un tipo máximo de intereses
ordinarios a efectos hipotecarios del 2,335% anual. se debate «si el tipo máximo del interés moratorio a
efectos de responsabilidad hipotecaria puede exceder en más de dos puntos del tipo máximo del interés
remuneratorio pactado a efectos hipotecarios». La dirección distingue entre el interés pactado a efectos
obligacionales (en el que rige ese límite) y a efectos hipotecarios (en que no se puede garantizar más del
interés pactado, pero sí menos):

«es en este exclusivo ámbito del devengo obligacional de intereses moratorios en el que la s. 3-6-2016
ha fijado como criterio objetivo de abusividad, para el caso de ser aplicable la normativa de protección de
los consumidores, el que los intereses moratorios no pueden ser superiores en más de dos puntos a los in-
tereses ordinarios pactados; e, igualmente, sólo en este ámbito obligacional es aplicable la doctrina de este
centro directivo, recogida en las R. 30-3-2015, R. 22-7-2015, R. 7-4-2016, R. 20-6-2016 y R. 20-10-
2016, relativa a que la cuantía del interés moratorio, dado su carácter indemnizatorio, debe ser siempre
igual o superior a la cuantía de los intereses ordinarios; [...] los intereses ordinarios y moratorios pactados
sólo vinculan su determinación a efectos hipotecarios en cuanto que, por aplicación de la accesoriedad de
la hipoteca, ésta en ningún caso podrá garantizar intereses que no se puedan devengar en el plano obliga-
cional, pero por lo demás los contratantes son libres de garantizar los intereses de manera plena o parcial
o no garantizarlos y ello, independientemente en cuanto a ambos tipos de interés; la naturaleza indemni-
zatoria de los intereses moratorios, que por su propia naturaleza son superiores a los ordinarios, opera en
al ámbito obligacional y en nada condiciona, salvo lo señalado anteriormente, la cuantía de la respectiva
garantía; sin que el hecho de que se haya previsto el referido margen de dos puntos porcentuales para, me-
diante su adición al tipo de los intereses ordinarios, calcular el importe de los intereses de demora deven-
gados, implique que ese mismo margen deba emplearse cuando de los tipos máximos a efectos meramente
hipotecarios se trata (vid. R. 28-5-2014 y R. 25-1-2017); por tanto, en sede de intereses variables, el tipo
máximo de los intereses moratorios a efectos hipotecarios podrá ser inferior, igual o superior en más de
dos puntos al tipo máximo de los intereses remuneratorios a efecto de cobertura hipotecaria pactado».

R. 21-3-2017 (notaria maría-adoración fernández maldonado contra Registro de la propiedad de al-
bacete-1) (b.o.e. 6-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3805.pdf

- R. 22-3-2017.- R.p. máLaga nº 13.- CONCURSO DE ACREEDORES: INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS DEL
PLAN DE LIQUIDACIÓN. en el plan de liquidación de un concurso de acreedores se había establecido que la
finca se vendería en subasta por un precio no inferior a 1.250.000 euros, y, de fallar la subasta, en venta
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directa al mejor precio posible, si bien «el precio de 600.000 euros señalado por la sociedad concursada
se consideraba muy reducido»; fallida la subasta, se vende en 350.000 euros. «La Registradora califica
negativamente porque el precio es inferior considerado muy insuficiente en el plan de liquidación», y con-
sidera necesaria la autorización del juez del concurso. solicitada la aprobación judicial, el juez dispone
que «no ha lugar a lo interesado porque la Ley concursal no prevé la figura de la aprobación de una venta,
sino la autorización, y, que una vez aprobado el plan de liquidación, la venta deberá llevarse a cabo con
sujeción al referido plan». La cuestión es de interpretación, y la dirección aplica las normas de interpre-
tación de los contratos (arts. 1.284 y 1.285 c.c.) y concluye que las reglas del plan deben interpretarse en
el sentido más adecuado para que produzcan efecto; y estima el recurso.

R. 22-3-2017 (mijas siglo xxi, s.L., contra Registro de la propiedad de málaga-13) (b.o.e. 6-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3806.pdf

- R. 22-3-2017.- R.p. coRia.- OBRA NUEVA: LA DECLARACIÓN REQUIERE GEOREFERENCIACIÓN DE LA POR-
CIÓN DE SUELO OCUPADA.- OBRA NUEVA: LA DECLARACIÓN REQUIERE GEOREFERENCIACIÓN PREVIA DE LA
FINCA. se trata de una declaración de «obra nueva antigua», cuya antigüedad se pretende demostrar con
certificaciones catastrales de cuatro inmuebles, junto con un informe del ayuntamiento según el cual la
finca registral, con una superficie inscrita de ..., se corresponde con esos cuatro inmuebles catastrales. [...]
el Registrador sostiene que para acreditar la antigüedad de la edificación con certificaciones catastrales es
preciso que no haya duda fundada de que tales certificaciones se correspondan con la finca registral [...]
y, tras expresar y detallar sus dudas fundadas al respecto, suspende la inscripción». La dirección reitera,
sobre «el modo de proceder en la inscripción de obras nuevas tras la reforma de la L.h. operada por la L.
13/24-6-2015», la doctrina de otras resoluciones (ver R. 8-2-2016, R. 19-4-2016, R. 9-5-2016, R. 23-5-
2016, R. 6-9-2016, R. 6-2-2017); y corrobora las dudas del Registrador, al «haberse alterado en el título la
naturaleza de la finca, además de diversas modificaciones descriptivas de superficie y linderos»; y, «no
quedando acreditada la correspondencia con la certificación catastral aportada, ésta no es no es hábil para
justificar las modificaciones descriptivas y la antigüedad de la edificación, lo que es requisito ineludible
para la inscripción de la declaración de obra nueva de conformidad con el art. 28.4 R.d.Leg. 7/30-10-
2015, Ley de suelo y Rehabilitación urbana. todo ello sin perjuicio de que pueda acceder la edificación
al Registro si se acredita por otros medios la antigüedad de la misma en los términos previstos por el art.
28.4 R.d.Leg. 7/2015, y siempre que resulte justificado que las coordenadas de la edificación se encuentran
ubicadas en la finca registral; asimismo, las modificaciones descriptivas podrían acreditarse mediante el
específico procedimiento previsto para ello en el art. 201 L.h.».

R. 22-3-2017 (notario andrés diego pacheco contra Registro de la propiedad de coria) (b.o.e. 6-4-
2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3807.pdf

- R. 23-3-2017.- R.p. aLmeRía nº 3.- TÍTULO INSCRIBIBLE: LO ES EL MANDAMIENTO JUDICIAL TRASLADADO
A PAPEL POR EL PROCURADOR CON CÓDIGO SEGURO DE VERIFICACIÓN.

Reiteran en el sentido indicado la doctrina de la R. 25-1-2017 y otras varias.
R. 23-3-2017 (agrupalmería, s.a., contra Registro de la propiedad almería-3) (b.o.e. 7-4-2017).
R. 23-3-2017 (banco santander, s.a., contra Registro de la propiedad de almería-3) (b.o.e. 7-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3844.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3845.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. máLaga nº 9.- HIPOTECA: EJECUCIÓN: EXTINCIÓN DEL ARRENDAMIENTO URBANO Y
DEL DERECHO DE ADQUISICIÓN PREFERENTE.- ARRENDAMIENTO URBANO: EXTINCIÓN DEL NO INSCRITO Y
DEL DERECHO DE ADQUISICIÓN PREFERENTE ANTE LA EJECUCIÓN HIPOTECARIA. en procedimiento de eje-
cución hipotecaria se adjudica una vivienda al acreedor; consta que «la finca se encuentra ocupada por
terceras personas». el Registrador suspende la inscripción por no constar las notificaciones al posible
arrendatario del art. 25 L.a.u. La dirección dice que, aunque «la ejecución forzosa de finca está com-
prendida en el concepto amplio de compraventa» (ver R. 20-11-1987), «el derecho del arrendador queda
extinguido y con él el contrato de arrendamiento y sus accesorios como el derecho de retracto, y deviene
innecesario realizar notificación alguna expresa y especial»; para llegar a esa conclusión resalta las reformas
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de la L. 29/24-11-1994, de arrendamientos urbanos, por L. 4/04-6-2013, de medidas de flexibilización y
fomento del mercado del alquiler de viviendas; y así, señala que los arts. 7, 10 y 14.1 L.a.u. supeditan la
subsistencia del arrendamiento frente al adquirente de buena fe a su inscripción antes de la enajenación, y,
a falta de inscripción, establecen la extinción del arrendamiento, entre otros casos, por la enajenación for-
zosa derivada de una ejecución hipotecaria.

R. 24-3-2017 (banco santander, s.a., contra Registro de la propiedad de málaga-9) (b.o.e. 7-4-2017).
Resulta un tanto extraño sostener que el derecho de subrogarse, con las mismas condiciones estipuladas

en el contrato, en lugar del que adquiere una cosa por compra o dación en pago (art. 1.521 c.c.) se extingue
en el mismo momento de la compra o dación, o sea, en el mismo momento de nacer, pues es como sostener
que no existe; pero si resulta extraño respecto al retracto, parece inaceptable respecto del tanteo, que es an-
terior a la compra y, por tanto, no puede extinguirse con ella: ciertamente, en la ejecución hipotecaria no
puede ejercitarse antes de la adjudicación, pues en ese momento no se conoce el precio; pero la adjudicación
debería entenderse condicionada al derecho de preferente adquisición del arrendatario urbano, pues lo con-
trario supondría negar también el derecho de tanteo que tan claramente establece el art. 25 L.a.u. desde el
punto de vista registral, el art. 25 L.a.u. sigue diciendo, sin modificación tras la reforma, que para inscribir
en el R.p. los títulos de venta de viviendas arrendadas deberá justificarse que han tenido lugar, en sus res-
pectivos casos, las notificaciones prevenidas... además de todo esto, la protección del adquirente y la ex-
tinción del arrendamiento están supeditadas a los requisitos exigidos por el art. 34 de la L.h., y resulta muy
inverosímil la buena fe del adquirente que compra una vivienda sin investigar, al margen del Registro, si
está o no arrendada; la buena fe se presume, a pesar de todo, pero es improbable que, debatida la cuestión
en juicio, el juez no reconociera el derecho de preferente adquisición.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3846.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. a coRuña nº 2.- HERENCIA: POSIBILIDAD DE PROCEDIMIENTO CONTRA DESCONOCIDOS
HEREDEROS DEL TITULAR REGISTRAL.- DOCUMENTO JUDICIAL: POSIBILIDAD DE PROCEDIMIENTO CONTRA
DESCONOCIDOS HEREDEROS DEL TITULAR REGISTRAL. una finca está inscrita con carácter ganancial a nom-
bre de la titular (art. 94 R.h. entonces vigente), que la adquirió por compra en la que manifestó que estaba
separada de hecho de su esposo; fallecidos la titular y su esposo, y en virtud de demanda instada por una
hija común de ambos, se dictó sentencia en la que se declaraba privativo el bien inscrito como ganancial.
presentada la sentencia en el Registro, el Registrador considera necesario que «la demanda esté interpuesta
al menos contra algún llamado a la herencia del marido que pueda actuar en interés de los demás, o bien
que se ha procedido al nombramiento de administrador judicial de la herencia yacente». La dirección
reitera la doctrina de otras resoluciones anteriores (ver, por ejemplo, R. 4-10-2016), sobre la necesidad de
un administrador judicial de la herencia yacente (arts. 790 y ss. L.e.c.) o de la intervención en el proce-
dimiento de alguno de los interesados en la herencia; pero también reitera la matización de sus últimos
pronunciamientos en el sentido de no convertir esa legitimación pasiva en «una exigencia formal excesi-
vamente gravosa, [...] debe limitarse a los casos en que el llamamiento a los herederos desconocidos sea
puramente genérico y no haya ningún interesado en la herencia que se haya personado en el procedimiento
considerando el juez suficiente la legitimación pasiva de la herencia yacente»; en el caso concreto, «sólo
si no se conociera el testamento del causante ni hubiera parientes con derechos a la sucesión por ministerio
de la ley, y la demanda fuera genérica a los posibles herederos del titular registral sería pertinente la de-
signación de un administrador judicial; [...] pero dicha privatividad, además de ser solicitada por la de-
mandante, que reúne la condición de heredera de la titular registral y del esposo de ésta, que es su padre
demandado, y por lo tanto interesada en la herencia yacente de éste, ha quedado suficientemente acreditada
en el procedimiento judicial, [...] no dándose por tanto el supuesto de una posible indefensión de los inte-
resados en la misma».

R. 24-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de a coruña-2) (b.o.e. 7-4-2017).
R. 24-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de a coruña-3) (b.o.e. 7-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3847.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3850.pdf

- R. 24-3-2017.- R.p. LLíRia.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REQUIERE CONSENTIMIENTO DE AQUELLOS
A QUIENES EL ASIENTO CONCEDA ALGÚN DERECHO.- DOCUMENTO JUDICIAL: NO PUEDE INSCRIBIRSE LA
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SENTENCIA EN JUICIO SEGUIDO CONTRA PERSONA DISTINTA DEL TITULAR REGISTRAL.- ANOTACIÓN PREVEN-
TIVA POR DEFECTO SUBSANABLE: NO PUEDE PRACTICARSE CUANDO EL DEFECTO ES CLARAMENTE INSUBSA-
NABLE.

1. principio de tracto sucesivo. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 18-11-2014 y otras
muchas (ver arts. 20 L.h. y 140.1 R.h.), en este caso ante la denegación de la inscripción de una sentencia
que declara la nulidad de una partición y ordena la cancelación de la inscripción correspondiente, cuando
la finca ya está inscrita a nombre de tercera persona que no ha intervenido en el procedimiento. La direc-
ción recuerda que el demandante pudo haber evitado esta situación si hubiera solicitado, y se hubiera or-
denado en su momento, la anotación preventiva de la demanda.

2. anotación preventiva por defecto subsanable. en cuanto a la petición subsidiaria del recurrente, de
«anotación marginal a la finca, como información registral de una posible nulidad de título», «la única
anotación que hipotéticamente podría practicarse es la de defecto subsanable (art. 42.9 L.h.); pero dicha
anotación no es procedente en un caso como el que es objeto de este expediente, dado que el defecto que
fundamenta la nota de calificación tiene un claro carácter insubsanable (arts. 20 L.h. y 105 R.h.), al de-
terminar la ineficacia registral definitiva del título calificado».

R. 24-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de Llíria) (b.o.e. 7-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3848.pdf

- R. 27-3-2017.- R.p. madRid nº 23.- HERENCIA: RESERVA VIDUAL Y DESHEREDACIÓN DE LOS RESERVATA-
RIOS. en su día los hijos habían donado unas fincas a su padre, sujetas después a reserva vidual por las se-
gundas nupcias del padre, y hecha constar la reserva por nota marginal y en virtud de sentencia; en su
testamento, el padre deshereda a los hijos e instituye heredera a su segunda esposa; ahora los hijos, sin in-
tervención de la viuda, se adjudican los bienes reservables. «La Registradora señala que ya que los tres
hijos del causante están desheredados en el testamento, para inscribir los bienes objeto de reserva se necesita
la declaración judicial de ‟ineficacia del testamento del reservista”». La dirección admite la desheredación
de los reservatarios, pero «no puede afectar a la totalidad de los reservatarios, pues con ello quedaría trun-
cada la finalidad propia de la reserva, cual es que los bienes reservables tengan unos determinados bene-
ficiarios, el grupo de familiares reservatarios, sin que la desheredación pueda alcanzar a la totalidad de
ellos, como ocurre en el presente caso en el que existen nietos del reservista, hijos de los reservatarios, a
quienes también se deshereda, pero sin expresar los motivos de dicha desheredación ni su edad y aptitud
para ser desheredados»; (cfr. arts. 857 y 973.2 c.c.); y desestima el recurso.

R. 27-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de madrid-23) (b.o.e. 7-4-2017).
no está muy clara la posible solución; pero parece que en el caso concreto habrá que esperar al resultado

de un procedimiento judicial pendiente en el que se discute la validez de la desheredación.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3851.pdf

- R. 29-3-2017.- R.p. sagunto nº 1.- PROPIEDAD HORIZONTAL: LAMODIFICACIÓN QUE AFECTAAL DOMINIO
DE CADA PROPIETARIO REQUIERE CONSENTIMIENTO INDIVIDUALIZADO DE TODOS. Reitera en el sentido in-
dicado la doctrina de otras muchas resoluciones (ver, por ejemplo, R. 24-4-2014, R. 26-2-2015, R. 18-9-
2015 y R. 22-2-2017) sobre la diferencia «entre los acuerdos que tienen el carácter de actos colectivos
(adoptados con los requisitos previstos en la legislación de propiedad horizontal resultantes de la corres-
pondiente acta –cfr. art. 19 L.p.h.–), que no se imputan a cada propietario singularmente sino a la junta
como órgano comunitario, y aquellos otros actos que, por afectar al contenido esencial del derecho de do-
minio, requieren el consentimiento individualizado de los propietarios correspondientes, el cual habría de
constar mediante documento público para su acceso al R.p.»; y considera como uno de estos últimos el del
caso concreto, la rectificación de la inscripción de una parcela inscrita en favor del constituyente del régi-
men de propiedad horizontal, para que pase a ser elemento común.

R. 29-3-2017 (sociedad civil particular valle Residencial los monasterios contra Registro de la propie-
dad de sagunto-1) (b.o.e. 7-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3854.pdf

- R. 29-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- OBRA NUEVA: NO PUEDE DECLARARSE POR UNO SOLO DE LOS COPRO-
PIETARIOS DEL SOLAR.- OBRA NUEVA: LA GEORREFERENCIACIÓN DE LA FINCA TOTAL SOLO ES NECESARIA
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EN CASO DE DUDA EN LA UBICACIÓN DE LA OBRA. sobre la declaración de obra nueva por un copropietario,
reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 12-1-2015, y recuerda «la reiterada jurisprudencia del
tribunal supremo, sobre la inaplicación de la doctrina de la accesión invertida en estos casos, pues el co-
munero, ni construye en terreno ajeno, ni por supuesto invade terreno ajeno (s. 29-7-1994, s. 27-6-1997,
s. 26-9-2007 y s. 21-9-2011)»; lo que sí se produce es un incumplimiento del art. 397 c.c., sobre altera-
ciones en la cosa común.

en cuanto a la georreferenciación de la finca sobre la que se declara obra, «no es presupuesto en todo
caso para la inscripción de la obra nueva: [...] como resulta de las R. 8-2-2016, R. 19-4-2016, R. 9-5-2016
y R. 5-7-2016 y ap. 8 Res. circ. d.g.R.n. 3-11-2015, para que «el Registrador pueda tener la certeza de
que esa porción de suelo se encuentra íntegramente comprendida dentro de la delimitación perimetral de
la finca sobre la que se pretende inscribir, es posible que necesite, cuando albergue duda fundada a este
respecto, que conste inscrita, previa o simultáneamente, y a través del procedimiento que corresponda, la
delimitación geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique. [...] en la calificación no se
manifiesta ninguna circunstancia adicional justificativa de tales dudas sobre la ubicación de la edificación,
como pudieran ser, por ejemplo, la valoración de dicha ubicación respecto de los linderos de la finca o la
existencia de modificaciones descriptivas que se hubieran manifestado en el título»; y lo mismo cabe decir
en cuanto al defecto de que, según la certificación catastral, «consta un lindero en investigación».

R. 29-3-2017 (particular contra Registro de la propiedad de albacete-1) (b.o.e. 7-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3855.pdf

- R. 30-3-2017.- R.p. aLbacete nº 1.- HIPOTECA: INTERÉS DE DEMORA: LÍMITE EN HIPOTECA SOBRE VI-
VIENDA HABITUAL QUE FINANCIE SU ADQUISICIÓN.- HIPOTECA: INTERÉS VARIABLE: EL MÁXIMO DE RES-
PONSABILIDAD POR INTERESES DEBE SER FRENTE A TERCEROS Y ENTRE PARTES. en la escritura de hipoteca
el límite máximo de interés moratorio excede de tres veces el interés legal del dinero (en contra de lo dis-
puesto en el art. 114.3 L.h.), pero se dice que «para el caso que el contrato de préstamo fuera para adqui-
sición de vivienda habitual, el límite máximo frente a terceros en el caso de intereses moratorios no podrá
ser superior a tres veces el interés legal del dinero vigente en cada momento». La dirección diserta sobre
el interés moratorio y sus límites, y se centra en la interpretación de aquella cláusula; y la considera acep-
table en cuanto a la cuantía del límite, pero no en cuanto «configura el tipo máximo de los intereses mo-
ratorios de la cobertura hipotecaria sólo ‟frente a terceros”, lo cual no puede ser admitido desde el punto
de vista registral, porque es doctrina reiterada de esta dirección general que el necesario tope máximo del
tipo de interés a efectos hipotecarios, en cuanto delimita el alcance del derecho real de hipoteca constituida,
lo es a todos los efectos, tanto favorables como adversos, ya en las relaciones con terceros, ya en las que
se establecen entre el titular del derecho de garantía y el dueño de la finca hipotecada que sea a la vez
deudor hipotecario».

R. 30-3-2017 (notario martín-alfonso palomino márquez contra Registro de la propiedad de albacete-
1) (b.o.e. 14-4-2017).

ver en el mismo sentido la R. 25-4-2014, entre otras.
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4145.pdf

- R. 3-4-2017.- R.p. giRona nº 1.- HERENCIA: POSIBILIDAD DE PROCEDIMIENTO CONTRA DESCONOCIDOS
HEREDEROS DEL TITULAR REGISTRAL.- DOCUMENTO JUDICIAL: ES ANOTABLE, NO INSCRIBIBLE, LA SEN-
TENCIA DICTADA EN REBELDÍA.- TITULAR REGISTRAL: DEBEN CONSTAR SUS CIRCUNSTANCIAS IDENTIFICA-
DORAS.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: DE LA DESCRIPCIÓN EN EL TÍTULO DEBE RESULTAR LA IDENTIDAD CON
LA FINCA INSCRITA.
   se trata de una sentencia que declara que el demandante había adquirido la finca por prescripción. La
dirección examina los distintos puntos planteados en la nota registral:
   – «no consta que se haya nombrado administrador o defensor judicial de la herencia yacente ni resulta
de la sentencia que la demanda se haya dirigido contra personas determinadas como posibles herederos de
los titulares registrales ni tampoco que el juez haya considerado suficiente la legitimación pasiva de la he-
rencia yacente». se revoca el defecto, toda vez que, si bien el procedimiento de usucapión «deberá ser en-
tablado, en todo caso, contra el titular registral para evitar su indefensión», la dirección reitera que «el
nombramiento del defensor judicial no debe convertirse en una exigencia formal excesivamente gravosa
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y debe limitarse a los casos en que el llamamiento a los herederos desconocidos sea puramente genérico
y no haya ningún interesado en la herencia que se haya personado en el procedimiento considerando el
juez suficiente la legitimación pasiva de la herencia yacente» (ver, por ejemplo, R. 24-3-2017); en el caso
concreto la sentencia declara probada la posesión del usucapiente, por lo que «parece una exigencia exce-
siva exigir la designación de un administrador judicial de la herencia yacente que, en caso de comparecer
en el procedimiento, nada podría alegar frente a la rotundidad de los hechos probados».
   – sobre la rebeldía del demandado, reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 12-5-2016, R. 7-
3-2017 y otras muchas.
   – confirma que deben constar las circunstancias personales del adquirente, según los arts. 9 L.h. y 51
R.h.
   – La sentencia incorpora la referencia a los datos registrales de la finca, con alusión al número de finca
registral, pero no incorpora una descripción completa de la misma. «como ha afirmado reiteradamente
este centro directivo (cfr. R. 2-9-1991, R. 29-12-1992, R. 21-6-2004, R. 10-6-2010 y R. 14-6-2010, entre
otras), para su acceso al Registro, los títulos inscribibles han de contener una descripción precisa y completa
de los inmuebles a que se refieren, de modo que estos queden suficientemente individualizados e identifi-
cados (arts. 9 L.h. y 51 R.h.); bien es cierto que cuando dichos títulos hacen referencia a inmuebles ya
inscritos, la omisión o discrepancia en ellos de algunos de los datos descriptivos con que estos figuran en
el Registro no constituye en todo caso un obstáculo para la inscripción; por tanto, el acceso al Registro de
los títulos exige que la descripción que en ellos se contenga de la finca objeto del correspondiente acto o
negocio jurídico permita apreciar de modo indubitado la identidad entre el bien inscrito y el transmitido
(cfr. R. 29-12-1992 y R. 11-10-2005)»; y en este caso entiende que se proporcionan elementos descriptivos
suficientes para que se pueda emitir un juicio sobre la identidad de la finca.
   – confirma que deberá ordenarse la cancelación de la inscripción anterior contradictoria, por medio del
oportuno mandamiento (art. 521.2 L.e.c.), «puesto que se trata de una adquisición originaria, en la medida
en que no existe esa relación de causalidad entre el anterior titular registral y el nuevo, no queda otra al-
ternativa que cancelar la inscripción anterior».
   R. 3-4-2017 (particular contra Registro de la propiedad de girona-1) (b.o.e. 19-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4277.pdf

R. 3-4-2017.- R.p. pRiego de cóRdoba.- USUCAPIÓN: NO ES NECESARIO DEMANDAR A TODOS LOS TITULA-
RES INTERMEDIOS- HERENCIA: POSIBILIDAD DE PROCEDIMIENTO CONTRA DESCONOCIDOS HEREDEROS DEL
TITULAR REGISTRAL. se trata de «una sentencia recaída en procedimiento ordinario en la que se declara
adquirida por usucapión determinada finca registral». La dirección examina los puntos señalados por la
nota registral:
   – según el Registrador, «puesto que se pretende reanudar el tracto interrumpido mediante juicio decla-
rativo ordinario, no han sido demandados todos los titulares intermedios hasta enlazar con la titularidad
del demandante». pero dice la dirección que en este caso, «a pesar de la existencia de títulos intermedios,
los interesados fundaron la demanda por la que instaba la declaración de propiedad, no en la cadena o su-
cesión de títulos de trasmisión de dominio con sus sucesivos modos, sino en la prescripción ordinaria del
dominio a su favor; [...] todos los títulos anteriores a la compraventa han sido aportados al procedimiento
y de los fundamentos de la sentencia se evidencia que han servido de base para acreditar el justo título in-
vocado; [...] en consecuencia, al haberse consumado la usucapión conforme a las normas del derecho civil,
se produce una inexactitud entre lo publicado por el Registro y la realidad jurídica extrarregistral que podrá
remediarse mediante la inscripción de la resolución judicial que reconozca dicha usucapión».
   – La dirección reitera la doctrina de otras resoluciones anteriores (ver, por ejemplo, R. 4-10-2016), sobre
la necesidad de un administrador judicial de la herencia yacente (arts. 790 y ss. L.e.c.) o de la intervención
en el procedimiento de alguno de los interesados en la herencia; pero también reitera la matización de sus
últimos pronunciamientos en el sentido de no convertir esa legitimación pasiva en «una exigencia formal
excesivamente gravosa» (ver R. 27-7-2010 y posteriores), y admite en este caso la demanda genérica a los
herederos del titular registral, porque se considera probado en la sentencia que los mismos firmaron el
contrato de compraventa que se aportó con la demanda.
   R. 3-4-2017 (particular contra R.p. de priego de córdoba) (b.o.e. 19-4-2017).
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   La dirección plantea, un tanto marginalmente, el problema de «si contra los pronunciamientos del R.p.
puede admitirse la prescripción ordinaria o si solo cabe la llamada prescripción extraordinaria, que no
exige como requisito la buena fe»; esta última opinión se apoya en el art. 1.949 c.c. («contra un título
inscrito en el R.p. no tendrá lugar la prescripción ordinaria del dominio o derechos reales en perjuicio de
tercero, sino en virtud de otro título igualmente inscrito, debiendo empezar a correr el tiempo desde la ins-
cripción del segundo»); pero resulta superada en la s. 21-1-2014, que considera que «el art. 1.949 c.c. ha
sido derogado por el art. 36, aps. i y ii, L.h.».

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4278.pdf

- R. 4-4-2017.- R.p. cangas.- HERENCIA: LEGÍTIMA: EL CONTADOR PARTIDOR NO PUEDE CONMUTAR EL
USUFRUCTO VIDUAL ORDENADO EN DINERO. se trata de una escritura de partición de herencia y entrega de
legados otorgada por el contador partidor y después ratificada por los herederos; el testador había dispuesto
que a la viuda se le pagara la cuota viudal legal en metálico; los herederos se la pagan con acciones y par-
ticipaciones sociales de la herencia, sin su consentimiento, entendiendo que la voluntad de testador era so-
lamente evitar una confluencia de dominio con usufructo. pero dice la dirección que «una cosa es
interpretar el testamento para saber cuál fue la voluntad del causante y otra es averiguar cuál hubiera sido
su voluntad de no darse determinadas circunstancias»; el art. 675 c.c. remite para interpretar las disposi-
ciones testamentarias al sentido literal de sus palabras, a no ser que aparezca claramente que fue otra la
voluntad del testador, y en el caso concreto su voluntad aparece clara y no requiere mucha interpretación;
el art. 839 c.c. permite una conmutación del usufructo distinta, pero por los herederos y además proce-
diendo de mutuo acuerdo con el viudo; «este centro directivo ha cuestionado que al contador partidor co-
rresponda o quepa atribuirle esta facultad de conmutación (así, R. 18-12-2002 o R. 29-1-2013), aparte de
que esta atribución de facultad no consta en el testamento de forma expresa, y, además, el contador partidor
estaría ejerciendo esta supuesta facultad de conmutación eligiendo una alternativa no prevista en el art.
839 c.c.; [...] tampoco los herederos, que han aceptado la partición del contador partidor, podrían imponer
al viudo una modalidad de conmutación no prevista legalmente, si es que pueden imponerle alguna».
   R. 4-4-2017 (notario francisco-enrique Ledesma muñiz contra Registro de la propiedad de cangas)
(b.o.e. 19-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4280.pdf

- R. 4-4-2017.- R.p. Les boRges bLanques.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: SOBRE ADMISIBILIDAD DE NOTIFI-
CACIÓN DE LA CALIFICACIÓN POR FAX.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: EL PROCEDIMIENTO DELART. 199 L.H.
NO TIENE LIMITACIÓN POR RAZÓN DE LA EXTENSIÓN DE LA FINCA.- EXCESO DE CABIDA: SU RÉGIMEN ES
APLICABLE A LA DISMINUCIÓN DE SUPERFICIE.
   1. calificación registral. sobre calificación registral y su notificación por fax, reitera la doctrina de la R.
29-7-2009 y otras posteriores, con su mayor flexibilidad en materia de notificaciones, de acuerdo con «la
realidad de las comunicaciones entre notarios y Registradores».
   2. descripción de la finca. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 8-6-2016 y R. 3-10-2016,
y repite la doctrina sobre los medios hábiles para obtener la inscripción registral de rectificaciones des-
criptivas (ver R. 17-11-2015) y sobre las dudas que en tales casos puede albergar el Registrador. añade
que «en el supuesto de este expediente existe una disminución de superficie, cuyo tratamiento, como ha
reiterado este centro directivo, ha de ser idéntico al de los excesos (cfr. R. 22-2-2003, R. 16-6-2003, R.
3-1-2006 o R. 30-1-2015), más aún, cuando, tras la reforma de la L. 13/24-6-2015, la Ley sólo se refiere
a rectificaciones descriptivas».
   R. 4-4-2017 (notario ángel-maría doblado Romo contra Registro de la propiedad de Les borges blan-
ques) (b.o.e. 19-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4281.pdf

- R. 5-4-2017.- R.p. Lepe.- TÍTULO INSCRIBIBLE: NO PUEDE INSCRIBIRSE EL ACUERDO TRANSACCIONAL.-
TRANSACCIÓN: NO PUEDE INSCRIBIRSE EL ACUERDO TRANSACCIONAL. Reitera en el sentido indicado la
doctrina de otras muchas resoluciones (ver especialmente la R. 19-7-2016). en este caso se había decretado
en 2007 la separación de mutuo acuerdo de unos cónyuges, con el convenio regulador; ahora se presenta
un acuerdo privado celebrado por los mismos y ratificado en presencia judicial, relativo a una liquidación
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del haber y el pasivo ganancial, con adjudicación de lotes. La dirección centra el problema en determinar
si ahora se trata de parte del convenio regulador, que podría inscribirse en el Registro «de manera directa
sin necesidad de escritura pública notarial», o si es un acto de liquidación del haber conyugal ajeno al con-
venio regulador, que requiere escritura pública; y confirma la exigencia de escritura que se hacía en la nota
registral, dado que «la evidente falta de conexión entre la acción ahora entablada que conlleva a la liqui-
dación de la sociedad conyugal con una situación de crisis matrimonial despojan a este nuevo documento
de su excepcional habilitación para el acceso al Registro del mismo, al no poder ser considerado como
parte del convenio inicialmente propuesto pero no realizado».
   R. 5-4-2017 (particular contra Registro de la propiedad de Lepe) (b.o.e. 19-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4283.pdf

- R. 10-4-2017.- R.p. aLicante nº 5.- EXTRANJEROS: REGLA GENERAL DE RESIDENCIA PARA LA HERENCIA
EN ELREGLAMENTO (U.E.) 650/04-7-2012.- EXTRANJEROS: UNIDAD DE LA SUCESIÓN EN ELREGLAMENTO
(U.E.) 650/4-7-2012.- EXTRANJEROS: ELECCIÓN DE LA LEY NACIONAL PARA LA SUCESIÓN EN EL REGLA-
MENTO (U.E.) 650/4-7-2012.- EXTRANJEROS: NO ES NECESARIO EL CERTIFICADO DE ÚLTIMAS VOLUNTADES
EXTRANJERO SI SE APLICA LA LEY ESPAÑOLAA LA SUCESIÓN.- DERECHO NOTARIAL: PRECAUCIONES NOTA-
RIALES ANTE EL REGLAMENTO (U.E.) 650/4-7-2012.- HERENCIA: LA LEGÍTIMA ES «PARS BONORUM» Y EL
LEGITIMARIO DEBE INTERVENIR EN LA PARTICIÓN. el causante, alemán residente en españa y que había
otorgado su testamento en españa en agosto de 2014, instituía heredera a una extraña y manifestaba que
su hija ya había recibido su legítima en vida; fallecido en octubre de 2015, la heredera se adjudica los
bienes sin intervención de la hija. La registradora entiende que el testamento fue vehículo para una «pro-
fessio iuris» de remisión al derecho alemán, que debe probarse (arts. 281.2 L.e.c. y 36 R.h.), y que es
necesario aportar el certificado del Registro de actos de última voluntad alemán o acreditarse que no
existe (R. 18-1-2005). La dirección comienza diciendo que la aplicación del Rto. u.e. 650/4-7-2012, de
sucesiones, a las herencias causadas por ciudadanos de la unión desde el 17-8-2015 ha venido a «sustituir
en nuestro derecho la aplicación de la ley nacional del causante (art. 9.8 c.c.) por la aplicación –en gene-
ral– de la ley del estado en el que el causante tuviera su residencia habitual en el momento del fallecimiento
(art. 21.1 Rto. 650/2012)» y si este estado tuviera, como españa, varias legislaciones territoriales, la que
corresponda a la residencia (ver art. 36 Rto. 650/2012); y debe tenerse en cuenta que «la determinación de
la residencia habitual es un juicio complejo que consiste en una evaluación general de las circunstancias
de la vida del causante durante los años precedentes a su fallecimiento y en el momento del mismo, to-
mando en consideración todos los hechos pertinentes, en particular la duración y la regularidad de la pre-
sencia del causante en el estado de que se trate, así como las condiciones y los motivos de dicha presencia
(considerando 23 Rto. 650/2012). esta es la regla que se aplica a la totalidad de la sucesión, salvo dos po-
sibles excepciones: si, de forma excepcional, resultase claramente de todas las circunstancias del caso
que, en el momento del fallecimiento, el causante mantenía un vínculo manifiestamente más estrecho con
un estado distinto del estado cuya ley fuese aplicable de conformidad con el apartado 1, la ley aplicable
a la sucesión será la de ese otro estado (art. 22 Rto. 650/2012); la segunda, «professio iuris» por la ley del
estado de su nacionalidad o de una de las varias que acaso posea (art. 22 Rto. 650/2012); pero esa «pro-
fessio iuris» debe ser expresa o resultar de los términos de la disposición mortis causa (R. 15-6-2016, R.
4-7-2016 y R. 28-7-2016). en el caso concreto no se hace «professio iuris» expresa, por lo que, resultando
de aplicación la legislación española, no procede exigir prueba de ninguna extranjera; y, desde el Rto.
650/2012, tampoco cabe exigir certificado de un Registro de actos de última voluntad extranjero, que
solo resulta necesario cuando resulte aplicable una legislación distinta de la española. en cambio, y según
el derecho español, la legítima es una «pars bonorum», y «de ahí que, a falta de persona designada por el
testador para efectuar la liquidación y partición de herencia (art. 1.057.1 c.c.), se imponga la intervención
del legitimario en la partición, dado que tanto el inventario de bienes, como el avalúo y el cálculo de la le-
gítima, son operaciones en las que ha de estar interesado el legitimario, para preservar la intangibilidad de
su legítima, intervención que alcanzaría incluso la entrega de legados».
   R. 10-4-2017 (particular contra Registro de la propiedad de alicante-5) (b.o.e. 26-4-2017).
   La dirección señala también la labor del notario en la formalización de estas herencias posteriores al
Reglamento comunitario; en resumen, debe analizar la propia existencia de un elemento transfronterizo,
la determinación de la ley aplicable según las reglas antes resumidas, y la posible existencia de una «pro-
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fessio iuris»; finalmente «deberá inexcusablemente establecer, in abstracto la ley aplicable a una sucesión
y en concreto, los elementos relevantes al caso».

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/26/pdfs/BOE-A-2017-4556.pdf

- R. 10-4-2017.- R.p. úbeda nº 1.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REQUIERE CONSENTIMIENTO DE AQUE-
LLOS A QUIENES EL ASIENTO CONCEDA ALGÚN DERECHO.- ASIENTO DE PRESENTACIÓN: EL CADUCADO NO
PRODUCE EFECTO ALGUNO. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 18-11-2014 y otras muchas
(ver arts. 20 L.h. y 140.1 R.h.). en este caso, ante la denegación de la inscripción de una escritura de
compraventa (de b a c) presentada después de inscribirse sentencia que declaraba nula la compraventa
anterior (de a a b) y reinscribirse la finca a favor de la titular anterior (a); de nada sirve la alegación de
que el documento ya estuvo presentado en el Registro en tiempo en que no había obstáculo para su ins-
cripción, si después se retiró y se dejó caducar el asiento de presentación, que, una vez caducado, no pro-
duce efecto alguno (ver R. 23-6-2016).
   R. 10-4-2017 (patrimonial jonimar, s.L.», contra Registro de la propiedad de úbeda-1) (b.o.e. 26-4-
2017).
   La compradora recurrente alegaba la protección de la fe pública registral; a lo que replica lógicamente
la dirección que «uno de los requisitos que exige el principio de fe pública registral es que el tercero de
buena fe haya inscrito su derecho conforme al art. 34 L.h., hecho que no ocurre en el presente caso».

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/26/pdfs/BOE-A-2017-4557.pdf

- R. 17-4-2017.- R.p. toRReLaguna.- RECTIFICACIÓN DELREGISTRO: REQUIERE CONSENTIMIENTO DE AQUE-
LLOS A QUIENES EL ASIENTO CONCEDA ALGÚN DERECHO.- ASIENTO DE PRESENTACIÓN: NO PUEDEN PRE-
SENTARSE DOCUMENTOS POR CORREO ELECTRÓNICO. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R.
18-11-2014 y otras muchas (ver arts. 20 L.h. y 140.1 R.h.). en este caso, se solicitaba la inscripción a
favor de la comunidad de madrid, como bien de dominio público, del un monte incluido en el catálogo
de montes de utilidad pública de madrid, compuesto por fincas inscritas a favor de particulares, y sobre
las que había notas marginales del deslinde del monte. según la comunidad, el título inscribible era el
acta de ocupación y pago de los años 60, que se había remitido al Registro por correo electrónico, y el
R.d. 1.703/1-8-1984, de traspaso del estado a la comunidad de madrid. dice la dirección que tanto el tí-
tulo de expropiación como el de deslinde administrativo de un monte público permiten la cancelación de
las titularidades registrales privadas previas y la consiguiente inscripción como bien de dominio público
a favor una administración pública, pero es necesario que el procedimiento de deslinde se haya entendido
con los titulares registrales; y, si bien la nota marginal de deslinde vincula a los titulares posteriores, en
este caso deberá aclararse «si el procedimiento de deslinde que pretende acceder ahora al Registro es el
mismo que causó la nota marginal y se refiere al mismo monte, pues, conforme al principio de prioridad
(cfr. art. 17 L.h.), no puede acceder al Registro un título que podría ser incompatible con dicha nota» (en
la nota y en la certificación que se presenta constaban distintos números de catálogo).
   en cuanto a la presentación o remisión de documentos por correo electrónico a la cuenta de correo del
R.p. destinatario, no encaja en ninguno de los medios de presentación contemplados en el art. 248 L.h.,
pues aunque en sentido amplio se pueda considerar que es una modalidad de remisión telemática, esta con-
creta modalidad no es la que contempla el número 3 de dicho artículo, ya que no cumple los requisitos es-
tablecidos en dicho número y en el art. 112.5.2 L. 24/2001, ni respeta el principio de titulación pública
(cfr. arts. 3 L.h. y 420 R.h.), por lo que no debe entenderse admisible; todo ello sin perjuicio de que la ne-
gativa a admitir la presentación del documento por esta vía debería haberse puesto en conocimiento del
presentante a efectos de no causar indefensión y poder ejercitar los recursos oportunos».
   R. 17-4-2017 (consejería de medio ambiente, administración Local y ordenación del territorio de la
comunidad autónoma de madrid contra Registro de la propiedad de torrelaguna) (b.o.e. 28-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4656.pdf

- R. 17-4-2017.- R.p. sanLúcaR La mayoR nº 1.- ARRENDAMIENTO RÚSTICO: NO PUEDE INSCRIBIRSE SOBRE
UNA FINCA URBANA COMO SUJETO A LA L.A.R.- ARRENDAMIENTO: TANTEO Y RETRACTO: ES NECESARIO
DEFINIR EL CONTENIDO Y EXTENSIÓN SI SON DERECHOS ATÍPICOS. se trata sobre «la posibilidad de inscrip-
ción de un arrendamiento rústico de fincas que en el Registro de la propiedad figuran como urbanas y
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según la calificación urbanística se hallan enclavadas en zona de suelo urbano no consolidado; se acompaña
informe de los servicios técnicos del ayuntamiento que señala que «a los efectos de la ley del suelo estatal,
las parcelas están en situación básica de suelo rural»; también se solicita la inscripción «en especial del
derecho de adquisición preferente de la parte arrendataria». La dirección hace una extenso estudio de la
diferencia entre fincas rústicas y urbanas y sus respectivos arrendamientos; pero en definitiva, los arren-
damientos sujetos a la L. 29/24-11-1994, de arrendamientos urbanos, sean para vivienda o para uso dis-
tinto, tienen la característica común de recaer sobre edificaciones (arts. 1 a 5 L.a.u.); y los sujetos a la L.
49/26-11-2003, de arrendamientos Rústicos, la de destinarse a aprovechamiento agrícola y ser incompa-
tibles con  suelo urbano o urbanizable (art. 7 L.a.R.); y no puede tomarse en cuenta la afirmación de ser
suelo rural «a los efectos de la ley del suelo estatal», porque «la determinación de si un arrendamiento es
rústico o urbano no corresponde a la legislación del suelo, sino a la arrendaticia»; en el caso concreto, se
trata de parcelas de terreno sin edificación, por lo que, al ser un arrendamiento no sujeto a ninguna de las
dos leyes especiales, lo está al c.c.; «para la inscripción de dicho derecho de arrendamiento, deberá de-
terminarse la naturaleza y régimen jurídico de dicho arrendamiento, que tiene por objeto bienes inmuebles,
y que se regirá por las estipulaciones de las partes y las normas del c.c. que sean de aplicación». en cuanto
al derecho de adquisición preferente, está admitida «la posibilidad de que los derechos de tanteo y retracto
voluntarios sean configurados por las partes contratantes en el título de su constitución como un verdadero
y propio derecho real» y por tanto inscribible (ver R. 20-9-1966, s. 29-4-2005 y s. 22-4-2008); pero, «se
hace imprescindible la determinación del concreto contenido y extensión de las facultades que integran el
derecho que pretende su acceso al Registro, pues esta determinación, esencial para el lograr el amparo re-
gistral (cfr. arts. 9 y 21 L.h. y 51 R.h.) en los derechos reales atípicos, por definición, no puede integrarse
por la aplicación supletoria de las previsiones legales –cfr. R. 10-4-2014–; en particular, la necesidad de
fijación convencional de un plazo cierto en relación con los derechos de tanteo y retracto voluntarios (como
fijados están en la ley para los retractos legales y para el retracto convencional o pacto de retro) ha sido
reiterada y unánimemente subrayado tanto por la doctrina de esta dirección general (cfr. R. 27-3-1947, 
   R. 20-9-1966 y R. 19-9-1974), como por la jurisprudencia del tribunal supremo (cfr. s. 3-4-1981 y R.
3-3-1995)».
   R. 17-4-2017 (particular contra Registro de la propiedad de sanlúcar la mayor-1) (b.o.e. 28-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4657.pdf

- R. 17-4-2017.- R.p. mijas nº 3.- EXTRANJEROS: EL PODER EXTRANJERO PARA OTORGAR DOCUMENTO PÚ-
BLICO ESPAÑOL DEBE SER EQUIVALENTE AL DOCUMENTO PÚBLICO.- EXTRANJEROS: EL JUICIO NOTARIAL
DE SUFICIENCIA DE UN PODER EXTRANJERO HACE FE POR SÍ SOLO. se trata sobre el «alcance de la califica-
ción registral de un poder otorgado en el extranjero, y que el notario español juzga suficiente para la auto-
rización de una escritura pública, realizando al respecto el juicio establecido en el art. 98 L. 24/27-12-2001».
el registrador entiende que «no resulta acreditado el cumplimiento de los requisitos de equivalencia del
poder otorgado en el extranjero». La dirección reitera la necesidad de equivalencia con el documento pú-
blico español, es decir, que concurran en su otorgamiento «aquellos elementos estructurales que dan fuerza
al documento público español»; y si la escritura que se otorgue en españa en virtud del poder extranjero
contiene en el juicio de suficiencia la afirmación de que el poder resulta sustancial y formalmente válido
conforme a la ley aplicable (arts. 10.11 y 11 c.c.), ese juicio hará fe, por sí solo; «el registrador calificará
en estos casos de poderes extranjeros, la eficacia formal del poder (legalización, apostilla y traducción, en
su caso) y, además, que exprese el cumplimiento de los requisitos de equivalencia del poder otorgado en
el extranjero (cfr. disp. adic. 3 L. 15/2-7-2015, de la jurisdicción voluntaria, y art. 60 L. 29/30-7-2015, de
cooperación jurídica internacional en materia civil); «en definitiva, la declaración de equivalencia sobre
el documento extrajudicial de apoderamiento hecha por notario español será suficiente para la inscripción
en el R.p. el acto dispositivo efectuado en base al mismo; en el supuesto de que el registrador disintiera de
la equivalencia declarada por el notario deberá motivarlo expresa y adecuadamente, y sin que ello signifique
que el registrador pueda solicitar que se le transcriba o acompañe el documento del que nace la represen-
tación»; además, si la escritura no contiene ese juicio, «el registrador, bajo su responsabilidad, puede apre-
ciar esa equivalencia (cfr. art. 36 R.h.)». en el caso concreto considera suficiente la afirmación de la notaria
autorizante de que el poder «reúne a mi juicio los requisitos para ser considerado documento público por
el ordenamiento español».
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   R. 17-4-2017 (notaria maría-nieves garcía inda contra Registro de la propiedad de mijas-3) (b.o.e.
28-4-2017).
   en cuanto a la fórmula notarial, añade la dirección que «el juicio de equivalencia notarial no tiene por
qué ajustarse a fórmulas sacramentales, ni tiene que necesariamente adoptar la forma de informe separado,
sino que basta la reseña del documento extranjero, el nombre y residencia del notario autorizante, la ley
extranjera conforme a la cual se ha autorizado y la existencia de la apostilla o legalización, y que el notario
en base a las circunstancias del caso y a su conocimiento de la ley extranjera hiciera constar bajo su res-
ponsabilidad ‟que el poder reseñado es suficiente para el otorgamiento de esta escritura de …, entendiendo
que el mismo es funcionalmente equivalente a los efectos de acreditar la representación en el tráfico jurídico
internacional” o fórmulas similares»; y no solo no tiene que ajustarse a fórmulas sacramentales, sino que,
aunque «este juicio o informe de equivalencia no es lo mismo que el juicio de suficiencia del art. 98 L.
24/2001, cuando se realiza expresamente un juicio de suficiencia para el acto o negocio que se autoriza,
implica cabalmente aquél».

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4658.pdf

- R. 18-4-2017.- R.p. ibiza nº 2.- PROPIEDAD HORIZONTAL: TRANSFORMACIÓN DE LOCALES EN VIVIENDAS
Y MODIFICACIÓN EN GASTOS Y SERVICIOS COMUNES. «Los titulares de cuatro elementos privativos de una
propiedad horizontal configurados como locales acuerdan cambiar el uso de los mismos para destinarlos
a viviendas, con las correspondientes licencias municipales. [...] el registrador suspende la inscripción so-
licitada porque, a su juicio, en los estatutos se diferencia entre locales y viviendas respecto del pago de
ciertos gastos y el uso de algunos elementos o servicios comunes, por lo que considera necesario el acuerdo
unánime de los copropietarios». La dirección reitera la doctrina mantenida desde la R. 12-12-1986, de
que «no es función de los estatutos la definición casuística del contenido dominical sobre los elementos
privativos» y de que «la mera descripción del inmueble no supone una limitación del uso o de las facultades
dominicales, sino que la eficacia de una prohibición de esta naturaleza exige de una estipulación clara y
precisa que la establezca»; en el caso concreto, «no consta que la transformación realizada por los intere-
sados cambiando el destino de sus locales comerciales a vivienda afecte a elementos comunes del inmueble,
modifique las cuotas de participación... (cfr. arts. 5, 7 y 17 L.p.h.), [...] no hay infracción de los estatu-
tos».
   R. 18-4-2017 (notario germán-maría León pina contra Registro de la propiedad de ibiza-2) (b.o.e.
28-4-2017).
   se trataba principalmente del uso de la piscina y de la contribución a sus gastos; la dirección dice que
«una vez adquirido dicho carácter [de vivienda], no se verá afectado por tales limitaciones de uso, debiendo
por ende contribuir sus propietarios a los gastos, lo que se hará en proporción a su cuota de participación,
cuota que no se ha visto modificada»; reconoce que «se requiere acuerdo unánime por parte de la comu-
nidad de propietarios para la alteración de las cuotas o coeficientes de participación previamente fijados
(cfr. arts. 5 y 17 L.p.h.), pero dice que la circunstancia de aumentar el número de vecinos con derecho a
utilizar los elementos comunes señalados «es completamente ajena al ámbito estrictamente jurídico regis-
tral, sin que competa al registrador hacer juicios o valoraciones de carácter puramente subjetivo que exce-
den de las previsiones del art. 18 L.h., toda vez que no contraviene ninguno de los límites fijados
jurisprudencialmente y por este centro directivo para admitir el cambio de uso según lo expuesto». no
parece apreciar que la modificación de que se trata altera de hecho las previsiones estatutarias sobre uso
de los elementos comunes y distribución de gastos; si los estatutos hubieran tenido una cuota de gastos
generales y otra de gastos de piscina quizá la solución hubiera sido distinta, y sin embargo el resultado es
el mismo.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4660.pdf

- R. 18-4-2017.- R.p. ayamonte.- COSTAS: ACREDITACIÓN DE LA NO INVASIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MA-
RÍTIMO TERRESTRE. se trata de una escritura de compraventa de una finca afectada por un deslinde del
dominio público marítimo terrestre, con subsanación en la que se aclara que la venta se concreta «en la
porción de la finca que queda fuera del dominio público marítimo terrestre de conformidad con las comu-
nicaciones del servicio provincial de costas». el art. 36 R.d. 876/10-10-2014, Reglamento general de
costas, prevé para los casos de intersección o colindancia con el dominio público marítimo terrestre la

bol. colegio Registradores, núm. 40— 1228 —



suspensión de la inscripción y la solicitud por el registrador de un pronunciamiento al respecto al servicio
periférico de costas; pero, citando la sección 4 del capítulo iii del título i R.d. 876/10-10-2014: inmatri-
culación de fincas colindantes con el dominio público marítimo terrestre, dice que «se pretende que el re-
gistrador pueda comprobar directamente, a la vista de las representaciones gráficas, la situación de las
fincas en relación al dominio público y las servidumbres legales; sólo en el caso en el que de tal compro-
bación resulte invasión o intersección, procedería la solicitud por el registrador de un pronunciamiento al
respecto al servicio periférico de costas»; y las R. 23-8-2016 y R. 14-9-2016 consideraron que podría de-
terminarse la colindancia o intersección mediante certificación del servicio periférico de costas compren-
siva de tales extremos y referida a la representación gráfica que obre en tal administración; «en el caso de
este expediente, aunque la superficie de la finca que se dice transmitir se corresponde con la que figura ya
en el Registro una vez excluido el dominio público, la representación gráfica catastral de la finca incorpo-
rada en el título no se corresponde con la nueva descripción de la finca, por lo que no puede determinarse
la ubicación de la finca en relación con dicho dominio público, ni se puede rectificar la descripción de la
finca mediante la inscripción de su representación gráfica georreferenciada, conforme al art. 199 Lh»; y
sugiere la subsanación mediante la aportación de «la correspondiente representación gráfica georreferen-
ciada de la finca de la que resulte que la misma, con la descripción que pretende acceder al Registro, no
invade el dominio público».
   R. 18-4-2017 (notaria maría-victoria herreros cejas contra Registro de la propiedad de ayamonte)
(b.o.e. 28-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4661.pdf

1.4. REGISTRO MERCATIL. Por Pedro Ávila Navarro, Registrador de la Propiedad.

- R. 16-3-2017.- R.m. madRid xii.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: AL REGISTRADOR NO LO VINCULAN LAS
CALIFICACIONES ANTERIORES DE OTROS O DE ÉL MISMO.- SOCIEDAD ANÓNIMA: ADMINISTRACIÓN: EL
PODER A UN CARGO REQUIERE ADVERTENCIA DE LA NECESIDAD DE JUSTIFICAR EL NOMBRAMIENTO.

1. calificación registral. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 18-6-2010, R. 10-6-2015 y
R. 9-3-2017.

2. poderes al cargo. se trata de una escritura de poder de una sociedad a «la persona que en cada momento
ostente la condición de presidente del consejo de administración». el Registrador suspende la inscripción
por ser necesario que en escritura pública conste la identidad de los apoderados (arts. 1.280.5 c.c., 94 y
95 R.R.m. y R. 13-5-1976, R. 26-10-1982, R. 3-3-2000, R. 19-4-2000 y R. 28-10-2008). La dirección
reitera la doctrina de las reseñadas resoluciones, en el sentido de que «la norma del art. 1.280.5 c.c. [de-
berán constar en documento público...] queda infringida cuando la individualización del apoderado se ve-
rifica por medio de un mero documento privado, cual es la certificación de la entidad poderdante»; pero
matiza que, «cuando se ponga en ejecución el apoderamiento conferido se deberá completar la reseña iden-
tificativa del documento del apoderado: bien por referencia a la inscripción vigente de su cargo de presi-
dente del consejo de administración en el Registro mercantil, [... o] deberá acreditarse la legalidad y
existencia de dicho nombramiento mediante la reseña identificativa de los documentos que acreditaran la
realidad y validez de aquel y su congruencia con la presunción de validez y exactitud registral establecida
en los arts. 20 c.c. y 7 R.R.m. (vid. R. 17-12-1997, R. 3-2-2001 y R. 23-2-2001)»; y de todo esto concluye
que, «para que el poder otorgado en favor de quien ostente el cargo de presidente del consejo de adminis-
tración pueda acceder al Registro es necesario que en el mismo poder ya se especifique que deberá acre-
ditarse el nombramiento para dicho cargo mediante la inscripción en el Registro mercantil o mediante
escritura pública, al objeto de colmar las exigencias del art. 1.280.5 c.c., defecto que en este sentido será
fácilmente subsanable».

R. 16-3-2017 (Lico Leasing, s.a.u., contra Registro mercantil de madrid) (b.o.e. 4-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/04/pdfs/BOE-A-2017-3712.pdf

- R. 21-3-2017.- R.m. baRceLona xvii.- REPRESENTACIÓN: NO CABE DELEGACIÓN EN ELAPODERAMIENTO
MERCANTIL. se trata de una escritura de apoderamiento otorgada por un apoderado de la sociedad. La di-
rección confirma la calificación registral, de suspender la inscripción respecto a determinadas facultades
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porque el apoderado-poderdante no tiene la facultad de sustituir en favor de terceros tales facultades (ver
arts. 261 y 296 c.c. y las R. 23-1-2001, R. 11-6-2004 y R. 7-5-2008).

R. 21-3-2017 (notario miguel-antonio benet mancho contra Registro mercantil de barcelona) (b.o.e.
6-4-2017).

sin interés fuera del caso concreto; el debate, más semántico que jurídico, versaba sobre si esas facultades
respecto a las que no había facultad de sustituir podían entenderse comprendidas en otras para las que sí
había esa facultad.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3804.pdf

- R. 22-3-2017.- R.m. madRid ii.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE DEMANDA: NO PUEDE TOMARSE SIN MANDA-
MIENTO JUDICIAL. «La única cuestión que se debate en este expediente consiste en determinar si puede to-
marse anotación preventiva de demanda de disolución y liquidación de una sociedad de nacionalidad
venezolana en el folio abierto a una sucursal en españa, por medio de solicitud dirigida al Registro mer-
cantil acompañada de copia de la demanda presentada en el extranjero». dice la dirección que «la mera
solicitud de un particular carece de virtualidad alguna para practicar una anotación preventiva de demanda,
de prohibición de disponer u otras similares» (ver arts. 42.4 L.h., 727 a 735 L.e.c. y 155 R.R.m.); «la
toma de razón en el Registro [de medidas cautelares] sólo es posible si las acuerda el órgano judicial com-
petente (título material) y se documentan en la forma legalmente establecida (título formal, vid. art. 738
en relación con los arts. 149.5 L.e.c. y 257 L.h.); [...] las mismas consideraciones son predicables cuando
la medida cautelar provenga de un órgano jurisdiccional extranjero» (ver art. 58 L. 29/30-7-2015, de coo-
peración jurídica internacional en materia civil).

R. 22-3-2017 (particular contra Registro mercantil madrid) (b.o.e. 6-4-2017).
ver en el mismo sentido R. 7-5-2002 y R. 27-3-2015.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/06/pdfs/BOE-A-2017-3808.pdf

- R. 23-3-2017.- R.m. madRid xii.- REPRESENTACIÓN: INTERPRETACIÓN SOBRE LA DURACIÓN DEL PODER
SEGÚN LA VOLUNTAD DE LOS INTERESADOS. en escritura de 25-10-2016 se otorgó un poder «por plazo de
dos años a contar desde el día de hoy, es decir hasta el 26-10-2018». el Registrador suspende la inscripción
porque, a su juicio, la fecha de vencimiento del poder debe ser el día 25-10-2018, conforme al art. 5 c.c.
aunque ese sería el cómputo correcto según el art. 5 c.c. y la jurisprudencia sobre él, entiende la dirección
que «las normas del título preliminar del c.c. son aplicables, a los negocios jurídicos entre particulares, a
falta de previsiones específicas de los mismos; pero, precisamente por ello, debe prevalecer cualquier otra
determinación que sobre tal extremo se exprese por las partes o por el autor unilateral del negocio de que
se trate, en ejercicio de la autonomía de la voluntad (vid. art. 1.255 c.c.)»; y en este caso la intención del
poderdante debe entenderse claramente revelada.

R. 23-3-2017 (notario gerardo von Wichmann Rovira contra Registro mercantil de madrid) (b.o.e. 7-
4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3843.pdf

- R. 24-3-2017.- R.m. navaRRa.- SOCIEDAD LIMITADA: CUENTAS: NO PUEDEN DEPOSITARSE SIN INFORME
DEL AUDITOR PEDIDO POR LA MINORÍA. La dirección confirma el rechazo del depósito de cuentas de una
sociedad, «habida cuenta de que el acuerdo de aprobación se ha adoptado por la junta general sin que en
el momento de convocatoria y celebración de la misma estuviese a disposición de los socios el informe de
auditoría exigido por la ley al figurar inscrito en el Registro mercantil el nombramiento de auditor para
las cuentas del ejercicio 2015, siendo la causa de tal ausencia la inexistencia del mencionado informe por
no estar elaborado ni al tiempo de la convocatoria ni al de la celebración de la junta»; insiste en la trascen-
dencia que el derecho de información tiene en el ámbito de la regularidad de los acuerdos (cita las R. 16-
11-2002, R. 8-7-2005 y R. 29-11-2012); y, si bien los defectos meramente formales pueden orillarse siempre
que por su escasa relevancia no comprometan los derechos individuales del accionista o socio (R. 8-2-
2012), en este caso «la ausencia total y absoluta de la puesta a disposición de los socios del informe de au-
ditoría exigido por ley implica una contravención frontal de la previsión legal contenida en el art. 272
L.s.c.», con independencia de la causa. por otra parte, «los eventuales perjuicios que para la sociedad im-
plique la falta de depósito de las cuentas no conlleva la inexistencia de la infracción, sino que ha de llevar
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a su más pronta subsanación, de acuerdo con la conducta exigible a una administración diligente». final-
mente, no es admisible el argumento sobre el porcentaje de presencia y votación en la junta (ciertamente
muy cualificado), porque eso «llevaría a la conclusión de que en sociedades con mayorías cualificadas es-
tables los requisitos de protección de las minorías pueden ser sistemáticamente soslayados».

R. 24-3-2017 (talleres júcar, s.L., contra Registro mercantil de navarra) (b.o.e. 7-4-2017).
sobre la flexibilidad en la apreciación de defectos meramente formales, ver R. 2-9-2016 y su comentario.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3849.pdf

- R. 27-3-2017.- R.m. astuRias i.- REGISTRO MERCANTIL: EL CIERRE DEL REGISTRO MERCANTIL POR
BAJA FISCAL NO PERMITE INSCRIBIR ELACUERDO DE DISOLUCIÓN.- SOCIEDAD LIMITADA: ADMINISTRACIÓN:
EL CIERRE DEL REGISTRO MERCANTIL POR BAJA FISCAL NO PERMITE INSCRIBIR EL ACUERDO DE DISOLU-
CIÓN. Reitera en el sentido indicado la doctrina de otras resoluciones (por ejemplo, R. 1-3-2010, R. 4-9-
2012, R. 19-6-2013, R. 27-9-2014 y R. 18-5-2016).

R. 27-3-2017 (Lácteos granda, s.a., contra Registro mercantil de asturias) (b.o.e. 7-4-2017).
La dirección insiste, como en otras ocasiones, en aplicar la regla general de cierre y, aunque ahora no

era el caso, mantener las excepciones del art. 96 R.R.m. (asientos ordenados por la autoridad judicial o
aquellos que hayan de contener los actos que sean presupuesto necesario para la reapertura de la hoja, así
como los relativos al depósito de las cuentas anuales); pero obsérvese que el Reglamento trata de el cierre
a que se refieren los art.s 276 y 277 del Reglamento del impuesto de sociedades, y si un reglamento esta-
blecía la regla, el otro podía establecer las excepciones. pero hoy la regla de cierre está en el art. 119.2 L.
27/27-11-2014, del impuesto sobre sociedades, que, con rango de ley, dice que no podrá realizarse ninguna
inscripción..., sin admitir excepción, ni siquiera por orden judicial o por ser presupuesto de la apertura; no
parece que el Reglamento del Registro mercantil pueda introducir excepciones a una regla legal. otra cosa
es que la sanción de cierre registral es excesiva, tal vez inconstitucional por producir indefensión: piénsese
que la sociedad ha podido llegar a su irregular situación fiscal por culpa de unos administradores negli-
gentes o infieles, y no se le permite siquiera inscribir el cese de los mismos, con lo que el Registro publicará
la vigencia de unos cargos extinguidos en la realidad y mantendrá, por tanto, frente a terceros, la legitimidad
de los actos otorgados por las personas inscritas (situación que defiende la dirección para no facilitar la
desvinculación de administradores culpables de la situación; ver, por ejemplo, R. 1-3-2010).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3852.pdf

- R. 28-3-2017.- R.m. vizcaya ii.- RECURSO GUBERNATIVO: POSIBILIDAD DE ACUMULACIÓN DE RECURSOS
DEL MISMO RECURRENTE CON IGUALDAD DE SUPUESTOS.- PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO: ES POSIBLE LA
DE LICENCIA DE FARMACIA SUJETA A LA CONDICIÓN DE AUTORIZACIÓN AUTONÓMICA.

1. Recurso gubernativo. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 5-3-2005 y R. 20-1-2012,
entre otras: «al tratarse del mismo recurrente y existir práctica igualdad de los supuestos de hecho y con-
tenido de las notas de calificación, pueden ser objeto de acumulación y objeto de una sola resolución».

2. prenda sin desplazamiento. «se debate en este expediente si la autorización de funcionamiento de ofi-
cina de farmacia concedida en el ámbito de la comunidad autónoma del país vasco puede constituir el
objeto de una prenda sin desplazamiento posesorio o si, por el contrario, por carecer de autonomía jurídica
sólo puede ser objeto, como extensión del derecho, de hipoteca sobre establecimiento mercantil de oficina
de farmacia». el art. 54 L.h.m. y p.s.d. 16-12-1954 permite la prenda de licencias siempre que la Ley o
el correspondiente título de constitución autoricen su enajenación a un tercero; como resulta de los arts. 3
y 4.2 L. 16/25-4-1997, de Regulación de servicios de las oficinas de farmacia, corresponde a las comu-
nidades autónomas la regulación de las autorizaciones de apertura y de transmisión de oficina de farmacia;
del art. 17 L. 11/17-6-1994, de ordenación farmacéutica de la comunidad autónoma del país vasco, re-
sulta el principio general de que la transmisión de oficina de farmacia está sujeta a autorización adminis-
trativa, con la peculiaridad de que, «si bien el transmitente de la oficina de farmacia puede establecer las
condiciones que tenga por conveniente, corresponde a la administración sanitaria, mediante apertura de
concurso, la decisión de seleccionar al farmacéutico que, partícipe en el concurso, reúna las condiciones
más idóneas»; no se confunde la titularidad de la oficina de farmacia con la del local en el que se desarrolla
(arts. 2.2 y 3.2.a d. 166/16-3-1999); de todo esto se deduce que la licencia de explotación de farmacia
puede ser «objeto de tráfico jurídico autónomo sin perjuicio, en su caso, de las peculiaridades que, para la
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selección del transmisario en caso de transmisión a título oneroso, se derivan de la regulación o de las con-
secuencias que puedan producirse si, al tiempo de la transmisión de la autorización, no se es titular de una
oficina de farmacia».

R. 28-3-2017 (banco santander, s.a., contra Registro mercantil de vizcaya) (b.o.e. 7-4-2017).
ver en el mismo sentido la R. 10-10-2016, sobre prenda sin desplazamiento de una licencia de autotaxi

de zaragoza, sujeta a la condición de autorización municipal y con casos muy restringidos de transmisibi-
lidad, solo en favor de pretendientes con condiciones determinadas.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3853.pdf

- R. 29-3-2017.- R.m. máLaga iii.- SOCIEDAD LIMITADA: JUNTAGENERAL: ELACUERDO REQUIERE MAYORÍA
QUE REPRESENTE UN TERCIO DE LOS VOTOS CORRESPONDIENTES A LAS PARTICIPACIONES. no cabe «depo-
sitar las cuentas anuales de una sociedad limitada, aprobadas por unanimidad en junta general, en la cual
se hallaba presente únicamente el 10% de su capital social, habiendo sido debidamente convocado el otro
socio titular del 90% restante, sin que compareciera», puesto que el art. 198 L.s.c. exige un quórum de un
tercio de los votos correspondientes a las participaciones sociales en que se divida el capital; «esta conclu-
sión no se ve afectada por la situación fáctica en que pueda encontrarse la sociedad por el juego de las ma-
yorías según los socios que en cada momento sean titulares del capital social, y que pueda conducir a la
imposibilidad de adoptar acuerdos; sin perjuicio de que dicha situación de bloqueo esté configurada legis-
lativamente como causa de disolución (art. 363.d L.s.c.)».

R. 29-3-2017 (paragon homes, s.L., contra Registro mercantil de málaga) (b.o.e. 7-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3856.pdf

- R. 30-3-2017.- R.m. cantabRia.- SOCIEDAD LIMITADA: CUENTAS: DEPÓSITO CUANDO ELAUDITOR EXPRESA
OPINIÓN DESFAVORABLE CON INFORMACIÓN RELEVANTE. Reitera sobre el asunto indicado la doctrina de
las R. 10-1-2014 y R. 20-10-2015.

R. 30-3-2017 (pescatrade, s.a.», contra Registro mercantil de cantabria) (b.o.e. 14-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4146.pdf

- R. 31-3-2017.- R.m. seviLLa.- RECURSO GUBERNATIVO: SÓLO PROCEDE CONTRA LA NOTA DE SUSPENSIÓN
O DENEGACIÓN, NO CUANDO SE PRACTICA EL ASIENTO. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R.
19-5-2014, R. 28-8-2013, R. 14-10-2014, R. 19-9-2016, R. 5-10-2016, R. 10-10-2016, R. 22-11-2016, R.
13-12-2016, R. 23-1-2017 y otras muchas (art. 326 L.h.). en este caso se recurría contra la cancelación
practicada de todos los asientos registrales de la sociedad como consecuencia de la diligencia de cierre de
la hoja registral por disolución de pleno derecho; cancelación que está bajo la salvaguardia de los tribunales
(art. 1 L.h.).

R. 31-3-2017 (hummel sport spain, s.L., contra Registro mercantil de sevilla) (b.o.e. 14-4-2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/14/pdfs/BOE-A-2017-4147.pdf

- R. 3-4-2017.- R.m. vaLencia iii.- SOCIEDAD ANÓNIMA: JUNTA GENERAL: CORRESPONDE AL PRESIDENTE
APRECIAR LA CONSTITUCIÓN DE LA JUNTA. se trata de escritura y acta notarial de junta general, de las que
resulta que el secretario manifiesta que los socios asistentes son determinadas personas que representan el
100% del capital social, a lo que protesta y se opone un socio que sostiene una composición distinta del ca-
pital. el Registrador suspende la inscripción de los acuerdos por existir dos listas de asistentes. La dirección
reitera su doctrina (ver, por ejemplo, R. 5-8-2013 y R. 24-10-2016), ahora para la sociedad anónima, de que
«se atribuye a la mesa de la junta la formación de la lista de asistentes (arts. 191, 192 y 193 L.s.c.), para lo
que debe emitir una opinión cuando existan reclamaciones de titularidad que no resulten de sus registros y
que pueden ser tanto estimatorias como desestimatorias (como ocurre a la hora de apreciar la existencia de
representación de socios u otras circunstancias similares), [...] y de que corresponde al presidente realizar
la declaración sobre la válida constitución de la junta» (ver, por todas, la R. 29-11-2012); declaración contra
la cual «pueden hacerse manifestaciones cuya constancia en acta se puede solicitar (art. 102.1.4 R.R.m.) en
términos tales que aquella no pueda mantenerse; para que así sea es preciso que de los hechos resulte una
situación de conflicto tal que resulte patente la falta de legalidad y acierto de la declaración de la mesa; así
ocurre cuando existen juntas contradictorias (R. 20-12-2012), o cuando existen dos listas de asistentes di-
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ferentes (R. 29-10-1999) o dos libros registros diferentes (R. 13-2-1998), o cuando del acta notarial de junta
general resulta patentemente la arbitrariedad en la privación del derecho de voto (R. 24-10-2016); [...] fuera
de estos u otros supuestos semejantes hay que estar a la declaración del presidente de la junta, [...] y la mera
oposición de uno o varios socios a las decisiones de la mesa no las desvirtúa; [...] [todo ello] sin perjuicio
de las acciones que al socio corresponden en defensa de su posición jurídica»; por lo que respecta al caso
concreto, tampoco la oposición constituye un supuesto de doble lista de asistentes.
   R. 3-4-2017 (urbem, s.a., contra Registro mercantil de valencia) (b.o.e. 19-4-2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4279.pdf

- R. 5-4-2017.- R.m. buRgos.- SOCIEDAD PROFESIONAL: PROCEDENCIA DEL CIERRE REGISTRAL Y DISOLU-
CIÓN DE PLENO DERECHO POR FALTA DE ADAPTACIÓN A LAL. 2/2007. Reitera en el sentido indicado la doc-
trina de las R. 29-3-2016, R. 17-10-2016, R. 16-12-2016 y R. 2-3-2017.
R. 5-4-2017 (gesuvis, sL, contra Registro mercantil de burgos) (b.o.e. 19-4-2017).
   ver resoluciones citadas y sus comentarios.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4282.pdf

- R. 17-4-2017.- R.m. zamoRa.- SOCIEDAD LIMITADA: CUENTAS: EL CIERRE POR FALTA DE DEPÓSITO DE
CUENTAS NO SE ENERVA POR ACUERDO DE REVOCACIÓN DEL DE APROBACIÓN. se trata del mismo caso que
dio lugar a las R. 11-7-2016 y R. 19-9-2016; cerrado el Registro por falta de depósito de cuentas, la sociedad
vuelve a solicitar la reapertura según al art. 378.5 R.R.m., certificando el administrador que el acuerdo
inicial de aprobación de las cuentas anuales ha sido dejado sin efecto por otro posterior. pero dice la di-
rección que «no estamos ante el supuesto previsto en el art. 378.5 R.R.m., como ya puso de relieve la R.
19-9-2016», es decir, no se trata del supuesto de excepción de sociedad cuyas cuentas anuales no han sido
aprobadas; porque «los efectos ex nunc del acuerdo revocatorio no pueden alcanzar a efectos ya producidos
referidos a terceros, en este caso, el interés general reflejado en la sanción de cierre»; de no ser así, «la
persistencia de la sanción impuesta a la sociedad incumplidora dependería de su exclusiva voluntad y no
del cumplimiento de la previsión que para su levantamiento establece el ordenamiento jurídico y que no
es otra que el correspondiente depósito de las cuentas del ejercicio cuya ausencia provocó el cierre».
   R. 17-4-2017.- Registro mercantil de zamora) (b.o.e. 28-4-2017).
   en apoyo de los «los efectos ex nunc» cita la dirección la s. 26.01.2006, según la cual, «es indudable
que la sociedad puede ‟rectificar”, desistir, arrepentirse o ‟renunciar” un acuerdo que previamente haya
adoptado, pero siempre con pleno respeto a las normas del ordenamiento jurídico y con efectos ex nunc,
pues no puede pretenderse dejar sin efecto aquellos ya producidos; [...] no hay tal restablecimiento [de una
situación anterior], sino una nueva modificación que carece de efectos retroactivos, que solo cabe reconocer
a las leyes que así lo dispongan (art. 2.3 c.c.), dentro de los límites de seguridad que señala el art. 9.3
c.e.»; y en el mismo sentido, la s. 18-10-2012, que dice gráficamente que «no existe un ‟derecho al arre-
pentimiento” con proyección sobre derechos adquiridos por terceros e incluso por socios a raíz del acuerdo
revocado…».

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4659.pdf

- R. 18-4-2017.- R.m. a coRuña.- SOCIEDAD LIMITADA: APORTACIONES: NO PUEDE RECTIFICARSE LA VA-
LORACIÓN DE UNA APORTACIÓN Y REDUCIR EN CONSECUENCIA EL CAPITAL. sociedad limitada: Reducción
de capital: no puede rectificarse la valoración de una aportación y reducir en consecuencia el capital.
   Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 4-4-2013 y R. 23-11-2015. ahora, en el caso de «una
escritura de subsanación de otra previa de constitución de sociedad limitada en la que se pone de manifiesto
por el único socio constituyente que la cifra de capital social ha de ser inferior a la inscrita por error en la
transcripción a la escritura pública de valoración de aportación no dineraria».
   R. 18-4-2017 («europublic comunicación, s.L., contra Registro mercantil de a coruña) (b.o.e. 28-4-
2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4662.pdf
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3. NO PUBLICADAS EN EL B.O.E.

3.1. RESOLUCIONES DE AUDITORES. Comentarios por José Ángel García-Valdecasas, Registrador
de la Propiedad. (Solo aparecen en el Boletín publicado en la Intranet Colegial).

3.1.1. ResoLuciones de auditoRes noviembRe y diciembRe de 2016.

VI. SENTENCIAS Y OTRAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES.

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL:

- sentencia 29/2017, de 27 de febReRo de 2017. RecuRso de ampaRo 3279-2014. pRomovido poR doña
o.i. Respecto de Las sentencias de La audiencia pRovinciaL de baRceLona y un juzgado de Lo penaL
de manResa que Le condenaRon poR un deLito de faLsedad en documento púbLico. vuLneRación deL
deRecho a La tuteLa judiciaL (motivación): ResoLuciones judiciaLes que no pondeRan La existencia
de aRRaigo famiLiaR aL acoRdaR La sustitución de una pena de pRisión poR La expuLsión deL teRRitoRio
nacionaL.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3870.pdf

- sentencia 30/2017, de 27 de febReRo de 2017. RecuRso de ampaRo 22-2015. pRomovido poR don
R.a.n. en ReLación con Las ResoLuciones dictadas poR un juzgado de Lo contencioso-administRa-
tivo de madRid en pRoceso poR sanción impuesta en mateRia de tRanspoRtes teRRestRes. vuLneRación
deL deRecho a La tuteLa judiciaL efectiva (motivación) en ReLación con eL deRecho a La LegaLidad
sancionadoRa: autos dictados en incidente de ejecución de sentencia que no dan adecuada Res-
puesta a La aLegación ReLativa a La apLicación de un pRecepto LegaL posteRioRmente decLaRado in-
constitucionaL (stc 13/2013).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3871.pdf

- sentencia 31/2017, de 27 de febReRo de 2017. RecuRso de ampaRo 5030-2015. pRomovido poR eL
ministeRio fiscaL Respecto de Las sentencias dictadas poR La audiencia pRovinciaL de pontevedRa
y un juzgado de pRimeRa instancia e instRucción de ponteaReas en pRoceso de incapacitación. vuL-
neRación de Los deRechos a La tuteLa judiciaL sin indefensión y a un pRoceso con todas Las gaRan-
tías: ceLebRación de vista sin La pResencia de La fiscaL designada paRa inteRveniR como defensoRa
deL demandado (stc 199/2006).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3872.pdf

- sentencia 32/2017, de 27 de febReRo de 2017. RecuRso de ampaRo 6933-2015. pRomovido poR eL
gRupo paRLamentaRio popuLaR de Las coRtes de castiLLa-La mancha Respecto de Las ResoLuciones
dictadas poR La mesa de La cámaRa que inadmitieRon a tRámite sendas peticiones de documentación.
vuLneRación deL deRecho aL ejeRcicio de Las funciones RepResentativas: denegación de documen-
tación soLicitada paRa eL ejeRcicio de La función de fiscaLización de La idoneidad paRa eL caRgo de
Los designados como miembRos deL consejo de gobieRno autonómico.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3873.pdf

- sentencia 33/2017, de 1 de maRzo de 2017. RecuRso de inconstitucionaLidad 4585-2012. inteR-
puesto poR eL consejo de gobieRno de La junta de andaLucía en ReLación con diveRsos pReceptos
deL ReaL decReto-Ley 16/2012, de 20 de abRiL, de medidas uRgentes paRa gaRantizaR La sostenibi-
Lidad deL sistema nacionaL de saLud y mejoRaR La caLidad y seguRidad de sus pRestaciones. Límites
de Los decRetos-Leyes, deRecho a La pRotección de La saLud y competencias sobRe sanidad: consti-
tucionaLidad de Los pReceptos LegaLes estataLes que modifican La ReguLación juRídica de La con-
dición de aseguRado deL sistema nacionaL de saLud, eL Régimen de pRescRipción de medicamentos
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y pRoductos sanitaRios, y La acción sociaL destinada aL peRsonaL estatutaRio de Los seRvicios pú-
bLicos de saLud. votos paRticuLaRes.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3874.pdf

- sentencia 34/2017, de 1 de maRzo de 2017. RecuRso de inconstitucionaLidad 3071-2013. inteR-
puesto poR eL gobieRno de La geneRaLitat de cataLuña Respecto de Los aRt.s 39.2 y 40 deL ReaL de-
cReto-Ley 4/2013, de 22 de febReRo, de medidas de apoyo aL empRendedoR y de estímuLo aL
cRecimiento y de La cReación de empLeo. Límites de Los decRetos-Leyes y competencias sobRe uRba-
nismo y comeRcio inteRioR: constitucionaLidad de Los pReceptos LegaLes estataLes ReLativos a La
incidencia teRRitoRiaL de Las instaLaciones de distRibución aL poR menoR de caRbuRante y combus-
tibLes petRoLífeRos. voto paRticuLaR.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3875.pdf

- sentencia 35/2017, de 1 de maRzo de 2017. RecuRso de inconstitucionaLidad 3076-2013. inteR-
puesto poR más de cincuenta diputados deL gRupo paRLamentaRio sociaLista en eL congReso Res-
pecto deL ReaL decReto-Ley 3/2013, de 22 de febReRo, poR eL que se modifica eL Régimen de Las tasas
en eL ámbito de La administRación de justicia y eL sistema de asistencia juRídica gRatuita. Límites
de Los decRetos-Leyes, deRechos a La iguaLdad y a La tuteLa judiciaL efectiva, justicia gRatuita:
acReditación de La concuRRencia deL pResupuesto habiLitante; constitucionaLidad de Los pReceptos
LegaLes contRoveRtidos.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3876.pdf

- sentencia 36/2017, de 1 de maRzo de 2017. confLicto positivo de competencia 5958-2014. pLan-
teado poR eL gobieRno de La geneRaLitat de cataLuña en ReLación con diveRsos pReceptos deL ReaL
decReto 413/2014, de 6 de junio, poR eL que se ReguLa La actividad de pRoducción de eneRgía eLéc-
tRica a paRtiR de fuentes de eneRgía RenovabLes, cogeneRación y Residuos. competencias sobRe eneR-
gía: inteRpRetación confoRme con La constitución deL pRecepto RegLamentaRio ReLativo a La
autoRización de instaLaciones peninsuLaRes de pRoducción de eneRgía eLéctRica (stc 32/2016).
votos paRticuLaRes.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3877.pdf

- sentencia 37/2017, de 1 de maRzo de 2017. cuestión de inconstitucionaLidad y pRejudiciaL sobRe noR-
mas foRaLes fiscaLes 6444-2015. pLanteada poR eL juzgado de Lo contencioso-administRativo númeRo 3
de vitoRia-gasteiz, en ReLación, de un Lado, con diveRsos pReceptos de La noRma foRaL 46/1989, de 19
de juLio, deL impuesto sobRe eL incRemento deL vaLoR de Los teRRenos de natuRaLeza uRbana deL teRRitoRio
históRico de áLava, y, de otRo, con Los aRt.s 107 y 110.4 deL texto Refundido de La Ley ReguLadoRa de
Las haciendas LocaLes, apRobado poR eL ReaL decReto LegisLativo 2/2004, de 5 de maRzo. pRincipio de
capacidad económica y pRohibición de conficastoRiedad: inadmisión de La cuestión de inconstituciona-
Lidad; nuLidad de Los pReceptos de La noRma foRaL fiscaL en tanto someten a tRibutación situaciones de
inexistencia de incRementos de vaLoR de Los teRRenos de natuRaLeza uRbana (stc 26/2017).

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3878.pdf

- RecuRso de inconstitucionaLidad n.º 1638-2017, contRa La disposición adicionaL 40, apaR-
tados uno y dos, de La Ley 4/2017, de 28 de maRzo, deL paRLamento de cataLuña de pResupuestos
de La geneRaLitat de cataLuña paRa eL ejeRcicio 2017 y diveRsas paRtidas pResupuestaRias.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/05/pdfs/BOE-A-2017-3740.pdf
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2. TRIBUNAL SUPREMO.

2.1. SENTENCIAS SALA DE LO CIVIL:

Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad:

- s.t.s. 68/2017.- 2-2-2017.- saLa de Lo civiL.- SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA. IMPUGNACIÓN
DE ACUERDOS. DERECHO DE VOTO. eL aRt. 190 t.R.L.s.c. únicamente pRohíbe eL deRecho de voto aL
socio afectado, peRo no extiende dicha inteRdicción a Las peRsonas vincuLadas. Las peRsonas
vincuLadas quedan afectadas poR Las pRohibiciones y RestRicciones de Los aRts. 229 y 230 t.R.L.s.c.,
peRo no poR La pRivación de voto. se desestima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7937925&links=&optimize=20170220&publicinterface=true

- s.t.s. 128/2017.- 24-2-2017.- saLa de Lo civiL.- PENSIÓN COMPENSATORIA. CARÁCTER INDEFINIDO. SE
ESTABLECE EL CARÁCTER INDEFINIDO DE LA PENSIÓN COMPENSATORIA. eL estabLecimiento de un Límite
tempoRaL paRa La peRcepción de La pensión compensatoRia, depende de que con eLLo no se Resienta
La función de RestabLeceR eL equiLibRio que Le es consustanciaL, siendo ésta una exigencia o con-
dición que obLiga a tomaR en cuenta Las específicas ciRcunstancias deL caso. se estima eL RecuRso
de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7956145&links=&optimize=20170310&publicinterface=true

- s.t.s. 131/2017.- 27-2-2017.- saLa de Lo civiL.- PERMUTA FINANCIERA. OBLIGACIÓN DE INFORMACIÓN.
ERROR DE VICIO. eL hecho de que se tRate de una empResa con cieRta ReLevancia en eL tRáfico meR-
cantiL, no exime de La obLigación poR paRte de La entidad financieRa de cumpLiR con Los debeRes de
infoRmación. Los datos que toma en consideRación La sentencia RecuRRida son insuficientes y no
se adecuan a Las exigencias LegaLes necesaRias paRa daR poR cumpLido eL estándaR de infoRmación
exigibLe. estima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7956152&links=&optimize=20170310&publicinterface=true

- s.t.s. 171/2017.- 9-3-2017.- saLa de Lo civiL.- CLÁUSULA SUELO. REQUISITOS TRANSPARENCIA. La cLáu-
suLa cumpLe Los Requisitos de tRanspaRencia exigidos poR La sentencia 241/2013, de 9 de mayo. se
encuentRa intRoducida y ubicada dentRo deL contRato de taL foRma, que no apaRece enmascaRada
ni se diLuye La atención deL contRatante entRe otRas cLáusuLas. Los demandantes conocían con
pRecisión eL aLcance y Las consecuencias de La apLicación de La RefeRida cLáusuLa sueLo, que ne-
gociaRon individuaLmente y teRminaRon poR aceptaR en uso de su autonomía negociaL. se desestima
eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7957980&links=&optimize=20170313&publicinterface=true

- s.t.s. 173/2017.- 13-3-2017.- saLa de Lo civiL.- SWAP. DEBERES DE INFORMACIÓN. de acueRdo con La
noRmativa mifid, en La comeRciaLización de pRoductos compLejos a inveRsoRes no pRofesionaLes
existe una asimetRía infoRmativa, que impone a Las entidades financieRas eL debeR de suministRaR
aL cLiente una infoRmación compRensibLe y adecuada de Las caRacteRísticas deL pRoducto y Los
concRetos Riesgos que Les puede compoRtaR su contRatación. poR eL hecho de que La contRatación
de La peRmuta financieRa esté vincuLada a un contRato de pRéstamo hipotecaRio, no pieRde su con-
dición de pRoducto financieRo compLejo y poR eLLo ResuLtan exigibLes Los debeRes de infoRmación.
se estima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971492&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 175/2017.- 13-3-2017.- saLa de Lo civiL.- CONTRATACIÓN PERMUTA FINANCIERA. ERROR VICIO.
eL hecho de optaR poR La canceLación anticipada y de pactaR con eL banco eL impoRte de La Liqui-
dación no supone una confiRmación deL contRato viciado poR una causa de anuLabiLidad. ni La peR-
cepción de Liquidaciones positivas, ni Los pagos de saLdos negativos, ni La canceLación anticipada
deL contRato, pueden seR consideRados actos convaLidantes deL negocio genéticamente viciado
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poR eRRoR en eL consentimiento. se estima eL RecuRso de casación.
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971486&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 181/2017.- 13-3-2017.- saLa de Lo civiL.- CONCURSO DE ACREEDORES. CRÉDITOS CONTRA LA
MASA. aL no tRataRse de un cRédito concuRsaL, sino contRa La masa, no se integRa en La masa pasiva
deL concuRso, no está sujeto a Las RegLas de La paR condicio cReditoRum , y puede seR pagado aL
maRgen de La soLución concuRsaL aLcanzada, sea La de convenio o La de Liquidación. no es apLi-
cabLe La pRohibición de compensación deL aRt. 58 de La Ley concuRsaL. se desestima eL RecuRso de
casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7963999&links=&optimize=20170320&publicinterface=true

- s.t.s. 182/2017.- 13-3-2017.- saLa de Lo civiL.- RESOLUCIÓN CONTRATO COMPRAVENTA. CONDICIÓN
RESOLUTORIA. pRocede La ResoLución deL contRato de compRaventa, dado que habían pactado Las
paRtes que eL RetRaso constituía causa de ResoLución deL contRato y La vendedoRa no entRegó en
pLazo La vivienda. eL hecho de habeR pactado una condición ResoLutoRia expResa es suficientemente
indicativo de La tRascendencia que Las paRtes Le dieRon aL téRmino deL cumpLimiento deL contRato.
se estima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7963988&links=&optimize=20170320&publicinterface=true

- s.t.s. 183/2017.- 14-3-2017.- saLa de Lo civiL.- GUARDA Y CUSTODIA COMPARTIDA. ATRIBUCIÓN VI-
VIENDA. no es posibLe atRibuiR eL uso de La vivienda a Los hijos y aL pRogenitoR en cuya compañía
queden en eL caso de una guaRda y custodia compaRtida. aL acoRdaR La custodia compaRtida, Los
menoRes ya no ResidiRán habituaLmente en eL domiciLio de La madRe, sino que con peRiodicidad se-
manaL habitaRán en eL domiciLio de cada uno de Los pRogenitoRes, no existiendo ya una Residencia
famiLiaR, sino dos, poR Lo que ya no se podRá haceR adscRipción de La vivienda famiLiaR, indefinida,
a Los menoRes y aL padRe o madRe que con éL conviva, puesto que La Residencia no es única. se
estima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971485&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 186/2017.- 15-3-2017.- saLa de Lo civiL.- PARTICIPACIONES SOCIALES. USUFRUCTO. eL usufRucto
soLamente impLica eL deRecho aL dividendo y no atRibuye tituLaRidad en eL capitaL sociaL, que sigue
coRRespondiendo aL nudo pRopietaRio. La noRmativa sobRe paRticipaciones pRopias (autocaRteRa)
está diRigida excLusivamente a La pLena pRopiedad de paRte deL capitaL poR La sociedad, no a La
tituLaRidad de otRos deRechos ReaLes Limitados como eL usufRucto. se desestima eL RecuRso de
casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971494&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 193/2017.- 16-3-2017.- saLa de Lo civiL.- CRÉDITO CONTRA LA MASA. LEGITIMACIÓN IMPUGNA-
CIÓN. es coRRecta La caLificación de cRédito contRa La masa, deL cRédito ResuLtante de La condena
en costas poR La decLaRación de concuRso. eL aRt. 96 L.c. concede Legitimación paRa impugnaR La
Lista de acReedoRes a cuaLquieR inteResado aL que afecte La Lista, y no soLo a Los acReedoRes o ti-
tuLaRes de Los cRéditos. se desestima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971497&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 200/2017.- 24-3-2017.- saLa de Lo civiL.- PENSIÓN COMPENSATORIA. VIDAMARITAL DE LA ESPOSA
CON OTRA PERSONA. pRocede La extinción de La pensión compensatoRia que acoRdaRon Los esposos
en convenio ReguLadoR, dado que es hecho pRobado que La esposa mantuvo una convivencia con
una teRceRa peRsona con caRácteR de vida maRitaL de acueRdo con Lo estabLecido en eL aRt. 101
cc. se desestima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7977433&links=&optimize=20170331&publicinterface=true

- s.t.s. 470/2017.- 21-3-2017.- saLa de Lo civiL.- ESTATUTO DE APÁTRIDA. SOLICITANTE PALESTINA. La
configuRación de La apatRidia, tiene poR finaLidad otoRgaR pRotección a cuaLquieR peRsona que no
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tenga eL ampaRo y apoyo de un estado. caRece de ReLevancia que eL estado decisoR Reconozca o
no aL estado de La nacionaLidad deL soLicitante, ya que Reconocido o no, eL estado de pRocedencia
otoRga su pRotección a su nacionaL, y ese dato excLuye La apatRidia. se desestima eL RecuRso de
casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975202&links=&optimize=20170329&publicinterface=true

- a.t.s. 7/2017.- 4-4-2017.- saLa de Lo civiL.- INADMISIÓN A TRÁMITE DE DEMANDA DE REVISIÓN DE SEN-
TENCIA FIRME BASADA EN LA S.T.J.U.E. DE 21 DE DICIEMBRE DE 2016 Y SU DOCTRINA SOBRE LOS EFECTOS
RESTITUTORIOS DE LA NULIDAD DE LAS «CLÁUSULAS SUELO».

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7984769&links=&optimize=20170406&publicinterface=true(

(Acceso al Comentario del Gabinete Técnico)

Por Juan José Jurado Jurado, Registrador de la Propiedad:

- s.t.s. 859/2017.- 13-3-2017. saLa de Lo civiL. sección 1. COMPRAVENTA DE VIVIENDA EN CONSTRUCCIÓN.
SU RESOLUCIÓN. incumpLimiento deL pLazo de entRega poR eL vendedoR. cLáusuLa abusiva poR inde-
teRminación deL pLazo, que queda aL aRbitRio deL vendedoR. apLicación de La LegisLación sobRe
consumidoRes y usuaRios. existencia de condición ResoLutoRia expResa.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7963988&links=&optimize=20170320&publicinterface=true

- s.t.s. 973/2017.- 14-3-2017. saLa de Lo civiL . sección 1.- SEPARACIÓN. DIVORCIO. RÉGIMEN DE GUARDA
Y CUSTODIA COMPARTIDA, Y NO UNA GUARDA EXCLUSIVA: atRibución deL uso de La vivienda famiLiaR a
Las hijas menoRes y a La esposa hasta eL momento de La Liquidación deL Régimen económico matRi-
moniaL o cuando de cuaLquieR otRo modo se Liquide este bien.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971485&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- s.t.s. 982/2017.- 15-3-2017. saLa de Lo civiL. sección 1. SOCIEDAD LIMITADA. USUFRUCTO DE PARTI-
CIPACIONES SOCIALES POR LA PROPIA SOCIEDAD. inapLicabiLidad de La L.s.c. sobRe amoRtización foR-
zosa paRa eL caso de autocaRteRa, pues La misma está diRigida excLusivamente a La pLena pRopiedad
de paRte deL capitaL, no a La tituLaRidad de otRos deRechos ReaLes Limitados, como eL usufRucto,
saLvo que éste atRibuya a La sociedad (usufRuctuaRia) eL deRecho de voto. La condición de socio
coRResponde aL nudo pRopietaRio y no aL usufRuctuaRio (noRma que es de caRácteR impeRativo). eL
usufRuctuaRio no tiene una tituLaRidad deL capitaL sociaL que se tRaduzca en una hipotética cuota
de Liquidación, a difeRencia de Lo que ocuRRe con eL socio, que sí tiene acción paRa RecLamaR dicha
cuota.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7971494&links=&optimize=20170327&publicinterface=true

- sentencia de 16 de maRzo de 2017, de La saLa teRceRa deL tRibunaL supRemo, que estima en
paRte eL RecuRso inteRpuesto y decLaRa La nuLidad deL aRt. 49.1.m) deL ReaL decReto 413/2014, de
6 de junio, poR eL que se ReguLa La actividad de pRoducción de eneRgía eLéctRica a paRtiR de fuentes
de eneRgía RenovabLes, cogeneRación y Residuos, y deL anexo ii de La oRden iet/1045/2014, de 16
de junio, poR La que se apRueban Los paRámetRos RetRibutivos de Las instaLaciones tipo apLicabLes
a deteRminadas instaLaciones de pRoducción de eneRgía eLéctRica a paRtiR de fuentes de eneRgía
RenovabLes, cogeneRación y Residuos, en Lo ReLativo a Los vaLoRes asignados a La it-01426.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/25/pdfs/BOE-A-2017-4486.pdf

- sentencia de 27 de maRzo de 2017, de La saLa teRceRa deL tRibunaL supRemo, que estima en
paRte eL RecuRso contRa La oRden iet/2444/2014, de 19 de diciembRe, poR La que se deteRminan Los
peajes de acceso de eneRgía eLéctRica paRa 2015, y eL RecuRso indiRecto contRa eL ReaL decReto
1054/2014, de 12 de diciembRe, poR eL que se ReguLa eL pRocedimiento de cesión de Los deRechos de
cobRo deL déficit deL sistema eLéctRico deL año 2013 y se desaRRoLLa La metodoLogía de cáLcuLo
deL tipo de inteRés que devengaRán Los deRechos de cobRo de dicho déficit y, en su caso, de Los
desajustes tempoRaLes negativos posteRioRes, y anuLa eL aRt. 7, apaRtados 2 y 3, de La oRden y eL
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aRt. 3 deL ReaL decReto en cuanto aL cómputo de Los inteReses tenidos en cuenta paRa deteRminaR
Las anuaLidades de Los años 2014 y 2015 coRRespondientes aL déficit deL año 2013, poR no incoRpo-
RaR Los inteReses devengados desde eL momento deL pago efectivo de cada una de Las Liquidaciones
pRovisionaLes de dicho ejeRcicio.

http://www.boe.es/boe/dias/2017/04/25/pdfs/BOE-A-2017-4487.pdf

2.2. SENTENCIAS SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO:

Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad:

- s.t.s. 469/2017.- 21-3-2017.- saLa de Lo contencioso-administRativo.- CONDICIÓN APÁTRIDA. TAYI-
KISTÁN. en Los casos de apatRidia debe existiR aLgún dato que indique La concuRRencia de Los Re-
quisitos paRa que se Le conceda eL estatuto de Refugiado, sino eL Reconocimiento deL estatuto de
apátRida ResuLta impRocedente. no existe pRueba, más aLLá de La meRa manifestación deL soLicitante
de que caRece de nacionaLidad, que indique que eL estado de tayikistán no Le concede su nacio-
naLidad. existe eL cauce LegaL necesaRio y suficiente paRa consideRaR que eL inteResado es ciuda-
dano tayiko. se desestima eL RecuRso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975201&links=&optimize=20170329&publicinterface=true

2.3. COMENTARIOS A LAS SENTENCIAS DEL PLENO. Por Juan Pablo Murga Fernández,
Registrador de la Propiedad.

- DAÑOS Y PERJUICIOS CAUSADOS POR ENERGÍA ELÉCTRICA SUMINISTRADA POR CO-
MERCIALIADOR. COMENTARIOS A LAS SENTENCIA EN PLENO SALA 1ª DE LO CIVIL,
DE 24 DE OCTUBE DE 2016 (ROJ. 4628, 2016). Por Gabriel Macanás, Profesor Ayudante Doctor de
Derecho Civil, Universidad de Murcia.

- DERECHO A LA PROPIA IMAGEN, CONSENTIMIENTO Y REDES SOCIALES. COMENTA-
RIO A LA SENTENCIA DEL PLENO DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA DE LO CIVIL) NÚM.
91/2017, DE 15 DE FEBRERO. Por Carlos Trujillo Cabrera. Profesor Ayudante Doctor. Acreditado
Contratado Doctor. Universidad de La Laguna.

3. SENTENCIAS EN JUICIOS VERBALES CONTRA LA CALIFICACIÓN NEGATIVA DE LOS
REGISTRADORES.

3.2. COMENTARIOS A LAS SENTENCIAS EN JUICIOS VERBALES. Por Juan Carlos Casas Rojo,
Registrador de la Propiedad. (Se publican solo en el Boletín de la Intranet Colegial).

- s.a.p. aLicante nº 6.- 21-3-2017.-CADUCIDAD DE LAACCIÓN.diRigida La demanda contRa La caLificación
RegistRaL negativa fRente a LaadministRación geneRaL deL estado, y ampLiada con posteRioRidad a La
RegistRadoRa, está caducada La acción si en eL momento de La ampLiación ya había tRanscuRRido eL
pLazo de dos meses deL aRt. 328 L.h., que es un pLazo de caducidad, no de pRescRipción. LEGITIMACIÓN
PASIVA EN LAS DEMANDAS DIRECTAS CONTRA LA CALIFICACIÓN REGISTRAL. coRResponde aL RegistRadoR,
no a La administRación geneRaL deL estado. RESOLUCIÓN DE CONTRATO DE RENTA VITALICIA. no cons-
tando que La constitución de una Renta sobRe Los bienes fuese a títuLo gRatuito, es apLicabLe eL aRt.
175.6 R.h.
   (Acceso a la Sentencia).
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- s.j.p.i. baRceLona nº 48.- 31-3-2017.- TÍTULO DE LA SUCESIÓN HEREDITARIA. es necesaRio pResentaRLo ín-
tegRo en eL RegistRo, en eL pResente caso, eL testamento, no bastando que eL notaRio haga una tRans-
cRipción paRciaL.
   (Acceso a la Sentencia).

- s.j.p.i. biLbao nº 13.- 31-3-2017.- CLÁUSULADE INTERESES DE DEMORAEXCEDIENDO EN DOS PUNTOSALTIPO
DE INTERÉS ORDINARIO. paRa que pueda inscRibiRse La hipoteca sin dicha cLáusuLa es necesaRia una so-
Licitud expResa e individuaLizada, no bastando La pRevisión genéRica en La escRituRa de soLicitud de
inscRipción paRciaL deL títuLo.LEGITIMACIÓNACTIVADELNOTARIOAUTORIZANTE. Las RestRicciones con-
tenidas en eL aRt. 328. 4 L.h. no se apLican aL caso de impugnación de La caLificación RegistRaL sino
soLo aL caso en que Lo que se impugne sea una ResoLución d.g.R.n.
   (Acceso a la Sentencia).

4. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA. 

Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad:

- s.t.j.u.e. 493/15.- 16-3-2017.- PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL - FISCALIDAD - IMPUESTO SOBRE EL VALOR
AÑADIDO - ART. 4 TUE, APARTADO 3 - SEXTA DIRECTIVA - AYUDAS DE ESTADO - PROCEDIMIENTO DE LI-
BERACIÓN DE LAS DEUDAS DE LAS PERSONAS FÍSICAS EN SITUACIÓN CONCURSAL (ESDEBITAZIONE) - INEXI-
GIBILIDAD DE LAS DEUDAS DE IVA.

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d0f130d67ced6367411d422c865ad484e31cf62d.e34KaxiLc3eQc40LaxqMbN4Pax0Qe

0?text=&docid=188966&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=175599

- s.t.j.u.e. 536/15.- 15-3-2017.- PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL. REDES Y SERVICIOS DE COMUNICACIONES
ELECTRÓNICAS.- DIRECTIVA 2002/22/CE.- ART. 25, APARTADO 2.- SERVICIOS DE INFORMACIÓN SOBRE NÚ-
MEROS DE ABONADOS Y GUÍAS DE ABONADOS.- DIRECTIVA 2002/58/CE.- ART. 12.- GUÍAS DE ABONADOS.-
PUESTA A DISPOSICIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL QUE AFECTAN A LOS ABONADOS PARA LA PRES-
TACIÓN DE SERVICIOS DE INFORMACIÓN SOBRE NÚMEROS DE ABONADOS Y EL SUMINISTRO DE GUÍAS DE ABO-
NADOS ACCESIBLES AL PÚBLICO.- CONSENTIMIENTO DELABONADO.- DISTINCIÓN EN FUNCIÓN DEL ESTADO
MIEMBRO EN EL QUE SE PRESTAN LOS SERVICIOS DE INFORMACIÓN SOBRE NÚMEROS DE ABONADOS Y SE SU-
MINISTRAN GUÍAS DE ABONADOS ACCESIBLES AL PÚBLICO.- PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN.

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d2dc30d52800bbbe518143eda67bc7bd159c9fe3.e34KaxiLc3qMb40Rch0SaxyLaN90?

text=&docid=188908&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=133319

- a.t.j.u.e. 612/15.- 4-4-2017.- PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL.- PROCEDIMIENTO PENAL.- DIRECTIVA
2012/13/UE.- DERECHO A RECIBIR INFORMACIÓN SOBRE LA ACUSACIÓN.- DERECHO DE ACCESO AL
EXPEDIENTE.- DIRECTIVA 2013/48/UE.- DERECHO A LAASISTENCIA DE LETRADO.- FRAUDE QUE PERJUDICA
LOS INTERESES FINANCIEROS DE LA UNIÓN EUROPEA.- INFRACCIONES PENALES.- SANCIONES EFECTIVAS Y
DISUASORIAS.- PLAZO PERENTORIO.- TERMINACIÓN DEL PROCESO PENAL SIN UN EXAMEN SOBRE EL FONDO
DE LOS CARGOS.- DERECHO A UN PROCESO EQUITATIVO.- DERECHO DE DEFENSA.- PLAZO RAZONABLE.

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189561&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=180769

Por la Oficina en Bruselas del Colegio de Registradores:

- s.t.j.u.e. asunto 342/2015.- SE TRATA DE UNA PETICIÓN DE DECISIÓN PREJUDICIAL PLANTEADA POR
O.G. PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL.- LIBRE PRESTACIÓN DE SERVICIOS POR LOS ABOGADOS.- POSIBILIDAD
DE QUE LOS ESTADOS MIEMBROS RESERVEN A DETERMINADAS CATEGORÍAS DE ABOGADOS LA EXPEDICIÓN
DE DOCUMENTOS AUTÉNTICOS QUE SE REFIERAN A LA CREACIÓN O A LA TRANSFERENCIA DE DERECHOS RE-
ALES INMOBILIARIOS.- NORMATIVA DE UN ESTADO MIEMBRO QUE EXIGE QUE LA LEGITIMACIÓN DE LA FIRMA
QUE CONSTE EN UNA SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD SEA EFECTUADA POR
UN NOTARIO.
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http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d0f130d67ced6367411d422c865ad484e31cf62d.e34KaxiLc3eQc40LaxqMbN4Pax0Qe0?text=&docid=188966&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=175599
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d2dc30d52800bbbe518143eda67bc7bd159c9fe3.e34KaxiLc3qMb40Rch0SaxyLaN90?text=&docid=188908&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=133319


La sra. L.g.p., propietaria de la mitad de una propiedad situada en austria, firmó en la República checa
una solicitud de inscripción en el Registro de la propiedad austríaca de la venta prevista de su participación
en dicha propiedad. 

su firma en esa solicitud fue autentificada por un abogado checo de conformidad con la legislación
checa. La legislación checa permite a los abogados llevar a cabo tal certificación.

el tribunal supremo de austria pregunta al t.j.u.e. si la directiva sobre la libertad de los abogados
para prestar servicios y el art. 56 t.f.u.e. sobre la libre prestación de servicios, permiten a un estado
miembro reservar a los notarios la facultad de autenticar las firmas adjuntas a los documentos necesarios
para la creación o transmisión de derechos sobre bienes inmuebles y excluir así la posibilidad de reconocer
en ese estado miembro la autenticación realizada por un abogado establecido en otro estado miembro.

en esta sentencia, el t.j.u.e. considera que la directiva puede aplicarse en circunstancias como las del
asunto de que se trata, habida cuenta de que sus condiciones de aplicación, enunciadas en el artículo 1,
apartado 1, del mismo, están reunidas en el asunto. 

en primer lugar, la noción de «actividad de abogado» en el sentido de dicha disposición no sólo abarca
los servicios jurídicos típicamente prestados por los abogados, como el asesoramiento jurídico o la repre-
sentación y defensa de un cliente ante un tribunal, sino que también puede abarcar otros tipos de servicios,
como la autentificación de firmas. 

en segundo lugar, la actividad de un abogado que se base en autentificar una firma está sujeta a las nor-
mas sobre la libre prestación de servicios, ya que la libertad conferida por el art. 56 t.f.u.e. a los nacionales
de los estados miembros incluye la libertad de prestación «pasiva». a los destinatarios de los servicios de
viajar a otro estado miembro para recibir un servicio en él, sin que se vean obstaculizados por restriccio-
nes.

el t.j.u.e. señala, además, que la certificación por los abogados checos de la autenticidad de las firmas
anexas a los instrumentos no es comparable a la actividad de autenticación realizada por los notarios. el
certificado de autenticidad emitido por un abogado checo no constituye un instrumento público en la Re-
pública checa. 

en consecuencia, el hecho de obligar a las autoridades austriacas a reconocer la certificación expedida
por un abogado checo como equivalente a la autenticación por un notario equivaldría, según el certificado
de dicho abogado, a una fuerza diferente de lo que podría tener incluso en la República checa. en estas
circunstancias, el t.j.u.e. considera que el principio de la libre prestación de servicios no se opone a una
normativa nacional como la de la normativa austríaca controvertida.

texto de la sentencia: 
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188748&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=618494

conclusiones del abogado general:
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=183621&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=618494

- t.j.u.e. asunto c-186/16 R.p.a. y otRos/banca Romanesca s.a. SEGÚN ELABOGADO GENERALWAHL,
LA CLÁUSULA DE UN CONTRATO DE PRÉSTAMO QUE ESTABLECE LA DEVOLUCIÓN DE LA SUMA PRESTADA EN
LA DIVISA EXTRANJERA EN LA QUE SE CONCEDIÓ EL PRÉSTAMO NO CONSTITUYE NECESARIAMENTE UNA
CLÁUSULA ABUSIVA. 

La exigencia de que las cláusulas contractuales estén redactadas de manera clara y comprensible no
puede obligar al profesional a anticipar e informar al consumidor sobre acontecimientos posteriores no
previsibles, como las fluctuaciones excepcionales de los tipos de cambio.

entre los meses de abril de 2007 y octubre de 2008, la sra. R.p.a. y otras sesenta y ocho personas cele-
braron con el banco rumano banca Românească contratos de crédito en francos suizos (c.h.f.) con el fin
de adquirir bienes inmuebles, refinanciar otros créditos o para hacer frente a necesidades personales. Los
prestatarios estaban obligados a rembolsar las mensualidades en c.h.f.

el tipo de cambio entre el c.h.f. y el leu rumano (R.o.n.) más o menos se duplicó entre 2007 y 2014.
Los prestatarios consideran que el banco podía prever las fluctuaciones del tipo del cambio del c.h.f. por
tal motivo iniciaron un procedimiento ante los tribunales rumanos, alegando que las cláusulas que esta-
blecen la devolución del crédito en c.h.f hacen recaer sobre ellos el riesgo de tipo de cambio y por ello
constituyen cláusulas abusivas. 
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el derecho de la unión protege a los consumidores cuando celebran contratos con un profesional. es-
tablece, en particular, que una cláusula puede considerarse abusiva cuando cause, en detrimento del con-
sumidor, un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan del
contrato. el carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o
servicios que sean objeto del contrato y considerando, en el momento de la celebración del mismo, todas
las circunstancias que concurran en tal celebración, así como todas las demás cláusulas del contrato. La
apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se referirá a la definición del objeto principal del con-
trato siempre que dichas cláusulas se redacten de manera clara y comprensible. 

conociendo del litigio, la curtea de apel oradea (tribunal superior de oradea, Rumanía) plantea al
tribunal de justicia tres cuestiones prejudiciales sobre el examen de la cláusula contractual de que se trata.
dos de ellas pretenden dilucidar si la cláusula controvertida puede considerarse referida al objeto principal
del contrato y si está redactada de manera «clara y comprensible», en cuyo caso no podrá examinarse su
carácter potencialmente abusivo. además, se pide al tribunal de justicia que aclare en qué momento debe
evaluarse la existencia de un «desequilibrio importante» entre los derechos y obligaciones de las partes. 

en las conclusiones presentadas, el abogado general n.W. se refiere, además de al tenor de las cláusulas
contractuales en cuestión, al contexto fáctico y jurídico en el que se celebraron los contratos de préstamo.
tiene en cuenta dos elementos determinantes. en primer lugar, señala que a los contratos de préstamo en
divisa extranjera se les aplica generalmente un tipo de interés más bajo que a los contratos en moneda na-
cional, como contrapartida del «riesgo de tipo de cambio» al que pueden verse expuestos en caso de de-
valuación de la moneda nacional. en segundo lugar, indica que el banco concedió los préstamos en francos
suizos y tiene derecho a obtener los rembolsos de tales préstamos en la misma divisa. según el abogado
general, la obligación de devolución de las mensualidades en francos suizos no puede constituir un ele-
mento accesorio del contrato, sino que forma parte de los elementos clave del contrato de préstamo en di-
visas extranjeras. 

el abogado general concluye de ello que la cláusula de un contrato de préstamo en virtud de la cual el
prestatario debe rembolsar el importe en la misma moneda de su concesión queda comprendida en el con-
cepto de «objeto principal del contrato». 

por lo que respecta a la segunda cuestión prejudicial planteada al tribunal de justicia, el abogado general
precisa que la exigencia de que una cláusula contractual esté redactada de manera clara y comprensible
implica que la cláusula controvertida sea comprendida por el consumidor a la vez en el plano formal y
gramatical, y también en cuanto a su alcance concreto. de este modo, un consumidor medio, normalmente
informado y razonablemente atento y perspicaz debería no sólo estar informado de la posibilidad de apre-
ciación o depreciación de la moneda extranjera, sino también poder evaluar las consecuencias de tal cláu-
sula en sus obligaciones financieras. no obstante, la exigencia de que una cláusula contractual esté
redactada de manera clara y comprensible no puede llegar a obligar al profesional a anticipar las conse-
cuencias posteriores no previsibles, como las fluctuaciones de los tipos de cambio de las divisas de que se
trata en el asunto, ni a informar de ellas al consumidor y a asumir sus consecuencias. 

por último, el abogado general se pronuncia sobre en qué momento hay que situarse para evaluar la
existencia de un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes. precisa que tal
cuestión sólo tiene sentido en el supuesto de que el tribunal de justicia concluya que la cláusula contro-
vertida no está comprendida en el concepto de «objeto principal de contrato» o no está redactada de manera
clara y comprensible. el abogado general estima que un profesional no puede ser considerado responsable
de circunstancias posteriores a la celebración del contrato y ajenas a su voluntad (como son, en particular,
las variaciones del tipo de cambio). de otro modo no sólo se impondrían al profesional obligaciones des-
proporcionadas, sino que además se violaría el principio de seguridad jurídica. el abogado general con-
cluye a este respecto que deben tenerse en cuenta todas las circunstancias que el profesional hubiera podido
prever razonablemente en el momento de la celebración del contrato. en cambio, el desequilibrio impor-
tante no puede apreciarse en función de acontecimientos posteriores a la celebración del contrato que el
profesional no controlaba ni podía anticipar (como las variaciones del tipo de cambio).

texto íntegro de las conclusiones:
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=190171&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=559200
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VII. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA.

2. NOTICIAS DE LA UNIÓN EUROPEA. Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad.

Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad.

- NEGOCIACIONES CON EL REINO UNIDO A RAÍZ DE LA NOTIFICACIÓN POR LA QUE DECLARA SU INTEN-
CIÓN DE RETIRARSE DE LA UNIÓN EUROPEA.

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2017-0102+0+DOC+PDF+V0//ES

Por la Oficina en Bruselas del Colegio de Registradores:

1. instituciones euRopeas:
- La comisión euRopea pResenta eL piLaR euRopeo de deRechos sociaLes.
- Líneas Rojas deL paRLamento euRopeo paRa eL bRexit.

2.   justicia:
- cuadRo de indicadoRes de justicia en La u.e. 2017.

3. consumidoRes:
- La comisión euRopea toma medidas contRa Las páginas Web de ReseRvas de viajes que LLevan a
cabo pRácticas engañosas

VIII. INFORMACIÓN JURÍDICA Y ACTUALIDAD EDITORIAL. Por el Ser-
vicio de Estudios del Colegio de Registradores.

- infoRmación juRídica y actuaLidad editoRiaL. pRimeRa quincena. abRiL de 2017.

- infoRmación juRídica y actuaLidad editoRiaL. segunda quincena. abRiL de 2017.

IX. ENLACES DE INTERÉS.

1. boLetín oficiaL deL estado:
http://www.boe.es/diario_boe/

2. ministeRio de justicia.
http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/inicio

3. consejo geneRaL deL podeR judiciaL.
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial

4. consejo de estado.
http://www.consejo-estado.es/
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LAS COMUNICACIONES, NOTIFICACIONES Y PUBLICACIONES EN
EL ÁMBITO DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD. Por Jose María de Pablos
OʼMullony, Registrador de la Propiedad.
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3. El Catálogo dE CoMuniCaCionES, notifiCaCionES y PuBliCaCionES REgiStRalES.
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6. El doMiCilio REgiStRal PaRa notifiCaCionES.
7. laS PuBliCaCionES REgiStRalESC
8. ConCluSión.

1. INTRODUCCIÓN.

Vivimos en plena vorágine de cambios. las regulaciones normativas se suceden casi sin solución de con-
tinuidad, no siempre con la deseable coherencia interna, ni con la imprescindible claridad para ser aplicadas
correctamente por aquellos a los que nos compete hacerlo y en esta ocasión corresponde tratar el tema de las
notificaciones y comunicaciones registrales1. Más adelante entraremos a diferenciar conceptos, pero lo cierto
es que desde la reforma de la ley de Enjuiciamiento Civil en 1992 no ha cesado de crecer el número de oca-
siones en la que los registradores deben hacer comunicaciones y notificaciones; unas dentro de lo que podrí-
amos llamar el procedimiento registral en sentido amplio y otras, como expresión individualizada del llamado
deber de colaboración entre administraciones. El caso es que antes de 1992 apenas existían notificaciones a
realizar por el registrador, salvo las notas de calificación ‒que se hacían de aquella manera‒, la remisión de
edictos a los ayuntamientos, el envío periódico de la estadística y algún otro caso aislado. tras aquella reforma

Estudios y
ColaboracionesE y C

1 El presente trabajo se refiere exclusivamente a las oficinas del Registro de la Propiedad, sin entrar en la problemática de los Registros
Mercantiles o de Bienes Muebles, sin embargo, todo lo que pueda concluirse en cuanto a la forma de realizar las notificaciones
puede, sin duda, extenderse a la forma de practicarlas por éstos.
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de la ley de Enjuiciamiento Civil, en la que se incluyó la obligación de notificar a los titulares posteriores la
expedición de las certificaciones para ejecución, se han multiplicado exponencialmente su número y calidad.
Este incremento, que impone lógicamente una mayor carga de trabajo y de responsabilidad en los Registros,
habla muy positivamente del papel que el ordenamiento jurídico otorga al Registro como coadyuvante de las
políticas públicas, pero también como elemento de garantía de los derechos de los ciudadanos.

dicho esto, que ya ofrece una idea de la importancia para el trabajo diario del Registro del tema a abordar,
tenemos que señalar que lo cierto es que los últimos cambios regulatorios, incluida la entrada en vigor de la
ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento administrativo Común de las administraciones Públicas,
han sembrado cierta confusión en la forma en la que deben practicarse todas estas comunicaciones y noti-
ficaciones; si esta forma es unitaria o diversa según el caso o cuáles son sus efectos y su régimen jurídico,
porque tenemos que conciliar una regulación propia no muy extensa y una regulación general de notifica-
ciones administrativas que no sabemos tampoco a ciencia cierta si resulta aplicable. En este trabajo vamos
a intentar arrojar luz sobre todo ello, para lo cual es imprescindible partir primero de una distinción concep-
tual entre notificaciones, comunicaciones y publicaciones y a este objeto vamos a aprovechar algunas con-
ceptuaciones propias del derecho administrativo. tampoco podemos dejar de hacer un inventario de
comunicaciones, notificaciones y publicaciones registrales, así como de las normas en las que se recogen,
porque nos va a ser de gran utilidad.

2. EL CONCEPTO DE COMUNICACIÓN A LA ADMINISTRACIÓN Y EL CONCEPTO DE NO-
TIFICACIÓN A LOS INTERESADOS. LA PUBLICACIÓN.

tres son los conceptos que tenemos que tener en cuenta en el ámbito registral en materia de información2

ad extra del Registro de la Propiedad: la comunicación, la notificación y la publicación. los tres proceden
del derecho administrativo y como veremos más adelante, al adentrarnos en la regulación normativa, la ley
no utiliza de forma unívoca la terminología, pues unas veces se refiere a la necesidad de que el registrador
notifique3 mientras que en otras nos habla de que el registrador deberá comunicar4; además existen múltiples
ocasiones en las que se establece la obligación, a cargo del registrador, de comunicar determinadas cuestiones
a la administración o de publicar determinados actos, por tanto, lo primero que tenemos que hacer es depurar
conceptos, empezando por los que parece más similares: ¿comunicación y notificación es lo mismo? ¿pueden
utilizarse como términos sinónimos? no lo creo así. aunque podríamos distinguir entre notificaciones y co-
municaciones según lleven o no implícita la posibilidad de recurso directo, creo que es más esclarecedor
seguir a gaMERo5 cuando manifiesta que comunicación y notificación son conceptos vinculados por una
relación de género-especie: la primera incluye en su carga semántica a la segunda, que constituye, por tanto,
una expresión singular o específica de comunicación. no obstante ser esto cierto, me gusta más la precisión
que el mismo profesor gamero introduce citando a REgo6: las comunicaciones administrativas internas, y
las interadministrativas, se encuadran igualmente en esta acepción genérica, y puede tratarse de una gama
muy variada de relaciones (obligatorias o facultativas, vinculantes o no, formalizadas o no, etc.) pero todas
han de tener, como característica común, una relación jurídico-pública subyacente. Por tanto, las comuni-
caciones obligatorias que deben realizar los registradores a las administraciones ‒algunas automatizadas,
como veremos‒ sí pueden, con toda razón, calificarse como comunicaciones, porque son interadministrativas
‒siempre en sentido amplio7‒ porque se producen entre dos organismos públicos y en el seno de una relación

2 En el sentido de hacer partícipe a otras personas o entidades de lo que ha tenido lugar o puede tener lugar en el Registro, no en el de
la publicidad formal del contenido registral, que tiene sus propios cauces.

3 así, el artículo 322 de la ley Hipotecaria en cuanto a las calificaciones negativas de los registradores.
4 así, artículo 659 de la l.E.C.
5 EduaRdo gaMERo CaSado. «Comunicaciones y notificaciones electrónicas». fundación democracia y gobierno local. Puede

verse en: http://repositorio.gobiernolocal.es/xmlui/bitstream/handle/10873/974/claves12_15_gamero.pdf?sequence=1
6 MaRÍa doloRES REgo BlanCo. «Registros, comunicaciones y notificaciones electrónicas», en gaMERo CaSado, E. y

ValERo toRRiJoS, J. (coords.): la ley de administración electrónica, aranzadi, Cizur Menor (navarra), 2009 
7 El Registro de la Propiedad no puede ser considerado propiamente Administración Pública, pero no es el objeto de este artículo el

estudio de esa cuestión, que merecería un trabajo exclusivo en profundidad. Es mejor hablar del Registro como servicio público y de
la labor del registrador como una función pública ligada al servicio público, lo que ciertamente le vincula a colaborar con la admi-
nistración Pública.
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jurídico-pública que debe ser considerada ajena al procedimiento registral en sentido estricto y derivada,
como he dicho antes, de una concreción o manifestación específica del deber general de colaboración entre
administraciones. Esto no obsta para que las administraciones Públicas (ahora sí, en sentido estricto) puedan
ser destinatarias en su caso de notificaciones registrales, cuando están directamente interesadas dentro de
un específico procedimiento registral o afectadas por él.

delimitado el concepto de comunicación registral, que se circunscribe siempre al ámbito de las relaciones
de colaboración entre el Registro y la administración, es mucho más fácil determinar el concepto de noti-
ficación. la notificación, tanto en el ámbito registral como en el administrativo8, es un instrumento formal
de comunicación que, según lóPEz MERino9 es, además, «propia e individualizada», así dice que «la
notificación es, desde luego, comunicación individualizada. Su destinatario es un sujeto determinado y sin-
gular. Si la comunicación se dirige a una colectividad o a un sujeto(s) indeterminado(s) no es una notifica-
ción». la notificación se hace a aquel directamente interesado en el procedimiento o afectado personalmente
por él, por eso la notificación lleva implícita siempre la posibilidad de actuación de su destinatario, o una
aceptación tácita, en caso de ausencia de actividad, de la situación jurídica creada o por crear, salvo que esa
ausencia de actividad sea interpretada por la ley como una oposición al procedimiento10. 

tenemos, por tanto, determinados dentro del ámbito registral los conceptos de comunicación y notifica-
ción, pero como también ocurre en el ámbito estrictamente administrativo, debemos tener en cuenta otro
concepto: el de la publicación. Hemos predicado de la notificación la característica de ser individualizada
y dirigida a una persona concreta; la publicación no tendría un destinatario concreto, se trataría de dotar a
determinadas actuaciones de un conocimiento general y a este concepto es al que se refiere el artículo 45 de
la ley 39/2015 y es el que podríamos llamar publicación en sentido estricto ‒el verdadero concepto de pu-
blicación‒; sin embargo, y siguiendo de nuevo a lóPEz MERino11 no parece correcto contraponer por tal
motivo notificación y publicación porque ésta puede realizarse para dar a conocer algo a un sujeto singular
y determinado, como sucede al ignorarse el domicilio del mismo y en otros supuestos expresamente seña-
lados por el legislador por lo que, en estos casos, la publicación equivale a la notificación; a éste supuesto
se refieren el artículo 44 y la d.a. tercera de la ley 39/2015. Vemos entonces que el concepto de publicación
en el ámbito administrativo no es unívoco porque se refiere tanto a una publicación destinada al conocimiento
general como a otra, digamos, supletoria a la notificación que no puede realizarse de forma personal; tampoco
lo es en el ámbito registral porque el esquema anterior se repite de forma idéntica en la regla 7.ª del artículo
201 de la ley Hipotecaria (en adelante l.H.) que se refiere a la publicación en sentido estricto y la d.a. se-
gunda de la ley 13/2015 que se referiría a la publicación sustitutoria de la notificación.

Resumiendo entonces y refiriéndonos siempre al ámbito del Registro de la Propiedad distinguiríamos
las comunicaciones, que serán siempre interadministrativas ‒insisto, en sentido amplio‒; las notificaciones,
que serán siempre a interesados directamente en el procedimiento registral o personalmente afectados por
él y, finalmente, publicaciones que, como sabemos, pueden ser de dos tipos según se encaminen a conseguir
un conocimiento generalizado de algo o sustituyan una notificación personal infructuosa. Sobre esta clasi-
ficación haremos el catálogo a que se refiere el apartado siguiente.

3. EL CATÁLOGO DE COMUNICACIONES, NOTIFICACIONES Y PUBLICACIONES REGIS-
TRALES.

las comunicaciones y notificaciones registrales podrían clasificarse siguiendo diversos esquemas (por
la especificidad o generalidad de los destinatarios, por la cualidad pública o privada de los destinatarios;
por la concesión o no de un plazo para recurrir, etc...) y es posible que alguno de ellos pudiera ser más acer-
tado y preciso desde el punto de vista estricto del derecho hipotecario, pero al objeto de este trabajo es más

8 Ver definición en el diccionario Jurídico Espasa, Ed. 2001, pp. 1037.
9 fRanCiSCo lóPEz MERino. «El concepto de notificación dentro de una teoría de las comunicaciones en nuestro derecho».

REVl-1970, núm. 165. P. 39.
10 así ocurriría en el caso del procedimiento registral de liberación de cargas y gravámenes recogido en el artículo 210 de la l.H.
11 lóPEz MERino, op. cit. p. 40.
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oportuno y clarificador seguir el criterio enunciado en el apartado anterior y según el mismo deberemos dis-
tinguir:

a. Comunicaciones interadministrativas.

i. A la Administración en general.
1. En materia de bases gráficas.

a. las del artículo 199 de la l.H. Cuando el registrador deniegue la inscripción de la identifi-
cación gráfica de la finca, por coincidir en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público,
esta circunstancia deberá ser comunicada por el mismo a la administración titular del inmueble afectado.

b. las de los artículos 203 y 205 de la l.H. en virtud de los cuales, cuando el registrador tu-
viera dudas fundadas sobre la coincidencia total o parcial de la finca cuya inmatriculación se pretende con
otra u otras de dominio público que no estén inmatriculadas, pero que aparezcan recogidas en la información
territorial asociada facilitada por las administraciones Públicas, notificará tal circunstancia a la entidad u
órgano competente. 

2. En materia de expropiaciones urbanísticas. artículo 44.2 de la ley del Suelo y Rehabilitación
urbana, por el que, si al proceder a la inscripción surgiesen dudas fundadas sobre la existencia, dentro de la
superficie ocupada, de alguna finca registral no tenida en cuenta en el procedimiento expropiatorio, el re-
gistrador pondrá tal circunstancia en conocimiento de la administración competente, sin perjuicio de prac-
ticarse la inscripción12. también el artículo 45.3 del mismo texto legal establece una obligación de
comunicación para el registrador en el supuesto de que, una vez finalizado totalmente el expediente, apare-
cieren fincas o derechos anteriormente inscritos no tenidos en cuenta, la administración expropiante, de
oficio o a instancia de parte interesada o del propio registrador, solicitará de éste que practique la cancelación
correspondiente. 

3. En materia de patrimonio de las administraciones públicas.
a. artículo 38 de la ley de Patrimonio de las administraciones Públicas13, por el que, cuando

se inscriban en el Registro de la Propiedad excesos de cabida de fincas colindantes con otras pertenecientes
a una administración pública, el registrador deberá ponerlo en conocimiento de los órganos a los que co-
rresponda la administración de éstas, con expresión del nombre, apellidos y domicilio, si constare, de la
persona o personas a cuyo favor se practicó la inscripción, la descripción de la finca y la mayor cabida ins-
crita. lo mismo habrá de hacerse en los supuestos de inmatriculación de fincas que sean colindantes con
otras pertenecientes a una administración pública. Si estos asientos se refieren a inmuebles colindantes con
otros pertenecientes a la administración general del Estado, la comunicación se hará al delegado de Eco-
nomía y Hacienda.

b. artículo 39 de la ley de Patrimonio de las administraciones Públicas, en virtud del cual
los registradores de la propiedad, cuando tuvieren conocimiento de la existencia de bienes o derechos per-
tenecientes a las administraciones públicas que no estuvieran inscritos debidamente, lo comunicarán a los
órganos a los que corresponda su administración, para que por éstos se inste lo que proceda.

c. artículo 63.2 de la ley de Patrimonio de las administraciones Públicas por el que cuando
la práctica de los asientos registrales de cualquier acto o contrato se efectúe en virtud de documento admi-
nistrativo, los registradores de la propiedad estarán obligados a cursar comunicación a la dirección general
de Patrimonio del Estado, con remisión de copia del documento presentado e indicación de la fecha del
asiento de presentación, cuando aquél no haya sido otorgado por el Ministro de Hacienda, el director general
del Patrimonio del Estado o los delegados de Economía y Hacienda14.

12 una norma muy similar existía ya en el artículo 28 del R.d. 1.093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas comple-
mentarias al Reglamento para la ejecución de la ley Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de natu-
raleza urbanística.

13 ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las administraciones Públicas.
14 Curioso sistema de fiscalización éste por parte del Ministerio de Hacienda de cualquier acto inscribible reflejado en documento ad-

ministrativo que no haya sido otorgado por él mismo o alguno de sus representantes y curioso también el hecho de que si el acto o
contrato inscribible constase en escritura pública no exista tal obligación.
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ii. A la Administración Central o alguno de sus organismos o dependencias.
1. Comunicaciones a la Agencia Estatal de Administración Tributaria. las del apartado 5 del ar-

tículo 7 de la ley 7/201215 en virtud del cual cualquier autoridad o funcionario que en el ejercicio de sus
competencias tenga conocimiento de algún incumplimiento de la limitación establecida para el pago en me-
tálico, lo deberá poner inmediatamente en conocimiento de los órganos de la agencia Estatal de adminis-
tración tributaria.

2. En materia de subastas electrónicas.
a. al Portal de Subastas del B.o.E., en virtud de los artículos 656 de la ley de Enjuiciamiento

Civil (en adelante l.E.C.), 111 de la ley de Jurisdicción Voluntaria y 73 de la ley del notariado, la comu-
nicación electrónica al Portal de Subastas de la presentación de nuevos títulos relativos a la finca a subastar16.

b. al Portal de Subastas del B.o.E., en virtud de los artículos 667 l.E.C., 111 de la ley de
Jurisdicción Voluntaria y 73 de la ley del notariado, la información registral permanentemente actualizada
de la finca subastada que el Registro debe poner a disposición de cualquier interesado que sea usuario re-
gistrado del Portal de Subastas17.

3. Comunicaciones de la legislación de costas18.
a. El artículo 15 de la ley de Costas que obliga al registrador que sospechase una posible in-

vasión del dominio público marítimo-terrestre a poner en conocimiento de la administración del Estado la
solicitud de inscripción19.

b. El artículo 23 del Reglamento de la ley de Costas, que establece obligaciones de comuni-
cación del registrador a la administración de Costas si considerara que alguna finca afectada por el proce-
dimiento de deslinde no hubiera sido tenida en cuenta en la petición de certificación inicial.

c. El artículo 58 del Reglamento de la ley de Costas, que establece la existencia de derechos
de adquisición preferente a favor del Ministerio de agricultura en la transmisión de yacimientos de áridos
y, correlativamente, la obligación del registrador de notificar en el mismo día telemáticamente tal circuns-
tancia al Servicio Periférico de Costas, que elevará una propuesta motivada al Ministerio de agricultura,
alimentación y Medio ambiente para su resolución, caso de ser el retracto procedente.

d. la disposición adicional primera del Reglamento de la ley de Costas declara de utilidad
pública, a efectos de expropiación, los terrenos de propiedad particular a que se refiere la disposición tran-
sitoria segunda de la ley 22/1988, de 28 de julio, así como los incluidos en la zona de servidumbre de pro-
tección que se estimen necesarios para la defensa y el uso del dominio público marítimo-terrestre y,
correlativamente, impone al registrador la obligación de notificar, tras presentar el título, al Servicio Peri-
férico de Costas las condiciones en que se hubiera realizado una enajenación, así como el nombre del ad-
quirente.

4. Comunicaciones a la autoridad militar. las comunicaciones que, conforme al artículo 43 del
Reglamento de zonas de interés para la defensa20, deben hacer los registradores a las autoridades regionales
del Ejército de tierra para contabilizar las superficies transmitidas a extranjeros en las zonas declaradas de
interés para la defensa.

5. Comunicaciones a la Dirección General de Catastro. todas las previstas en la legislación hi-
potecaria y catastral21, debiendo hacerse mención especial resolución de 29 de octubre de 2015, de la Sub-
secretaría, por la que se publica la Resolución conjunta de la dirección general de los Registros y del
notariado y de la dirección general del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para el inter-
cambio de información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad.

15 ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera
para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude.

16 Esta comunicación se prevé ya de forma electrónica.
17 Esta comunicación se prevé ya de forma electrónica.
18 ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas y Real decreto 876/2014, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de

Costas. Estas comunicaciones se prevén ya electrónicas.
19 En este mismo sentido, véanse los artículos 34 a 36 del Reglamento de la ley de Costas.
20 Real decreto 689/1978, de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de zonas e instalaciones de interés para la defensa

nacional, que desarrolla la ley 8/1975, de 12 de marzo, de zonas e instalaciones de interés para la defensa nacional y concretamente,
en el tema que nos ocupa, el artículo 22 en relación con el 6 de este último cuerpo legal.

21 Real decreto legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la ley del Catastro inmobiliario.
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6. Comunicaciones a la Dirección General de los Registros y del Notariado22.
a. Certificaciones semestrales.
b. Certificaciones trimestrales.
c. Ausencias y licencias.
d. Recursos gubernativos.
e. Prórroga del plazo de calificación.
f. Estadísticas registrales.
g. Traslado de oficina o fuerza mayor.
h. Concursos de traslados.
i. Actas de cese y toma de posesión.

iii. A la Administración Autonómica.
1. Comunicaciones urbanísticas.

a. las comunicaciones previstas en el artículo 63.3 de la ley del Suelo23 por el que, inscrita
la parcelación o reparcelación de fincas, la declaración de nuevas construcciones o la constitución de regí-
menes de propiedad horizontal, o inscritos, en su caso, los conjuntos inmobiliarios, el registrador de la pro-
piedad notificará a la comunidad autónoma competente la realización de las inscripciones correspondientes,
con los datos resultantes del Registro.

b. andalucía. la comunicación prevista en el artículo 28.3 del Reglamento de disciplina ur-
banística de andalucía24 por el que los registradores de la propiedad deberán comunicar a la Consejería
competente en materia de urbanismo las solicitudes de inscripción registral de parcelaciones con licencia o
declaración de innecesariedad cuando éstas pudieran ser contrarias a la ordenación urbanística y territorial.

c. Comunidad Valenciana. la solicitud de información prevista en el artículo 230.5 de la ley
de ordenación del territorio de la Comunidad Valenciana25 por el que, en los casos de las parcelaciones a
que se refiere el citado artículo, el registrador de la propiedad, antes de practicar la inscripción registral,
puede solicitar informe del ayuntamiento correspondiente.

d. Castilla-la Mancha. disposición adicional primera del Reglamento de disciplina urba-
nística26, por el que los registradores de la propiedad deben poner en conocimiento del órgano competente
de la administración de la Junta de Comunidades, con motivo de la presentación para su inscripción defi-
nitiva, todo acto de naturaleza urbanística que venga amparado en licencias, autorizaciones administrativas
u otros títulos legitimadores en los que puedan concurrir las circunstancias a las que se refiere el apartado
7 del artículo 29 del Reglamento.

2. Comunicaciones agrarias R.D. 1.093/1997. artículo 80 R.d. 1.093/1997, en caso de fincas
inferiores a la unidad mínima de cultivo, cuando se trate de actos de división o segregación de fincas infe-
riores a la unidad mínima de cultivo, los registradores de la propiedad remitirán copia de los documentos
presentados a la administración agraria competente.

3. Comunicaciones forestales y de montes.
a. artículo 22 de la ley de Montes27, en virtud del cual toda inmatriculación o inscripción de

exceso de cabida en el Registro de la Propiedad de un monte o de una finca colindante con monte demanial
o ubicado en un término municipal en el que existan montes demaniales requerirá el previo informe favorable
de los titulares de dichos montes y, para los montes catalogados, el del órgano forestal de la comunidad au-

22 Sobre estas comunicaciones, véase la instrucción de 25 de octubre de 2016, de la dirección general de los Registros y del notariado,
sobre utilización de medios electrónicos en las comunicaciones de notarios y registradores con la dirección general de los Registros
y del notariado.

23 Real decreto legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de Suelo y Rehabilitación urbana.
24 decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de disciplina urbanística de la Comunidad autónoma de

andalucía.
25 ley 5/2014, de 25 de julio, de ordenación del territorio, urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana.
26 decreto 34/2011, de 26 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de disciplina urbanística del texto Refundido de la ley de

ordenación del territorio y de la actividad urbanística.
27 ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.
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tónoma28. los informes se entenderán favorables si desde su solicitud por el registrador de la propiedad
transcurre un plazo de tres meses sin que se haya recibido contestación.

b. artículo 69 del reglamento de Montes29, por el cual los registradores que tuvieran conoci-
miento de no estar inscrito un monte catalogado en la circunscripción de su Registro o un acto, o contrato
inscribible, relativo al mismo reclamarán de la Jefatura del distrito forestal la presentación de los docu-
mentos precisos para practicar las inscripciones omitidas.

iv. A la Administración Local.
1. Comunicaciones urbanísticas en general.

a. Comunicaciones de inscripción de obras nuevas antiguas del artículo 28.4.b de la ley del
Suelo por el que los registradores de la propiedad darán cuenta al ayuntamiento respectivo de las inscrip-
ciones realizadas en aquellos supuestos y harán constar en la inscripción, en la nota de despacho, y en la
publicidad formal que expidan, la práctica de la notificación.

b. Castilla-la Mancha. disposición adicional primera del reglamento de disciplina urbanís-
tica, por el que los registradores de la propiedad deben poner en conocimiento del Municipio correspondiente
con motivo de la presentación para su inscripción definitiva, todo acto de naturaleza urbanística que venga
amparado en licencias, autorizaciones administrativas u otros títulos legitimadores en los que puedan con-
currir las circunstancias a las que se refiere el apartado 7 del artículo 29 del Reglamento.

2. Comunicaciones urbanísticas obras nuevas R.D. 1.093/1997. artículo 54 del R.d. 93/1997
por el que los registradores de la propiedad deberán dar cuenta al ayuntamiento respectivo de las inscrip-
ciones realizadas en los supuestos comprendidos en los artículos 48.2 y 52, párrafo a), inciso segundo (de-
terminadas obras nuevas antiguas), y harán constar en la inscripción y en la nota de despacho la práctica de
dicha notificación.

3. Comunicaciones en parcelaciones urbanísticas R.d. 1.093/1997. artículo 79, en virtud del
cual, en caso de segregaciones y divisiones en las que pudiera haber dudas de formación de un núcleo de
población, los registradores de la propiedad, a pesar de haberse autorizado la escritura pública, si no se apor-
tase la licencia correspondiente, remitirán copia del título o títulos presentados al ayuntamiento que corres-
ponda, acompañando escrito con solicitud de que se adopte el acuerdo que, en cada caso, sea pertinente.

4. Comunicaciones en posibles supuestos de transmisiones de fincas en áreas de retracto urba-
nístico. artículo 86.4 del R.d. 1.093/1997. aún en el caso de manifestación negativa, si de los detalles de
descripción de la finca, de su localización respecto de viales determinados o de otros datos que pudieren re-
sultar del contenido de la documentación remitida, resultaren indicios de que el inmueble pudiera estar com-
prendido en área de retracto, el registrador, sin perjuicio de practicar la inscripción, comunicará al
ayuntamiento competente el hecho de su otorgamiento y las demás circunstancias señaladas en el artículo
anterior. 

5. Comunicaciones de bienes no inscritos. artículo 39 de la ley 33/2003 y artículo 36 del Re-
glamento de bienes de las Entidades locales30, por el que los registradores de la propiedad, cuando cono-
cieran la existencia de bienes de Entidades locales no inscritos debidamente, lo comunicarán a los órganos
a los que corresponda su administración, para que por éstos se inste lo que proceda.

v. A la Administración Judicial.
1. A la autoridad judicial correspondiente. Conforme al artículo 104 del Reglamento Hipotecario

cuando resultare del mismo título haberse cometido algún delito.
2. La de los asientos que afecten a la ejecución. Conforme establece el artículo 135 de la l.H.
3. Al Letrado de la Administración de Justicia. de los documentos presentados que afecten a la

finca subastada conforme a los artículos 656 L.E.C. y 111 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria.

28 En el mismo sentido, el artículo 77 del Reglamento de Montes.
29 decreto 485/1962, de 22 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Montes.
30 Real decreto 1.372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades locales.
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4. Al Presidente de la Audiencia respectiva. Conforme establecen los artículos 100 y 101 de la
l.H. y 202 del Reglamento Hipotecario, cuando dudasen de la competencia del Juzgado o tribunal que hu-
biera ordenado una cancelación31.

5. Al Juez de Primera Instancia. Conforme al artículo 323 del Reglamento Hipotecario, para que
mande verificar una rectificación de un asiento cuando los interesados no lo consintieran o no acudieran a
la citación del registrador.

6. Certificación semestral. al tribunal Superior de Justicia, conforme al artículo 270 de la l.H.
7. Ausencias y licencias. al tribunal Superior de Justicia, conforme al artículo 288 de la l.H.
8. Cooperación Jurídica Internacional. Conforme establece el artículo 35.1 de la ley de Coope-

ración Jurídica internacional32, sin perjuicio de la posibilidad de comunicaciones judiciales directas, los re-
gistradores podrán elevar las solicitudes de información de derecho extranjero mediante oficio a la autoridad
central española para ser utilizadas en un proceso judicial español o por una autoridad española en el marco
de sus competencias.

vi. A los notarios.
1. Presentación de documentos telemáticos. Conforme al artículo 112.2 de la ley 24/2001 y 248

de la l.H..
2. Presentación de documentos por fax. Conforme establece el artículo 418 del Reglamento Hi-

potecario.
3. Realización de la inscripción en presentaciones telemáticas. Conforme igualmente con el ar-

tículo 112.2 de la ley 24/2001.
4. Notas de información continuada. Conforme al artículo 354 a) del Reglamento Hipotecario

que prevé las peticiones de información continuada por fax33.
5. Presentación de la escritura de cancelación de hipoteca. En caso de estar llevándose a cabo

la venta forzosa notarial, conforme establece el artículo 236 b, 3, del Reglamento Hipotecario.
6. De los documentos presentados que afecten a la finca subastada. Conforme a lo dispuesto en

el artículo 73 de la ley del notariado.

vii. A otro registrador.
1. En los casos de calificaciones sustitutorias, conforme al artículo 19 bis de la l.H.
2. En caso de presentación del documento en Registro distinto del competente, conforme al artí-

culo 418.b del Reglamento Hipotecario.

viii. Al Colegio de Registradores34.
1. Recursos de honorarios.
2. Liquidaciones trimestrales.
3. Liquidaciones de interinidades.
4. Comunicaciones al centro registral de prevención del blanqueo de capitales.
5. Copias de las certificaciones semestrales.

b. Notificaciones.

i. A interesados en procedimientos administrativos. En materia de legislación de Costas. las derivadas
de lo establecido en el artículo 23.2 del Reglamento de la ley de Costas, en virtud del cual, cuando la omisión

31 Supuesto éste de dudosa aplicación, tal y como manifiesta gaRCÍa gaRCÍa, salvo casos excepcionales de conflicto de jurisdic-
ciones como al que se refiere la R.d.g.R.n. de 6 de marzo de 1991. Código dE lEgiSlaCión HiPotECaRia y dEl RE-
giStRo MERCantil; gaRCÍa gaRCÍa, JoSÉ ManuEl; Editorial aranzadi; 8.ª edición, pág. 361.

32 ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil.
33 Produce, a estas alturas, un poco de pudor tener que seguir hablando de comunicaciones por fax cuando es un sistema perfectamente

superado tecnológicamente.
34 de estas comunicaciones, hace tiempo que ya algunas son electrónicas, como las liquidaciones trimestrales o de interinidad o las co-

municaciones al Centro Registral antiblanqueo.
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en la solicitud de certificación registral de una finca afectada por el procedimiento de deslinde sea apreciada
por el propio registrador de la propiedad, éste deberá notificar tanto al Servicio Periférico de Costas, como
a todos los titulares que tengan algún derecho inscrito; también conforme al artículo 31 del Reglamento de
Costas, por el que la práctica de la anotación de deslinde se notificará por el registrador de la propiedad a
los titulares de dominio y demás derechos inscritos que puedan resultar afectados.

ii. A interesados en publicidad formal. todas las notificaciones a realizar por el registrador en el
marco del artículo 222.bis de la l.H.

iii. A interesados en el procedimiento registral.
1. Notas de calificación. Conforme establece el artículo 322 de la l.H. también en el caso de la

negativa a la práctica del asiento de presentación (artículo 258.4 l.H.) y en el caso de negarse a expedir pu-
blicidad formal (artículo 228 de la l.H.).

2. Despacho y facturación de documentos.
3. Cooperación Jurídica Internacional. Conforme al artículo 61.1 de la ley de Cooperación Ju-

rídica internacional, cuando la resolución o el documento público extranjero ordene medidas o incorpore
derechos que resulten desconocidos en derecho español, el registrador procederá a su adaptación, en lo po-
sible, a una medida o derecho previstos o conocidos en el ordenamiento jurídico español que tengan efectos
equivalentes y persigan una finalidad e intereses similares, pero antes de la inscripción el registrador deberá
comunicar al titular del derecho o medida de que se trate la adaptación a realizar.

iv. A afectados por el procedimiento registral.
1. Artículo 9.b. El registrador debe notificar a los titulares de derechos inscritos la rectificación

de la descripción como consecuencia de la inscripción de la representación gráfica.
2. Artículo 199 de la L.H. notificaciones que debe realizar el registrador a los titulares registrales

o catastrales colindantes previa a la inscripción de la representación gráfica.
3. Artículo 201.3 de la L.H. notificaciones que debe realizar el registrador a los titulares registrales

o catastrales colindantes tras la rectificación de la cabida registral.
4. Artículo 205 de la L.H. En caso de calificación positiva por el registrador, éste procederá a ex-

tender la inscripción del derecho de dominio, notificará la inmatriculación realizada al poseedor de hecho,
a los titulares de cargas, derechos o acciones que puedan gravar la finca y fueran conocidos, a los propietarios
de las fincas registrales y catastrales colindantes en los domicilios que consten en el Registro y, caso de ser
distintos, en cualesquiera otros que resulten de los documentos aportados, así como al ayuntamiento en que
esté situada la finca.

5. Artículo 209 de la L.H. notificación por el registrador, en el caso del procedimiento para la
subsanación de la múltiple inmatriculación, a los titulares de los derechos inscritos en cada una de las fincas
registrales afectadas o a sus causahabientes.

6. Artículo 210 de la L.H. notificación por el registrador, en el procedimiento de liberación de
cargas y derechos extinguidos, a los titulares registrales de las cargas cuya extinción se solicita o a sus cau-
sahabientes, si fueren conocidos.

7. Artículo 3 del Reglamento Hipotecario. En caso de traslación del historial de una finca de
ayuntamiento o sección, el registrador deberá comunicar la solicitud a los restantes interesados a quienes
pueda afectar la traslación. Esta misma notificación deberá operar tras la modificación del artículo 2 del
Reglamento Hipotecario tras la publicación del Real decreto 195/2017, de 3 de marzo, por el que se modifica
la demarcación de los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles.

8. Artículo 70 del Reglamento Hipotecario. notificación a partícipes en caso de solicitud de ins-
cripción de foros, subforos y derechos análogos.

9. Artículo 322 del Reglamento Hipotecario. Citación por el registrador a los interesados en el
procedimiento de rectificación de errores no rectificables sin el consentimiento de los interesados.

10. Artículos 659 y 689 de la L.E.C. notificación de la expedición de la certificación a los titulares
de derechos que figuren en la certificación de cargas y que aparezcan en asientos posteriores al del derecho
del ejecutante, a los efectos de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 659.
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v. A los peticionarios de certificaciones continuadas. Conforme al artículo 354.5 del Reglamento Hi-
potecario cuando, habiéndose solicitado una certificación continuada se hubiera presentado algún documento
relativo a la finca de la que se certifica.

vi. Al notario ante el que se hubiera otorgado el título. Notas de calificación. Conforme al artículo
322 de la l.H.

vii. A la autoridad administrativa que hubiera expedido el título. Notas de calificación. Conforme al
artículo 322 de la l.H.

viii. A la autoridad judicial que hubiera expedido el título. Notas de calificación. Conforme al ar-
tículo 322 de la l.H.

c. Publicaciones.

i. Publicaciones en sentido estricto. 
1. Inmatriculación, deslinde o rectificación de cabida o linderos. Conforme el artículo 203.7ª de

la l.H. el registrador deberá publicar en el B.o.E. un edicto que refleje los datos de la finca o fincas que re-
sulten del expediente, así como su titularidad y cargas. también se prevé la misma publicación Edictal en
el último párrafo del artículo 205 de la l.H. para la inmatriculación de fincas por el procedimiento estable-
cido en dicho artículo. Por su parte, el edicto previsto por el artículo 75 del Reglamento de Montes debe en-
tenderse sustituido por la nueva publicación en el B.o.E.

2. Publicación en el conocido como geoportal35 del Colegio de Registradores. Conforme establece
la misma regla 7.ª del artículo 203 de la l.H.

ii. Publicaciones sustitutorias. Conforme a la d.a. segunda de la ley 13/2015, tendrán carácter gra-
tuito todos los anuncios y edictos que los registradores deban publicar en el «Boletín oficial del Estado»
con carácter supletorio cuando, en los procedimientos en los que intervengan por razón de su cargo, los in-
teresados sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o, tras dos intentos, hubiera resultado in-
fructuosa la notificación personal. El sistema de dos intentos viene recogido expresamente en el artículo
199 de la l.H., pero es el sistema habitual en la legislación administrativa general (artículos 40 y siguientes
de la ley 39/2015). también se establece expresamente para los registradores la publicación edictal susti-
tutoria en el artículo 660 de la l.E.C.

4. COMUNICACIONES REGISTRALES. FORMA DE REALIZARLAS.

Siguiendo las definiciones que hemos visto en la primera parte de este trabajo podríamos caracterizar
las comunicaciones registrales como una expresión individualizada y concreta del deber general de colabo-
ración entre administraciones que, a su vez, podemos formular genéricamente siguiendo a BaRRio gaR-
CÍa como como el deber de todas las administraciones Públicas de ponderar y respetar, en sus respectivas
actuaciones, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, los intereses particulares y le-
gítimos cuya gestión le esté encomendada a las demás administraciones Públicas36. Poniendo el foco sobre
las comunicaciones registrales son, como ya dijimos, comunicaciones interadministrativas, no en el sentido
de que los Registros de la Propiedad sean administración Pública strictu sensu, sino en el sentido en que
todas se dirigen a funcionarios u organismos públicos; se expiden por un funcionario público, desde un ser-
vicio público del que es titular, a otro funcionario u organismo público para coadyuvar a éste al cumplimiento
de su función pública. tiene, por tanto, una relación jurídico-pública y eso, a mi juicio, imprime carácter a
la hora de determinar la forma en la que estas comunicaciones deben hacerse.

35 a este portal se accede en la siguiente dirección electrónica: https://geoportal.registradores.org/geoportal/index.html
36 PRinCiPioS dE RElaCión EntRE adMiniStRaCionES PÚBliCaS, gonzalo a. Barrio garcía, anuario de la facultad de

derecho de la universidad de la Coruña, iSBn 1138-039X, n.º 4, 2000, págs. 67-82. En este trabajo se hace una interesante distinción
entre el deber de colaboración y la cooperación. Si el primero es un principio general que ha de informar todas las relaciones entre
administraciones Públicas y constituye un deber recíproco de todos los poderes públicos, la cooperación se caracteriza por la volun-
tariedad de su realización.
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En la actualidad, las comunicaciones interadministrativas en sentido propio ‒de administración pública
a administración pública‒ aparecen reguladas en las leyes 39/2015 y 40/2015; en esta última, en su artículo
3.2 se establece como principio general que las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con
sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o dependientes a través de medios electrónicos,
que aseguren la interoperabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de
ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter personal, y facilitarán preferentemente la presta-
ción conjunta de servicios a los interesados; por su parte, correlativamente, el artículo 16 de la ley 39/2015,
que se refiere a los registros electrónicos de la administración y que funcionarán, no solo para que los par-
ticulares se relaciones electrónicamente con esa administración, sino también para que las distintas admi-
nistraciones se relacionen entre sí cuando no se haya designado otro medio electrónico específico, porque
de esa manera debe entenderse el apartado 3 cuando habla de órgano administrativo remitente. En definitiva,
de la lectura de ambos preceptos resulta la obligación de las administraciones Públicas de comunicarse
entre sí por medios electrónicos. Pero ahora, centrémonos en el Registro de la Propiedad.

no es objeto de este trabajo determinar el contenido de todas y cada una de las comunicaciones que el
registrador de la propiedad debe hacer en el ejercicio de sus funciones públicas, sino adentrarnos en averiguar
la forma en la que deben ser hechas a la luz de la legislación hipotecaria, la legislación especial que regula
cada tipo de comunicación y, por fin, la legislación general administrativa, si es que ésta pudiera afectarlas.

la ley Hipotecaria y su reglamento, junto con la ley 24/200137, regulan el procedimiento hipotecario
en sentido estricto, pero poco dicen de las obligaciones de comunicación de los registradores, más allá de
establecer alguna de ellas ‒como en los artículos 270 o 278 de la l.H.‒ y no dicen nada de cómo llevarlas
a cabo. En el único momento que la l.H. habla de cómo llevar a cabo una notificación es en el artículo 322
al hablar de las calificaciones negativas y aplica la legislación de procedimiento administrativo. las refe-
rencias existentes en otros artículos (9.b, 199, 201.3) también se refieren a notificaciones y no contradicen
lo dicho por el 322. de esto hablaremos más adelante al tratar de las notificaciones registrales, pero el hecho
es que la regulación hipotecaria es muy limitada y encontramos mayor definición en las normas específicas
que tratan de cada tipo de comunicación; entre estas debemos distinguir aquellas que definen perfectamente
la forma en que debe ser realizada; aquellas que contienen alguna referencia, aunque imprecisa y aquellas
que nada dicen de la forma de practicarlas. Siguiendo este esquema podemos distinguir:

a. Comunicaciones registrales perfectamente reguladas en su forma:

‒ las que deben realizarse a la dirección general de los Registros y del notariado, que se regulan en la
instrucción de 25 de octubre de 2016, de la dirección general de los Registros y del notariado, sobre uti-
lización de medios electrónicos en las comunicaciones de notarios y registradores con la dirección general
de los Registros y del notariado. Se prevén completamente electrónicas y se fundamenta esta instrucción
en lo determinado por el artículo 14 de la ley 39/2015 que establece la obligación de los registradores de
relacionarse a través de medios electrónicos con las administraciones Públicas para la realización de cual-
quier trámite de un procedimiento administrativo y, por supuesto, para las comunicaciones que los registra-
dores tienen que hacer a la dirección general, aunque no sean necesariamente dentro de un procedimiento
administrativo, pero es lógico que estas relaciones sean por medios electrónicos. 

‒ las comunicaciones que los registradores deben hacer a la dirección general del Catastro, que también
están perfectamente reguladas en la Resolución de 29 de octubre de 2015, de la Subsecretaría, por la que se
publica la Resolución conjunta de la dirección general de los Registros y del notariado y de la dirección
general del Catastro. Esta resolución, ya prevista en la ley 13/201538, recoge todos los requisitos técnicos
para el intercambio de información entre los Registros y el Catastro y, por supuesto, dicho intercambio es
completamente electrónico, pero también automatizado.

‒ las que deben realizarse a los notarios en caso de presentación telemática de documentos. Estas co-
municaciones se recogen en el artículo 112.2 de la ley 24/2001 y en el 248 de la l.H., tanto en el caso de

37 Reformada por la ley 24/2005.
38 Ver artículos 9 y 10 de la ley Hipotecaria, reformados por la ley 13/2015
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la realización o denegación del asiento de presentación como en el despacho del documento y se caracterizan
por ser telemáticas ‒electrónicas‒ y realizarse a través de sistemas corporativos, así se prevé que las notifi-
caciones o comunicaciones que deba efectuar el registrador por vía telemática al notario autorizante del
título, o a su sucesor en el protocolo, se remitan a través del Sistema de información corporativo del Colegio
de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España debidamente conectado con el Sistema de infor-
mación Central del Consejo general del notariado. la notificación electrónica a los notarios siempre debe
entenderse válida y adecuada, porque así lo establece la S.t.S. de 20 de septiembre de 2011, sobre la base
de que, como la relación mantenida por los registradores con los notarios es distinta de la mantenida por
aquéllos con los particulares, no puede estar constreñida por la exigencia de que el notario haya aceptado
previamente esta vía de notificación39.

Cuestión aparte son las notificaciones que el registrador debe hacer al notario en casos de información
continuada. la regla 5.ª del artículo 354.a) del Reglamento Hipotecario establece que el registrador, dentro
de los nueve días naturales siguientes al de remisión de la información, deberá comunicar también al notario,
en el mismo día en que se haya producido, la circunstancia de haberse presentado en el diario otro u otros
títulos que afecten o modifiquen la información inicial. idéntica obligación incumbe al registrador respecto
de las solicitudes posteriores de información registral relativas a la misma finca y que, procedentes de otros
notarios, reciba en el plazo indicado. nada se indica de la forma en la que se debe hacer esta comunicación
y, aunque no cabe duda que en el momento en que se redactó el artículo se pensó en el fax, lo cierto es que
no hay ningún inconveniente en que la comunicación se haga por vía electrónica de la misma forma vista
en el párrafo anterior.

B. Comunicaciones registrales escasamente reguladas en su forma.

algunos de los textos normativos que recogen obligaciones de comunicación por parte de los registra-
dores son muy recientes, del año 2014 y 2015 concretamente, y se nota porque ya establecen el formato
electrónico para la comunicación, aunque se limitan simplemente a advertirlo, así:

‒ todas las comunicaciones antes enunciadas en materia de subastas electrónicas, tanto a los letrados
de la a. de Justicia, como al Portal de Subastas del B.o.E. y a los notarios.

‒ todas las comunicaciones derivadas de la legislación de costas, igualmente enumeradas anteriormente,
en las que también se prevé la forma electrónica.

En materia de subastas, la propia l.E.C. prevé que las comunicaciones se realicen a través de los sistemas
corporativos del Colegio de Registradores, pero en materia de costas nada se dice salvo lo establece el artí-
culo 21 del Reglamento de Costas al determinar que todas las comunicaciones y remisión de documentos e
información entre los Servicios Periféricos de Costas y el Registro de la Propiedad se realizarán preferen-
temente por medios electrónicos a través de la Sede Electrónica de los Registros40; lo lógico es que existan
convenios con las autoridades de costas para realizar estas comunicaciones electrónicas punto a punto y a
poder ser con información estructurada41, el problema es qué hacer mientras tanto. Podrían ser una solución
los registros electrónicos que necesariamente deben estar disponibles conforme hemos visto.

C. Comunicaciones registrales nulamente reguladas en su forma.

Son todas las demás, en las que, ni en la legislación hipotecaria, ni en la específica que las regula existe
previsión alguna en cuanto a la forma de practicarlas. En ningún lugar ‒al menos que yo recuerde‒ se dice

39 así lo recoge la R.d.g.R.n. de 10 de octubre de 2016.
40 no hay, en sentido estricto, creada una Sede Electrónica de los Registros pero, sin perjuicio de su existencia futura, sí hay un servicio

de comunicaciones del Colegio de Registradores que podría perfectamente cumplir esta función.
41 la remisión de la comunicación electrónica hace posible el envío de la información ya estructurada, es decir, inteligible para los sis-

temas electrónicos sin necesidad de intervención humana en su incorporación. Mediante la información en formato estructurado, se
compartirán datos y no documentos; los datos se incrustan exactamente donde son necesarios, sin necesidad de volver a introducirlos,
lo que evitará, por una parte, numerosos errores y, por otra, ingentes cantidades de tiempo -y por tanto dinero- perdidos; los proce-
dimientos serán más fiables, seguros y baratos y, si al final es necesario generar un documento, este se generará a partir de los datos
de origen.
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que deban ser en formato papel, ni por correo certificado, ni de ninguna otra forma. la pregunta a responder
es si estas notificaciones se ven afectadas por lo que establece el artículo 14 de la ley 39/2015 y, en general,
por la obligación de los registradores a relacionarse electrónicamente con las administraciones Públicas y
la respuesta, creo, debe ser necesariamente afirmativa. 

El artículo 14 de la ley 39/2015, en lo que nos interesa, dice que, en todo caso, estarán obligados a re-
lacionarse a través de medios electrónicos con las administraciones Públicas para la realización de cualquier
trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: c) Quienes ejerzan una actividad
profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con
las administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este co-
lectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles. Si observamos el
artículo con detenimiento vemos que habla en su párrafo inicial de realización de cualquier trámite de un
procedimiento administrativo y es verdad que el procedimiento registral no lo es, es un procedimiento es-
pecial, distinto del administrativo, pero creo que este hecho no debe servir para excluir la necesaria relación
electrónica entre los registradores y la administración porque vemos que, a continuación, al referirse a las
profesiones de colegiación obligatoria habla de los trámites y actuaciones que realicen con las Administra-
ciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. Bien, puede entonces pensarse que estos trámites
se refieren a los que todos los profesionales deben realizar por el simple hecho de serlo como, por ejemplo,
las declaraciones fiscales. Este planteamiento obligaría a cualquier colegiado ‒un arquitecto‒ a la relación
electrónica necesaria y obligatoria con la administración42 pues, o se relaciona con ella en el seno de un
procedimiento administrativo ‒no tienen, como los registradores, otro procedimiento de relación‒ o en el
ejercicio de su actividad profesional, pero dejaría las comunicaciones a las que estuviera obligado a hacer
el registrador a las distintas administraciones en el ejercicio de su función pública en un apacible tertius
genus desregulado bastante cómodo; pero ese planteamiento choca con la realidad, que no es otra que los
registradores tienen la doble condición de profesionales del derecho y de funcionarios públicos que deben
comunicar determinadas cuestiones a la administración en el ejercicio de sus funciones públicas. En el pri-
mer aspecto, en el de profesionales, indudablemente están obligados a relacionarse electrónicamente con la
administración por el artículo 14 de la ley 39/2015 y en el segundo aspecto, en el de funcionarios públicos,
si por la conocida razón de la especificidad del procedimiento registral, no se consideraran comprendidos
en el mismo artículo 14, lo estarán por el principio general consagrado en el artículo 3.2 de la ley 40/2015.
todo ello partiendo del hecho, ya dudoso, de que todas estas comunicaciones deban considerarse estricta-
mente procedimiento registral cuando lo cierto es que algunas incumben a todo tipo de funcionarios como,
por ejemplo, la del artículo 7 de la ley 7/2012, que involucra a cualquier autoridad o funcionario que en el
ejercicio de sus competencias; o si estas comunicaciones no son más bien manifestaciones de los aspectos
puramente administrativos del procedimiento registral a los que ya aludía la Exposición de Motivos del
Real decreto 1.879/1994, o si el principio consagrado en el anteriormente citado artículo 3.2 de la ley
40/2015 no forma parte de aquellas normas administrativas que, por responder a principios generales ma-
teriales o de procedimiento propios de todo el ordenamiento, pudieran aplicarse supletoriamente al proce-
dimiento registral, conforme establece la Resolución de la dirección general de los Registros y del notariado
de 23 de abril de 2014, que veremos luego con mayor detenimiento. En todo caso, no parece tener mucho
sentido que los registradores sean, por una parte, los únicos funcionarios públicos43 y por otra, los únicos
profesionales de colegiación obligatoria, que no estén obligados a relacionarse electrónicamente en todo
caso con la administración.

Si se aceptan las tesis enunciadas anteriormente debe asumirse entonces que todas las comunicaciones
que los registradores están obligados a hacer a cualquier administración debieran hacerse por medios elec-

42 no entro en la cuestión de si cualquier profesional de colegiación obligatoria tiene obligación de relacionarse electrónicamente con
los Registros. El tema excede del ámbito de este trabajo, porque tiene mucho -todo- que ver con la consideración o no de los Registros
como administración, y no es el estudio de esa problemática su ámbito objetivo, no obstante, me inclino a pensar que no existe esa
obligación, sin perjuicio de que sea altamente recomendable la universalización entre los profesionales de la utilización de medios
electrónicos de relación con los Registros, para lo que éstos están perfectamente preparados.

43 la letra e) del artículo 14 de la ley 39/2015 obliga también a la necesaria comunicación electrónica a todos los empleados de las
administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en
la forma en que se determine reglamentariamente por cada administración. 
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trónicos pero aun así no puede desconocerse la realidad; las cosas no cambian de la noche a la mañana y la
cuestión necesita de acuerdos y convenios, muy convenientes para que la comunicación electrónica sea per-
fectamente eficiente y demuestre todas sus posibilidades; a falta de acuerdos y convenios en un plazo razo-
nable deberían entonces explorarse otras vías de comunicación electrónica. Por tanto, se abren dos escenarios
bien diferenciados:

a. Que exista un convenio que prevea la comunicación electrónica y facilite el desenvolvimiento de
todas sus posibilidades. de esto tenemos ya varios ejemplos en el ámbito de las comunicaciones que los re-
gistradores deben realizar a las Comunidades autónomas conforme a lo establecido en el artículo 63.3 de
la ley del Suelo. ya desde 2011 existe firmado un convenio con la Junta de andalucía por el que estas co-
municaciones se hacen de forma electrónica y con información estructurada, codificando cada acto urba-
nístico para que la gestión de las comunicaciones pueda ser más eficiente; el sistema funciona remitiendo
los registradores su comunicación a los servicios centrales del Colegio de Registradores, desde donde son
puestos, a través de una suerte de portal registral de notificaciones, a disposición de la Junta de andalucía,
dejando trazabilidad de todos los trámites. Este sistema, que ya se ha extendido con el mismo objeto a otras
comunidades, puede ser puesto a disposición de cualquier administración mediante convenio y sería la forma
más adecuada de realizar estas notificaciones electrónicas.

B. Que no exista convenio. En este caso persiste la obligación de los registradores a comunicarse elec-
trónicamente con la administración, pero es que además es una obligación-derecho, es decir los registradores
tienen obligación, pero también derecho a comunicarse electrónicamente con la administración por lo que,
a falta de convenio, las comunicaciones podrían ponerse a disposición de la administración correspondiente
a través del registro electrónico que, de acuerdo con el artículo 16 de la ley 39/2015, deberá tener opera-
tivo.

Hasta tanto no se encuentren operativos estos registros electrónicos, a falta de convenio, las comunica-
ciones podrán seguir haciéndose por correo certificado, con acuse de recibo, que justifique la correcta ac-
tuación del registrador en el cumplimiento de sus funciones públicas.

5. NOTIFICACIONES REGISTRALES. LA REGULACIÓN REGISTRAL ESPECIAL Y LA APLI-
CACIÓN DE LA LEY 39/2015. EL DOMICILIO REGISTRAL PARA NOTIFICACIONES.

Retomemos el concepto de notificación como instrumento formal de comunicación de carácter indivi-
dualizado. las normas sobre las notificaciones administrativas se encuentran en los artículos 40 a 46 de la
ley 39/2015. Por su parte, la normativa propia de las notificaciones registrales, en lo que se afecta a la forma
de realizarlas, no es muy amplia y, paradójicamente, está regulada en cuanto a su forma de manera más precisa
en la ley de Enjuiciamiento Civil que en la ley Hipotecaria. la ley Hipotecaria se refiere a ello en los artí-
culos 9.e)44, algo en el 199.145 y en el 32246, mientras que la ley de Enjuiciamiento Civil le dedica el 660.147

44 En cualquier momento, el titular inscrito podrá instar directamente del Registrador que por nota marginal se hagan constar las cir-
cunstancias de un domicilio, dirección electrónica a efectos de recibir comunicaciones y notificaciones electrónicas y telemáticas re-
lativas al derecho inscrito. las comunicaciones a través de medios electrónicos y telemáticos serán válidas siempre que exista
constancia de la transmisión y recepción, de sus fechas y del contenido íntegro de las comunicaciones, y se identifique de forma au-
téntica o fehaciente al remitente y al destinatario de las mismas.

45 notificación a colindantes. la notificación se hará de forma personal. En el caso de que alguno de los interesados fuera desconocido,
se ignore el lugar de la notificación o, tras dos intentos, no fuera efectiva la notificación, se hará mediante edicto insertado en el
«Boletín oficial del Estado», sin perjuicio de utilizar, en todo caso, el sistema de alertas previsto en la regla séptima del artículo 203.

46 la calificación negativa del documento o de concretas cláusulas del mismo deberá notificarse al presentante y al notario autorizante
del título presentado y, en su caso, a la autoridad judicial o al funcionario que lo haya expedido.

dicha notificación se efectuará de conformidad con lo previsto en los artículos 58 y 59 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las administraciones Públicas y del Procedimiento administrativo Común. a tal efecto, será válida la noti-
ficación practicada por vía telemática si el interesado lo hubiere manifestado así al tiempo de la presentación del título y queda cons-
tancia fehaciente.

igualmente deberá notificarse la calificación negativa de cláusulas concretas cuando la calificación suspensiva o denegatoria no
afecte a la totalidad del título, el cual podrá inscribirse parcialmente a solicitud del interesado. En este caso, podrán practicarse
asientos posteriores, siempre que no impidan en su día la inscripción de las cláusulas suspendidas o denegadas en el caso de que se
recurra la calificación y se estime la impugnación. interpuesto el recurso, el registrador hará constar por nota al margen del asiento
correspondiente, una relación sucinta pero suficiente del contenido de los pactos o cláusulas rechazadas.
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y 683. En todo caso no regula con la precisión con la que regula casi todas las situaciones la normativa ad-
ministrativa y por ello surge la cuestión de la posible aplicación ‒en aquello no especialmente regulado‒ de
la normativa administrativa a las notificaciones registrales. Partamos del hecho cierto que la ley 39/2015 no
se aplica de forma directa e indiscriminada a los registradores sino en lo que específicamente se prevé, por
ejemplo los artículos 6 y 14; partamos igualmente de que el procedimiento registral no es un procedimiento
administrativo en sentido estricto, que tiene sus reglas, como recuerda la R.d.g.R.n. de 23 de abril de 2014;
cierto es que aquella resolución ‒siguiendo la doctrina de la S.t.S. de 3 de enero de 2011‒ establece que la
aplicación supletoria de las normas de procedimiento administrativo al ámbito de la calificación registral
no puede aceptarse con carácter general ni de manera abstracta pero, como sigue diciendo la citada resolución,
lo anterior no excluye la aplicabilidad del régimen administrativo cuando haya una remisión específica de
la legislación hipotecaria a los aspectos de dicho régimen que considere aplicables a la función registral48,
o cuando se trate de normas administrativas que respondan a los principios generales materiales o de pro-
cedimiento propios de todo el ordenamiento. Hay que llamar la atención que todas las resoluciones o senten-
cias (ver también la S.t.S. de 6 de noviembre de 2013) se refieren a la imposibilidad de la aplicación de las
normas de procedimiento administrativo a la calificación registral, mientras que la dirección general, como
hemos visto antes, no excluye la aplicación supletoria o directa en determinados casos a la función registral,
en lo que es un importante matiz porque la calificación registral se incardina en relación de especie y género
dentro de un concepto más amplio como es el de la función registral. Recordemos que ya la Exposición de
Motivos del Real decreto 1.879/1994, de 16 de septiembre, por el que se aprueban determinadas normas pro-
cedimentales en materia de Justicia e interior decía que por su especificidad se incluyen en las disposiciones
adicionales primera y segunda los procedimientos... y los que conciernen a la legislación notarial, hipotecaria
y mercantil, pues en estos procedimientos las calificaciones de los Registradores de la Propiedad y Mercan-
tiles no son actos administrativos y las decisiones del Departamento en relación con la mismas tienen el ca-
rácter de jurisdicción voluntaria, dejando a salvo a los interesados la vía de orden jurisdiccional civil, sin
perjuicio, eso sí, de los aspectos puramente administrativos del procedimiento, lo que nos llevaría a pre-
guntarnos si las notificaciones registrales ad extra no son uno de aquellos aspectos puramente administrativos
del procedimiento registral49. En todo caso, en materia de aplicación de la normativa de procedimiento admi-
nistrativo a las notificaciones registrales no tenemos que hablar de aplicación supletoria, sino de aplicación
directa por la vía de la remisión expresa, la cual no desvirtúa la naturaleza no administrativa del procedi-
miento registral (PREtEl SERRano)50. Vamos a explicarlo.

a tal fin, se entenderá que es domicilio hábil a efecto de notificaciones el designado por el presentante al tiempo de la presentación,
salvo que en el título se haya consignado otro a tal efecto. Respecto del notario autorizante o de la autoridad judicial o funcionario
que lo expidió, la notificación se practicará en su despacho, sede o dependencia administrativa.

47 1. las comunicaciones a que se refieren los artículos 657 y 659 se practicarán en el domicilio que conste en el Registro, por correo
con acuse de recibo o por otro medio fehaciente.

a efectos de lo dispuesto en el presente artículo, cualquier titular registral de un derecho real, carga o gravamen que recaiga sobre
un bien podrá hacer constar en el Registro un domicilio en territorio nacional en el que desee ser notificado en caso de ejecución.
Esta circunstancia se hará constar por nota al margen de la inscripción del derecho real, carga o gravamen del que sea titular. también
podrá hacerse constar una dirección electrónica a efectos de notificaciones. Habiéndose señalado una dirección electrónica se enten-
derá que se consiente este procedimiento para recibir notificaciones, sin perjuicio de que estas puedan realizarse en forma acumulativa
y no alternativa a las personales. En este caso, el cómputo de los plazos se realizará a partir del día siguiente de la primera de las no-
tificaciones positivas que se hubiese realizado conforme a las normas procesales o a la ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso
de las tecnologías de la información y la comunicación en la administración de Justicia. El establecimiento o cambio de domicilio
o dirección electrónica podrá comunicarse al Registro en cualquiera de las formas y con los efectos referidos en el apartado 2 del ar-
tículo 683 de esta ley.

la certificación a la que se refiere el artículo 656, ya sea remitida directamente por el Registrador o aportada por el Procurador
del ejecutante, deberá expresar la realización de dichas comunicaciones.

En el caso de que el domicilio no constare en el Registro o que la comunicación fuese devuelta por cualquier motivo, el Registrador
practicará nueva comunicación mediante edicto, que se insertará en el «Boletín oficial del Estado».

48 una lectura sosegada de la resolución nos lleva a ver con cierta claridad que, con la imposibilidad de la aplicación de los principios
del procedimiento administrativo a la calificación registral se evita la aplicación a ésta del principio de jerarquía, incompatible con
la independencia en la calificación de los registradores y a la imposibilidad de recurso contencioso, tanto de las calificaciones regis-
trales como de las resoluciones de la dirección general. 

49 Esta pregunta también es pertinente en el caso de las que hemos venido en llamar comunicaciones registrales.
50 Es muy recomendable la lectura, sobre este tema, del trabajo «la legislación administrativa y la dirección general de los Registros

y del notariado», autor: Juan José Pretel Serrano, libro homenaje a Manuel Peña Bernaldo de Quirós y antonio ipiéns llorca, 1996,
iSBn 84-88973-35-7, págs. 471-494.



Bol. Colegio Registradores, núm. 40— 1259 —

Estudios y Colaboraciones

1. El paradigma de la notificación registral: la nota de calificación negativa. De todas las notificaciones
registrales que hemos enumerado en el catálogo anteriormente confeccionado hay una que destaca sobre
todas las demás por su trascendencia; porque es con la que termina ‒al menos en principio‒ el procedimiento
registral cuando existen defectos que impiden la inscripción y porque es una resolución registral recurrible:
la nota de calificación. Pues bien, la notificación de la calificación negativa ‒paradigma de la notificación
registral‒ debe atenerse, por remisión directa del artículo 322 de la l.H., al esquema de notificaciones del
procedimiento administrativo al manifestar expresamente este artículo que dicha notificación se efectuará
de conformidad con lo previsto en los artículos 58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, regulación que ac-
tualmente nos lleva a los artículos 40 y siguientes de la ley 39/201551, por lo tanto, las notificaciones regis-
trales de las calificaciones negativas deben cumplir todos los criterios establecidos por aquellos artículos y
se rigen por la legislación de procedimiento administrativo tanto en la forma de practicarlas como en sus
efectos. Es éste un hecho innegable y así lo entendió también el profesor gaMERo en la conferencia por
él ofrecida en el decanato territorial de los Registradores de andalucía occidental con motivo de las jor-
nadas celebradas sobre administración electrónica. también lo entiende así el propio Colegio nacional de
Registradores en su estudio sobre la aplicación de las leyes 39/2015 y 40/2015. Sobre esto no hay discu-
sión.

Visto con claridad meridiana el régimen de notificación de las calificaciones negativa hemos de pregun-
tarnos si al resto de las notificaciones ‒instrumentos formales de comunicación de carácter individualizado‒
que deben hacer los registradores se aplican las mismas reglas u otras distintas y, a mi juicio, no cabe duda
de la respuesta afirmativa; por varias razones, entre las que no es desdeñable la razón lógica: carece de sen-
tido que los regímenes jurídicos de las notificaciones registrales sean diversos, dependiendo del destinatario
o del procedimiento concreto; eso, ni ayuda a los registradores, a los que impone manejar varios sistemas
de notificación al mismo tiempo, ni ayuda a los ciudadanos, que no sabrán en muchos casos a qué atenerse
cuando reciban una notificación registral, porque lo lógico es esperar de todas ellas las mismas formas y los
mismos efectos. Vayamos por partes.

2. Las notificaciones posteriores a la expedición de certificaciones de cargas en procedimientos ejecu-
tivos. En cuanto a las notificaciones que deben hacer los registradores a los titulares de cargas y derechos
posteriores a la que se ejecute podría pensarse, dada la dicción literal del artículo 660 de la l.E.C., que se
rigen por la ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comu-
nicación en la administración de Justicia y no por la ley 39/2015, pero lo cierto es que no creo que, como
veremos, deban tener distinto régimen del anteriormente determinado para las notas de calificación, además,
ambas regulaciones son en el fondo tan similares que no merece la pena establecer diferenciaciones artifi-
ciosas. En todo caso, existen razones fundadas para pensar así y para valorarlo adecuadamente creo intere-
sante profundizar en el estudio del artículo 660.1 de la l.E.C. porque su regulación, complementada por el
683 es, en muchos aspectos, bastante completa.

lo primero que hay que poner de manifiesto es el ámbito objetivo del precepto, porque es amplio, al in-
cluir no solamente las notificaciones a realizar por el registrador de la propiedad sino también las derivadas
de la minoración de cargas que debe realizar el Juzgado a través del procurador . Por lo tanto, el Juzgado, a
través del procurador52, notificará a los titulares de cargas preferentes al objeto de su minoración y el regis-
trador, a los de las cargas posteriores, a los efectos del apartado 3 del artículo 659. Esta ampliación puede

51 la referencia del artículo 322 de la ley Hipotecaria a la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las administra-
ciones Públicas y del Procedimiento administrativo Común, debe entenderse hecha actualmente a la ley 39/2015, de 1 de octubre,
del Procedimiento administrativo Común de las administraciones Públicas, pero es que, además, tratándose de Corporaciones de
derecho Público, el artículo 2.4 de esta última norma establece que las Corporaciones de derecho Público se regirán por su normativa
específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por ley o delegadas por una administración Pública,
y supletoriamente por la presente ley, es decir, la ley 39/2015 se aplicará supletoriamente también al Colegio de Registradores con-
forme a la definición que del mismo hace el artículo 1 del Real decreto 483/1997, de 14 de abril, por el que se aprueban los Estatutos
generales del Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España.

52 Es importante destacar la diferencia entre el procurador, que es únicamente un profesional del derecho y el registrador que, además
de profesional del derecho es un funcionario público.



Bol. Colegio Registradores, núm. 40— 1260 —

Estudios y Colaboraciones

tener que ver con la aplicación a las notificaciones derivadas del artículo 660 de la ley 18/2011, en vez de
la ley 11/2007, hoy leyes 39 y 40 de 2015. 

En cuanto a los efectos de las notificaciones, la regulación de la l.E.C. en su artículo 660, y solo para
el cómputo de plazos, se refiere a las normas procesales o a la ley 18/2011, de 5 de julio, regulación que
no encaja demasiado con la actividad registral y parece más bien que su inclusión en el artículo se debe, por
un lado, a ser una norma procesal y, por otro, a incluirse en el mismo a los procuradores, cuyas notificaciones
sí se encuentran en el ámbito de la l.E.C. y la ley 18/201153. En todo caso hay que insistir que la referencia
a la a la ley 18/2011 se hace a los efectos del cómputo de los plazos por el Juez, y entiendo que no tiene
nada que ver con la forma de practicar las notificaciones por el registrador, es decir, sería un mensaje dirigido
al Juez, no al registrador. otro dato a tener en cuenta y que también es un argumento a favor de que la forma
de las notificaciones a titulares posteriores del artículo 660 de la l.E.C. sea la misma estudiada para las
notas de calificación es que, en caso de notificación infructuosa, el registrador debe publicar la notificación
en el tablón Edictal del B.o.E. y no en el del juzgado o sede/subsede electrónica del mismo, conforme de-
termina el artículo 35 de la ley 18/2011 en relación con el 163 de la l.E.C., que serían las normas procesales
teóricamente aplicables. la referencia en la l.E.C. a la publicación de las notificaciones infructuosas por
parte del registrador en el B.o.E. es perfectamente coherente con la d.a. segunda de la ley 13/2015 que
somete la publicación de los edictos y anuncios de los registradores en el B.o.E. a las normas de procedi-
miento administrativo. En definitiva, no existe ninguna razón, ni lógica ni jurídica, para que los cauces o
formas de las notificaciones a realizar por los registradores a los titulares de derechos y cargas posteriores
en el ámbito de los procedimientos de ejecución sean distintas de las de las calificaciones negativas.

3. Las demás notificaciones registrales. Son, fundamentalmente, aquellas a las que se refieren los artí-
culos 198 y siguientes de la l.H., básicamente, los artículos 9.b, 199 y 201.3. Si observamos la regulación
del artículo 199 de la l.H. resulta que el registrador sólo incorporará al folio real la representación gráfica
catastral tras ser notificada a los titulares registrales del dominio de la finca si no hubieran iniciado éstos el
procedimiento, así como a los de las fincas registrales colindantes afectadas. la notificación se hará de
forma personal. En el caso de que alguno de los interesados fuera desconocido, se ignore el lugar de la no-
tificación o, tras dos intentos, no fuera efectiva la notificación, se hará mediante edicto insertado en el «Bo-
letín oficial del Estado», sin perjuicio de utilizar, en todo caso, el sistema de alertas previsto en la regla
séptima del artículo 203. Esta escasa regulación de la notificación es perfectamente compatible con las nor-
mas de los artículos 40 y siguientes de la ley 39/2015 por lo que tampoco hay razones para entender que
estas notificaciones tengan un régimen distinto de las de las notas de calificación y lo mismo cabe decir de
las previstas en el artículo 9.b)54 o 201.355. Es más, lo cierto es que si las normas sobre notificaciones con-
tenidas en estos artículos concretos son insuficientes, habrá que recurrir supletoriamente a otras normas de
la l.H. donde se regulen de forma más satisfactoria, aunque sea a través de una remisión a otra regulación
como la de procedimiento administrativo, de forma que llegamos de nuevo al artículo 322 de la l.H.

4. Consecuencias de entender que existen varios sistemas de notificaciones registrales en vez de uno,
sometido en todo caso a las normas de la Ley 39/2015. Mi postura es clara en favor de la existencia de un
solo régimen de notificaciones registrales sometido ‒salvo en lo que veremos posteriormente sobre el do-
micilio‒ a las normas de procedimiento administrativo y lo creo con fundamento en los siguientes argu-
mentos:

1. la remisión expresa a las normas administrativas que la legislación hipotecaria hace al tratar la que
hemos venido en llamar notificación registral paradigmática: la nota de calificación.

53 El artículo 23.5 de la l.E.C. es ilustrativo en este sentido y, por otra parte, la Exposición de Motivos de la ley 18/2011 se refiere a
los derechos y deberes de los profesionales del ámbito de la justicia en sus relaciones con la misma por medios electrónicos. abogados,
procuradores, graduados sociales y demás profesionales que actúan en el ámbito de la justicia… pero en ningún caso se refiere a los
registradores. 

54 El Registrador notificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del título
presentado o de los trámites del artículo 199 ya constare su notificación.

55 Realizada la operación registral, el Registrador la notificará a los titulares registrales de las fincas colindantes.
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2. la no contradicción de ninguna de las escasas reglas que regulan las notificaciones registrales en la
legislación especial con los principios que rigen las notificaciones administrativas. Más bien todo lo con-
trario, son perfectamente compatibles, aunque menos precisas.

3. la seguridad jurídica demanda una sola clase de notificación registral, que sea unívoca, realizada
siempre de la misma manera.

Por el contrario, defender que existen tres56 formas distintas de notificar por parte de los registradores,
una para las notas de calificación, sometida a las normas administrativas; otra para las notificaciones deri-
vadas de la l.E.C., sometida a normas procesales y otra, las de los artículos 199 y siguientes de la l.H., con
su normativa propia, nos llevaría a consecuencias indeseables, tales como:

1. Mayor dificultad de gestión para los registradores, que deberán controlar tres sistemas distintos de
notificación y, correlativamente, mayor inseguridad para los ciudadanos que no podrán esperar la misma
forma y efectos de todas las notificaciones registrales que reciban, porque que dependerán del procedi-
miento.

2. distintos domicilios de notificaciones. los ciudadanos podrían designar un domicilio distinto para
cada procedimiento, es decir, el domicilio del artículo 9 de la l.H. podría ser distinto al establecido conforme
al 660 de la l.E.C.; la misma inscripción tendría dos notas marginales designando domicilios diferentes, lo
que carece de lógica y de sentido práctico. El domicilio designado a efectos de notificaciones debe ser uno.
luego nos extenderemos sobre el domicilio registral.

3. distintos requisitos para considerar infructuosa una notificación personal. Hay un tema muy importante
por resolver: cuándo puede o debe considerarse infructuosa una notificación. tradicionalmente se había en-
tendido en muchos Registros que, en el caso de las notificaciones del artículo 659 de la l.E.C., bastaba que
fuera devuelta una sola vez para proceder a publicarla en el tablón del Registro, sin embargo, entendemos
que ese criterio ‒ya dudoso de por sí‒ debe descartarse definitivamente, puesto que ahora, tras lo establecido
en el artículo 322 de la l.H. sobre las notificaciones de notas de calificación o toda la serie de notificaciones
a que obliga la ley 13/2015, de 24 de junio, especialmente lo que dice el artículo 199.1 de la l.H., la apro-
ximación al modelo de notificaciones administrativas es innegable y por ello debemos entender en todo
caso de aplicación lo establecido en los artículos 40 y siguientes de la ley 39/2015, en especial lo establecido
en el artículo 42.2 y 44, es decir, para que una notificación se considere infructuosa deberá haberse intentado
dos veces. de hecho, el párrafo primero del artículo 44 de ley 39/2015 y el último párrafo del 660.1 de la
l.E.C. son muy parecidos en su contenido y no pueden exigir actuaciones distintas. En definitiva, solamente
debe hablarse de un tipo de notificaciones registrales –no de unas notificaciones registrales procesales con
una mecánica, otras estrictamente registrales y otras notificaciones registrales administrativas con otra me-
cánica‒ y deben realizarse con el mismo procedimiento: dos intentos y, posteriormente, mediante su remisión
al B.o.E.. defender lo contrario llevaría a establecer un procedimiento menos garantista para las notifica-
ciones procesales y eso carece de toda lógica. a mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que todas las
publicaciones de los registradores en el B.o.E. tienen un marco de aplicación general, que es la disposición
adicional segunda a que nos referiremos más adelante, y que con toda claridad dice que es necesario realizar
dos intentos y esto se refiere a todos los procedimientos en los que intervengan por razón de su cargo, sin
exclusión57. 

56 Mención aparte, por lo trasnochado del sistema, merece el sistema de notificaciones de las certificaciones continuadas que recoge
el artículo 354 del Reglamento Hipotecario. Establece el apartado 5 que estas notificaciones se harán por telégrafo o por correo cer-
tificado, según se haya solicitado, pero en todo caso, se entenderá bien hecha si se hiciere personalmente al destinatario, bajo recibo
de éste. todo el sistema de publicidad formal debe ser objeto de revisión y, desde luego, la publicidad continuada es una gran candidata
a las notificaciones en formato electrónico por su rapidez y eficacia. 

57 la Sociedad Estatal Correos y telégrafos tiene un servicio de notificaciones administrativas que es, según la propia sociedad estatal,
«un servicio indicado exclusivamente para organismos públicos, entidades administrativas y judiciales que necesiten tener constancia
de que se ha realizado la entrega de sus comunicaciones de carácter legal. Son envíos certificados (entrega bajo firma) e incluyen
hasta dos intentos de entrega en domicilio. de esta forma cumplen los requisitos que exige la ley de Régimen Jurídico y del Proce-
dimiento administrativo Común que incluye los servicios añadidos de prueba de entrega certificada como garantía de recepción,
mediante aviso de recibo o prueba de entrega electrónica y gestión de entrega de notificaciones». de esta manera quedarían perfec-
tamente cumplidos todos los requisitos legales, existiendo una única e inequívoca forma de notificación registral.
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5. Domicilio registral para notificaciones. El artículo 322 de la l.H. establece un domicilio especial
para la notificación de las calificaciones negativas: se entenderá que es domicilio hábil a efecto de notifica-
ciones el designado por el presentante al tiempo de la presentación, salvo que en el título se haya consignado
otro a tal efecto. Respecto del notario autorizante o de la autoridad judicial o funcionario que lo expidió, la
notificación se practicará en su despacho, sede o dependencia administrativa. Para las demás notificaciones
tenemos que estudiar los artículos 9.e) de la l.H. y el 660 de la l.E.C. Vemos que, conforme al párrafo pri-
mero del apartado 660.1 de la l.E.C., las notificaciones a realizar por el registrador a los titulares de derechos
que figuren en la certificación de cargas y que aparezcan en asientos posteriores al del derecho del ejecutante
–o anteriores, en el caso del 657, a realizar por el Juzgado, a través del procurador‒ se harán en el domicilio
que conste en el Registro; es evidente que desde que se produce una inscripción hasta que una carga prefe-
rente o posterior se ejecute –por la razón que sea‒ pueden pasar meses o incluso años, sin que existiese pre-
visto un mecanismo de actualización del domicilio registral, razón por la que un alto número de
comunicaciones eran infructuosas. Por tanto, debe considerarse afortunada su inclusión, aunque lo cierto es
que la posibilidad de hacer constar un domicilio registral a efectos de notificaciones ya se recogía en la letra
e) de la regla novena del artículo 51 del Reglamento Hipotecario y vuelve a recogerse en el artículo 9 de la
l.H. reformado por la ley 13/2015.

termina diciendo este párrafo segundo del apartado 1 que el establecimiento o cambio de domicilio o
dirección electrónica podrá comunicarse al Registro en cualquiera de las formas y con los efectos referidos
en el apartado 2 del artículo 683 de la ley; es decir, que se harán constar en el Registro por nota al margen
de la inscripción o anotación, bien mediante instancia con firma legitimada o ratificada ante el registrador,
bien mediante instancia presentada telemáticamente en el Registro, garantizada con certificado reconocido
de firma electrónica, o bien mediante acta notarial. Vemos entonces que, al acta notarial, que ya se preveía
en la anterior redacción de este artículo, se unen, como instrumentos para documentar el cambio de domicilio,
la instancia con firma legitimada o ratificada ante el registrador y la instancia presentada telemáticamente
en el Registro, garantizada con certificado reconocido de firma electrónica. Realmente, si de lo que se trata
es de facilitar la comunicación al Registro para evitar situaciones de indefensión, esta ampliación es muy
positiva. no se trata ahora de entrar en el debate sobre la naturaleza jurídica de la instancia con firma legi-
timada o firmada electrónicamente sino de si estos nuevos vehículos documentales cumplen su cometido
con la suficiente garantía y la respuesta debe ser afirmativa; una instancia con la firma legitimada notarial-
mente o ratificada ante el registrador, con los debidos controles respecto de la identidad del firmante, nos
deben dejar muy tranquilos –razonablemente tranquilos al menos‒ en materia de seguridad o suplantación
de identidad. En cuanto a la instancia firmada con certificado reconocido de firma electrónica y presentada
telemáticamente tenemos que tener en cuenta dos cuestiones: por una parte, que la ley exige que sea auto-
rizada con certificado reconocido de firma electrónica58; es decir, de las clases de firma electrónica existentes,
por así decirlo, la ley exige el más sólido y consistente a riesgo de ser minoritario y, en segundo lugar, que
conforme establece el apartado 4 del artículo 3 de la ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica,
la firma electrónica reconocida tendrá respecto de los datos consignados en forma electrónica el mismo
valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel. Por tanto, admitida la instancia
física con firma manuscrita, es perfectamente coherente admitir la instancia con firma electrónica reconocida.
la pregunta en este caso es si tras la entrada en vigor de la ley 39/2015 y especialmente de lo regulado en
sus artículos 9 y 1059, no serían admisibles otros sistemas de firma regulados en dichos artículos y la res-

58 actualmente certificados cualificados.
59 la evolución en la ley 39/2015 en materia de identificación y firma electrónica de los ciudadanos frente a la ley 11/2007 es evidente.

la misma Exposición de Motivos manifiesta que una de las novedades más importantes de la ley es la separación entre identificación
y firma electrónica y la simplificación de los medios para acreditar una u otra, de modo que, con carácter general, sólo será necesaria
la primera, y se exigirá la segunda cuando deba acreditarse la voluntad y consentimiento del interesado. así, efectivamente, si en la
ley 11/2007 solamente se admitían sistemas de firma reconocida, avanzada y claves concertadas de forma muy, muy limitada, la
ley 39/2015 distingue entre identificación de los ciudadanos y firma en procedimientos, así en el artículo 9 de la ley 39/2015 se ad-
miten como medios de identificación de los ciudadanos  sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de
firma electrónica; sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de sello electrónico y sistemas de clave
concertada y cualquier otro sistema que las administraciones Públicas consideren válido, en los términos y condiciones que se esta-
blezcan. Si nos fijamos en este último inciso lo cierto es que ya sirve cualquier sistema que cada administración considere idóneo y
se abre la puerta a que incluso se puedan admitir distintos sistemas de identificación ‒identificación más fuerte o más débil‒ según
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puesta, entiendo yo, debería ser afirmativa. también deberá admitirse la presentación presencial en el Re-
gistro de una instancia firmada electrónicamente y almacenada en una unidad física –un pen drive o tarjeta
Sd‒ porque aun cuando existe una tendencia a asociar lo electrónico con lo telemático –la ley claramente
lo hace‒, no siempre es así y si se presenta directamente un archivo electrónico cuya firma puede ser veri-
ficada correctamente por el registrador no debe haber inconveniente en admitirlo.

lo que hemos visto aparece en los artículos 660 y 683 de la l.E.C., pero hay que hacer referencia a una
cuestión que se plantea fundamentalmente por la cantidad de reformas legales que en el año 2015 se llevaron
a cabo y no todas con la debida coordinación. Hemos venido estudiando la posibilidad que recoge el artículo
660 de establecer un domicilio registral para notificaciones, con una serie de características; sin embargo
no es el único lugar donde se ha establecido esa posibilidad; así, como hemos visto antes, el último párrafo
de la letra e) del artículo 9 de la ley Hipotecaria, en su redacción dada por la ley 13/2015, de 24 de junio60,
se dice: «En cualquier momento, el titular inscrito podrá instar directamente del Registrador que por nota
marginal se hagan constar las circunstancias de un domicilio, dirección electrónica a efectos de recibir co-
municaciones y notificaciones electrónicas y telemáticas relativas al derecho inscrito…»61 Esta regulación
no es exactamente la misma que la de la l.E.C., pero por lo que hemos visto hasta ahora, debemos descartar
la existencia de varios domicilios registrales de notificaciones; el domicilio del artículo 9.b) de la l.H. y el
del 660 de la l.E.C. deben ser necesariamente el mismo porque lo contrario sería bastante esquizofrénico
para el registrador, así que vamos a intentar hacer un ejercicio de integración de ambas regulaciones que
abarcará varios aspectos: vigencia preferente de un texto u otro; diferencias entre los textos y resultado final.

a. En cuanto a la vigencia, se produce un hecho curioso y es que la ley 19/2015, de 13 de julio (Subas-
tas), se publicó después que la ley 13/2015, de 24 de junio (Catastro-Registro), pero entró en vigor quince
días antes, por lo que las previsiones que en cuanto al domicilio registral contiene la l.E.C. tendrían un
vigor temporal de tan sólo dos semanas, pero las cosas no son tan drásticas. Efectivamente, pudiera darse
el caso de que en lo que fueran contradictorias una regulación y otra, la segunda derogase la primera; pero
también puede pensarse en positivo, de forma que una regulación complementase a la otra, aunque desde el
punto de vista de técnica legislativa –y tratándose de textos tan próximos en el tiempo‒ no sea muy aceptable.
otro detalle que no debemos olvidar es que una regulación puede tener carácter general y otra especial, lo
cual también puede afectar a su aplicación. En todo caso, la vigencia temporal preferente a partir del 1 de
noviembre será la regulación de la ley Hipotecaria por haber entrado en vigor con posterioridad.

B. En cuanto a las diferencias entre una y otra regulación del domicilio registral: 
‒ localización. Vemos que una está localizada sistemáticamente en el artículo 9 de la ley Hipotecaria,

mientras la otra está en una norma especial que además señala que es «a efectos de lo dispuesto en el presente
artículo» ‒el 683, pero también por extensión a los artículos 657 y 659‒, de donde se deduce que la primera
afectaría a todo el ámbito de actuación de los registradores y la segunda a las notificaciones derivadas de
procedimientos ejecutivos. Pero esto no sería operativo; ya hemos visto que el domicilio registral de notifi-
caciones debe ser uno.

cada procedimiento, lo que tiene toda la lógica. En el artículo 10 se admiten como medios de firma los sistemas de firma electrónica
reconocida o cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de firma electrónica; los  sistemas
de sello electrónico reconocido o cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados electrónicos reconocidos o cua-
lificados de sello electrónico y cualquier otro sistema que las administraciones Públicas consideren válido, en los términos y condi-
ciones que se establezcan. El problema aparece en el siguiente párrafo al decir textualmente que cada Administración Pública,
Organismo o Entidad podrá determinar si sólo admite algunos de estos sistemas para realizar determinados trámites o procedimientos
de su ámbito de competencia, pero no establece ninguno como obligatorio. Ello supone, de facto, un excesivo grado de discreciona-
lidad para la administración a no venir obligada a admitir forzosamente al menos uno de ellos, si bien es cierto que todas las personas
responsables de administración electrónica con las que he tenido la oportunidad de comentar esta circunstancia coinciden en que
siempre se va a admitir la firma electrónica reconocida o cualificada y avanzada, en todo caso.

60 no estaba en la redacción original del proyecto de ley; fue introducido como enmienda en su tramitación parlamentaria.
61 no termina de comprenderse la redacción; no se sabe muy bien por qué se dice «se hagan constar las circunstancias de un domicilio,

dirección electrónica». no se sabe si se equipara «domicilio» y «dirección electrónica» –que no parece correcto-. lo lógico es que
pueda hacerse constar un domicilio y/o una dirección electrónica.  da la impresión de que existe un error y que la coma debe ser una
letra «o».
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‒ ámbito. El artículo 9 de la ley Hipotecaria habla solamente del «titular inscrito» y de «derecho
inscrito»62 lo cual, en puridad, dejaría fuera a los titulares anotados –de embargos, de créditos refaccionarios,
incluso de derechos hereditarios y otros derechos‒ mientras que la regulación de la l.E.C. incluye a cualquier
«titular registral de un derecho real, carga o gravamen».

‒ objeto. Qué es lo que se puede hacer constar en el Registro. la redacción de la l.E.C. es más clara,
según ella puede hacerse constar «un domicilio en territorio nacional» y también «una dirección electrónica
a efectos de notificaciones»; por el contrario, el artículo 9 de la ley Hipotecaria, como ya hemos señalado
en la nota al pie anterior, dice que se podrá hacer constar «las circunstancias de un domicilio, dirección
electrónica…» Creo que se debe entender –con un criterio finalista‒ que se puede hacer constar o un domi-
cilio postal, o una dirección electrónica o ambas cosas.

‒ acceso al Registro. la regulación del artículo 9 nada dice del vehículo mediante el que el domicilio
accede al Registro, ya que simplemente habla de que «el titular inscrito podrá instar directamente del Re-
gistrador»; instar, efectivamente, se hace con una instancia, pero la regulación de la l.E.C. es más rica por-
que nos dice cómo debe ser la instancia y qué condiciones debe reunir y, además, permite el acta notarial.
ambas regulaciones coinciden, no obstante, en la técnica registral y en el asiento a practicar: una nota mar-
ginal.

‒ Medio preferente. En la regulación de la l.E.C. se establece la presunción legal de que quien señala
una dirección electrónica se entenderá que consiente este procedimiento para recibir notificaciones; en la
regulación de la ley Hipotecaria parece que se va más allá e incluso se prescinde de la presunción, al regu-
larse directamente los efectos de las notificaciones electrónicas. En todo caso, quien señala una dirección
electrónica, en uno y otro caso, debe asumir sus efectos.

C. En cuanto al resultado final. del cotejo sistemático de ambas regulaciones resultan unas normas
mucho más complementarias que contradictorias, por lo que puede perfectamente hacerse una interpretación
integradora de ambas y que quedaría resumida en los siguientes puntos:

a) Cualquier titular registral de un derecho real, carga o gravamen podrá solicitar del registrador de la
propiedad que se haga constar en el Registro un domicilio postal, una dirección electrónica o ambas cosas,
para recibir notificaciones. Si hace constar una dirección electrónica se entiende que admite notificaciones
electrónicas. de la misma manera podrá posteriormente cambiarse la dirección ya facilitada.

b) la solicitud se hará mediante instancia dirigida al registrador, con la firma legitimada o ratificada
ante él, o bien remitida telemáticamente y autorizada con certificado reconocido de firma electrónica, o au-
torizada con el mismo certificado electrónico y presentada en el Registro en una unidad física como un pen
drive. también se admitirá mediante acta notarial.

c) El domicilio y/o dirección electrónica se harán consta por nota al margen del asiento del que resulte
el derecho o la carga a favor del titular. 

d) El domicilio o dirección electrónica será unívoco en el mismo Registro, es decir, el mismo para todos
derechos o cargas de los que resulte titular el solicitante y sobre cada uno de ellos debe hacerse constar la
nota marginal. de la misma manera, será un solo domicilio y/o dirección electrónica dentro de un mismo
Registro para todo tipo de notificaciones, ya sean las previstas en los artículos 659 y 689 de la l.E.C., ya
sean las demás previstas en la legislación hipotecaria. 

e) Efectos de la notificación electrónica de los registradores. En todo caso serán válidas siempre que
exista constancia de la transmisión y recepción, de sus fechas y del contenido íntegro de las comunicaciones,
y se identifique de forma auténtica o fehaciente al remitente y al destinatario de las mismas. nada se dice
en la ley Hipotecaria para el caso que la notificación así practicada sea rehusada por el destinatario, por lo
que habrá que acudir a la legislación administrativa, de nuevo a la ley 39/2015, en cuyo artículo 43.2,
párrafo segundo se dice que, cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o
haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez

62 En el mismo sentido en el que se pronuncia en la actualidad la letra e) de la regla novena del artículo 51 del Reglamento Hipotecario
que dice que «En cualquier momento, el titular inscrito podrá instar directamente del Registrador que por nota marginal se hagan
constar las circunstancias de un domicilio a efectos de recibir comunicaciones relativas al derecho inscrito». la regulación del ar-
tículo 9 de la ley Hipotecaria parece sacada de esta regulación del Reglamento Hipotecario, a la que simplemente se le añade la
forma electrónica de la notificación y sus efectos. 
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días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido. la conse-
cuencia de esta afirmación hay que buscarla en el artículo 41.5 del mismo cuerpo legal, que afirma que
cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará
constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando
por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento. Por tanto, puesta a disposición del interesado la
notificación electrónica en los casos en que sea obligatorio o el mismo haya optado por esta opción y trans-
curridos diez días naturales sin que acceda a su contenido, se entenderá realizado el trámite63.

Por supuesto, si el titular registral no ha determinado un domicilio registral para notificaciones haciendo
uso del derecho que le otorgan los artículos 9 de la l.H. y 660 de la l.E.C., las notificaciones se harán al
domicilio originario que conste en el asiento registral de la finca a la que se refiera el procedimiento que
diera lugar a la obligación de notificar.

6. LAS PUBLICACIONES REGISTRALES.

Hemos visto al principio que el concepto de publicación no es unívoco ni en ámbito administrativo ni
en el registral pero, en todo caso, la normativa a aplicar a las registrales aparece más clara y genera menos
dudas que la que hemos visto referida a las comunicaciones y notificaciones. dentro de lo que hemos venido
a llamar publicaciones registrales hemos de referirnos a dos tipos: las publicaciones propiamente dichas y
las publicaciones sustitutorias.

1. Publicaciones registrales en sentido estricto. Son a las que se refiere la regla 7.ª del artículo 203 y el
último párrafo del 205, ambos de la l.H. y que, a su vez, se subdividen en dos:

a. Edictos en el B.o.E.. El Registrador ordenará la publicación de un edicto que refleje los datos de la
finca o fincas que resulten del expediente, así como su titularidad y cargas. El edicto, notificando a todos
los interesados y a las personas ignoradas a quienes pueda perjudicar el expediente, habrá de publicarse de
forma gratuita en el «Boletín oficial del Estado». la publicación efectiva del edicto se hará constar por nota
al margen de la inscripción del dominio de la finca inmatriculada. 

b. Publicación en el conocido como geoportal64 del Colegio de Registradores: a éste se refiere la misma
regla 7.ª al decir que también se utilizará, a efectos meramente informativos, un servicio en línea, relacionado
con la aplicación de representaciones gráficas prevista en el artículo 9, para crear alertas específicas sobre
fincas que fueran afectadas por procedimientos de inmatriculación, deslinde o rectificación de cabida o lin-
deros. Este es un novedoso sistema de publicación por el que se complementa la publicación literaria en el
B.o.E. con una publicación visual o gráfica en un mapa electrónico que suministra distintos tipos de infor-
mación y que, ademán, supone un mundo de posibilidades.

2. Publicaciones registrales sustitutorias de las personales.
a las publicaciones registrales sustitutorias se refiere expresamente el apartado 1 del artículo 199 de la

l.H. y también el último párrafo del apartado 1 del artículo 660, que la introduce como novedad. Recordemos
que en la anterior redacción de este artículo el mismo caso se resolvía mediante un edicto en el tablón de
anuncios del Registro, publicado durante un plazo de quince días. no hay mucho que decir sobre la absoluta
falta de efectividad de ese tipo de notificaciones en el tablón del Registro y la mejora que supone su traslado
al Portal Edictal de B.o.E.

dicho esto, vemos entonces que ahora, con muy buen criterio, la publicación de edictos, que antes se
hacía en el tablón del Registro o en el de los ayuntamientos, se lleva al B.o.E. a todas estas publicaciones
les será de aplicación lo dispuesto en la disposición adicional segunda de la ley 13/2015, de 24 de junio,
según la cual los anuncios y edictos que los Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles,
así como los notarios, deban publicar en el «Boletín oficial del Estado» con carácter supletorio cuando, en

63 Este mismo sistema se recogía en la ley 30/92, que ha sido sustituida por la 39/2015.
64 Como ya se ha indicado, a este portal se accede en la siguiente dirección electrónica:

https://geoportal.registradores.org/geoportal/index.html
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los procedimientos en los que intervengan por razón de su cargo, los interesados sean desconocidos, se
ignore el lugar de la notificación o, tras dos intentos, hubiera resultado infructuosa la notificación personal,
tendrán el tratamiento previsto en la disposición adicional vigésimo primera de la ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las administraciones Públicas y del Procedimiento administrativo Común que, a su vez esta-
blecía que «1. la agencia Estatal Boletín oficial del Estado pondrá a disposición de las diversas adminis-
traciones Públicas un sistema automatizado de remisión y gestión telemática para la publicación de los
anuncios de notificación en el ‟Boletín oficial del Estado” previstos en el artículo 59.5 de esta ley y en
esta misma disposición adicional. dicho sistema, que cumplirá con lo establecido en la ley 11/2007, de 22
de junio, y su normativa de desarrollo, garantizará la celeridad en la publicación de los anuncios, su correcta
y fiel inserción, así como la identificación del órgano remitente… 3. la publicación en el ‟Boletín oficial
del Estado” de los anuncios a que se refieren los dos párrafos anteriores se efectuará sin contraprestación
económica alguna por parte de los organismos que la hayan solicitado». Esta disposición ha sido perfecta-
mente reproducida en cuanto a su contenido por la disposición adicional tercera de la ley 39/2015, que es
la actualmente vigente.

En definitiva, los Registros de la Propiedad –y los Mercantiles‒ deberán tener acceso – por sí o a través
de los Servicios del Colegio de Registradores‒ al sistema automatizado de publicación de anuncios y edictos
que se prevé para toda la administración y que ya está en funcionamiento mediante el denominado «Suple-
mento de notificaciones» del B.o.E., el cual tendrá carácter gratuito.

7. CONCLUSIÓN.

las comunicaciones registrales en sentido amplio pueden dividirse en comunicaciones, notificaciones y
publicaciones. las comunicaciones en sentido propio son una manifestación concreta del principio general
de colaboración entre administraciones, tienen siempre como destinatarias una administración pública y de-
berían realizarse siempre en forma electrónica; las notificaciones son un acto formal de comunicación indi-
vidualizada a un interesado o afectado por el procedimiento registral, son todas de igual clase y están
sometidas en cuanto a su forma a la ley 39/2015 y, finalmente, las publicaciones registrales son un tipo de
comunicación registral que tiene por objeto dar a conocer con carácter universal determinada actuación o
bien, sustituir de alguna manera la notificación individualizada cuando no se ha podido realizar o hubiera
resultado infructuosa. las publicaciones registrales que deben hacerse en el B.o.E. tienen igualmente el
tratamiento que se reserva para las publicaciones de las administraciones Públicas.

de todo ello cabe concluir que, sin poner en duda en ningún momento el carácter propio y diferenciado
del procedimiento registral en cuanto a sus elementos esenciales, (tales como presentación de documentos
‒lugar y forma‒, calificación independiente por el registrador, resolución y efectos de la calificación e ins-
cripción) las comunicaciones, notificaciones y publicaciones registrales se asimilan a las formas previstas
en la legislación de procedimiento administrativo como consecuencia del carácter de funcionario público
ejerciente de funciones públicas que tiene el registrador, sin que tampoco este hecho desvirtúe el carácter
de profesional del derecho que también, y de forma indisoluble, es predicable de aquel.
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CASOS PRÁCTICOS1. Por el Servicio de Estudios Registrales de Madrid, coordinado por Rey-
naldo Vázquez Lapuerta y con la colaboración de Marta Cavero Gómez, Sonia Morato González, Ana Sol-
chaga López de Silanes y Carlos Ballugera Gómez, por la cesión de estos casos del Seminario de Derecho
Registral de Madrid.

1. HERENCIA. INEXISTENCIA DE TÍTULO SUCESORIO: CAUSANTE QUE FALLECE EN SE-
GUNDAS NUPCIAS DE CUYO MATRIMONIO NO DEJÓ DESCENDENCIA, Y SÍ TRES HIJOS
DE SU PRIMER MATRIMONIO. TESTAMENTO OTORGADO DURANTE SU PRIMER MATRI-
MONIO A FAVOR DE SU PRIMERA MUJER Y DE SUS REFERIDOS HIJOS. ACUERDO EN LA
ESCRITURA DE ADJUDICACIÓN DE HERENCIA DE QUE LA VIUDA DE SUS SEGUNDAS
NUPCIAS RECIBA SU LEGÍTIMA CONFORME AL ART. 834 C.C. ¿HAY TÍTULO PARA TAL
ADJUDICACIÓN? 

Se presenta escritura de adjudicación de herencia, causante que fallece casado en segundas nupcias de
cuyo matrimonio no dejó descendencia, y dejando tres hijos de sus primeras nupcias. Fallece bajo testamento
que otorgó durante su primer matrimonio en el que legaba a su entonces esposa con carácter alternativo o
el tercio de libre disposición en pleno dominio y además de su legítima o el usufructo universal, instituyendo
herederos a sus tres hijos por iguales partes.

Comparecen en la escritura la viuda y los tres hijos que declaran expresamente que reconocen como vá-
lido el testamento y acuerdan que la actual esposa reciba además de su participación en la sociedad de ga-
nanciales su legítima «según el art. 834 del C.C., que es lo que hubiera recibido también en el acta de
declaración de herederos abintestato si se hubiese formalizado». Todos los comparecientes prestan su con-
sentimiento a este acuerdo, capitalizan el usufructo y se le adjudican en pago de las mismas acciones y
saldos de cuentas bancarias. ¿Entendéis que tiene título para adjudicarse bienes por ese acuerdo?

En este caso, los asistentes entendieron que, efectivamente existía una falta de título sucesorio conforme
a lo dispuesto en el art. 14 de la L.H., exigible incluso cuando no sea la finca del registrador que califica la
que corresponde a la viuda. Sin embargo, también hubo la opinión de la posibilidad de inscripción del título
en los términos expuestos conforme a lo dispuesto en el art. 817 del C.C. y por razones prácticas.

Casos 
PrácticosCP
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2. SEPARACIÓN. DIVORCIO. CONVENIO REGULADOR EN QUE SE ATRIBUYE EL DERE-
CHO DE USO DE LA VIVIENDA FAMILIAR A LOS HIJOS MENORES Y A LA MADRE EN CUYA
COMPAÑÍA QUEDAN ¿NECESIDAD DE FIJAR PLAZO?

En un convenio regulador se atribuye el uso de la vivienda familiar a los hijos menores y a la madre en
cuya compañía quedan. La finca es ganancial y no se realiza la liquidación de gananciales. ¿Es necesario
fijar un plazo para el derecho de uso (por principio de especialidad) o al ser los hijos menores se sobreen-
tiende que el uso es hasta que sean independientes económicamente?

En este caso, los asistentes destacaron la reciente Resolución de la Dirección General de los Registros
y del Notariado, de 20-10-2016, en el que se plantea igualmente la posibilidad de inscribir un derecho de
uso sobre la vivienda familiar establecido en un convenio regulador de los efectos de un divorcio o de una
separación, objeto de aprobación judicial, con la característica de carecer de un plazo determinado que con-
crete su duración.

Así, esta misma resolución, ha entendido que la Dirección General en una también resolución de 19-1-
2016, que la naturaleza jurídica del derecho de uso sobre la vivienda familiar es considerarlo como una atri-
bución familiar para cuya eficacia se establecen limitaciones a la facultad de disposición del inmueble
conforme a lo dispuesto en el art. 96 del C.C.

Esto no impide que, si se acuerda por los cónyuges en el convenio y lo aprueba el juez, atribuir el uso
del domicilio familiar a los hijos menores, junto a la compañía de la madre. Todo ello, si es lo más adecuado
al interés más necesitado de protección y no es gravemente dañosa para los hijos. En estos casos, tal y como
señala esta resolución, recordando la de 19-5-2012, será necesaria la aportación de los datos identificativos
de los hijos. En todo caso, para su inscribilidad será necesaria conforme al principio de especialidad la de-
terminación de la temporalidad, así como el mandato expreso de su inscripción. Esta misma resolución, ba-
sándose en doctrina jurisprudencial determina que ha de realizarse diferente tratamiento cuando existen
menores de edad, donde no se permiten limitaciones temporales, y sí que serían necesarias las citadas limi-
taciones temporales cuando sean hijos mayores de edad o no existan hijos.

3. CONCURSO DE ACREEDORES. ENTIDAD CONCURSADA QUE ADQUIERE UNAS FINCAS
ABONANDO EL PRECIO MEDIANTE LA CANCELACIÓN DE CIERTAS OBLIGACIONES DI-
NERARIAS QUE CON ELLA TIENE LA ENTIDAD VENDEDORA. ¿SE PRECISA LA AUTORI-
ZACIÓN DEL JUEZ DE LO MERCANTIL?

Una entidad declarada en concurso de acreedores adquiere una serie de fincas abonando el precio me-
diante la cancelación de ciertas obligaciones dinerarias que tiene con ella la entidad vendedora. ¿Es precisa
autorización del Juez de lo Mercantil?

Se señala que el acto de adquisición podría ser realizado por los administradores concursales, estable-
ciéndose solamente limitaciones legales a los actos de disposición. Sin embargo, también se observó la im-
portancia que podría tener en la masa activa del concursado la adquisición de determinados bienes sin un
control judicial.

4. CONCURSO DE ACREEDORES. DELEGACIÓN DE FACULTADES POR EL ADMINISTRA-
DOR CONCURSAL EN UN AUXILIAR DELEGADO, ATRIBUYÉNDOLE A ESTE LAS MISMAS
FUNCIONES QUE AQUEL TIENE. ¿PUEDE EL AUXILIAR DELEGADO OTORGAR PODER
ESPECIAL PARA QUE EL APODERADO COMPAREZCA ANTE NOTARIO EN UNA ESCRI-
TURA DE VENTA DE FINCAS DE LA SOCIEDAD CONCURSADA?

En una sociedad declarada en concurso de acreedores, se encuentra abierta la fase de liquidación. El
juez aprueba la delegación de las funciones del Administrador concursal en una persona «auxiliar delegado»,
con las siguientes funciones y responsabilidades «Doña Beatriz… asumirá idénticas funciones y responsa-
bilidades que el administrador concursal». (Art. 31 de la Ley Concursal).
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¿Puede el auxiliar delegado otorgar un poder especial, para que el apoderado proceda a comparecer ante
Notario en la escritura de venta de una serie de fincas de la sociedad concursada? ¿O debe actuar personal-
mente? Se ha presentado a inscripción una escritura en la que el compareciente es el apoderado del auxiliar
delegado.

En este caso, y a la vista de lo dispuesto en el art. 31 de la Ley concursal habrá de estarse a lo que de-
termine el Juez en la delegación de facultades. Parece que en el caso en concreto le autoriza para realizar
todas las funciones propias de un Administrador concursal entendiendo por tanto que podría otorgar la citada
escritura de venta.

Igualmente se señaló que el administrador concursal es una figura que viene a sustituir a la administración
orgánica de la sociedad concursada y que, por analogía, sería posible el apoderamiento que todo adminis-
trador social puede otorgar a favor de un tercero.

5. DERECHO DE TRANSMISIÓN. SUSTITUCIÓN VULGAR. TÍTULO SUCESORIO: NECESI-
DAD DE APORTARLO AL ENTRAR EN JUEGO EL DERECHO DE TRANSMISIÓN Y NO LA
SUSTITUCIÓN VULGAR.

Una señora fallece en estado de viuda dejando tres hijas y cuatro hijos. Uno de los hijos falleció con
posterioridad dejando otros dos hijos, nietos de la causante. En el testamento la señora mejoró y legó el
tercio de libre disposición a las tres hijas, por partes iguales. Y en el remanente de bienes instituyó herederos
a los siete hijos, por partes iguales. Además, dispuso que en pago de su herencia se adjudicase a las tres
hijas preferentemente los derechos que correspondan a la testadora en un piso, en pleno dominio y por partes
iguales, sin perjuicio de las cláusulas anteriores del testamento. Y además se establece una sustitución vulgar
para los herederos. La partición de la herencia la ha realizado un contador partidor designado judicialmente
en la que se han tenido en cuenta a las tres hijas, a los tres hijos y a los dos nietos (hijos del hijo que falleció
con posterioridad). La partición está aprobada judicialmente. Y se adjudica a las hijas por partes iguales el
pido indicado y a los hijos y a los nietos se les adjudica dinero.

Se incorporan a la escritura el certificado de defunción y el del Registro de actos de última voluntad de
la causante y del hijo que falleció con posterioridad y el testamento de la madre. Sin embargo, no se incorpora
ni se aporta ni se hace referencia en ningún momento al título sucesorio del hijo, que tendría que ser un acta
de notoriedad de herederos abintestato puesto que del certificado del Registro de actos de última voluntad
resulta que no otorgó testamento. Entiendo que es necesario que lo aporten (art. 14 L.H.) puesto que los
nietos heredan por derecho de transmisión y tendrán que tener un título de heredero, pero me da la impresión
de que no lo tienen, puesto que en el cuaderno particional únicamente enumera a los «coherederos» y después
dice textualmente: «habiendo fallecido D..., de conformidad con los art.s 933 y 934 del C.C. (amén de la
sustitución que se contempla en la cláusula tercera del testamento de la causante) sus derechos hereditarios
se transmiten por partes iguales a sus descendientes: don... y don...» Después hay un epígrafe «Título suce-
sorio», en el que únicamente se menciona el testamento de la madre, y a continuación empieza el inventario
y avalúo, y las adjudicaciones.

Se plantea si es necesario que aporten el título sucesorio (art. 14 L.H.) o si puede entenderse que al estar
aprobada judicialmente la herencia y citarse esos dos art.s (933 y 934), y adjudicarse la única finca tal y
como dispuso la madre en el testamento, bastaría con la aprobación judicial. Parece necesario que se aporte
el título sucesorio para acreditar que los únicos herederos abintestato del hijo fallecido son los que se han
tenido en cuenta en la partición y por el art. 14 L.H., pero se ha hablado con las herederas y dicen que no se
hablan con sus sobrinos para nada. Y además creen que no lo tienen y que el Juez tuvo que tener en cuenta
todo para aprobar la partición.

Dado que el hijo de la causante falleció con posterioridad a ella, estamos ante un supuesto en el que
entra en juego el derecho de transmisión del art. 1.006 del C.C., a favor de sus herederos; y no la sustitución
vulgar que hubiese sido eficaz en caso de premoriencia. De ahí que se estime necesaria la aportación del
título sucesorio, en este caso, el Acta de declaración de herederos del hijo.
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COMENTARIOS A LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO EN
PLENO. SALA 1ª DE LO CIVIL. Juan Pablo Murga Fernández, Registrador de la Propiedad.

DAÑOS Y PERJUICIOS CAUSADOS POR ENERGÍA ELÉCTRICA SUMINISTRADA POR CO-
MERCIALIADOR. COMENTARIOS A LAS SENTENCIA EN PLENO SALA 1ª DE LO CIVIL, DE
24 DE OCTUBE DE 2016 (ROJ. 4628, 2016). Por Gabriel Macanás, Profesor Ayudante Doctor de De-
recho Civil, Universidad de Murcia.

Sumario:

1. FundamenToS jurídicoS de la S.T.S. del pleno de 24 de ocTubre de 2016 (roj. 4628, 2016).
2. reSumen de loS hechoS relevanTeS.
3. SucinTaS conSideracioneS generaleS del conTraTo de SuminiSTro elécTrico.
4. objeTo de la conTroverSia y juriSprudencia aFirmada.
5. (Sobre) Qué no reSuelve la SenTencia.

1. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA S.T.S. DEL PLENO DE 24 DE OCTUBRE DE 2016 (ROJ.
4628, 2016).

«SEGUNDO.- Contrato de suministro de energía eléctrica. Responsabilidad contractual de la entidad
comercializadora por los daños y perjuicios derivados de un deficiente suministro de la energía. Doctrina
jurisprudencial aplicable».

1. la recurrente, al amparo del ordinal tercero del artículo 477.2 l.e.c, por interés casacional por doctrina
contradictoria de audiencias provinciales, interpone recurso de casación que articula en un único motivo.
en dicho motivo, la recurrente denuncia la infracción de los artículos 45.1 y 41.1 (K) de la ley 54/1997, en
relación con lo dispuesto en los artículos 9, 11.4 y 34.1 del mismo texto legal. en síntesis, frente al criterio
seguido por la sentencia recurrida favorable a considerar que la legitimación activa alcanza también a las
empresas comercializadoras de la energía, dado que la normativa actual permite que se pueda contratar di-
rectamente con éstas el suministro de energía, criterio seguido por las sentencias de la audiencia provincial
de madrid Sección 12.ª, de 27 de abril de 2010 , y Sección 21.ª de 30 de marzo de 2010, sustenta que resulta
más fundado y correcto el criterio contrario según el cual, de conformidad con la normativa aplicable, la
responsabilidad contractual por daños derivados u ocasionados por el suministro de energía eléctrica (falta
del suministro o deficiencias en el mismo) sólo puede exigirse a la empresa distribuidora. criterio seguido
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por la audiencia provincial de madrid Sección 25.ª en las sentencias de 3 de abril de 2009 y 22 de noviembre
de 2010.

2. por la fundamentación que a continuación se expone, el motivo debe ser desestimado.
en primer lugar, debe señalarse que a tenor de la propia exposición de motivos de la ley 57/1997, de 27

de noviembre, en particular del propósito liberalizador que la informa, la regulación del sector eléctrico,
centrada en el ámbito legal que garantice el correcto funcionamiento del suministro de energía en un marco
ya liberalizado, no tiene como función la regulación de las relaciones jurídicas privadas que se deriven de
la actividad de la comercialización de la energía. comercialización de dicha energía que, en los términos de
la exposición de motivos citada, adquiere carta de naturaleza y queda materializada en el principio de libertad
de contratación. es por ello, como bien resalta la sentencia de la audiencia, que la norma, en su artículo
9.h, atribuye a los comercializadores la función de la «venta de energía eléctrica» a los consumidores o
usuarios, sin ambages y de un modo directo.

en segundo lugar, al hilo de lo expuesto, sentada la relación contractual que vincula a las partes, así
como el defectuoso suministro de energía realizado y la determinación y cuantificación de los daños y per-
juicios ocasionados, interesa destacar la aplicación de nuestro código civil tanto con relación a la respon-
sabilidad por el incumplimiento obligacional y la consecuente indemnización de los daños y perjuicios
derivados (artículos 1.101 y sgts. del código civil), como en relación con la interpretación e integración
del contrato a tenor del principio de la buena fe contractual, especialmente con relación a lo dispuesto por
el artículo 1.258 y la proyección de la buena fe como fuente de integración del contrato, de forma que dicho
principio no sólo sanciona, entre otros extremos, todos aquellos comportamientos que en la ejecución del
contrato resulten contrarios a los deberes de lealtad y corrección debida respecto de lo acordado y la con-
fianza que razonablemente derivó de dicho acuerdo, sino que también colma aquellas lagunas que pueda
presentar la reglamentación contractual de las partes con relación a la debida ejecución y cumplimiento del
contrato celebrado (entre otras, SS.T.S. núms. 419/2015, de 20 de julio y 254/2016, de 19 de abril).

en el presente caso, no cabe duda de que la comercializadora, como suministradora, se vinculó contrac-
tualmente a una obligación de suministro de energía de acuerdo a unos estándares de calidad y continuidad
del suministro (cláusula 1.1 del contrato). del mismo modo que se reservó, como condición suspensiva del
contrato, una facultad de control acerca de la adecuación de las instalaciones del cliente para que dicha ener-
gía pudiera ser suministrada (cláusula 1.4 del contrato). por su parte, el cliente accedió a dicha contratación
confiado en que del contrato suscrito podría razonablemente esperar, a cambio del precio estipulado, que la
comercializadora respondiera de su obligación, no como una mera intermediaria sin vinculación directa,
sino que cumpliese con las expectativas de «todo aquello que cabía esperar» de un modo razonable y de
buena fe, con arreglo a la naturaleza y características del contrato celebrado. integración contractual, con
base al principio de buena fe, que también viene contemplada en el artículo 6.102 de los p.e.c.l. (principios
de derecho europeo de los contratos). como tampoco puede concebirse como caso fortuito exonerador de
responsabilidad (artículo 1.105 del código civil) un suceso que cae dentro de la esfera de control de riesgo
a cargo del deudor, y al que es ajeno el cliente o consumidor.

lo contrario, por lo demás, supondría una clara desprotección e indefensión en el ejercicio de los dere-
chos del cliente que estaría abocado, en cada momento, a averiguar que empresa era la suministradora de la
energía sin tener con ella vínculo contractual alguno. Todo ello, sin merma del derecho a la acción de repe-
tición que en su caso pueda ejercitar la comercializadora contra la empresa de distribución de energía eléc-
trica. Sin que la decisión de este recurso, limitada a la legitimación pasiva de las comercializadoras, deba
interpretarse como una exoneración de las empresas distribuidoras frente a las posibles reclamaciones de
los consumidores. 

TERCERO.- Costas y depósito.
1. la desestimación del recurso de casación comporta que las costas causadas por el mismo se impongan

a la parte recurrente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 398.1 l.e.c.
2. asimismo, procede la pérdida del depósito constituido para la interposición del recurso de casación,

de acuerdo a lo establecido en la disposición adicional 15.ª l.o.p.j.».
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2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES.

en el supuesto tratado, contratado el suministro de energía eléctrica con sendas empresas comercializa-
doras, el cliente –empresario– sufre daños materiales en sus elementos de producción industrial, causados
por defectos en el suministro eléctrico (fluctuaciones del mismo o picos de tensión). ni la existencia de tales
daños ni el vínculo causal que los una al suministro eléctrico son objeto de controversia, sino hechos acep-
tados por las partes. 

por otra parte, no es el propio cliente el demandante de la indemnización por tales daños, sino la entidad
aseguradora que, habiendo satisfecho al cliente la prima, repite ahora contra los comercializadores de energía
eléctrica. Tal subrogación, como supuesto procesal relativo a la legitimación activa del demandante, tampoco
es discutida.

el objeto central de la controversia es la relación contractual entre cliente y comercializador, así como
las obligaciones de este último y, si acaso incluyen o no una prestación de suministro eléctrico que incluya
la calidad y continuidad de la electricidad. vinculada a tal cuestión está la aplicabilidad o no al contrato de
la normativa sectorial, así como la primacía de las disposiciones contradictorias entre tales normas y las
cláusulas contractuales. resultando esencial el contenido del contrato, la sentencia recoge parte del clausu-
lado del mismo, que entiende relevante cara a la determinación de las obligaciones de las partes:

«2. del contrato de suministro de energía eléctrica suscrito entre la entidad aquí recurrente y la entidad
asegurada, interesa destacar el siguiente clausulado:

(...) 1. SuminiSTro y aSpecToS relacionadoS con el miSmo.
1.1 Suministro. egl energía iberia, S.l. (el ‟comercializador”) se obliga a entregar y el cliente a

recibir y a pagar, al precio del contrato indicado en las condiciones particulares, el volumen contratado de
energía eléctrica suministrado en firme en el punto de Suministro y durante la duración del contrato en los
términos y condiciones establecidos en estas condiciones generales (denominadas, junto con las condiciones
particulares, el ‟contrato de Suministro” o el ‟contrato”). a los efectos de las presentes condiciones gene-
rales, ‟en firme” significa que el comercializador sólo puede eximirse de la entrega de energía eléctrica,

(i) en caso de Fuerza mayor que le afecte;
(ii) en caso de que el cliente no acepte la energía eléctrica suministrada por el comercializador en el

punto de Suministro;
o (iii) en caso de que se resolviera el acceso a la red por un incumplimiento por el cliente de la normativa.
1.2 Suministro, Título y riesgo. el volumen contratado se entregará en el punto de Suministro y la ti-

tularidad, el riesgo y la responsabilidad respecto de la energía eléctrica del volumen contratado se transfe-
rirán del comercializador al cliente en dicho punto de Suministro.

(...) (iii) Que el cliente cuente con instalaciones adecuadas y conformes con la normativa para la colo-
cación del equipo de medida, así como con la infraestructura y equipamientos necesarios para que le sea
suministrada electricidad en el punto de Suministro».

3. SUCINTAS CONSIDERACIONES GENERALES DEL CONTRATO DE SUMINISTRO ELÉC-
TRICO.

la relevancia notable de la sentencia comentada viene dada porque ha consolidado un régimen contrac-
tual entre comercializador y cliente sobre el que, hasta el pronunciamiento, persistía entre una cierta bruma.
no era, en rigor, una cuestión verdaderamente discutida de fondo –pese a determinadas posturas marcada-
mente minoritarias, en determinados ámbitos1–; ni tampoco una oscuridad que hiciera el contrato inseguro
o impracticable. Se trataba de una cierta indefinición que, con una sentencia sólo moderadamente asertiva,
tampoco queda ahora sustituida por una claridad indiscutible. aunque sí una claridad suficiente2.

1 posición minoritaria aun antes del pronunciamiento del Tribunal Supremo, apenas mantenido por la sección 25.ª de la audienciapro-
vincial de madrid, en sus sentencias 176/2009, de 3 de abril y 570/2010, de 22 de noviembre.

2 entre otras, siguen la doctrina expresada por el Tribunal Supremo en la sentencia comentada, la S.a.p. de pontevedra 674/2016, de
29 diciembre; las SS.a.p. de albacete 470/2016 y 471/2016, ambas de 29 de diciembre; la S.a.p. de barcelona 593/2016, de 15 de
diciembre; la S.a.p. de asturias, 358/2016, de 16 de noviembre; o la S.a.p. de madrid 385/2016, de 27 de octubre.
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1. como punto de partida, cualquier contrato relativo a la electricidad se integra en un mercado particular,
ampliamente normado, con una multiplicidad de actores –no pocos forzados por la ley– en un tráfico or-
denado de forma sucesiva, desde la producción de la energía hasta la utilización de la misma por el cliente
final. la electricidad, además, es un bien esencial para cualquier consumidor y también empresario, con
una demanda casi completamente inelástica. Se contrapone tal natural demanda a una oferta en la que el
77% del mercado de comercialización se concentra en tan sólo cinco grandes empresas –también distribui-
doras3–. por lo tanto, no es un mercado normal, ni pueden serlo tampoco los contratos relativos al mismo.

2. Fruto de la circunstancia anterior, se trata de un sector extensamente normado. desde el modelo general
del mercado, hasta los requisitos para operar en el mismo, para los distintos sujetos que intervienen hasta la
distribución final al consumidor. el alcance de tales normas, sin embargo, rara vez es puramente contractual.
Se trata, en efecto, de un marco normativo que el contrato no puede ignorar. pero ello no implica que cual-
quier disposición, legal o reglamentaria, se incorpore necesariamente al contrato, aún en contra de lo previsto
en el mismo. Todavía en el ámbito del consumo podría entenderse como una referencia básica del equilibrio,
frente a la abusividad. pero más allá de ese ámbito puede ser difícil encontrar contenidos contractualmente
imperativos, salvo los que cualifican a determinados sujetos para poder operar en el mercado. 

3. además, la electricidad supone un objeto jurídico de difícil clasificación y consideración4. excede,
por su propia naturaleza física y utilización, las categorías clásicas, lo que ha llevado a una discusión, casi
originaria desde que se comercia con energía eléctrica, respecto a su mejor clasificación bajo la categoría
de contrato de compraventa (bajo la especialidad del suministro) o del contrato de servicios. más allá de la
exactitud técnica de la conclusión al respecto, de las normas y resoluciones existentes probablemente quepa
deducir un contrato atípico, con un cierto contenido mixto. no puede asumir un contrato de suministro eléc-
trico muchas de las categorías típicas de la compraventa, por la especificidad que implica la consunción
instantánea del objeto del contrato, en el mismo momento en el que es recibido –o prestado- al cliente.
puede, en cambio la relación contractual natural de suministro, participar de caracteres propios del ámbito
de los servicios, como la facultad de desistimiento unilateral del suministrado ex art. 1.594 c.c.

4. Todo lo anterior, especial sobre lo particular, confluye en una relación contractual entre comercializador
y cliente que, siendo de por sí atípica, alcanza en la normativa sectorial mayores cotas de confusión. partiendo
de que la figura del comercializador tiene una función más bien de interés difuso del mercado, su presencia
intermedia entre distribuidor y cliente final es forzada por la ley –salvo en supuestos especiales–. y, sin em-
bargo, contrata. y cobra. cuando lo hace, es necesario fijar cuál es su prestación, correlativa al precio ob-
tenido. la hipótesis favorable al comercializador tendería a defender que todo incumplimiento o daño
derivado de un defecto en la corriente eléctrica o de la corriente eléctrica defectuosa sería imputable al dis-
tribuidor. Sin embargo, eso configuraría a un comercializador irresponsable, prestador de un servicio ficto.
más razonable parece entender –y es determinante la confirmación de la sentencia– que se trata de un con-
trato efectivo real, en el que el comercializador se obliga a prestar el suministro de energía eléctrica, asu-
miendo los riesgos de que los incumplimientos o daños aludidos puedan producirse.

5. no han sido escasos los pronunciamientos judiciales de las audiencias respecto a circunstancias re-
lacionadas con el contrato de suministro eléctrico. Sin embargo, pocas han afrontado directamente el contrato
como objeto de la discusión y, en la mayoría de éstas, no se trataba tanto de delimitar o concretar el modelo
de contractual como de resolver cuestiones a veces indirectas al mismo (como en los supuestos de reclama-
ción de daños al distribuidor, al que no vincula con el cliente contrato alguno salvo en los supuestos excep-
cionales de representación por el comercializador). además, la doctrina jurisprudencial necesita
forzosamente progresar en este ámbito hasta la libre contratación, a la parte que lo ha hecho el propio sector.
el punto de partida bien puede fijarse hace apenas dos décadas, con la ley 54/1997, del Sector eléctrico.

3 de conformidad con el último informe publicado por la c.n.m.c. en relación al mercado minorista de electricidad, iS/de/002/15,
de 8 de octubre de 2015, referido al periodo de 2014.

4 Se ha tratado, con precisión y técnica –física y jurídica– el fenómeno eléctrico desde hace más de un siglo. ya lo hizo en 1913 car-
neluTTi, “Studi sulle energie come oggetto di rapporti giuiridici”, en rivista del diritto commerciale. o, a las puertas del siglo
XXi, también con detalle en españa SÁncheZ hernÁndeZ, a., “el contrato de energía eléctrica”, boletín de la Facultad de
derecho, uned, nº10-11, 1996, o nebreda péreZ, j. m., expresa que «Si bien la energía eléctrica ha sido declarada producto,
lo que puede ser discutible, sin duda es aceptable hablar de “servicio” eléctrico cuando nos referimos al conjunto de actividades ne-
cesarias para la satisfactoria prestación del suministro eléctrico» en distribución eléctrica, civitas, madrid, 1999.
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hoy, tras sucesivas reformas y, en especial, la ley 24/2013, del Sector eléctrico, aun conservando el grueso
de la normativa sectorial –que se mantiene en muchos casos sin apenas cambios en la regulación reglamen-
taria–, es decidida la apuesta no sólo por la liberalización general del sector, sino por la liberalización espe-
cífica del contrato, en el marco más próximo a la autonomía de las partes en cuanto a las relaciones
contractuales finales. no es un ámbito absoluto, y persiste una clara influencia directa (p.v.p.c., por ejemplo)
e indirecta (así los peajes repercutidos, por ejemplo); pero en tal marco se pretende dar cabida a la libertad
contractual. Tal tendencia es además coherente con el planteamiento de un contrato comercializador-cliente
que la sentencia comentada viene a confirmar.

4. OBJETO DE LA CONTROVERSIA Y JURISPRUDENCIA AFIRMADA.

la sentencia tratada no sienta una doctrina general, uniforme y absoluta sobre el contrato de suministro.
y, probablemente, tampoco tenía por qué hacerlo. resuelve el asunto del que conoce, aplicando el derecho
en una fundamentación que, aunque casuística y no enteramente detallada, se proyecta sobre un supuesto
prototípico de contratación. es así mucho más fácil entender la función jurisprudencial del fallo proyectando
la interpretación sobre el resto de supuestos afines, sin necesidad de acudir a un enunciado concreto de una
norma jurisprudencial, creada a tal efecto.

resuelve, ratio decidendi, sobre tres cuestiones principales, relacionadas todas con el mismo objeto. Tal
cuestión, en suma, se pregunta si el comercializador está contractualmente vinculado con el cliente y, en
ese caso, si es contractualmente responsable de los daños que pueda causar bien un suministro eléctrico in-
adecuado; bien el fallo o cese de tal suministro eléctrico.

1. Relación entre contenido contractual y normativa sectorial. el argumento del comercializador
parte de que la normativa sectorial determina que la obligación de distribuir, y la responsabilidad aparejada
al incumplimiento de tal prestación, queda vinculada al distribuidor. en efecto, el art. 41.1. a) de la ley
54/19975, relativo a las obligaciones de las empresas distribuidoras, establecía como obligación «[prestar]
el servicio de distribución de forma regular y continua, y con los niveles de calidad que se determinen». en
cambio, el artículo 45 de la misma norma6, regulador de las obligaciones de las empresas comercializadoras,
no contenía referencia alguna a tal prestación para los clientes. de forma aún más concreta, el art. 105 del
r.d. 1955/2000 recoge que el «el distribuidor es responsable del cumplimiento de los niveles de calidad
individual», fijando consecuencias frente al cliente por tales incumplimientos.

de la lectura de las normas citadas podría pensarse que, en efecto, por ministerio de ley la responsabi-
lidad de tales incumplimientos sería no del comercializador, sino del distribuidor, verdadero obligado.

Sin embargo, parece mucho más razonable entender tales normas disociadas de una relación contractual.
Se trata de deberes ex lege, independientes del contrato suscrito entre comercializador y cliente, desde el
momento en el que lo perfeccionen. es coherente además el planteamiento con una normativa que de forma
paulatina se ha ido abriendo a una libertad contractual que, desplegada ahora en su mayor extensión –posi-
ble– ha de poder convivir con tales normas del sector, sin asfixiarse entre las mismas. Tal es la conclusión
de la sentencia cuando afirma que «a tenor de la propia exposición de motivos de la ley 57/1997, en parti-
cular del propósito liberalizador que la informa, la regulación del sector eléctrico, centrada en el ámbito
legal que garantice el correcto funcionamiento del suministro de energía en un marco ya liberalizado, no
tiene como función la regulación de las relaciones jurídicas privadas que se deriven de la actividad de la co-
mercialización de la energía. comercialización de dicha energía que, en los términos de la exposición de
motivos citada, adquiere carta de naturaleza y queda materializada en el principio de libertad de contrata-
ción». y, si bien la exposición de motivos no sea probablemente la vera fuente de la decisión y del criterio,
sí concuerda con la interpretación sistemática de toda la norma, así como de las sucesivas relativas al Sector
eléctrico entendido en su integridad.

5 Si bien tal ley era la vigente para la controversia, hoy sustituida por el art. 40.1.a de la ley 24/2013, prácticamente en los mismos tér-
minos, para lo que se discute: «(…) prestando el servicio de distribución de forma regular y continua, y con los niveles de calidad
que se determinen (…)». en general, la discusión planteada respecto de la literalidad de la ley anterior puede mantenerse, sin cambios,
para la ley vigente, que conserva, en lo sustancial, ratio y letra sobre lo discutido.

6 correlativo al actual art. 46 de la ley 24/2013.
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aunque no puede descartarse que normas sectoriales sean presupuestas o directamente integradas en la
relación contractual, la sentencia fija la primacía del contrato –y, por ende, de las normas contractuales–
como reglas rectoras de la relación contractual. por lo tanto, las normas sector no empecen que el comer-
cializador pueda haberse obligado con el cliente, asumiendo en virtud de tal contrato los deberes que la nor-
mativa sectorial fija para el distribuidor7.

2. El contrato de suministro entre comercializador y cliente. Que la normativa sectorial no sea deter-
minante de las obligaciones contractuales de las partes, no resuelve cuáles son estas obligaciones. ni siquiera
indica cuál es la tipología de la relación contractual. en este sentido, puede hacerse especialmente compleja
la calificación de las prestaciones del comercializador, pues la actividad material de éste no puede aportar
nada a un flujo de corriente eléctrica que parte del distribuidor hasta el cliente, sin que pueda realizar acto
alguno que coadyuve directamente a la satisfacción de tal utilidad. Quizá por ello, así como –de nuevo– por
mor de las normas sectoriales, en ocasiones se ha calificado el contrato entre comercializador y cliente como
de mediación8. Sin embargo, y pese a que tal contrato no sería imposible, se trataría de un contrato de tracto
único, para los clientes que, de forma excepcional, puedan contratar de forma directa con las empresas dis-
tribuidoras.

para el cliente normal, el comercializador es un contratante forzoso, impuesto por la ley, buscando di-
versificar la oferta que, en manos de los distribuidores, podría quedar mucho más concentrada. ello no em-
pece a que, en tal posición, al ser quien contrata con el cliente, sea el sujeto que contractualmente se obliga
en nombre y por cuenta propia, con el cliente. la sentencia, en rigor, no resuelve esta cuestión de forma ge-
neral, abstracta, sino que –ajustándose a su adecuada función jurisdiccional– parte del contrato efectivamente
suscrito entre las partes. existiendo tal contrato, se verifica la relación contractual directa y, con ella, la res-
ponsabilidad contractual entre las partes.

Si bien la existencia de este concreto contrato entre estos comercializadores y este cliente es una cuestión
particular, se trata de un contrato natural con un contenido tipo. un arquetipo posible de cuantos se suscriben,
de ordinario, entre comercializadores y clientes. así es útil el complemento jurisprudencial, cuya proyección
permite generalizar tanto la existencia efectiva de relación contractual directa, como la primacía de esta res-
pecto de las disposiciones sectoriales –que, en su caso, persistirán como deberes legales en paralelo al con-
trato–.

3. Obligación contractual del comercializador de prestar él el suministro eléctrico. partiendo del
paradigma contractual generalizado entre comercializador y cliente, existe una relación contractual sinalag-
mática, en la que el cliente paga al comercializador un precio, como prestación de tracto sucesivo. el co-
mercializador, de forma correlativa, habrá de quedar obligado a su propia prestación. en el supuesto tratado,
la sentencia vuelve a partir del contrato suscrito, en el que se concreta que «el ‟comercializador” se obliga
a entregar (…) el volumen contratado de energía eléctrica suministrado en firme en el punto de Suministro
y durante la duración del contrato en los términos y condiciones establecidos (…) el comercializador sólo
puede eximirse de la entrega de energía eléctrica en caso de Fuerza mayor que le afecte [o por hecho propio
del cliente]». por ello entiende la sentencia que «en el presente caso, no cabe duda de que la comercializa-
dora, como suministradora, se vinculó contractualmente a una obligación de suministro de energía de acuerdo
a unos estándares de calidad y continuidad del suministro (cláusula 1.1 del contrato)». 

7 así lo interpreta también, respecto a la misma sentencia, mendoZa loSana, a. i., «(…) el alto Tribunal declara que la normativa
liberalizadora del sector eléctrico no tiene como propósito regular las relaciones privadas derivadas del suministro», mendoZa
loSana, a. i., “los comercializadores de energía eléctrica responden frente a los consumidores de la mala calidad del suministro”,
análisis ga&p, nov. 2016, p. 12; o vÁZQueZ de caSTro, «la aplicación de legislación sectorial se ha descartado por no res-
ponder a la finalidad de regular las relaciones contractuales o de responsabilidad (…)», “las reclamaciones de responsabilidad con-
tractual por fallos en el suministro eléctrico ante las entidades comercializadoras. el criterio de protección del contratante débil en
la sentencia de 24 de octubre de 2016”, diario la ley 9.375/2016, la ley, madrid, 2016, p. 14.

8 equivocadamente, la S.a.p. de granada 246/2016, de 28 de octubre, entiende que «de lo expuesto, se desprende que la relación es-
tablecida entre el distribuidor de energía eléctrica y el destinatario final es de naturaleza contractual, aunque la contratación se haya
efectuado a través de un comercializador, pues éste actúa como mandatario o sustituto del consumidor, según la propia dicción legal»,
haciendo referencia en este último inciso al art. 3 del r.d. 1.435/2002. comparte el criterio de otras –pocas– resoluciones anteriores
de aa.pp., si bien más que una calificación contractual precisa, acaso pretendían extender un plazo de prescripción que, de ser ex-
tracontractual, habría prescrito frente a las empresas distribuidoras demandadas –y condenadas–.



bol. colegio registradores, núm. 40— 1333 —

Sentencias del Tribunal Supremo

no sólo es una interpretación razonable, sino que, para el contrato de suministro de electricidad tratado,
parece la única interpretación posible. del mismo modo, cabe inferir que, para toda relación análoga –si-
métrica, en muchos casos– en las que el cliente perfeccione un contrato de suministro eléctrico con la co-
mercializadora, actor impuesto por la ley para ocupar tal posición en el contrato, a tal quedará este último
obligado. a su vez, la comercializadora, que negocia con una corriente eléctrica que «encarga» a otro sujeto
–el distribuidor–, podrá cubrir con éste último cuantos eventos de incumplimiento pudieran suscitarse, ajus-
tando en su propia relación contractual tal reparto de riesgos9. en este último sentido, apunta la sentencia
también con acierto –aunque no con toda la precisión posible–, que en el asunto tratado «[no] puede conce-
birse como caso fortuito exonerador de responsabilidad un suceso que cae dentro de la esfera de control de
riesgo a cargo del deudor, y al que es ajeno el cliente o consumidor»10 (quizá el problema sea la afirmación,
que la sentencia no fundamenta –aunque sea fundamentable– el que el control del concreto riesgo sea «a
cargo del deudor»).

5. (SOBRE) QUÉ NO RESUELVE LA SENTENCIA.

además de las cuestiones tratadas, relativas a las pretensiones deducidas por las partes y resueltas en la
sentencia, se mencionan, con mayor o menor profundidad, otros problemas que no quedan resueltos –ni de-
berían, si son extraños a lo juzgado–. Sin embargo, su mención, aun incidental, puede desequilibrar la in-
terpretación de la doctrina jurisprudencial expresada o, en su caso, sugerir una jurisprudencia que, en realidad
y más allá del mero apunte, en realidad no se adoptó.

1. Relación o no de consumo. en un momento en el que no faltan autorizadas voces de la doctrina re-
clamando algún tipo de control de contenidos abusivos también en las relaciones contractuales entre em-
presarios; y en un sector en el que el poder de negociación del los actores protagonistas del mercado eléctrico
es mucho mayor que el de casi cualquier cliente –consumidor no–, enfrentado a una demanda casi perfec-
tamente inelástica; los comercializadores alegaron en su derecho la no condición de consumidor del cliente,
empresario dedicado al tratamiento del mármol y granito. la controversia puede acentuarse además en la
medida que las normas del sector eléctrico, fundamentalmente la ley24/2013 –del mismo modo, pero en
aún más casos de lo que lo hacía ley 54/1997–, nominan al cliente final del suministro eléctrico como «con-
sumidor» (sin que pretendan con ello las normas, sin embargo, calificarlos de forma técnica en el ámbito
del T.r.l.g.d.c.u.11).

la sentencia, con buen criterio, ignora toda argumentación respecto del carácter de consumidor del
cliente. pero no porque lo sea –no lo es–; sino porque la responsabilidad contractual que se le exigía al co-

9 Sobre esta distribución de riesgos mendoZa loSana, a.i., «hay además otra razón que lleva a pensar que el propio legislador
sectorial ha querido que fuese el comercializador quien responda ante el consumidor, independientemente de la acción de regreso
frente al distribuidor. así, en caso de interrupción del suministro o deficiencias de calidad (…) aunque el responsable de la interrupción
sea el distribuidor, el regulador hace recaer en el comercializador la responsabilidad frente al consumidor porque es él quien mantiene
la relación contractual con el comercializador» (2016), «¡no hay excusas! los comercializadores de energía eléctrica deben indem-
nizar los daños ocasionados por la mala calidad del suministro», CESCO, universidad castilla la mancha, p. 12.

10 abunda en ello la Sap de cantabria 62/2016, de 8 febrero [jur 2016\84550]: «(…) ello es consustancial a la decisión de introducirse
en un mercado, el de comercialización, que contempla como normales esas vicisitudes, puede afirmarse que forma parte del riesgo
natural de la comercializadora la contingencia de que, ante el cliente, se produzcan incumplimientos cuya causa proceda de otros
previos imputables a la distribuidora».

11 También para nebreda péreZ, j.m., «lamentablemente, es común en la reciente regulación administrativa reiterarse en la falta
de respeto por el concepto jurídico de consumidor en sentido estricto, utilizándose en forma indistinta al cliente. no es baladí la
cuestión que planteo por cuanto el consumidor, stricto sensu, es titular de una singular protección (…) que no pueden reclamar
quienes integrarán en actividades profesionales los productos o servicios de los que sean perceptores (…) lo propio es denominar
como clientes a los preceptores de los servicios los suministros, advirtiendo que, en unos casos estos clientes tendrán, por la legislación
especial de defensa de los consumidores, una singular cualificación, la de consumidor stricto sensu, que les otorgará singular pro-
tección», nebreda péreZ, j.m., (2008), contratación del suministro eléctrico. calidad y morosidad. concurrencia de responsa-
bilidad civil y administrativa, Práctica de Derecho de Daños, nº 63, la ley, madrid, 2008., pp. 15-16. en contra vÁZQueZ de
caSTro, entiende que «(…) el concepto de consumidor que ofrece la ley [del Sector eléctrico] en su art. 9 va mucho más allá del
concepto clásico de consumidor (…) en consecuencia, también las empresas encajan o tienen cabida en este concepto especial de
consumidor en el suministro de energía eléctrica», «las reclamaciones de responsabilidad…», 2016, op. cit., p. 11.



bol. colegio registradores, núm. 40— 1334 —

Sentencias del Tribunal Supremo

mercializador resulta absolutamente ajena e independiente del carácter de consumidor o no de su contraparte.
en ese sentido la sentencia falla de conformidad con tal responsabilidad ex contracto, sin considerar ni plan-
tearse –ni por tanto amparar en modo alguno– si acaso pudiera aplicársele al cliente ninguna normativa
propia de consumidores12.

2. Integración del contrato ex art. 1.258 C.c. en primer lugar, acaso como cuestión más destacada de
las que no pueden considerarse ratio decidendi, la sentencia tratada afirma, como se ha dicho, que «no cabe
duda» que la comercializador se obligó contractualmente a prestar el suministro de electricidad (bajo una
continuidad y calidad de referencia). Sin embargo, y pese a «no caber duda», la sentencia prosigue afirmando
que «por su parte, el cliente accedió a dicha contratación confiado en que del contrato suscrito podría razo-
nablemente esperar, a cambio del precio estipulado, que la comercializadora respondiera de su obligación,
no como una mera intermediaria sin vinculación directa, sino que cumpliese con las expectativas de ‟todo
aquello que cabía esperar” de un modo razonable y de buena fe, con arreglo a la naturaleza y características
del contrato celebrado». hace así referencia la sentencia al criterio que antes cita también, en cuanto afirma
que «interesa destacar la aplicación de nuestro código civil tanto con relación a la responsabilidad por el
incumplimiento obligacional y la consecuente indemnización de los daños y perjuicios derivados (artículos
1.101 y sgts. del código civil), como en relación con la interpretación e integración del contrato a tenor del
principio de la buena fe contractual, especialmente con relación a lo dispuesto por el artículo 1.258 y la pro-
yección de la buena fe como fuente de integración del contrato, de forma que dicho principio no sólo san-
ciona, entre otros extremos, todos aquellos comportamientos que en la ejecución del contrato resulten
contrarios a los deberes de lealtad y corrección debida respecto de lo acordado y la confianza que razona-
blemente derivó de dicho acuerdo, sino que también colma aquellas lagunas que pueda presentar la regla-
mentación contractual de las partes con relación a la debida ejecución y cumplimiento del contrato
celebrado».

es claro que, en relación con la responsabilidad contractual, «interesa destacar» la aplicación del código
civil. lo que no resulta tan patente es que sea necesario, o incluso conveniente, aducir como fundamento
jurídico –aparentemente– expreso contenido en el art. 1.258, ni referirse necesariamente a «todo lo que cabía
esperar de un modo razonable y de buena fe». no queda duda de que el precepto es útil y relevante, y permite
colmar lagunas que, de otro modo, podrían perjudicar a una u otra parte o deteriorar el equilibrio del contrato
–y, con ello, su función–. Sin embargo, no supone una contingencia necesaria –como sí lo es la interpreta-
ción– sino que, al contrario, presupone una laguna que no tiene por qué darse. en el mejor de los casos la
aplicación del art. 1.258 parte de una patología de claridad y contenido en el contrato; en el peor, de la re-
acción frente a una situación de mala fe (aun dejando al margen la discusión sobre la extensión y efectos
que pudiera tener sobre la abusividad). por el contrario, cuando una relación contractual sea clara –a través
de su calificación e interpretación– no será necesario integrar contenido alguno13.

parece casi más contradictoria que confusa la afirmación de que «no cabe duda» de que hay obligación
–afirmando además la sentencia cual es la obligación–, para complementar luego tal contenido con la inte-
gración razonable y de buena fe ex art. 1.258. Si ya estaba clara la obligación, ¿Qué añadiría tal integración?
más aún, lo que se está discutiendo es el elemento esencial de la prestación del comercializador, objeto prin-
cipal del contrato, de forma que la integración del resto de elementos presupuestos por la buena fe o la ra-
zonabilidad, de la que parte el art. 1.258, sería aún menos aplicable. el comercializador, en fin, queda
obligado a prestar el suministro eléctrico porque es su prestación en el contrato, a cambio de la remuneración
que recibe; y no porque pueda deducirse de forma razonable o por ministerio de la buena fe14.

12 interpreta de otro modo la sentencia vaZQueZ de caSTro, asumiendo que «la extensión de la protección a la parte contratante
débil más allá de la consideración del concepto de consumidor o usuario», «las reclamaciones de responsabilidad…», 2016, op. cit.,
p. 5.

13 esto es, habrá que pasar antes por el sentido declarativo de la interpretación antes de acudir, si persiste la laguna a la «función com-
plementaria», en el sentido subsidiario apuntado por de caSTro (1967), que «supone salir del ámbito estricto de la interpretación
y pasar al de la conjetura. Cuando lo declarado es insuficiente para reglar debidamente la relación negocial, se hace necesario el
llenar las lagunas que se revelan existentes en el negocio. en tales casos, se acude primeramente a lo que se ha llamado la “voluntad
hipotética” o “interpretación objetiva”; presumiendo que se quiso lo que hubiera sido la voluntad de un hombre razonable y prudente,
si hubiese previsto la cuestión planteada», en El Negocio jurídico, madrid: inej, p. 78

14 interpreta en sentido contrario la sentencia mendoZa loSana, a. i., refiriéndose también a una suerte de extensión de tutela
pro consumidor hacia el cliente: «en este caso, la buena fe actúa como principio general que configura la relación contractual y que
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por lo tanto, la fundamentación sobre tal base del art. 1.258, o bien supone un refuerzo innecesario; o
una contradicción parcial de la suficiencia del contrato, y su primacía respecto a normas sectoriales. con
todo, no cabe descartar tampoco que su mención se deba, más allá del verdadero objeto del pronunciamiento,
a la actual discusión sobre la extensión o no de los tradicionales efectos de tal precepto (sobre el que se dis-
cute su aptitud para fundamentar un eventual control de contenidos abusivos general, para todo tipo de con-
tratos, aun entre empresarios). en ese ámbito –aunque no en ese sentido– la sentencia reiteraría otras
anteriores que cita, que presentan un ámbito de aplicación del 1.258 un tanto especificado: proscribe actua-
ciones o pretensiones abusivas, bajo la premisa de la interpretación y contenido del contrato; no como un
límite de contenidos del mismo.

3. Aplicación de los Principios de Derecho Europeo de los Contratos (P.E.C.L.). abundando en el
mismo sentido recién apuntado, si acaso el fundamento contenido en el art. 1.258 c.c. podría ser inoportuno,
el contenido en el también aducido art. 6:102 de los p.e.c.l. sería más bien inexistente. en efecto, el texto
de los p.e.c.l. es un documento fundamentalmente doctrinal, sin perjuicio de su valor científico o, incluso,
su posible utilidad como un eventual derecho de referencia para contenidos disponibles: o hasta herramienta
para el legislador. de hecho, por más que en efecto el texto pretenda recoger elementos fundamentales, ge-
neralmente comunes a las tradiciones jurídicas y legislaciones efectivas europeas, no deja de ser también
una propuesta de modernización y actualización, concretando tales elementos «generalizables» en propuestas
de mandatos normativos mucho más concretos.

en ningún caso supone norma jurídica alguna en vigor. no es fuente del derecho en ningún sentido. no
lo es más –ni menos– que el d.c.F.r., o la reciente propuesta de código civil (publicados hasta ahora sus
libros Quinto y Sexto); entre otros textos que recogen dignas propuestas de modernización contractual. no
empece esta naturaleza innegablemente no normativa de tales textos su calidad, ni tampoco impide que, en
algunos casos, pudieran llegar a ser elementos de extremo valor para reflexionar sobre el significado y al-
cance de principios europeos acaso comunes –y también exclusivamente patrios–. Sin embargo, que la ju-
risprudencia, –reacia como suele ser a la cita doctrinal– en cambio alegue sin matices tales textos académicos
como si contuvieran derecho aplicable, nominando además los preceptos por su artículo numerado, puede
ser confuso y hasta peligroso en cuanto a los efectos de su utilización. no es ya una anécdota cuando desde
han sido tales p.e.c.l. alegados por el Tribunal Supremo casi más de medio centenar de ocasiones; así como
en miles –literalmente– de sentencias por las audiencias provinciales.

y, si acaso entendiera el Tribunal Supremo que le resultan normas de aplicación, aunque fuere a través
de interpretaciones extensivas de conformidad con «realidad social del momento» ex art. 3.1 (lo que sería
francamente discutible ya de partida en cuanto a la identificación de tales textos con «realidad social» alguna)
debería atreverse a afirmarlo con rotundidad, en aras de una claridad que permitiera discernir con claridad
el respeto de los límites a la función jurisdiccional. Si, por el contrario, mantiene su mero valor ilustrativo
(como ha hecho al verse obligado cuando, fruto de la doctrina jurisprudencial expresada en este sentido,
algún recurso ha fundamentado sus argumentos en tales textos ), deberían manifestar con igual claridad que
no se trata de un fundamento jurídico aplicado ni, por tanto, doctrina jurisprudencial en sentido alguno. de
lo contrario se propicia que, como ha ocurrido, hasta las propias audiencias provinciales, transcribiendo
argumentos del Tribunal Supremo aludan a tales principios como fundamentos jurídicos aparentemente apli-
cables de forma directa16.

obliga a proteger la confianza que el consumidor ha depositado en el comercializador (…) a pesar de que el usuario perjudicado no
era un consumidor final en el sentido de la legislación de consumo, la demandante citaba también en apoyo de su pretensión [normas
en tutela de consumidores]» y entiende que «el Tribunal Supremo respalda esta posición», «¡no hay excusas!...», 2016, op. cit, pp.
10-11.

15 así la S.T.S. 309/2013, de 26 abril [r.j. 2013\3268], frente a un recurso de casación fundado primeramente en «(…) por infracción
del artículo 1.124 cc, en relación con el artículo 8:103 de los principios del derecho europeo de contratos (p.e.c.l.) y doctrina ju-
risprudencial de la Sala 1.ª del Tribunal Supremo», tuvo que declarar que «ante todo, debe precisarse que los principios del derecho
europeo no son normativa vigente y no pueden motivar un recurso de casación, por más que sean ilustrativos. la jurisprudencia que
se cita no es coincidente con el presente caso, aunque sí se refiere a principios que han sido reiterados por esta Sala, cuáles son que
los pactos de un contrato pueden ser esenciales o no, según cada caso concreto; casuismo que en muchas ocasiones se aplica al plazo
de cumplimiento del contrato».

16 en tal sentido, recoge en relación a la resolución de los contratos, la S.a.p. de la rioja 171/2008, de 3 de junio 171/2008 de 3 junio
[jur 2008\338803], que «(…) más recientemente, se ha acudido a los principios del derecho europeo de contratos para hablar de
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4. Otras posibilidades contractuales entre comercializador y cliente. como ya se ha comentado, la
sentencia resuelve sobre una base fundamentalmente apegada a las circunstancias del caso, apoyándose di-
rectamente en el concreto contrato suscrito. ello no es óbice a la posibilidad de generalizar tal interpretación,
pues tal contrato puede funcionar como paradigma de cuantos existen en la relación contractual ordinaria
entre comercializador y cliente. Tampoco obsta a que sea posible plantear otras alternativas contractuales
excepcionales17, siempre y cuando los fines y función del contrato sean igualmente distintos. así, cuando el
cliente pueda contratar directamente con el distribuidor, por ejemplo, no sería impensable que aprovechara
la pericia del comercializador en el sector para suscribir con este un contrato de mediación que, bajo las
bases de la diligencia profesional y la imparcialidad del mediador, pudiera encontrar la oferta que mejor
concitase la demanda del cliente.

5. Relación jurídica del cliente frente al distribuidor. en el litigio resuelto por la sentencia comentada
no es parte la empresa distribuidora que, forzosamente, participó en el suministro y en cuyo ámbito de ac-
tuación, muy probablemente, se originaran las disfunciones materiales que acabaron provocando el daño
vinculado al incumplimiento de la prestación de suministro eléctrico de la comercializadora. Siendo un ter-
cero, sin participación ni defensa, la sentencia le es enteramente ajena y, por ende, cualquier pronunciamiento
respecto al mismo será, necesariamente, obiter dicta; excluido del contenido jurisprudencial del fallo. Sin
embargo, aun de forma incidental, la sentencia expresa tras su argumentación que «Todo ello, sin merma
del derecho a la acción de repetición que en su caso pueda ejercitar la comercializadora contra la empresa
de distribución de energía eléctrica. Sin que la decisión de este recurso, limitada a la legitimación pasiva de
las comercializadoras, deba interpretarse como una exoneración de las empresas distribuidoras frente a las
posibles reclamaciones de los consumidores».

Que la comercializadora podrá repetir contra la distribuidora parece evidente. de hecho, lo que natural-
mente nacerá será una acción fundada en la responsabilidad contractual entre tales partes, pudiendo haber
previsto en su contrato el régimen de reparto de tales riesgos como estimaran oportuno.
más discutible parece la segunda afirmación pues, si bien debe compartirse que no puede entenderse el fallo
tratado como una exoneración de las empresas distribuidoras frene a los consumidores; no se puede sin em-
bargo deducir que ello implique ningún régimen de responsabilidad, en el ámbito de la sentencia. en efecto,
podrían las entidades distribuidoras resultar eventualmente responsables extracontractualmente frente a cual-
quier destinatario final de la energía18; o de forma especial frente a consumidores, bajo el régimen de pro-
ductos defectuosos19. no parece posible, en cambio, que el consumidor pudiera exigir responsabilidad
contractual frente a un sujeto con el que no le une ningún contrato20.

un incumplimiento intencional por la parte incumplidora (S.T.S. de 16 de mayo de 1996, además de otras como las de 21 de marzo
de 1986, 27 de noviembre de 1992, 17 de febrero y 10 de julio de 2003 ), de manera que ‟de a la parte lesionada razones para creer
que no puede confiar en el cumplimiento futuro de la otra parte”».

17 en cambio, eSToa péreZ, a., parece tomar la relación representativa como necesaria para el suministro eléctrico contratado con
el comercializador: «el suministro requiere un vínculo contractual no sólo con el comercializador, con quien se contrata la venta de
energía, sino también con el distribuidor (…) aunque el consumidor a mercado podría contratar el acceso directamente con el dis-
tribuidor, lo habitual es que lo haga a través del comercializador. a estos efectos, la representación del comercializador admite dos
fórmulas: como “mandatario” o como “sustituto” (…)», (2014), “la actividad de comercialización en la ley 24/2013, op. cit., p.
150.

18 en contra, entiende mendoZa loSana, que «no es enteramente cierto que el consumidor no tenga ninguna relación contractual
con el distribuidor (…) técnicamente la tiene siempre (es el distribuidor quien le facilita el acceso a la red eléctrica remunerado a
través de los peajes de acceso), otra cosa es que también la tenga comercialmente», “¡no hay excusas…!”, op. cit. 16.

19 Sin perjuicio de que existan resoluciones de audiencias provinciales que parezcan confirmarlo, si bien probablemente traten más
bien de evitar la prescripción extracontractual de un año. en este último sentido la Sap de granada 246/2016, de 28 octubre; Sap
de valencia 327/2011, de 8 de junio; o la Sap de vizcaya 72/2014 de 31 marzo.

20 Ámbito en el que, pese a las posibles discusiones respecto a la naturaleza del suministro eléctrico, la directiva 2011/83/ue fija, ex
lege, su categorización como producto a efectos de la aplicación de las normas relativas a productos defectuosos.
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DERECHO A LA PROPIA IMAGEN, CONSENTIMIENTO Y REDES SOCIALES. COMENTARIO
A LA SENTENCIA DEL PLENO DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA DE LO CIVIL) NÚM.
91/2017, DE 15 DE FEBRERO. Por Carlos Trujillo Cabrera. Profesor Ayudante Doctor. Acreditado Con-
tratado Doctor. Universidad de La Laguna.

Sumario:

1. reSúmen de loS hechoS.
2. reSúmen de loS FundamenToS jurídicoS de la SenTencia.
3. loS derechoS de la perSonalidad. en eSpecial, el derecho a la propia imagen.
4. la proTección civil del derecho a la propia imagen en la ley órgÁnica 1/1982. el concepTo de

inTromiSión ilegíTima y SuS eXcepcioneS: en parTicular, el conSenTimienTo del TiTular.
5. concluSioneS.

1. RESUMEN DE LOS HECHOS.

Se exponen a continuación los hechos sobre los que se fundamenta la Sentencia del pleno de la Sala de
lo civil del Tribunal Supremo de fecha 15 de febrero de 2017 (roj. 363, 2017), cuyo análisis se aborda en
el presente comentario.

el 8 de julio de 2013, en la edición en papel y digital del diario «la opinión-el correo de Zamora» se
publicó un reportaje sobre un suceso ocurrido el día anterior, consistente en que el demandante fue herido
por su hermano, quien le disparó con un arma de fuego y luego se suicidó. el artículo periodístico contenía
datos que permitían identificar al demandante: su nombre (millán), el de su hermano, y las iniciales de sus
apellidos, el apodo de su hermano, la dirección exacta del domicilio familiar, que su padre había sido médico
en un determinado pueblo de la provincia, referencias a la notoriedad de la familia en la localidad, etc. asi-
mismo, al informar sobre quienes habían presenciado los hechos, se indicaba que la madre del demandante
padecía la enfermedad de alzheimer. en el reportaje publicado en la edición en papel del diario se incluyó
una fotografía del demandante, que había sido obtenida de su perfil de Facebook.

el procurador d. Fermán ors Simón, en nombre y representación de d. millán, interpuso demanda de
juicio ordinario contra la opinión de Zamora S.a., en la que solicitaba se dictara sentencia: «[...] en la que,
estimando íntegramente la demanda:

«1) Declare que ha existido intromisión ilegítima en el derecho fundamental a la propia imagen y a
la intimidad personal y familiar del demandante Don Millán por parte de la demandada La Opinión de
Zamora, S.L., consistente en la publicación de los datos personales y fotografías a que se refiere el
hecho Cuarto de este escrito de demanda.

«2) Declarar que, como consecuencia de la anterior intromisión ilegítima del derecho a propia la
imagen (sic) y la intimidad personal y familiar, se ha causado daño moral al demandante, que se valora
en la suma de treinta mil euros (30.000,00. €), o en la que estime el Tribunal haciendo uso de la facultad
moderadora.

«3) Condene a la parte demandada a estar y pasar por las anteriores declaraciones y, en su conse-
cuencia:

«4) Condena a la demandada a abonar a la parte actora la suma de treinta mil euros (30.000,00 €),
o la suma que estime el Tribunal haciendo uso de la facultad moderadora, así como los intereses legales
de esa cantidad.

«5) Condenar a la parte demandada La Opinión de Zamora, S.L. a publicar a su costa la parte dis-
positiva de la Sentencia que ponga fin a este procedimiento, en la misma sección del periódico ‟La Opi-
nión-El Correo de Zamora” donde fueron publicados los datos y fotografías causantes del daño.

«6) Condenar a la parte demandada ‟La Opinión-El Correo de Zamora” a retirar las referidas foto-
grafías (primer plano de mi mandante y de su fallecido hermano) y datos personales familiares (nombre
y dirección del domicilio materno) de la noticia a que se refiere esta demanda, de cuantos ejemplares de
la publicación se hallaran en los archivos del periódico y a no volver a publicarlos en cualquier soporte.

«5) Condenar en todas las costas de este juicio a la parte demandante».
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la demanda fue presentada el 20 de mayo de 2014 y repartida al juzgado de primera instancia núm. 10
de bilbao y fue registrada con el núm. 562/2014. una vez fue admitida a trámite, se procedió al emplaza-
miento de la parte demandada.

la demandada se opuso a la demanda. alegó que el hecho ocurrido y objeto de noticia era de gran entidad
y relevancia pública. Se trataba de personas conocidas, el suceso fue importante, los datos eran de dominio
público y fácilmente obtenibles, y las circunstancias que concurrían exigían dar detalles, pues, de no hacerlo,
se provocaría una alarma innecesaria al concurrir circunstancias familiares muy similares en otros domicilios.
Finalmente, la imagen, captada del perfil de Facebook, era la que el propio interesado dio a conocer en las
redes sociales, y ocupaba un lugar accesorio en la noticia publicada. para el medio de comunicación, el tra-
tamiento informativo fue serio, profesional, objetivo y veraz. y frente a la relevancia, trascendencia e interés
público de la noticia, no cuestionada la veracidad de la misma, en un juicio de ponderación entre los derechos
enfrentados, debe prevalecer la libertad de información.

Tras seguirse los trámites correspondientes, la magistrada-juez del juzgado de primera instancia núm.
10 de bilbao, dictó sentencia 55/2015, de 11 de marzo, estimando sustancialmente la demanda. consideró
que la información publicada, cuya veracidad se reconocía, suponía una intromisión en el derecho a la inti-
midad del demandante, puesto que se revelaban numerosos datos personales del demandante y de su familia,
que permitían su identificación y eran innecesarios para la información. También consideró que se había
producido una vulneración del derecho a la propia imagen, pues el demandante no consintió la publicación
de la fotografía, y ésta no aportaba elemento informativo de interés público y sílo permitía la perfecta iden-
tificación del demandante.

en lo que respecta a la indemnización solicitada, la sentencia tuvo en consideración la gravedad de la
intromisión, la difusión del periódico en la provincia de Zamora, la vinculación del demandante con dicho
entorno y la influencia de la publicación de la información vulneradora de estos derechos fundamentales en
el estrés postraumático que sufrió el demandante.

por todo ello, la sentencia indicaba en su parte dispositiva:
«Que estimando sustancialmente la demanda interpuesta por el Procurador D. Germán Ors Simón,

en nombre y representación de D. Millán , contra ‟La Opinión de Zamora, S.A.”, acuerdo:
«Primero. Declarar que ha existido intromisión ilegítima en el derecho fundamental a la propia ima-

gen y a la intimidad personal y familiar del demandante por parte de la demandada.
«Segundo. Declarar que, como consecuencia de la anterior intromisión ilegítima del derecho a la

propia imagen y a la intimidad personal y familiar, se ha causado daño moral al actor, que se valora en
la suma de 30.000 euros.

«Tercero. Condenar a la demandada a abonar a la parte actora la suma de 30.000 euros. Dicha
cantidad devengará los intereses del artículo 576 de la LEC .

«Cuarto. Condenar a la demandada a publicar a su costa la parte dispositiva de la Sentencia que
ponga fin a este procedimiento, en la misma sección del periódico ‟La Opinión-El Correo de Zamora”
donde fueron publicados los datos y fotografía causantes del daño.

«Quinto. Condenar a la parte demandada a retirar la fotografía del primer plano del actor y los
datos personales familiares (nombre y dirección del domicilio materno) de la noticia a que se refiere
esta demanda, de cuantos ejemplares de la publicación se hallarán en los archivos del periódico y a no
volver a publicarlos en cualquier soporte.

«Sexto. Condenar a la parte demandada al pago de las costas causadas en esta instancia».

la sentencia de primera instancia fue recurrida en apelación por la opinión de Zamora S.a. d. millán
se opuso al recurso interpuesto de contrario, mientras que el ministerio Fiscal interesó la desestimación del
recurso. la resolución del mismo correspondió a la Sección Tercera de la audiencia provincial de bizkaia,
que lo tramitó con el número de rollo 182/2015 y tras seguir los correspondientes trámites dictó sentencia
núm. 270/2015, de 22 de septiembre, que desestimó el recurso, con imposición de costas a la parte apelante.

la audiencia consideró que el artículo publicado era veraz y que tenía relevancia o interés público, pero
que no se justificaba la prevalencia de la libertad de información sobre la intimidad personal en la publicación
de determinados datos íntimos y personales y familiares. Se trataba de datos innecesarios, de los que se
podía prescindir sin limitar la información como derecho fundamental. en cuanto a la intromisión ilegítima
por vulneración del derecho a la propia imagen frente al derecho a la información, la audiencia confirmó
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los argumentos de la sentencia recurrida, pues la fotografía del demandante se publicó sin su consentimiento,
sin que quedara justificada la publicación por la trascendencia de los hechos sobre los que se informaba.

por último, en cuanto a la indemnización, confirmó la resolución recurrida al estimarla ajustada a los
parámetros precisados por la jurisprudencia.

la opinión de Zamora S.a., interpuso recurso de casación. los motivos del recurso de casación fueron:

«Primero. Indebida aplicación del art. 18.1 de la Constitución Española y del art. 7.3 de la L.O.
1/1982 , e infracción del art. 20.1.d) Constitución Española , y de la Jurisprudencia del Tribunal Su-
premo que los interpreta».

«Segundo. Indebida aplicación del art. 18.1 de la Constitución Española y del art. 7.5 de la L.O.
1/1982 , e infracción del art. 20.1.d) Constitución Española , de los artículos 8.1 y 8.2.c) LO 1/1982, y
de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que los interpreta».

«Tercero. Infracción del art. 9.3 LO 1/1982, y de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que lo in-
terpreta»

las actuaciones fueron remitidas por la audiencia provincial la Sala, y las partes fueron emplazadas
para comparecer ante ella. una vez recibidas las actuaciones y personadas las partes por medio de los pro-
curadores mencionados en el encabezamiento, se dictó auto de fecha 11 de mayo de 2016, que admitió el
recurso y acordó dar traslado a la parte recurrida personada para que formalizara su oposición.

d. millán presentó escrito de oposición al recurso. el ministerio Fiscal solicitó la desestimación del re-
curso de casación. las alegaciones realizadas por el demandante al oponerse al recurso para que este fuera
declarado inadmisible no fueron estimadas, por cuanto el recurso identificaba los problemas jurídicos alre-
dedor de los cuales articulaba los diversos motivos, por lo que era plenamente admisible a trámite, sin per-
juicio de lo que se pudiera resolver sobre la prosperabilidad de sus motivos.

al no solicitarse por todas las partes la celebración de vista pública, se señaló para votación y fallo el
día 23 de noviembre de 2016. por providencia de 23 de noviembre de 2016 se acordó suspender el señala-
miento, pasando a conocimiento del pleno de la Sala, que ha tenido lugar el 25 de enero de 2017.

2. RESUMEN DE LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA SENTENCIA.

la sentencia de apelación es recurrida en casación por la demandada, sobre la base de tres motivos de
casación.

SEGUNDO. Formulación del primer motivo del recurso.

1. el epígrafe de este motivo tiene este contenido:

«Indebida aplicación del art. 18.1 de la Constitución Española y del art. 7.3 de la L.O. 1/1982, e in-
fracción del art. 20.1.d) Constitución Española, y de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que los
interpreta».

2. en el desarrollo del motivo, la recurrente alega que la infracción se esos preceptos constitucionales y
legales se ha producido porque la sentencia recurrida ha considerado, indebidamente, que la información
publicada vulnera ilegítimamente el derecho a la intimidad. y, en todo caso, de haberse producido tal intro-
misión, sería de una entidad insuficiente para limitar el derecho a la libertad de información del diario.

TERCERO. Decisión de la sala. Publicación de datos que permiten identificar a la víctima de un suceso
violento. Crónica de sucesos.

1. las sentencias de instancia consideran que la información publicada en el diario contenía datos sufi-
cientes para identificar al demandante como víctima de un suceso violento. Tal razonamiento no puede con-
siderarse arbitrario, a la vista de la cantidad de datos personales relativos al demandante (nombre, inicial de
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los apellidos, domicilio familiar en Zamora, profesión del padre, etc.) contenidos en el reportaje periodístico
y del ámbito local en que fue difundido.

la demandada considera que la ponderación realizada en la instancia no se ajusta a los parámetros cons-
titucionales al haber considerado prevalente el derecho a la intimidad del demandante frente al derecho a la
libertad de información ejercido por la demandada.

2. el derecho a la intimidad personal y familiar garantiza a la persona un ámbito reservado de su vida
personal y familiar, vinculado con el respeto de su dignidad como persona, frente a la acción y el conoci-
miento de los demás, sean estos poderes públicos o particulares. este derecho atribuye a su titular el poder
de resguardar ese ámbito reservado, tanto personal como familiar, frente a la divulgación del mismo por
terceros y frente a la publicidad no consentida. así lo ha declarado tanto el Tribunal constitucional (entre
las más recientes, sentencia 176/2013, de 21 de octubre) y esta sala (sentencia 478/2014, de 2 de octubre).

3. el derecho a la libertad de información legitima la actuación del medio de comunicación que propor-
ciona información veraz sobre hechos o personas de relevancia pública. en este caso, no existe controversia
sobre la veracidad de la información, si bien cuando esta constituye una intromisión en el derecho a la inti-
midad, que la información sea veraz no legitima tal intromisión. en cuanto a la relevancia pública, es pacífica
la jurisprudencia, tanto constitucional (sentencias del Tribunal constitucional, SS.T.c., 178/1993, de 31 de
mayo, 320/1994, de 28 de noviembre, 127/2003, de 30 de junio) como de esta sala (sentencias 129/2014,
de 5 de marzo, y 587/2016, de 4 de octubre), que reconoce esa relevancia pública a la información sobre
hechos de trascendencia penal, aunque la persona afectada por la noticia tenga el carácter de sujeto privado
(SS.T.c. 154/1999, de 28 de septiembre, 52/2002, de 25 de febrero, 121/2002, de 20 de mayo).

4. por tanto, como en tantas ocasiones, el conflicto entre los derechos fundamentales que respectivamente
amparan la posición jurídica de cada litigante (el derecho a la intimidad personal y familiar, la del deman-
dante, y la libertad de información, la de la demandada), hace precisa la ponderación entre los derechos en
conflicto. Serán las concretas circunstancias concurrentes las que determinen qué derecho fundamental debe
prevalecer frente al otro.

5. esta sala ha considerado que, en determinadas circunstancias, la divulgación no consentida de la iden-
tidad de la víctima supone una intromisión ilegítima en su derecho a la intimidad (sentencias 127/2000, de
21 de febrero, 272/2011, de 11 de abril, 478/2014, de 2 de octubre, y 661/2016, de 10 de noviembre). 

6. ahora bien, en el caso presente concurren una serie de circunstancias que determinan la prevalencia de la
libertad de información de la demandada frente al derecho a la intimidad personal y familiar del demandante.

7. la intromisión en la intimidad personal y familiar del demandante que supone la información del ar-
tículo periodístico no puede considerarse grave. 

8. ciertamente, se trata de una materia en la que es difícil establecer pautas generales que sirvan para
todos los casos, porque las circunstancias concurrentes en cada caso pueden inclinar la decisión por la pre-
valencia de uno u otro derecho. en este caso, dado que la gravedad de la intromisión en la intimidad no es
intensa, que el interés de la noticia (y, por tanto, la relevancia pública momentánea de los implicados en
ella) es importante en el contexto de una ciudad como Zamora, y que la información se acomodó a los cá-
nones de la crónica de sucesos, la sala considera que debe prevalecer el derecho a la información ejercitado
a través del medio de prensa. una condena a un medio de comunicación que, con carácter inmediato a que
sucedieran, ha informado de forma veraz sobre unos hechos graves, de trascendencia penal y relevancia pú-
blica, en especial en el reducido ámbito geográfico al que extiende su influencia, que ciertamente ha iden-
tificado a las personas que resultaron implicadas en tales hechos pero no ha revelado otros hechos de su
intimidad que estuvieran desconectados con los hechos noticiables ni ha aumentado significativamente el
conocimiento que de los hechos se tenía o se iba a tener en los momentos inmediatamente posteriores en la
comunidad concernida, que no ha incurrido en ninguna extralimitación morbosa y ha respetado los cánones
tradicionales de la crónica de sucesos, no ampararía adecuadamente el ejercicio del derecho a la libertad de
información conforme a cánones constitucionales.

CUARTO. Formulación del segundo motivo.

1. este segundo motivo se encabeza así:
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«Indebida aplicación del art. 18.1 de la Constitución Española y del art. 7.5 de la L.O. 1/1982, e in-
fracción del art. 20.1.d) Constitución Española, de los artículos 8.1 y 8.2.c) LO 1/1982, y de la Juris-
prudencia del Tribunal Supremo que los interpreta».

2. la recurrente, al desarrollar el motivo, alega que la infracción de esos preceptos constitucionales y
legales se ha producido porque la sentencia recurrida ha considerado, indebidamente, que la publicación de
una fotografía del demandante obtenida de su perfil de Facebook vulnera ilegítimamente su derecho a la
propia imagen. la fotografía no captaba imágenes de la vida privada del demandante. Su conducta, al tener
una cuenta de Facebook en la que se incluía una fotografía del demandante, de libre acceso, ha de tomarse
en consideración como constitutiva de actos propios que excluyen el carácter ilegítimo de la reproducción
de la imagen, a la vista de la anterior conducta del titular. por lo cual, de haberse producido la intromisión
en el derecho a la imagen del demandante, sería aplicable alguna de las causas de justificación de los apar-
tados 1 y 2 del art. 8 de la ley orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a
la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (en lo sucesivo, ley orgánica 1/1982), por tratarse de
una actuación autorizada y aparecer como meramente accesorio y, en todo caso, debería prevalecer el derecho
a la libertad de información.

QUINTO. Decisión de la sala. Publicación en el periódico de una fotografía de la víctima obtenida en
su cuenta en una red social en Internet (Facebook).

1. el derecho a la propia imagen es un derecho de la personalidad, reconocido como derecho fundamental
en el art. 18.1 de la constitución, que atribuye a su titular la facultad de disponer de la representación de su
aspecto físico que permita su identificación y le permite determinar qué información gráfica generada por
sus rasgos físicos personales puede tener dimensión pública. en su faceta negativa o excluyente, otorga la
facultad de impedir la obtención, reproducción o publicación de su propia imagen por un tercero sin el con-
sentimiento expreso del titular, sea cual sea la finalidad perseguida por quien la capta.

2. la circunstancia, alegada por la recurrente, de que la fotografía publicada en el diario no capte la ima-
gen del recurrente en una actividad de su vida privada no excluye la existencia de intromisión en el derecho
a la propia imagen. el Tribunal constitucional, a partir de la sentencia 139/2001, de 18 de junio, caracterizó
el derecho a la propia imagen como un derecho fundamental autónomo de los demás derechos de la perso-
nalidad, y en concreto, del derecho a la intimidad. 

por tanto, que la fotografía no suponga una intromisión en el derecho a la intimidad del demandante no
excluye que pueda constituir una intromisión en el derecho a la propia imagen, que tiene un contenido propio
y específico, pues, conforme a la doctrina del Tribunal constitucional, protege a su titular frente a la capta-
ción, reproducción y publicación de su imagen que afecte a su esfera personal aunque no dé a conocer as-
pectos de su esfera íntima. este derecho a la propia imagen pretende salvaguardar un ámbito propio y
reservado, aunque no íntimo, en tanto que el aspecto físico es un instrumento básico de identificación y pro-
yección exterior y un factor imprescindible para el propio reconocimiento como individuo, y constituye el
primer elemento configurador de la esfera personal de todo individuo.

3. el periódico editado por la demandada no publicó una fotografía del demandante, en tanto que víctima
del hecho delictivo objeto del reportaje, obtenida en el lugar de los hechos, sino que el diario la obtuvo de
la cuenta de Facebook del demandante, pues se trataba de una fotografía accesible a los internautas. Que en
la cuenta abierta en una red social en internet, el titular del perfil haya «subido» una fotografía suya que sea
accesible al público en general, no autoriza a un tercero a reproducirla en un medio de comunicación sin el
consentimiento del titular, porque tal actuación no puede considerarse una consecuencia natural del carácter
accesible de los datos e imágenes en un perfil público de una red social en internet. la finalidad de una
cuenta abierta en una red social en internet es la comunicación de su titular con terceros y la posibilidad de
que esos terceros puedan tener acceso al contenido de esa cuenta e interactuar con su titular, pero no que
pueda publicarse la imagen del titular de la cuenta en un medio de comunicación. el consentimiento del ti-
tular de la imagen para que el público en general, o un determinado número de personas, pueda ver su fo-
tografía en un blog o en una cuenta abierta en la web de una red social no conlleva la autorización para
hacer uso de esa fotografía y publicarla o divulgarla de una forma distinta, pues no constituye el «consen-
timiento expreso» que prevé el art. 2.2 de la ley orgánica 1/1982 como excluyente de la ilicitud de la cap-
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tación, reproducción o publicación de la imagen de una persona. aunque este precepto legal, en la interpre-
tación dada por la jurisprudencia, no requiere que sea un consentimiento formal (por ejemplo, dado por es-
crito), sí exige que se trate de un consentimiento inequívoco, como el que se deduce de actos o conductas
de inequívoca significación, no ambiguas ni dudosas. esta sala ha declarado en reiteradas ocasiones (sen-
tencias 1.225/2003, de 24 de diciembre, 1.024/2004, de 18 de octubre, 1.184/2008, de 3 de diciembre,
311/2010, de 2 de junio) que el consentimiento dado para publicar una imagen con una finalidad determinada
(en este caso, como imagen del perfil de Facebook) no legitima su publicación con otra finalidad distinta
(en este caso, ilustrar gráficamente el reportaje sobre el suceso violento en que se vio envuelto el deman-
dante). en la sentencia 746/2016, de 21 de diciembre, afirmamos que aunque hubiera sido cierto que la fo-
tografía publicada por el medio de información hubiera sido «subida» a Facebook por la persona que en
ella aparece, «[...] esto no equivaldría a un consentimiento que [...] tiene que ser expreso y, además, revocable
en cualquier momento».

4. el consentimiento a la captación, reproducción o publicación de la imagen no puede ser general, sino
que ha de referirse a cada acto concreto, como se desprende de los arts. 2.2 y 8.1 de la ley orgánica 1/1982,
lo que deriva del carácter irrenunciable que tiene este derecho, como prevé el art. 1.3 de dicha ley orgánica
y es propio de su carácter de derecho fundamental. el control de la propia imagen que supone el derecho
fundamental reconocido en el art. 18.1 de la constitución determina que, cuando no se trata de un personaje
con proyección pública, el consentimiento expreso en un determinado uso público de dicha imagen por parte
de su titular no legitime cualquier otro uso público de tal imagen por parte de un tercero para el que no se
haya dado ese consentimiento expreso.

5. Que el titular de una cuenta en una red social en internet permita el libre acceso a la misma, y, de este
modo, que cualquier internauta pueda ver las fotografías que se incluyen en esa cuenta, no constituye, a
efectos del art. 2.1 de la ley orgánica 1/1982, un «acto propio» del titular del derecho a la propia imagen
que excluya del ámbito protegido por tal derecho la publicación de la fotografía en un medio de comunica-
ción. Tener una cuenta o perfil en una red social en internet, en la que cualquier persona puede acceder a la
fotografía del titular de esa cuenta, supone que el acceso a esa fotografía por parte de terceros es lícito, pues
está autorizada por el titular de la imagen. Supone incluso que el titular de la cuenta no puede formular re-
clamación contra la empresa que presta los servicios de la plataforma electrónica donde opera la red social
porque un tercero haya accedido a esa fotografía cuyo acceso, valga la redundancia, era público. pero no
supone que quede excluida del ámbito protegido por el derecho a la propia imagen la facultad de impedir la
publicación de su imagen por parte de terceros, que siguen necesitando del consentimiento expreso del
titular para poder publicar su imagen.

6. por tanto, la publicación en el periódico de una fotografía del demandante, acompañando a la infor-
mación sobre el hecho noticioso y a otras fotografías que ilustraban tal información, por más que el deman-
dante tuviera una momentánea relevancia pública involuntaria en tanto que víctima del suceso violento sobre
el que versaba el reportaje periodístico, obtenida de su cuenta de Facebook, sin recabar el consentimiento
expreso del afectado para realizar tal publicación, no puede considerarse autorizada y constituye por tanto
una intromisión en tal derecho fundamental que no está justificada del modo previsto en el art. 8.1 de la
ley orgánica 1/1982.

7. Tampoco puede considerarse justificada la publicación de la fotografía del demandante por aplicación
del art. 8.2.c de dicha ley orgánica. la fotografía, pese a no ser de gran tamaño (solo incluía la imagen del
demandante de cintura para arriba), tenía por único protagonista al demandante, de modo que identificaba
directamente a la víctima del suceso violento sobre el que versaba el reportaje periodístico. por tanto, no
puede considerarse que la imagen del demandante sea meramente accesoria dentro de otra más amplia,
puesto que la fotografía tiene como único protagonista al demandante, ni que sea accesoria respecto de la
información objeto del reportaje, puesto que se trata de la fotografía que identificaba a la víctima del hecho
violento objeto del reportaje.

SEXTO. Formulación del tercer motivo del recurso.

1. el epígrafe que encabeza este último motivo tiene el siguiente contenido:
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«Infracción del art. 9.3 LO 1/1982, y de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que lo interpreta».

2. en el desarrollo del motivo se argumenta, resumidamente, que la sentencia recurrida incurre en arbi-
trariedad, falta de motivación y notoria desproporción en la fijación de la cuantía de la indemnización.

SÉPTIMO. Decisión de la sala. Indemnización del daño moral causado por la intromisión en los de-
rechos a la intimidad y a la propia imagen.

1. es jurisprudencia constante la que afirma que la fijación de la cuantía de las indemnizaciones por re-
sarcimiento de daños materiales o por compensación de daños morales no tiene acceso a la casación, pues
corresponde a la función soberana de los tribunales de instancia sobre apreciación de la prueba, solo sus-
ceptible de revisión, por error notorio o arbitrariedad, cuando existe una notoria desproporción o se comete
una infracción del ordenamiento en la determinación de las bases tomadas para la fijación de la cuantía.
este criterio ha sido empleado por esta sala también en lo que se refiere a la fijación de la cuantía de la in-
demnización de los daños provocados por la intromisión ilegítima en los derechos fundamentales de la per-
sonalidad protegidos en el art. 18.1 de la constitución.

2. en el supuesto enjuiciado, la sentencia recurrida, al asumir la dictada en primera instancia, utiliza los
criterios de cuantificación de la indemnización previstos en el art. 9.3 de la ley orgánica 1/1982: gravedad
de la intromisión (que afectó a la intimidad personal, a la intimidad familiar y a la propia imagen), difusión
del reportaje infractor, tomando en cuenta la vinculación del demandante y su familia al ámbito en que se
produce la difusión, repercusión de la vulneración en el estrés traumático que sufrió el demandante, etc.

3. buena parte de los argumentos que se emplean en el desarrollo de este motivo consisten en negar la
existencia o la gravedad de la intromisión ilegítima, así como otros datos tomados en cuenta por la audiencia
provincial para fijar la indemnización (vinculación del demandante con su provincia natal, repercusión de
la vulneración de sus derechos fundamentales en el agravamiento del estrés traumático que sufrió tras los
hechos, etc.) por lo que constituyen una petición de principio, al modificar injustificadamente la base sobre
la que se asienta la aplicación de la norma legal que el recurrente considera incorrecta. como se verá, solo
procederá la minoración de la indemnización por haberse estimado que no hubo intromisión ilegítima en el
derecho a la intimidad.

4. en definitiva, la fundamentación de este motivo de casación es insuficiente para desvirtuar las apre-
ciaciones de la sentencia recurrida, pues no se aportan datos objetivos que, en aplicación de los criterios
previstos en el art. 9.3 de la ley orgánica 1/1982 y en la jurisprudencia que lo interpreta, sean suficientes
para justificar el incumplimiento o la defectuosa aplicación de los criterios establecidos en el art. 9.3 de
dicha ley orgánica o la notoria desproporción de la indemnización concedida.

5. ahora bien, la demanda versaba sobre dos hechos diferenciables (identificación del demandante en la
información escrita, que atentaba contra su derecho a la intimidad, y reproducción de su imagen obtenida
de una red social sin su consentimiento expreso, que atentaba contra su derecho a la propia imagen). dado
que hemos considerado que la afectación de la intimidad del demandante no fue ilícita, y que solo fue ilícita
la intromisión en su derecho a la propia imagen, la indemnización debe reducirse a la mitad de la fijada en
la sentencia recurrida por la vulneración de ambos derechos.

6. por tanto, procede revocar el pronunciamiento que declaraba la existencia de intromisión ilegítima en
el derecho a la intimidad personal y familiar, mantener el pronunciamiento que declara la intromisión en el
derecho a la propia imagen del demandante, reducir a la mitad la indemnización fijada en la instancia, y
mantener el resto de pronunciamientos condenatorios ligados a la cuestión sustantiva, que no han sido objeto
de impugnación por la recurrente, si bien la publicación de la parte dispositiva de la sentencia se sustituye
por la de una nota que resuma su contenido, como viene haciendo esta sala para dotar de sentido a tal pu-
blicación.

OCTAVO. Costas y depósitos.

1. de acuerdo con lo previsto en el artículo 398.2, no procede hacer expresa imposición de las costas
del recurso de casación.
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2. procede acordar también la devolución del depósito constituido de conformidad con la disposición
adicional 15.ª, apartado 8, de la ley orgánica del poder judicial.

FALLO

por todo lo expuesto, en nombre del rey y por la autoridad que le confiere la constitución, esta sala ha
decidido:

1.º estimar en parte el recurso de casación interpuesto por la opinión de Zamora S.a., contra la sentencia
núm. 270/2015 de 22 de septiembre, dictada por la Sección Tercera de la audiencia provincial de bizkaia,
en el recurso de apelación núm. 182/2015.

2.º casamos la expresada sentencia, dejando sin efecto la declaración de vulneración del derecho de in-
timidad del demandante y la cuantía de la indemnización acordada, y en su lugar acordamos:

2.1. estimar en parte el recurso de apelación interpuesto por la opinión de Zamora S.a. contra la
sentencia 55/2015, de 11 de marzo, del juzgado de primera instancia núm. 10 de bilbao, dictada en el juicio
ordinario núm. 562/2014, que se revoca y, en su lugar, acordar:

2.2. estimar en parte la demanda que d. millán interpuso contra la opinión de Zamora S.a.
2.3. declarar que ha existido intromisión ilegítima en el derecho fundamental a la propia imagen de

d. millán por parte de la demandada la opinión de Zamora S.l. consistente en la publicación de su foto-
grafía sin su consentimiento expreso

2.4. condenar a la opinión de Zamora S.l a indemnizar a d. millán en quince mil euros.
2.5. condenar a la opinión de Zamora S.l a publicar a su costa una nota que resuma la parte dispo-

sitiva de esta sentencia en la misma sección del periódico ‟la opinión-el correo de Zamora” donde fue
publicada la fotografía del demandante.

2.6. condenar a la opinión de Zamora S.l a retirar la fotografía del demandante de la noticia a que
se refiere esta demanda, de cuantos ejemplares de la publicación se hallarán en los archivos del periódico y
a no volver a publicarla en ningún soporte.

2.7. no hacer expresa imposición de las costas de primera instancia ni de las del recurso de apela-
ción.

3.º no procede imposición de costas del recurso de casación. devuélvase a la recurrente el depósito
constituido para interponer el recurso.

3. LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD. EN ESPECIAL, EL DERECHO A LA PROPIA
IMAGEN.

el derecho a la propia imagen se encuentra regulado, fundamentalmente, en el artículo 18.1 c.e. –junto
con el derecho al honor y el derecho a la intimidad personal y familiar–, desarrollado con posterioridad en
la ley orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y
familiar y a la propia imagen (en adelante, ley orgánica 1/1982); y en el artículo 20.4 c.e., como un límite
a las libertades de información y expresión que el precepto enuncia. aunque su contenido presenta ciertas
dificultades interpretativas1, existe unanimidad doctrinal en cuanto a su intensa vinculación con la persona,
de ahí su consideración como uno de los «derechos de la personalidad»2.

el nomen iuris de dicha categoría pone de manifiesto que los derechos contenidos en ella son aquéllos
que más directamente se encuentran relacionados con la personalidad, con la individualidad de las personas.
Tan es así, que desde la declaración universal de derechos humanos de 10 de diciembre de 1948 se indicaba
ya que «nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su co-
rrespondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación». a pesar de la regulación conjunta que de ellos
se hace tanto en la indicada declaración como en nuestra constitución, lo cierto es que nos encontramos

1 alegre marTíneZ, m.a., El derecho a la propia imagen, Tecnos, madrid, 1997, págs. 19 y ss.
2 bonilla SÁncheZ, j.j., Personas y derechos de la personalidad, reus, madrid, 2010, págs. 21 y ss. Sobre el origen y evolución

de la categoría «derechos de la personalidad», vid. también blaSco gaScó, FranciSco de p., Patrimonialidad y personalidad
de la imagen, bosch, barcelona, 2008, págs. 11 y ss., entre otros.
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sin duda alguna ante derechos autónomos y diferenciados3, sin perjuicio de que todos ellos guarden una es-
trecha vinculación entre sí en cuanto pertenecientes a la misma categoría.

el derecho a la propia imagen, que es el que interesa estudiar en esta sede, ha sido definido por nuestra
jurisprudencia como «un derecho de la personalidad, derivado de la dignidad humana y dirigido a proteger
la dimensión moral de las personas, que atribuye a su titular un derecho a determinar la información gráfica
generada por sus rasgos físicos personales4 que pueden tener difusión pública y a impedir la obtención, re-
producción o publicación de la propia imagen por parte de un tercero no autorizado, sea cual sea la fina-
lidad –informativa, comercial, científica, cultural, etc.– perseguida por quien la capta o difunde5».

dicho lo anterior, conviene sin embargo precisar que la propia imagen es un «elemento configurador de
la esfera personal de todo individuo, en cuanto instrumento básico de identificación y proyección exterior
y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto individual, de modo que el bien protegido
constitucionalmente no es tanto la mera reproducción gráfica de cualquier elemento corporal del individuo
como la evocación social de la persona que habitualmente se plasma a través de aquélla»6.

de esta manera, el derecho a la propia imagen, como derecho de la personalidad, busca proteger, junto
a los derechos al honor y a la intimidad personal y familiar, un espacio ajeno a las intromisiones ilegítimas7,
en el que «reviste singular importancia la necesaria protección del derecho a la propia imagen frente al
creciente desarrollo de los medios y procedimientos de captación, divulgación y difusión de la misma»8. es
más, se protege el aspecto físico de una persona incluso cuando en función de las circunstancias su captación
se realiza en un lugar que no tiene nada de íntimo o no afecta a su reputación, como pone de manifiesto la
Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2014 (r.j. 2014, 5599).

Finalmente, debe apuntarse que el derecho a la propia imagen posee una doble dimensión, de manera
que junto a la constitucional, ya analizada, se coloca otra económica, en cuya virtud es posible su utilización
con fines patrimoniales9 –pasando de un derecho a la propia imagen a un derecho de la propia imagen10–,
que, aunque carente de protección constitucional11, queda igualmente bajo el amparo de los tribunales ordi-
narios.

3 blaSco gaScó, FranciSco de p., op. cit., págs. 60 y ss.
4 creo igualmente, con bonilla SÁncheZ, j. j., op. cit., pág. 192, que el nombre y la voz son elementos que conforman la imagen

de una persona. en sentido similar, alegre marTíneZ, m. a., op. cit., pág. 84, y Sentencia del Tribunal constitucional de 25 de
abril de 1994 (r.T.c. 1994, 117).

5 Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012 (r.j. 2012, 8371). en el mismo sentido se pronuncian las Sentencias del Tri-
bunal constitucional de 26 de marzo (r.T.c. 2001, 81) y 18 de junio (r.T.c. 2001, 139) de 2001, entre otras. Sobre el bien jurídico
«imagen», pueden consultarse también, entre otras, las Sentencias del Tribunal constitucional de 2 de diciembre de 1988 (r.T.c.
1988, 231), 11 de abril de 1994 (r.T.c. 1994, 99), 2 de junio de 2001 (r.T.c. 2001, 156) y 22 de abril de 2002 (r.T.c. 2002, 83). es
evidente, por tanto, y con caSTilla barea, m., «las intromisiones ilegítimas en el derecho a la propia imagen. estudio de las
circunstancias que legitiman la intromisión en la l.o. 1/1992, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad
personal y familiar y a la propia imagen», Cuadernos Aranzadi Civil, aranzadi, pamplona, 2011, pág. 35; que «el intérprete de la
Constitución asimila y relaciona claramente la imagen con el aspecto físico (…) que cumplen la función de identificar e individualizar
a cada persona (…), concibiéndola como uno de los atributos más característicos, propios e inmediatos del ser humano, a quien co-
rresponde de forman inherente e irreductible».

6 Sentencia del Tribunal constitucional de 27 de abril de 2010 (r.T.c. 2010, 23).
7 conTreraS navidad, S., La Protección del Honor, la Intimidad y la Propia Imagen en Internet, Thomson-reuters, navarra,

2012, pág. 25.
8 Sentencia del Tribunal constitucional de 30 de octubre de 1987 (r.T.c. 1987, 170).
9 afirma la Sentencia del Tribunal constitucional de 26 de marzo de 1981 (rTc 2001, 81), ya citada, que «con la protección consti-

tucional de la imagen se preserva no sólo el evidente poder de decisión sobre los fines a los que hayan de aplicarse las manifestaciones
de la persona a través de su imagen, sino también una esfera personal y, en este sentido, privada, de libre determinación. Por ello,
puede considerarse que este derecho, así formulado y en este aspecto, se presenta como un derecho inmaterial, aunque pueda también
explotarse comercialmente».

10 conTreraS navidad, S., op. cit., pág. 26.
11 Sentencia del Tribunal constitucional de 27 de abril de 2010 (r.T.c. 2010, 23).
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4. LA PROTECCIÓN CIVIL DEL DERECHO A LA PROPIA IMAGEN EN LA LEY ORGÁNICA
1/1982. EL CONCEPTO DE INTROMISIÓN ILEGÍTIMA Y SUS EXCEPCIONES: EN PARTICU-
LAR, EL CONSENTIMIENTO DEL TITULAR.

la protección civil de los derechos de la personalidad, y en concreto del derecho a la propia imagen,
está regulada fundamentalmente en la ley orgánica 1/1982 (en su aspecto material) y en la ley de enjui-
ciamiento civil (en su aspecto procesal). comienza la indicada ley orgánica 1/1982 afirmando, en su artí-
culo 1.3, que «el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen es irrenunciable,
inalienable e imprescriptible», y que su protección civil «quedará delimitada por las leyes y por los usos
sociales atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, mantenga cada persona reservado para sí misma
o su familia» (artículo 2.1).

por tanto, la esfera de protección de este derecho debe ser determinada caso por caso por el juez, aten-
diendo a datos que variarán en función de cada momento temporal y de cada persona, debiendo tenerse en
cuenta, sin embargo, que de conformidad con el artículo 1.1 de la ley orgánica 1/1982, dicho derecho «será
protegido civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas». con ello, la ley distingue entre in-
tromisiones legítimas e ilegítimas, siendo únicamente estas últimas las que podrán ser objeto de ataque por
el titular del derecho.

la regulación y clasificación de las intromisiones en una de estas dos categorías se lleva a cabo por la
ley orgánica 1/1982 en sus artículos 2.2, 7 y 8. de esta manera, la ley considera que son intromisiones
ilegítimas en el derecho a la propia imagen (artículo 7, apartados 5 y 6) la captación, reproducción o publi-
cación por fotografía, filme o cualquier otro procedimiento, de la imagen de una persona en lugares o mo-
mentos de su vida privada o fuera de ellos, así como la utilización del nombre, la voz o la imagen de una
persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga. Tales intromisiones, sin embargo, per-
derán su consideración de ilegítima cuando vengan autorizadas o acordadas por la autoridad competente
de acuerdo con la ley, o predomine un interés histórico, científico o cultural relevante (artículo 8.1); y cuando
se trate de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la
imagen se capte durante un acto público o en lugares abiertos al público, cuando se trate de la caricatura de
dichas personas, de acuerdo con el uso social, o cuando la imagen de una persona determinada aparezca
como meramente accesoria en la información gráfica que se ofrezca de un suceso o acaecimiento público
(artículo 8.2). igualmente, no se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido
cuando estuviere expresamente autorizada por ley o cuando el titular del derecho hubiese otorgado al efecto
su consentimiento expreso (artículo 2.2) .

Si bien la sentencia comentada analiza el carácter o no accesorio que la fotografía tiene en la noticia pu-
blicada, y que constituye uno de los elementos a tener en cuenta en la clásica pugna13 entre derechos de la
personalidad y libertad de información14, lo cierto es que apenas se detiene en ello y centra su atención,
sobre todo, en el consentimiento del titular del derecho afectado.

12 Téngase en cuenta que «el consentimiento ha de ser expreso, pero no tiene necesariamente que ser por escrito, puede ser verbal o
de otra forma concluyente». pueden verse en este sentido, entre otras, las Sentencias del Tribunal Supremo de 23 de abril de 1994
(r.j. 1994, 3090) y de 27 de junio de 1996 (r.j. 1996, 4792). igualmente, debe recordarse que dicho consentimiento será revocable
en cualquier momento, sin perjuicio de que deban indemnizarse, en su caso, los daños y perjuicios que ello pueda producir. así lo
expresa, entre otras, la citada Sentencia del Tribunal constitucional de 25 de abril de 1994 (r.T.c. 1994, 117).

13 con carácter general, se entiende, con blaSco gaScó, FranciSco de p., op. cit., pág. 170, que las libertades de expresión e
información prevalecen frente a los derechos de la personalidad cuando concurren los siguientes presupuestos: a) un interés general
y la relevancia pública de la información divulgada, que se ve así disminuida cuando no se refiere a personalidades públicas; b) que
la información sea veraz, y por tanto haya sido contrastada y comprobada; y c) que no existan expresiones injuriosas o difamantes,
ni se incorporen datos ajenos a la fuente o alusiones improcedentes (lo que se conoce como «reportaje neutral»).

14 entre muchos otros, puede verse alamillo domingo, F. a., «criterios de resolución del conflicto entre la protección del honor
y las libertades de expresión e información», La Ley, 1994, núm. 3, págs. 958 y ss.; garcía roca, F. j., «los imprecisos límites
a los poderes informativos derivados de los derechos de la personalidad: una función jurisdiccional», Estudios de Derecho Judicial,
Poder Judicial y medios de comunicación, madrid, 2001, págs. 25 y ss.; guTiérreZ-alviZ conradi, F., «libertad de infor-
mación y derechos de la personalidad», Justicia: Revista de derecho procesal, 1988, núm. 4, págs. 801 y ss.; herce de la prada,
v., El derecho a la propia imagen y su incidencia en los medios de comunicación, boch, barcelona, 1994; monTón garcía, m.ª
l., «derecho al honor, intimidad y propia imagen: protección civil y su conflicto con las libertades de información y expresión», La
Ley, 1995, núm. 1, págs. 874 y ss.; y rogel vide, c., «el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar, a la propia imagen
y las libertades de expresión y de información en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y en la del Tribunal constitucional», Revista
del Poder Judicial, núm. 22, 1991, págs. 81 y ss.
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por tanto, para poder afirmar que nos encontramos ante una intromisión ilegítima en el derecho a la
propia imagen de una persona es necesario que se capte, reproduzca o publique su imagen, de tal manera
que se identifique a la persona mediante sus rasgos físicos en el propio soporte en que fueron captados, sin
tener que acudir a criterios externos, y sin que concurra una causa de justificación de la conducta que la le-
gitime, especialmente el consentimiento del titular del derecho a la imagen vulnerado15. Se entiende con
ello que la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 2006 (rj 2006, 830), afirme que el contenido
del derecho a la imagen tiene un aspecto negativo, es decir, el de prohibir a terceros obtener, reproducir o
divulgar la imagen de la persona, sin su consentimiento16, así como uno positivo, al permitir a la persona la
facultad de reproducir su propia imagen. 

con ello, debe aclararse que si bien como se ha dicho el consentimiento es presupuesto legitimador de
la intromisión en los derechos de la personalidad, y por tanto, también en el derecho a la propia imagen,
para la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2014 (r.j. 2014, 5599), «no puede ignorarse
que es doctrina constante y pacífica de esta Sala que para apreciar la existencia de dicho consentimiento
es preciso que sea expreso, por escrito o por actos o conductas de inequívoca significación, y que verse
tanto sobre la obtención de la imagen como sobre su concreta publicación en un determinado medio de co-
municación social, sin que sea admisible desviar el objeto del consentimiento»17.

desde esta perspectiva, resulta importante insistir en que ese consentimiento expreso18 debe otorgarse
para cada acto concreto de intromisión19. así, dispone la Sentencia citada en el párrafo anterior que «el ar-
tículo 2.2 de la l.o. 1/1982, (…) exige el consentimiento expreso del titular del derecho para que no se
aprecie la existencia de intromisión ilegítima en el derecho fundamental que se denuncia como violado. pre-
cisamente la falta de prueba sobre la existencia o no del consentimiento hubiera debido llevar a la audiencia
a la conclusión de que éste no concurrió, ya que el consentimiento presunto no elimina la intromisión; ade-
más, este consentimiento no puede ser general, sino que habrá de referirse a cada concreto acto de intromi-
sión, según se desprende de los artículos 2.2 y 8.1 l.o. 1/1982, lo que deriva del carácter irrenunciable que
tiene este derecho, según lo dispuesto en el artículo 1.3 l.o. 1/1982»20. por tanto, la autorización para captar
una imagen no implica permiso para editarla; ni permite que, hecha a un medio concreto, pueda ser difundida
en otro21; ni, por último, permite utilizar la imagen con una finalidad distinta a aquélla para la que fue otor-
gado el consentimiento22.

a la vista de lo anterior, resulta evidente que el consentimiento prestado por una persona para que la pá-
gina web de una determinada red social incorpore una imagen suya en su perfil –consentimiento que se
otorga de manera tácita por el propio usuario cuando sube la imagen a dicho perfil– se agota precisamente
en ese acto, de manera que cualquier uso posterior que por la propia página web o por un tercero se pretenda
hacer de la fotografía en cuestión requerirá de un nuevo consentimiento ad hoc emitido por el titular del de-
recho a la propia imagen afectado. no resulta posible, por tanto, admitir la existencia de una suerte de con-
sentimiento genérico que permita a toda persona llevar a cabo un uso indiscriminado de una imagen por el
simple hecho de que su titular, en un momento determinado, haya podido permitir un uso concreto de la
misma a una o varias personas en particular.

15 aunque, como bien indica caSaS valléS, r., «derecho a la imagen: el consentimiento y su revocación (nota a la sentencia de
la a.T. de barcelona de 19 de julio de 1988», Revista del Poder Judicial, núm. 14, madrid, 1989, págs. 131 y ss., la regulación que
la ley hace de ese consentimiento y de su posible revocación posterior es escasa y equívoca.

16 en el mismo sentido, Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 1988 (rj 1988, 4076).
17 ver, también y entre otras, las Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de enero (rj 2002, 31) y 25 de noviembre de 2002 (rj 2002,

10274), 24 de diciembre de 2003 (rj 2003, 138), 22 de febrero de 2006 (rj 2006, 830) y 13 de noviembre de 2008 (rj 2008, 407).
18 caSaS valléS, r., op. cit., págs. 131 y ss. para blaSco gaScó, FranciSco de p., op. cit., pág. 132, en mi opinión acer-

tadamente, consentimiento expreso se opone a consentimiento presunto, pero no desde luego a consentimiento tácito.
19 blaSco gaScó, FranciSco de p., op. cit., pág. 133, considera que el consentimiento debe especificar el acto determinado

que permite, por qué medio lo permite, si se consiente o no la publicación, y por cuánto tiempo o para cuántas veces.
20 en el mismo sentido, Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de diciembre de 2008 (rj 2008, 6942).
21 Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 1998 (rj 1998, 6278). Se manifiesta también en este sentido blaSco gaScó,

FranciSco de p., op. cit., págs. 139 y ss.
22 Sentencia del Tribunal Superior de justicia de madrid de 16 de noviembre de 2012 (aS 2013, 162). en sentido similar, de verda

y beamonTe, j. r., «el derecho a la propia imagen», págs. 145 y ss., en de verda y beamonTe, j. r. (coord.), Veinticinco
años de aplicación de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen, aranzadi, navarra, 2007.
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5. CONCLUSIONES.

en sede de conflicto entre el derecho a la libertad de información y los derechos de la personalidad, la
discusión suele pivotar, como también sucede en la Sentencia comentada, en torno a cuál de los dos debe
prevalecer a la vista de las circunstancias del caso, especialmente en cuanto a la relevancia de la noticia y
al hecho de que sus fuentes hayan sido o no contrastadas. pero lejos de quedarse en eso, la Sentencia del
Tribunal Supremo de 15 de febrero de 2017 tiene la virtud de desmentir la creencia, tan errónea como ex-
tendida –en medios de comunicación y en usuarios particulares por igual–, de que en internet, cualquier
dato o elemento es libre de ser utilizado para cualquier finalidad por cualquier persona, sin necesidad de au-
torización previa de ningún tipo.

en lo que respecta a la protección de la propia imagen, la Sentencia es clara y contundente: que un
usuario de una red social preste su consentimiento a la misma para que ésta publique, en su perfil, una de-
terminada imagen suya, no implica ninguna concesión adicional y no puede servir como fundamento de una
intromisión, que precisamente por ello deberá ser calificada de ilegítima, en el derecho a la propia imagen
del que esa persona es titular. el consentimiento otorgado lo es exclusivamente para que esa red social pu-
blique esa imagen en ese perfil. además, que el referido perfil se encuentre disponible en abierto en esa red
social, y por tanto accesible por todo el mundo, en nada desmerece la afirmación anterior, y únicamente
constituye una muestra de que el consentimiento expresado por el titular de la imagen admite que cualquier
persona pueda acceder a la misma, pero no hacer un uso libre de ella. precisamente por ese motivo, la Sen-
tencia aclara que todo uso posterior, bien por la propia red social, bien por un tercero, que no se ampare en
alguna de las excepciones del artículo 8 de la ley 1/1982, debe considerarse como una intromisión ilegítima,
salvo que medie el consentimiento de su titular, que deberá ser específico para el acto concreto que se pre-
tenda realizar.
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NOTICIAS DE LA UNIÓN EUROPEA. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de
Registradores.

1. INSTITUCIONES EUROPEAS.

• La Comisión europea presenta el pilar europeo de derechos sociales.

     La Comisión acaba de adoptar su propuesta acerca del pilar europeo de derechos sociales. Dicho pilar
establece veinte principios y derechos esenciales destinados a fomentar mercados de trabajo y sistemas de
protección social equitativos y que funcionen correctamente, concebido como una brújula que debe indicar
la ruta hacia un proceso renovado de convergencia al alza para conseguir mejores condiciones de vida y de
trabajo en Europa. Está pensado ante todo para la zona del euro, si bien es aplicable a todos los Estados
miembros de la U.E. que deseen formar parte de él.
     Los principios y derechos consagrados en el pilar están estructurados en torno a tres categorías: igualdad
de oportunidades y acceso al mercado de trabajo, condiciones equitativas de trabajo y protección e inclusión
sociales. Hacen hincapié en cómo abordar la evolución del mundo del trabajo y de la sociedad para cumplir
la promesa de los Tratados de una economía social de mercado altamente competitiva, tendente al pleno
empleo y al progreso social.
     Cumplir los principios y los derechos definidos en el pilar europeo de derechos sociales es una respon-
sabilidad conjunta de los Estados miembros, las instituciones de la U.E., los interlocutores sociales y otras
partes interesadas. Las instituciones europeas ayudarán a fijar el marco de la cuestión y a encabezar el
camino hacia la aplicación del pilar, dentro del pleno respeto de las competencias de los Estados miembros
y de las tradiciones del diálogo social. Determinados principios y derechos incluidos en el pilar necesitarán
otras iniciativas legislativas para aplicarse de forma efectiva. Cuando sea necesario, se adaptará el Derecho
de la U.E. vigente, se completará y se aplicará mejor.
     La Comisión Europea añade una serie de nuevas iniciativas concretas, de índole legislativa y no legis-
lativa; por ejemplo, sobre la conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los
cuidadores, sobre la información de los trabajadores y sobre el acceso a la protección social y el tiempo de
trabajo. Estas iniciativas reflejan tanto las características de las cuestiones sobre las que trata el pilar como
la forma en que pueden aplicarse sus principios y derechos.
     También se ha establecido un cuadro de indicadores sociales para hacer el seguimiento de las tendencias
y los resultados en los países de la U.E. en doce ámbitos, así como para evaluar el progreso hacia una «triple
A» social para la U.E. en su conjunto. Este análisis se tendrá en cuenta en el Semestre Europeo de coordi-
nación de la política económica.

Derecho
de la Unión

EuropeaDUE
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     El cumplimiento de los principios y los derechos del pilar es un proceso dinámico. El pilar inspirará el
trabajo hecho en el contexto del Semestre Europeo y sobre la realización de la Unión Económica y Mone-
taria, en consonancia con el informe de los cinco presidentes. En particular, el pilar debe servir para relanzar
el proceso de convergencia dentro de la U.E.M., y algunos de los principios y derechos podrían servir de
orientación para conseguir unas normas más vinculantes para la zona del euro. Podrían seguir otras iniciativas
legislativas o no legislativas en el futuro como parte de los programas de trabajo anuales de la Comisión.
Los fondos europeos, y en particular el Fondo Social Europeo, brindarán apoyo financiero para aplicar al-
gunos aspectos clave del pilar.

     Próximos pasos:

     El pilar se acaba de presentar en dos formatos jurídicos con idéntico contenido: como una Recomenda-
ción de la Comisión, aplicable directamente, y como una propuesta de proclamación conjunta del Parla-
mento, el Consejo y la Comisión. A partir de ahí, la Comisión debatirá con el Parlamento Europeo y el
Consejo para ampliar el apoyo político y conseguir el respaldo del pilar al más alto nivel.
     Más información sobre el pilar europeo de derechos sociales:
https://ec.europa.eu/commission/priorities/deeper-and-fairer-economic-and-monetary-union/european-pillar-social-rights/european-pillar-social-rights-20-principles_en
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• Líneas rojas del Parlamento Europeo para el Brexit.

     El Parlamento Europeo, reunido en sesión plenaria, estableció por amplia mayoría (516 votos a favor,
133 en contra y 50 abstenciones) sus principios y condiciones para la aprobación del acuerdo de retirada de
Reino Unido de la U.E. El visto bueno de la Eurocámara será imprescindible para que el acuerdo pueda
entrar en vigor.
     Los eurodiputados subrayaron la importancia de garantizar un trato justo y equitativo a los ciudadanos
de la U.E. que viven en Reino Unido y a los británicos que residen en países comunitarios. También recal-
caron que Reino Unido seguirá siendo miembro de la U.E. hasta su salida oficial. Esto conlleva derechos
pero también obligaciones, incluidos los compromisos financieros que vayan más allá de la fecha de reti-
rada.
     La resolución adoptada por el pleno advierte contra cualquier intento de vincular un futuro acuerdo eco-
nómico entre la U.E. y Reino Unido a cuestiones de seguridad y descarta una relación económica «a la
carta», basada en acuerdos sectoriales, en particular con respecto a los servicios financieros.
     El P.E. deja claro que la pertenencia al mercado interior y a la unión aduanera implica la aceptación de
la libertad de movimiento de bienes, capitales, servicios y personas, así como la jurisdicción del Tribunal
de Justicia de la Unión Europea, la aportación al presupuesto y la adhesión a la política comercial común.
El texto dice que sólo tras lograr «avances sustanciales» en las conversaciones para el acuerdo de retirada,
podrán comenzar las negociaciones sobre posibles disposiciones transitorias. En cualquier caso, los acuerdos
transitorios no podrán extenderse más allá de tres años. Por último, el Parlamento enfatiza que un acuerdo
sobre la relación futura relación sólo podrá concluirse después de la salida de la Unión.
     Los intereses de los ciudadanos deben estar en el centro de las discusiones, señala la resolución. Los eu-
rodiputados quieren un trato justo para los ciudadanos de la U.E. en Reino Unido y los británicos en otros
Estados miembros. El estatuto y los derechos de ambos deben estar sujetos a los «principios de reciprocidad,
equidad, simetría y no discriminación», subrayan. El texto advierte al Reino Unido contra cualquier intento
de limitar los derechos vinculados a la libertad de movimiento antes de su salida efectiva de la Unión y so-
licita a la UE que examine cómo responder al miedo de algunos ciudadanos británicos a perder los derechos
de los que ahora disfrutan en virtud de los tratados comunitarios.
     El texto hace una mención especial a la situación de Irlanda, ya que el país «se verá especialmente afec-
tado por la retirada del Reino Unido» y pide abordar la cuestión en el acuerdo de salida. El PE insta a todas
las partes a mantener su compromiso con el proceso de paz en Irlanda del Norte y que se evite el restable-
cimiento de una frontera física con la República de Irlanda.
     Los eurodiputados demandan a las dos partes de la negociación que actúen de buena fe y con total trans-
parencia, para garantizar una salida ordenada del Reino Unido. El texto advierte de que Londres no puede
negociar acuerdos comerciales con terceros países antes de dejar la Unión, y tampoco abrir negociaciones
bilaterales con otros Estados miembros sobre el acuerdo de retirada o la futura relación con la Unión.
     El Reino Unido seguirá disfrutando de sus derechos como miembro de la U.E. hasta su salida. Pero de-
berá también respetar sus obligaciones, incluidos los compromisos financieros asumidos en el marco pre-
supuestario plurianual que venzan más allá de su retirada, subraya el Parlamento.
     Durante el debate previo a la votación quedó patente la importancia que la Cámara da a proteger los in-
tereses de los ciudadanos más afectados por la salida del Reino Unido. La mayoría de los líderes hicieron
hincapié en que la U.E. debe permanecer unida en la negociación y defender sus propios intereses.
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2. JUSTICIA:

• Cuadro de Indicadores de Justicia en la U.E. 2017.

     La Comisión Europea ha publicado el cuadro de indicadores de la justicia en la U.E. correspondiente a
2017, con el objetivo de ofrecer un análisis comparativo de la calidad, la independencia y la eficiencia de
los sistemas judiciales de los Estados miembros de la U.E.
     Su objetivo es ayudar a las autoridades nacionales a mejorar la eficacia de sus sistemas judiciales. En el
caso de España, la tendencia a la eficacia es positiva. En comparación con los anteriores, el cuadro de indi-
cadores de 2017 se centra en nuevos aspectos del funcionamiento de los sistemas judiciales, por ejemplo,
la facilidad con la que los consumidores pueden acceder a la justicia y los canales que utilizan para presentar
reclamaciones contra las empresas. Por primera vez, el informe también indica la duración de los procesos
penales por delitos de blanqueo de capitales.
     Las principales conclusiones del cuadro de 2017 son las siguientes:
     ‒ Procesos civiles y mercantiles más breves: Esto se ha conseguido incluso en varios Estados miembros
cuyos sistemas judiciales atraviesan por dificultades. Esta mejora es más clara a lo largo del período de
cinco años que a corto plazo.
     ‒ Análisis de la aplicación de la protección de los consumidores: Los Estados miembros son responsables
de la aplicación del Derecho de la U.E. en materia de consumo. El cuadro de indicadores muestra que la du-
ración de los procedimientos administrativos y el control judicial en este ámbito varían mucho según los
países. También indica que las autoridades de protección de los consumidores logran resolver directamente
muchos problemas de estos sin necesidad de acudir a los órganos jurisdiccionales.
     ‒ Análisis de la lucha contra el blanqueo de capitales: Según lo dispuesto en la cuarta Directiva contra
el blanqueo de capitales, los Estados miembros han facilitado por primera vez información al respecto. Esta
pone de manifiesto duraciones muy diversas de los procesos por delitos de blanqueo de capitales, que pueden
variar entre menos de un semestre y casi tres años.
     ‒ Acceso limitado a la justicia para los ciudadanos más pobres: El cuadro de indicadores muestra que,
en algunos Estados miembros, los ciudadanos cuyos ingresos son inferiores al umbral de pobreza no reciben
ninguna asistencia jurídica gratuita en algunos tipos de litigios.
     ‒ El uso de herramientas de T.I.C. sigue siendo limitado en varios países: Si bien se usan ampliamente
en la comunicación entre los órganos jurisdiccionales y los abogados en la mitad de los Estados miembros
de la U.E., el uso de las T.I.C. para la firma electrónica es muy limitado en más de la mitad de ellos. Nuevos
datos sobre la manera en que los abogados utilizan las T.I.C. para comunicarse con los órganos jurisdiccio-
nales subrayan de nuevo la importancia de la comunicación electrónica para el correcto funcionamiento de
los sistemas judiciales.
     ‒ Mejora o estabilidad de la percepción de la independencia judicial por la población en general: Así
ocurre en más de dos tercios de los Estados miembros, en comparación con 2016. La tendencia es la misma
para la percepción entre las empresas desde 2010. Entre los motivos de la percepción de falta de indepen-
dencia de los órganos jurisdiccionales y los jueces, las injerencias o presiones por parte de Gobierno y po-
líticos han sido la razón más aducida. El cuadro de 2017 también presenta datos sobre las salvaguardias
existentes en los diferentes Estados miembros para garantizar la independencia de los jueces. Esto refleja la
gran importancia del Estado de Derecho en la U.E.
     ‒ Normas de calidad: La mayoría de los Estados miembros tiene normas que fijan plazos o calendarios
para evitar largos procesos judiciales. No obstante, esas normas no existen en algunos Estados miembros
con sistemas judiciales menos eficientes.
     Los resultados del cuadro de indicadores de 2017 se están teniendo en cuenta en la evaluación específica
de cada país que se está llevando a cabo en el marco del proceso del Semestre Europeo de 2017. Los informes
nacionales de los Estados miembros se publicaron el 22 de febrero de 2017 e incluyen conclusiones sobre
los sistemas judiciales de varios de ellos (Bélgica, Bulgaria, España, Croacia, Italia, Chipre, Letonia, Malta,
Polonia, Portugal, Rumanía, Eslovenia y Eslovaquia).
     El cuadro de indicadores se centra en asuntos civiles y mercantiles contenciosos, así como en asuntos
administrativos, con el fin de ayudar a los Estados miembros en su esfuerzo por sentar las bases para un en-
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torno más favorable a la inversión, las empresas y los ciudadanos. El cuadro de indicadores se centra en los
tres elementos principales de un sistema judicial eficaz:
     ‒ Eficiencia: duración de los procesos, tasa de resolución y número de asuntos pendientes.
     ‒ Calidad: indicadores sobre asistencia jurídica gratuita, tasas judiciales, formación, supervisión de las
actividades de los órganos jurisdiccionales, presupuestos y recursos humanos.
     ‒ Independencia: indicadores sobre la percepción de la independencia judicial entre las empresas y la
población en general, así como sobre las salvaguardias relativas a los jueces.
     El cuadro de indicadores utiliza diferentes fuentes de información. Las principales fuentes de datos son
las de la Comisión para la Evaluación de la Eficacia de la Justicia (C.E.P.E.J.) del Consejo de Europa. Otros
datos proceden de redes europeas, tales como la Red Europea de Consejos del Poder Judicial y la Red de
Presidentes de los Tribunales Supremos de la Unión Europea, el Consejo de la Abogacía Europea (C.C.B.E.)
y diversos comités en ámbitos específicos del Derecho de la U.E.
     Informe completo: 
http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/1/2017/ES/COM-2017-167-F1-ES-MAIN-PART-1.PDF
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3. CONSUMIDORES:

• La Comisión europea toma medidas contra las páginas web de reservas de viajes que llevan a
cabo prácticas engañosas

     La Comisión Europea y las autoridades de protección de los consumidores de la U.E. pusieron en marcha
un análisis coordinado de 352 páginas web de comparación de precios y reservas de viajes en la U.E. Se
constató que los precios no eran fidedignos en 235 páginas web, dos tercios de las analizadas.
     Las autoridades han pedido a las páginas web en cuestión que adapten sus prácticas en línea a la legis-
lación de la U.E. en materia de consumidores, lo que las obliga a ser plenamente transparentes sobre precios
y a presentar sus ofertas de manera clara, en la fase inicial del proceso de reserva.
     La Red de Cooperación para la Protección de los Consumidores (C.P.C.) se pondrá en contacto con las
235 páginas web con irregularidades y solicitará que las subsanen. En caso de que no cumplan, las autori-
dades nacionales podrán incoar procedimientos administrativos o judiciales, ya sea directamente o a través
de los órganos jurisdiccionales nacionales en función de la legislación nacional aplicable.
     Las autoridades de protección de los consumidores de distintos países llevan a cabo un escrutinio («ba-
rrido») en toda la U.E. que consiste en un conjunto de controles simultáneos. Estos controles revelan si se
cumple la normativa de la U.E. en materia de protección de los consumidores. Si en los controles se detecta
un incumplimiento de la legislación en la materia, las autoridades de protección de los consumidores se
ponen en contacto con las empresas implicadas y las invitan a subsanarlo. Hasta ahora las medidas de «ba-
rrido» anteriores se han centrado en: compañías aéreas (2007), contenidos móviles (2008), productos elec-
trónicos (2009), venta de entradas en línea (2010), crédito al consumo (2011), contenidos digitales (2012),
servicios de viajes (2013), garantías sobre productos electrónicos (2014) y la Directiva sobre los derechos
de los consumidores (2015).
     Cada año, la Comisión coordina el análisis de páginas web en un sector específico, con la ayuda de la
Red de Cooperación para la Protección de los Consumidores (C.P.C.), que agrupa a las autoridades de con-
sumo de 28 países (26 países de la U.E., Noruega e Islandia). Las autoridades son responsables de hacer
cumplir la legislación de la U.E. en materia de protección de los consumidores. 
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La Sala Primera del Tribunal Supremo, en un auto del que ha sido ponente D. 
Rafael Sarazá Jimena, ha inadmitido a trámite una demanda que pretendía 
revisar la sentencia firme dictada por el Juzgado de 1ª Instancia número 1 de 
Torremolinos en octubre de 2016.  

Los demandantes alegaban que la sentencia del Tribunal de Justicia de 21 de 
diciembre de 2016, sobre los efectos restitutorios de la nulidad de la «cláusula 
suelo», es un documento que debe permitir la revisión de la sentencia firme 
anterior en la que solo se condenó a la restitución de lo indebidamente pagado 
tras la publicación de la sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 2013.  

No es la primera vez que se plantea la cuestión de los efectos que produce una 
sentencia del TJUE sobre las sentencias firmes anteriores de los tribunales 
nacionales, pero sí es la primera vez que se ha planteado con relación a los 
efectos restitutorios de la nulidad de una cláusula suelo. 

El tribunal ha considerado que, de acuerdo con su jurisprudencia, no es posible 
obtener la revisión de una sentencia firme por el hecho de que una sentencia 
posterior establezca una jurisprudencia que sea incompatible con los 
argumentos que fundamentan el fallo de la sentencia anterior. Esa sentencia 
posterior no es un «documento» a efectos de lo previsto en la regulación de las 
demandas de revisión en la Ley de Enjuiciamiento Civil.  

Por otro lado, nuestro ordenamiento jurídico preserva la firmeza de las 
sentencias frente a modificaciones posteriores de la jurisprudencia, adoptadas 
por propia iniciativa del Tribunal Supremo o impuestas por la doctrina sentada 
en las resoluciones del Tribunal Constitucional, y solo permite, tras la reciente 
reforma de la Ley Orgánica 7/2015, la revisión de una sentencia civil firme en 
ciertos casos excepcionales cuando una sentencia del TEDH declare que dicha 
sentencia ha sido dictada en violación de alguno de los derechos reconocidos 
en el CEDH.  

El tribunal ha aplicado la jurisprudencia del TJUE, que ha reconocido la 
importancia del principio de cosa juzgada tanto en el ordenamiento jurídico de 
la Unión como en los ordenamientos jurídicos nacionales, pues garantiza tanto 
la estabilidad del Derecho y de las relaciones jurídicas como la recta 



administración de la justicia. La aplicación de los principios de efectividad y 
equivalencia no determina en estos casos la revisión de las sentencias firmes 
por el hecho de que con posterioridad se haya dictado una sentencia por el 
TJUE que siente una doctrina incompatible con la de la sentencia firme del 
tribunal nacional.  
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liront lo blanch

La Ley de 1 843 es la primera que regula las saciedades anóni�
mas españolas de manera completa, sistemálica y  autónoma. 
Se Ira la do una norma de la que emanan casi lodos las mate�
rias del vigente Derecho societario.

Esta obra es ulil para conocer la prim igenia regulación de ma�
terias fundamentóles como el concepto de sociedad anónima, 
el objeto social, las acciones, la junta general, los adminislrcldo- 
ros, las cuentas anuales, etc. De esta manera, se comprenderá 
mejor la regulación actual de dichas cuestiones, constatándose 
que, aunque algunas de ellas han variado, otras se mantienen 
con las mismas caracterislicas de aquellos años.

Además, el estudio ofrece un breve apunte sobre la influencia 
de la Ley de 1848 en la industrialización española.

9788490868164www.tirant.com/detalle?articulo=9788490868164
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ESTUDIOS

¿Porqué el visado colegial? Porque es un tema testigo. Una institución característica 
de la ordenación de las profesiones técnicas - y  de algunas científicas-, que ha 
resultado ímpactado de lleno por la reforma de los serviciosy Colegios Profesionales, 
acometida en el marco de la transposición de la Directiva de Servicios -que ha 
removido técnicas clásicas del Derecho Administrativo- y en un contexto o con 
el pretexto- de la simplificación administrativa que promueve la reducción de las 
cargas administrativas. El visado ha constituido así el banco de pruebas en el que 
se han ensayado y ejecutado propuestas de signo liberalizador y desregulador, 
inspiradas e impulsadas por la autoridad estatal de competencia, que han acabado 
por desnaturalizarlo. El novedoso visado voluntario, la drástica reducción de los 
visados obligatorios en aplicación de los criterios de necesidad y proporcionalidad, 
el fomento de la competencia entre colegios, de la misma y aún de distinta profesión, 
para el ejercicio de una función pública, la libre elección del Colegio que practica 
el visado, la supresión de las reglas de competencia territorial o la eliminación de 
la colegiación como presupuesto del ejercicio de la función de visado -a l admitirse 
sobre no colegiados o sobre colegiados de otras profesiones-, son exponentes de 
esta nueva regulación, que no ha resuelto la tensión latente en la configuración 
del visado entre una función pública y un servicio bajo demanda prestado en un 
mercado abierto y en régimen de concurrencia de servicios profesionales.
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